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1.
Comunicación y notas:


-

Comunicación del jefe de bancada de diputados de Renovación Nacional por la cual informa que el diputado señor Rosauro Martínez reemplazará a la diputada señora Marcela Sabat, en la Comisión de Recursos Naturales. 


-

Nota del diputado señor Kort, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 21 de mayo en curso. 


-

Nota del diputado señor Hasbún, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 8 de mayo próximo pasado para dirigirse a Italia.


2.
Oficios:


-
Oficio de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas, por el cual solicita el acuerdo de la Sala, para que le sea remitido el proyecto, iniciado en moción, que “Aumenta pena al delito de robo en lugar habitado o destinado a la habitación y, lo excluye del catálogo de beneficios de la ley N° 18.216.”, actualmente en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. (boletín N° 8934-07. 


-

Oficio de la Comisión Investigadora sobre el Derecho de Reunión y Seguridad Pública, mediante el cual solicita el acuerdo de la Sala para prorrogar en 30 días hábiles su funcionamiento, a contar del día 10 de junio de 2013.


-
Oficio de la Comisión de Cultura y de las Artes, por el cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 235 del Reglamento de la Corporación, procedió a elegir como Presidente al diputado señor Torres, don Víctor. 


-

Oficio de la Dirección de Asuntos Internacionales, por el cual comunica que el diputado señor Roberto León ocupará el cargo de Presidente del Grupo Geopolítico de América Latina y del Caribe, (Grulac-Uip), a contar del 15 de mayo de 2013. 



Respuestas a oficios.



Ministerio de Interior:

-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe acerca del estado de tramitación de la petición realizada por don Luis Alberto Aguilera Retamal, de la comuna de San Fernando, Región del Libertador Bernardo O´Higgins, para acogerse a los beneficios que otorga el programa de reconocimiento al exonerado político. (12823 al 7576).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe acerca del estado de tramitación de la petición realizada por don Jorge Enrique Fuenzalida Cornejo, de la comuna de San Fernando, Región del Libertador Bernardo O´Higgins, para acogerse a los beneficios que otorga el programa de reconocimiento al exonerado político. (12825 al 7574).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe acerca del estado de tramitación de la petición realizada por don Luís Humberto Meneses Lobos, de la comuna de San Fernando, Región del Libertador Bernardo O´Higgins, para acogerse a los beneficios que otorga el programa de reconocimiento al exonerado político. (12826 al 7575).


-
Diputado De Urresti, Informe acerca de los procedimientos existentes y de la factibilidad de poder crear una nueva comuna que abarque tanto el sector de Niebla, ubicado en la costa valdiviana como la localidad de Coñaripe, comuna de Panguipulli, Región de Los Ríos. (1875 al 10932).


-
Diputado Carmona, Solicita informe a esta Corporación sobre los hechos descritos en la solicitud adjunta, referidos al procedimiento practicado a la ciudadana peruana doña Grimalda Vásquez Ccanccahua, por el personal de turno en el aeropuerto de Santiago, el pasado 9 de febrero. (336 al 10519).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita la remisión de los antecedentes que obren en el servicio a su cargo, en relación con el lamentable fallecimiento de don Plácido Jiménez Pérez, ocurrida el pasado 23 de marzo, en la empresa Mainstream, de la comuna de Quinchao, Chiloé; particularmente, el tipo de licencia con la que contaba el trabajador para ejercer su oficio. (1141 al 10562).



Ministerio de Educación:


-
Diputado Chahín, Razones que han impedido al Ministerio de Educación tomar el examen habilitante para cursar enseñanza media, al licenciado de educación básica, con discapacidad auditiva, señor Cristián Martínez Villena, de la comuna de Victoria; e imparta las instrucciones necesarias para que se proceda a la brevedad al cumplimiento de esa exigencia. (883 al 10580).



Ministerio de Justicia:


-
Diputado Ojeda, Instruya se corrija la omisión en que incurre el decreto supremo 155, del Ministerio de Defensa Nacional, de 26 de mayo del año 2008, Reglamento de Asistencia Religiosa en establecimientos de las Fuerzas Armadas y de las de Orden y Seguridad Pública, y, en definitiva, se considere a los capellanes evangélicos, protestantes y de otras iglesias con los mismos derechos y beneficios económicos que aquellos a los que actualmente se otorgan. (3213 al 4688).



Ministerio de Agricultura:


-
Diputado Robles, Presencia de un alto nivel de coliformes fecales al final del Río El Tránsito, en la comuna de Alto del Carmen, detectado por un monitoreo realizado en la Estación Río El Tránsito-Puente Ramadilla, y disponer una auditoría a fin de determinar las responsabilidades involucradas. (340 al 10136).

-
Diputado Ojeda, Remita la información detallada en la intervención adjunta, en particular la que dice relación con todos los antecedentes que obren en su poder, relacionados con el despido -que habría sido arbitrario- de 23 trabajadores de la planta del Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria, sector Antuco, comuna de Los Ángeles; como asimismo, indique si estos despidos forman parte de un nuevo plan de racionalización de ese Instituto, que impliquen más desvinculaciones laborales en el resto del país. (355 al 10831).


Ministerio de Salud:


-
Diputado De Urresti, Acciones que se desarrollarán durante el presente año para lograr la construcción de un Centro de salud Familiar en el sector de Guacamayo, de la comuna de Valdivia; cronograma del proyecto; si se encuentra incorporado dentro del presupuesto para 2014; y, si es factible una coordinación con la municipalidad para lograr adelantar los plazos fijados (1426 al 10166).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Antecedentes y el resultado de de la fiscalización y sumario sanitario seguido contra la empresa Pesquera Camanchaca, en su planta de la comuna de Calbuco, Región de Los Lagos, en relación con el accidente ocurrido el 8 de febrero de 2013, que terminó con 5 trabajadores intoxicados con ácido sulfhídrico. (1427 al 10267).


-
Diputado Andrade, Disponga se realice una fiscalización en el sitio eriazo ubicado en Puente Alto, Región Metropolitana de Santiago, en calle Eyzaguirre al oriente, en las cercanías del Regimiento de Alta Montaña, debido a una plaga de roedores que afecta la calidad de vida de los vecinos del lugar. (1429 al 4675).


-
Diputado De Urresti, Solicita remitir información relacionada con la decisión de instalar el cuarto centro de sangre en la ciudad de Puerto Montt, y con el proyecto para la creación de un centro de cáncer en Valdivia; y, además, para que, si lo tiene a bien, considere la factibilidad de establecer el mencionado centro de sangre en esta última ciudad. (1430 al 10300).


-
Diputado Sabag, Licitación del estudio de prefactibilidad para la construcción del hospital de la comuna de Cabrero, en la provincia de Biobío. (1431 al 10355).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informe a esta Corporación, sobre la factibilidad de incorporar al plan AUGE u otro programa que sea pertinente, al señor Fabián Lizana Jara, en consideración de los antecedentes que se exponen en la solicitud adjunta. (1433 al 10522).


-
Diputado Andrade, Disponga se realice una fiscalización a dos panaderías ubicadas en calle Arturo Prat números 386 y 390, en Puente Alto, en la Región Metropolitana de Santiago; en particular, respecto de la forma en que afectan los humos que provoca la actividad de estos negocios a los vecinos del lugar. (1434 al 4676).


-
Diputada Zalaquett doña Mónica, ordene fiscalizar y revisar el funcionamiento del Centro Comunitario de Salud Familiar Lo Errázuriz, ubicado en la comuna de Maipú, Región Metropolitana; determinando sus principales falencias y necesidades; como asimismo, se evalúe la factibilidad de contratar más profesionales para su mejor desempeño, informando de sus resultados a esta Corporación. (1461 al 10731).


-
Diputado Carmona, Informe acerca de las medidas y políticas que considera adoptar, con ocasión de las demandas laborales y reivindicaciones planteadas tanto por los trabajadores de la Corporación Nacional de Cobre como de la minería privada, latamente detalladas en la intervención adjunta. (1462 al 10704).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informe sobre la factibilidad de analizar la situación y disponer las medidas de ayuda que sean procedentes, respecto de la menor Javiera Álvarez Valderrama, afectada por una enfermedad que requiere un costoso tratamiento médico. (1463 al 10677).


-
Diputado Silber, Diputado Ascencio, Solicita informe sobre cada una de las materias señaladas en la solicitud adjunta, referidas a los funcionarios dependientes del servicio a su cargo, asistentes a las tribunas de la Corporación en Valparaíso, el pasado jueves 4 de abril del año en curso. (1464 al 10685).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo:


-
Diputado Venegas don Mario, Solicita para que tenga a bien disponer la investigación de los hechos descritos en la solicitud adjunta, e informar de sus resultados a esta Corporación. (304 al 10567).



Ministerio Secretaría General de Gobierno:


-
Diputado Accorsi, Solicita instruir a los intendentes y secretarios regionales ministeriales de salud, fiscalizar, conjuntamente con los cuerpos de bomberos del país, el cumplimiento de las medidas de emergencia en los pubs y discotecas. (30 al 4616).



Ministerio de Desarrollo Social:


-
Diputado Sandoval, Solicita incorporar en el beneficio a que se refiere el proyecto de ley que otorga un bono solidario a las familias de menores ingresos y de clase media vulnerables, boletín N° 8830-31, en actual tramitación legislativa, a los adultos mayores que reciben la pensión básica solidaria. (447 al 4678).



Ministerio Medio Ambiente:


-
Diputado Robles, Razones que han impedido la reunión del Concejo de Ministros que debe resolver las reclamaciones presentadas por agrupaciones de la sociedad civil y por la propia compañía respecto del proyecto hidroeléctrico Hidroaysén. (131480 al 10724).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Situación que afecta a los pobladores del sector de Subida Mina Hermosa, en la comuna de Andacollo, afectados por las faenas de la empresa minera Teck Carmen, la que mantiene un botadero de material sin cierre, en sus cercanías, con las consecuencias negativas que detalla; y, adopte las medidas que correspondan con el objeto de reparar el entorno. (131498 al 10786).


-
Diputado Robles, Contaminación que estaría afectando a los pozos de agua de la comuna de Tierra Amarilla, por la eventual acción de la empresa a cargo del proyecto minero Maricunga, disponiendo la correspondiente fiscalización. (131534 al 10819).


-
Diputada Isasi doña Marta, Solicita informe sobre el tratamiento para el acopio de plomo utilizado por las mineras de la Región de Tarapacá; con indicación del destino que se les da este tipo de desechos. (131536 al 10870).


-
Diputado Monsalve, Poner en su conocimiento que la empresa constructora que ejecuta un proyecto dependiente del Servicio de Vivienda y Urbanización, en el fundo Chilcoco, de la localidad de Llico, comuna de Arauco, ha destruido una cascada ceremonial del pueblo mapuche; y, para que informe a esta Corporación, al tenor de la intervención adjunta, si la intervención en el cauce del río requería de estudio de impacto ambiental previo. (131561 al 10719).



Ministerio de Cultura y de las Artes:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Razones que justifican la suspensión del bus de la Dirección de Bibliotecas y Archivos y Museos que prestaba servicios en la comuna de Vicuña. (534 al 10780).


-
Diputado Farías, Informe, al tenor de la intervención adjunta, respecto al contenido del libro, en idioma inglés, titulado “Shoot in Chile”, financiado por el Consejo de la Cultura y las Artes, y que promociona al país para filmar producciones y películas internacionales, respecto a que allí se señala como positivo el hecho que los trabajadores que participan en estas labores, tales como artistas, iluminadores, productores y tramoyistas, no están sindicalizados, no obstante tener excelente calidad profesional; como asimismo, solicita se sirva detener la distribución del mismo. (540 al 10826).


-
Diputado De Urresti, Líneas programáticas diseñadas por el Ministerio para fortalecer la capacidad de las salas de cine arte en el país. (543 al 10700).



Intendencias:


-
Diputado Chahín, Estado de avance del proyecto de mejoramiento de agua potable rural en el sector de Mitrauquén, en la comuna de Lonquimay. (1277 al 10762).


-
Diputado Gutiérrez don Hugo, Solicita informar y remitir copia de los informes de impacto económico y social del proyecto de construcción de las rutas A16 y A1 en la ciudad de Iquique e indique, en caso de no existir los referidos estudios, la forma y criterios utilizados por el servicio a su cargo, para la determinación de dichos factores. (1569 al 10945).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Medidas que se adoptarán para poner término a la contaminación que genera un grupo de barcos abandonados en la bahía de Coquimbo, frente a la playa La Herradura. (484 al 10028).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Situación de abandono que afecta al sector de El Culebrón, de la comuna de Coquimbo, convertido en un depósito de desechos; y acerca de la posibilidad de adoptar medidas de intervención mediante un plan de recuperación ambiental. (485 al 10029).


-
Diputado Araya, Solicita informe y remita los antecedentes señalados en la solicitud adjunta, en relación con los planes diseñados y medidas implementadas por el servicio a su cargo, orientados a mejorar el tránsito vehicular de las ciudades de Calama y Antofagasta. (541 al 10806).



Servicios:


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informe si doña Primitiva Valenzuela Arévalo, individualizada en la solicitud adjunta, reúne los requisitos para optar a una pensión de vejez; con indicación de los trámites que debe realizar para postular. Del mismo modo, y en caso de ser negativa la respuesta, señale los beneficios estatales a los que sí puede postular, como por ejemplo, la pensión básica solidaria o la pensión de gracia. (14435 al 10874).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita informe sobre cada una de las materias señaladas en la solicitud adjunta, referidas a las condiciones de seguridad en que operan las empresas acuícolas en el país. (1849 al 10563).


-
Diputada Molina doña Andrea, Solicita tenga a bien disponer las medidas que sean procedentes, en relación con la situación que afecta a la radio Club Futuro de la comuna de La Calera, descrita en la solicitud y antecedentes adjuntos. (358 al 4822).


-
Diputado De Urresti, Situación de los funcionarios que prestan servicios en las 350 oficinas de Juntas Inscriptoras del país, con ocasión de la aplicación plena de la ley N° 20.568, que establece la inscripción automática y el voto voluntario, precisando si se encuentra contemplado algún proceso para su redestinación. (3790 al 10774).



Varios:


-
Diputado Vargas, Requiere se informe sobre la calidad del agua que se suministra en la Región de Arica y Parinacota, con señalamiento de la cantidad y porcentajes de sus componentes físicos, químicos, bacteriológicos y radiactivos. (1463 al 10219).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informe sobre la situación descrita en la solicitud adjunta, en relación con la reclamación presentada por don Arnaldo Vergara Paredes en la 14° Comisaría de San Bernardo y remita copia de las resoluciones dictadas durante su tramitación; particularmente, aquellas que impongan sanciones al funcionario involucrado. (328 al 10798).



Municipalidades:


-
Diputada Sabat doña Marcela, Solicita tenga a bien incrementar el resguardo preventivo de los funcionarios de Seguridad Ciudadana de la comuna, especialmente en el cuadrante comprendido entre las calles Los Cerezos, Alcalde Monckeberg, Los Almendros y Grecia; como asimismo, coordinar instancias de reunión entre los encargados de Seguridad Ciudadana del municipio y los vecinos del sector, para disponer a la brevedad la implementación del sistema de alarmas. (958 al 4777).

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (77)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IC
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Araya Guerrero, Pedro
IND
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

Delmastro Naso, Roberto
IND
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo  Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Se contó con la asistencia, además, del senador señor Ricardo Lagos Weber.

-Por encontrarse en misión oficial no estuvieron presentes la diputada señora Mónica 
Zalaquett Said, y el señor Ignacio Urrutia Bonilla.

-Por encontrarse con permiso constitucional no asistió el diputado señor Gonzalo Arenas Hödar.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.11 horas.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- El acta de la sesión 23ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 24ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor DELMASTRO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

PRÓRROGA DE PLAZO A COMISIÓN INVESTIGADORA

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala se accederá a la solicitud de la Comisión Investigadora sobre el Derecho de Reunión y Seguridad Pública para prorrogar en treinta días hábiles su mandato, a contar del 10 de junio de 2013.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 21 votos; por la negativa, 5 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor DELMASTRO (Presidente).- No hay quórum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Chahín Valenzuela Fuad; Espinosa Monardes Marcos; García García René Manuel; González Torres Rodrigo; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Rincón González Ricardo; Saffirio Espinoza René; Tarud Daccarett Jorge; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Calderón Bassi Giovanni; Estay Peñaloza Enrique; Hoffmann Opazo María José; Rosales Guzmán Joel; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Kort Garriga Issa.

El señor VARGAS.- Señor Presidente, le ruego que no se considere mi voto, porque estoy pareado.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, le pido que en mi caso proceda de la misma manera.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, yo también estoy pareado.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se repite la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Carmona Soto Lautaro; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; García García René Manuel; González Torres Rodrigo; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Martínez Labbé Rosauro; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Rincón González Ricardo; Saffirio Espinoza René; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Vallespín López Patricio; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Bauer Jouanne Eugenio; Calderón Bassi Giovanni; Estay Peñaloza Enrique; Hoffmann Opazo María José; Rosales Guzmán Joel; Vilches Guzmán Carlos; Ward Edwards Felipe.
-Se abstuvieron los diputados señores:
Baltolu Rasera Nino; Kort Garriga Issa; Squella Ovalle Arturo; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas en orden a que le sea remitido el proyecto, iniciado en moción, que aumenta la pena para el delito de robo en lugar habitado o destinado a la habitación, y lo excluye del catálogo de beneficios de la ley N° 18.216 (Boletín N° 8934-07), actualmente radicado en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, no habría ningún problema, siempre y cuando también se acuerde que una vez que se emita el informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas, el proyecto vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para proceder en esos términos?

Acordado.

RETIRO DE PROYECTO DE TABLA

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Issa Kort.

El señor KORT.- Señor Presidente, pido que recabe el acuerdo de la Sala para retirar de la Tabla de hoy el proyecto que establece el 9 de febrero como el “Día Nacional del Hincha de Fútbol”, del cual soy uno de sus autores, a fin de que sea tratado en una sesión posterior. La razón es que deseo que el Ejecutivo esté presente en su discusión.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a la petición del diputado señor Issa Kort?

Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

INCREMENTO DE MONTO DE LA ASIGNACIÓN MENSUAL
DE SOLDADOS CONSCRIPTOS (Tercer trámite constitucional)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Corresponde tratar la enmienda introducida por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín N° 8814-02, sesión 28ª de la presente legislatura, en 15 de mayo de 2013. Documentos de la  Cuenta N° 3.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, quiero intervenir en relación con este proyecto modificado por el Senado, debido a que me reuní con jóvenes que están realizando el servicio militar para tratar esta materia. En esa ocasión, les manifesté que el incremento en el monto de la asignación me parecía adecuado, pues fomentará la voluntariedad en el servicio militar e incentivará a más jóvenes a postular a las casi 13.000 vacantes que ofrecen las Fuerzas Armadas para esos efectos. Lamentablemente, cada vez son menos los voluntarios que se presentan.

Los soldados conscriptos me manifestaron que no consideran correcto ni mucho menos adecuado el monto asignado para el grado 31, que se incrementó a 79.000 pesos, y para el grado 32, que aumentó a 75.000 pesos. Es la asignación mensual que recibirán por su entrega en beneficio de la defensa del país. Reitero, no están de acuerdo con el incremento efectuado, y parece que esa inconformidad continuará en el futuro. Me parece que la modificación del Senado podría haber abordado otros aspectos, como el relativo a los grados que conforman el escalafón. Pero no fue así.

No obstante lo anterior, quiero insistir en una idea que planteé en el primer trámite constitucional del proyecto, que quizás sea necesario replicar hoy: me refiero a la necesidad de buscar una solución previsional para esos jóvenes, que iniciarán su vida laboral, similar a la que en su momento solicitaron los ex soldados conscriptos del período 1973-1990. Todos estamos conscientes de la situación que viven miles de soldados conscriptos de ese período, quienes piden una compensación para su situación previsional. En su momento, recibieron una promesa del entonces candidato, hoy Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, de solución a su problema previsional.

Durante el primer trámite de esta iniciativa, el diputado que habla trató de incorporar una indicación para abordar esa materia, pero no fue aceptada. De todos modos, quedó consignado para la historia fidedigna del establecimiento de la ley que este diputado presentó esa indicación de manera verbal. La solución previsional para esos soldados es más que una pequeña idea. Han transcurrido casi cuatro años desde que se les hizo esa promesa por el entonces jefe de campaña, señor Rodrigo Hinzpeter, hoy ministro de Defensa, pero la reparación aún no ha llegado. Tampoco han sido recibidos por la autoridad correspondiente para llegar a una solución.

La modificación propuesta por el Senado solo se relaciona con la fecha en que esta norma se hará efectiva: el 1 de abril de 2013. Por supuesto, será aprobada. Sin perjuicio de ello, en esta ocasión vuelvo a reiterar la idea que en su momento propuse, también para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, a fin de que quede constancia de que existe preocupación de los parlamentarios sobre esa situación en la Cámara de Diputados. Los soldados conscriptos están pendientes de que se envíe un proyecto que aborde esa materia que les preocupa, la cual podría haberse tratado en este proyecto mediante indicación; sin embargo, el Ejecutivo no lo consideró conveniente. 

Reitero que los soldados que se encuentran realizando el servicio militar no encontraron adecuados los montos en que se incrementará la asignación. Me refiero a jóvenes del sur, donde el número de voluntarios se redujo en comparación con años pasados. Consideran que fue muy poco el aumento.

De modo que, sin perjuicio de reiterar las indicaciones verbales que en su momento formulé, anuncio que aprobaré la modificación propuesta por el Senado al proyecto.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, a mi juicio, la modificación del Senado hace necesario pensar cómo vamos a abordar este tema hacia el futuro. Si el número de conscriptos asciende aproximadamente a 10.000 -así me lo informa el diputado Rincón, que tiene más conocimiento que yo en esta materia-, con el alza que establece el proyecto estamos hablando de un gasto anual del orden de los 220 millones de dólares por concepto de asignación.

De acuerdo con lo expresado por el distinguido colega Jaramillo, el monto todavía es insatisfactorio para ciertos sectores. Es decir, hay un alegato en torno a que debería incrementarse. En su momento decidimos pasar de un régimen de servicio militar obligatorio a uno cuasi voluntario; es decir, a uno que no es absolutamente voluntario, pues cuando falta el mínimo requerido para conformar el contingente necesario, se completa la cantidad faltante mediante un sistema que establece reglas más bien de obligatoriedad. 

En años anteriores, más del 90 por ciento de las personas que ingresaron al servicio militar lo hicieron voluntariamente. Sin embargo, en los últimos dos años ha habido menos interés en los jóvenes por realizar el servicio militar, debido a que la cantidad de puestos de trabajo ha aumentado.

Por lo tanto, el tema es si vamos a convertir la asignación en un sueldo para un trabajo remunerado más que en un estipendio para manutención. ¿Cuál es el límite de eso? Uno podría decir, sin que exista discusión alguna, que estamos gastando, por parte baja, 220 millones de dólares, en circunstancias de que hemos tenido una larga discusión en cuanto a que no es procedente subir el ingreso mínimo en 3 mil pesos mensuales. 

Entonces, ¿cuáles son las prioridades? ¿Vamos a seguir en esta lógica de aumentar las remuneraciones o vamos a ofrecer incentivos para que la voluntariedad no sea consecuencia de elementos remunerativos, sino, por ejemplo, de buenos cursos de capacitación? Creo que para muchos jóvenes, mujeres y hombres, sería mucho más atractiva la posibilidad de acceder a cursos de capacitación; ello evitaría que el servicio militar voluntario se convierta, como ocurre muchas veces, en actos de servicio mínimos en favor de una institución. 

Si no estuviera pareado concurriría con mi voto a aprobar las modificaciones del Senado, pero considero que es el momento de poner un minuto de atención en lo que estamos haciendo. 

Esto tiene un límite, y me parece que hay que estudiar el problema de fondo, porque si, como todos queremos, la economía del país y el empleo siguen creciendo, es muy probable que, en el futuro, el número de voluntarios siga bajando. Entonces, ¿vamos a seguir incentivando a los jóvenes para que hagan el servicio militar sobre la base de pagarles el ingreso mínimo? Por eso digo que en esta materia hay un tema de fondo no resuelto.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Germán Verdugo.

El señor VERDUGO.- Señor Presidente, el objetivo de este proyecto es, precisamente, fomentar la voluntariedad, razón por la cual se ha implementado una política de incentivos y compensaciones para mantener el sistema.

Respecto de los incentivos, tenemos, por ejemplo, la finalización de los estudios básicos y medios, asignación adicional de 20 puntos en el tramo de la clase media; capacitación laboral mediante programas Sence; ingreso preferente a las Fuerzas Armadas; atención médica y dental gratuitas; colocación en el mercado laboral, mediante el sistema de reinserción laboral, etcétera. Estos incentivos están plenamente vigentes, y lo que se pretende ahora es aumentar en 60 por ciento los ingresos que reciben los soldados conscriptos. 

Considero que el proyecto cumple con el propósito de promover y fomentar la voluntariedad. Es cierto que hay temas pendientes que requieren solución, como lo manifestaron los diputados Jaramillo y Burgos, con quienes estoy de acuerdo; sin embargo, considerando los fines precisos que persigue, me parece que el proyecto cumple con su finalidad. 

Por lo tanto, es absolutamente necesario aprobar las modificaciones del Senado, y no me cabe duda alguna de que así sucederá.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos 
Vilches.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, respecto de las modificaciones introducidas por el honorable Senado de la República, lo primero que quiero decir es que, en materia de dotación de conscriptos voluntarios, según las cifras que se me han entregado, el ciento por ciento de la dotación diseñada originalmente es copada por estos, lo que debe ser motivo de orgullo para todos, porque demuestra que los jóvenes chilenos están postulado al servicio militar en la mejor forma que pueden hacerlo: voluntariamente. Es la realidad del Regimiento RI-23, de Copiapó, el cual colabora en forma permanente con la comunidad.

Considero correcta la propuesta del proyecto, que apunta a mejorar las remuneraciones de los soldados conscriptos porque, aparte de cumplir con su servicio militar, reciben capacitación en diversos oficios, lo que les permite, una vez que dejan el regimiento, optar a algún trabajo que les ofrezca mejores condiciones. Esa es una realidad.

Otra cosa que hay que decir claramente es que, mientras cumplen con su servicio militar, los jóvenes pueden completar su enseñanza media. También es algo digno de destacar.

Por último, quiero aprovechar esta tribuna para plantear un problema que está recorriendo el país desde hace mucho tiempo, relacionado con los soldados conscriptos. Son más de 400 mil los exconscriptos que están solicitando que se les reconozcan los dos, tres o cuatro años que estuvieron haciendo el servicio militar entre 1970 y 1990. Creo necesario que esta intervención quede establecida en la historia fidedigna de la ley, porque estos exconscriptos se han movilizado, ordenada y organizadamente, para solicitar que los años de servicio militar les sean reconocidos para efectos previsionales.

Estoy seguro de que muchos parlamentarios presentes en la Sala van a apoyar mi intervención aunque, reglamentariamente, no tiene relación directa con el proyecto de ley; pero ella no tiene otra finalidad que solicitarle al Ejecutivo que considere esta situación, de manera que, en el corto plazo, envíe un proyecto de ley, que sería muy simple, que reconozca los servicios que entregaron muchos chilenos durante la época que he señalado.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, este proyecto es una de esas típicas iniciativas que promueven la implementación de políticas de Estado. Obviamente, desde ya, anuncio que la bancada democratacristiana compromete su apoyo a la modificación del Senado, como ocurrió, por lo demás, durante la discusión de la iniciativa en la Comisión de Defensa, que integro junto con mis colegas Jorge Burgos y Roberto León, entre otros.

¿Por qué digo que es el típico proyecto de ley que construye políticas de Estado? Porque en la Comisión de Defensa contó con el apoyo transversal de todas las bancadas, tal como ocurrió, por ejemplo, con el proyecto de la expresidenta Michelle Bachelet, que también aumentaba la asignación de los conscriptos. En esa ocasión, quienes hoy gobiernan y que en ese momento eran Oposición, también concurrieron con sus votos para que fuera aprobado. Estos son los proyectos de ley que van construyendo políticas de Estado.

En este caso, ¿cuál ha sido esta política de Estado global? Por una parte, respecto de la tropa profesional, el Congreso Nacional aprobó, prácticamente en forma unánime -nosotros éramos gobierno y los que hoy gobiernan eran Oposición-, la carrera de la tropa profesional, que hasta ese momento era un programa, obviamente, con el respaldo del Ministerio de Hacienda. Como digo, solo era un programa presupuestario que, año a año, entregaba los recursos necesarios, pero que no tenía respaldo legal. Diputados como José Miguel Ortiz y otros, en la Comisión de Hacienda, en forma transversal, aportaron con sus votos para aprobar dicho programa; como resultó exitoso, presentamos un proyecto de ley que beneficiaba a los soldados profesionales. 

Con todo el respeto que me merecen nuestros queridos soldados conscriptos, un soldado profesional con cinco años de entrenamiento, no uno o dos como en el caso de los conscriptos, equivale en capacidad física, destreza, entrenamiento y conocimientos, a tres soldados conscriptos. 

El proceso de profesionalización de las Fuerzas Armadas se inicia con los soldados profesionales, pero también existe la posibilidad de la voluntariedad en la conscripción, y solo cuando no se han completado los cupos por esa vía, el proceso de conscripción pasa a ser obligatorio.

De casi 17 mil conscriptos que tuvimos en alguna época, la cifra ha bajado ostensiblemente, como muy bien ha señalado el diputado Burgos, lo que ha dado paso a una mayor tropa profesional cuyo ideal, programado como política de Estado y apoyado por todos, sería de 10 mil hombres.

La conscripción que antaño llegaba a los 17 o 18 mil soldados -no tengo la cifra exacta- hoy debe ser de 10, 11 o 12 mil, pudiendo llegar en el futuro a ser no más de 5, 6 o 7 mil conscriptos, establecidos como una fuerza de respaldo y complemento con las características que todos conocemos. Ahora bien, es necesario que ellos reciban una mínima compensación económica. Por eso se habla de asignación, porque no es un sueldo, no es una remuneración, sino que es una asignación que el Estado le otorga como mínima compensación a la carga pública que significa cumplir con el servicio militar. Si bien tiene un componente de voluntariedad, sigue siendo carga, porque en la medida en que no se llenan todos los cupos hay obligatoriedad en la conscripción.

Mucha gente, cuyos hijos o parientes son llamados a cumplir con el servicio militar, no logra comprender plenamente este concepto. Por eso, permanentemente, tratamos de explicar cómo se conjuga la carga pública con este doble concepto de voluntariedad y obligatoriedad. Espero que se pueda comprender mejor con la transmisión de este debate a través del canal de la Cámara de Diputados.

De todas las regiones, incluida la que represento en esta Sala, permanentemente salen hombres y mujeres dispuestos a realizar el servicio militar, a cumplir con su deber patriótico. Muchos lo hacen voluntariamente. ¡Qué decir de las mujeres! Quiero hacer un especial reconocimiento a nuestras mujeres conscriptas. Para llenar los mil cupos femeninos se presentan 8 mil voluntarias. Es decir, ocho a uno es la proporción de la voluntariedad de las mujeres en Chile. Son mujeres que quieren cumplir con la carga pública patriótica del servicio militar. Lamentablemente, no ocurre lo mismo con los hombres, pero eso se debe a otras circunstancias. Ha bajado la voluntariedad, por lo que hoy en día la relación es uno a uno para las 10 mil plazas que se deben llenar.

Considero que el incremento en la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos planteado por este proyecto del Gobierno del Presidente Piñera es una justa compensación, al igual como antaño también lo hiciera la Presidenta Bachelet. Se entiende necesario aumentar la asignación para posibilitar aún más ese incentivo a la voluntariedad y retribuir más justamente lo que es esta carga pública. De esta forma el soldado conscripto, alejado de su hogar, puede colaborar con su familia, con su madre, con sus padres, con sus hermanos. Si es destinado a la región de Magallanes, al norte del país o a la zona central del país puede retribuir también a sus familias el esfuerzo que, en conjunto, hacen por esta carga pública del servicio militar.

Concurrimos con nuestros votos favorables, pero refrendando lo dicho en genérico por mi colega y amigo, el diputado Jorge Burgos, en cuanto a hacer un esfuerzo mayor en la política pública global en términos de cifras, costos, financiamiento, no para hoy, sino a largo plazo, considerando, a lo menos, las próximas dos décadas.

Me parece un buen proyecto aun cuando todavía hay desafíos pendientes en los que todos podemos ayudar.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, este proyecto es un esfuerzo que hace el país en un ámbito relevante como lo es la Defensa Nacional, que ha venido experimentando modificaciones muy profundas en su quehacer, particularmente, en lo que dice relación con la voluntariedad de la conscripción.

Como se recordará, la ley Nº 20.045, que estableció la voluntariedad del servicio militar, dispuso que para la realización del servicio militar obligatorio se seleccionará, preferentemente, a personas que hayan manifestado su decisión de presentarse voluntariamente a su cumplimiento, o de efectuarlo voluntariamente.

Adicionalmente, se han promulgado normas que contienen incentivos y compensaciones destinados a motivar a los jóvenes en este sistema, tales como alternativas para la finalización de estudios básicos y medios, capacitación laboral y colocación en el mercado laboral, así como también nuevos montos para la asignación que perciben mensualmente los soldados conscriptos, así como la prohibición de aplicarles cualquier descuento interno.

Tales esfuerzos no han logrado el objetivo perseguido, toda vez que, a pesar de todo, los índices de voluntariedad han venido experimentado una disminución sostenida, como lo demuestra el propio proyecto. 

Un país que tiene altos índices de empleabilidad, naturalmente, va a ejercer una atracción muy poderosa en los jóvenes que ven en el servicio militar una oportunidad real de mejorar su calidad de vida.

En ese contexto se fundamenta esta iniciativa, que busca incrementar la asignación que perciben los soldados conscriptos, de modo de ofrecer una prestación económica que permita hacer más atractiva la presentación y el cumplimiento voluntario del servicio militar, que en lo particular consiste en fijar un aumento para el personal sujeto a la Escala de Sueldos de las Fuerzas Armadas, prevista por el decreto ley Nº 2.546, de 1979, que se encuentre entre los grados 32 y 23 de la misma, precisamente donde solo se encuentran los soldados conscriptos y los soldados voluntarios.

En síntesis, estamos en presencia de una iniciativa fundamental. De allí mi voto favorable a la modificación introducida al proyecto original de fijar como fecha de aplicación de este beneficio el 1 de abril de 2013. Se trata de un elemento que viene a contribuir, aún más, al objetivo que se persigue.

La política disuasiva que nos ha caracterizado como país es el fundamento esencial de nuestra seguridad. Este proyecto se inscribe en esa tradición. 

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, en primer lugar, anuncio que concurriré con mi voto favorable a este proyecto.

En segundo lugar, para fundamentar mi voto apelo al hecho de que cumplí con el servicio militar. No sé cuántos de los presentes han cumplido con el servicio militar. Tengo la satisfacción y el orgullo de decir que realicé mi servicio militar en el regimiento El Loa N° 1 de Telecomunicaciones, de Antofagasta, pero los tiempos han cambiado y hay grandes diferencias con lo que hoy es el servicio militar.

Los incentivos que entreguemos siempre serán positivos. El diputado Rosauro Martínez mencionó un elemento clave: la alta empleabilidad que hay en el país versus la posibilidad cierta de que muchos puedan ser voluntarios para cumplir con su servicio militar.

Más allá de la obligación en sí, el servicio militar es un compromiso con la patria y no todos los ciudadanos han asumido ese compromiso. Por lo tanto, los incentivos que podamos aprobar siempre van a ser pocos.

Decía que no es lo mismo hacer el servicio militar hoy que cuando nos tocó a nosotros. En la actualidad, hay muchas situaciones que permiten que esta actividad sea complementaria para el desarrollo de los jóvenes, fundamentalmente, como decía el diputado Vilches, en relación con lograr la enseñanza media completa, alternativa viable y real que se dicta en los cuarteles de nuestros regimientos. La posibilidad de que los conscriptos estudien un oficio para ser chofer, eléctrico, soldador, etcétera, están en la senda correcta de practicarse en un año, tiempo que muchas veces deben estar los jóvenes en un proceso de instrucción para cumplir con ese deber.

El servicio, más allá del cumplimiento del deber, es un servicio a la patria. En consecuencia, lo que hagamos en pos de este grupo de chilenos será bastante beneficioso.

Qué más quisiera que darles mucho más de lo que hoy se les ofrece, pero este es un paso. Digo darles mucho más porque en la Región de Antofagasta es muy limitada la posibilidad de acceder al servicio militar, porque el requerimiento del recurso humano en las mineras y en otras fuentes laborales -incluso, ser guardia de seguridad- da más ganancias que cumplir con este deber, como corresponde.

El diputado Burgos expresó que la acción voluntaria para hacer el servicio militar es muy limitada, porque cuando no se entera la cuota hay sorteo, y muchos de los jóvenes que quedan por sorteo se tratan de liberar de este deber para con la patria y se lo “sacan” con los estudios.

Este proyecto es un paso importante, que incentiva. Sin embargo, me habría gustado que los recursos fuesen mucho más, porque este incremento no sé cuánto les va a rendir. En mi época, cuando nos pagaban “la chaucha”, nos cobraban el lavado de la ropa y los utensilios que ocupábamos, según el cargo. No sé si todavía se está en la misma lógica. Si de los recursos que les van a entregar les descuentan lo que estoy comentando, como implementos necesarios para el desarrollo de su función, todavía estamos muy por debajo del requerimiento que se necesita para incentivar a los jóvenes a cumplir con el servicio militar.

No me gustaría dejar en el tintero la famosa deuda histórica, algo que hemos comentado con mucha gente de la Región de Antofagasta, relacionada con los soldados que, por razones de fuerza mayor, fueron obligados a cumplir el servicio militar por varios años. Deberíamos buscar compensaciones sociales para saldarla, para lo cual también contribuiríamos con nuestra anuencia.

Anuncio mi voto favorable a la iniciativa.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Joel Rosales.

El señor ROSALES.- Señor Presidente, junto con manifestar mi voto favorable a esta gran iniciativa, quiero fundamentar mi voto en el marco de lo que sucedió en la Región del Biobío, en particular en la zona de Antuco.

El 17 de mayo de 2005 fallecieron 44 soldados y un suboficial en el alto de las cumbres del volcán Antuco. A esos jóvenes recién ingresados al servicio militar voluntario les sucedió una gran tragedia.

Solo quiero expresar mi reconocimiento a todos quienes en esa oportunidad colaboraron para mitigar la situación que vivieron las familias afectadas por esa gran tragedia, la que también enlutó a todo el país.

En ese instante, algunos opinaban que el servicio militar voluntario sufriría una gran merma. Sin embargo, fue una gran satisfacción para el Regimiento N° 17 de Los Ángeles que el contingente que ingresó al año siguiente fuera totalmente voluntario. Así continuó en los años sucesivos, y ya van ocho años. Las vacantes se han completado con jóvenes que han querido cumplir su servicio militar en forma voluntaria.

Por eso, son muy favorables todos estos incentivos que han hecho cambiar al Ejército y que permiten a los jóvenes capacitarse y tener otras aspiraciones.

En ese marco, deseo expresar públicamente mi adhesión a los actos con los cuales, en los próximos días, se va a conmemorar la tragedia de Antuco.

En el contexto transversal que se ha dado en esta Cámara es muy importante apoyar todas las iniciativas que vayan en favor de nuestros soldados.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

Corresponde votar la modificación introducida por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos.

Hago presente a la Sala que la modificación consiste únicamente en reemplazar la frase final del inciso segundo del artículo 1°. Se trata de una norma propia de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Alvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Rosales Guzmán Joel; Martínez Labbé Rosauro; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Turres Figueroa Marisol; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Despachado el proyecto.

OTORGAMIENTO DE NACIONALIDAD POR ESPECIAL GRACIA A PROFESOR
MASSIMO GIORGIO TARENGHI (Segundo trámite constitucional)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción, que otorga la nacionalidad chilena, por especial gracia, al profesor italiano señor Massimo Giorgio Tarenghi.

Diputado informante de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía es el señor Nino Baltolu.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín N° 8455-07, sesión 95ª de la legislatura 360ª,  en 6 de noviembre de 2012. Documentos de la Cuenta N°  2.

-Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, sesión 11ª de la presente legislatura, en 9 de abril de 2013. Documentos de la Cuenta N° 5.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor BALTOLU (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía paso a informar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, iniciado en moción del honorable senador Juan Pablo Letelier, cuya idea matriz o fundamental es conceder, por especial gracia la nacionalidad chilena al profesor Massimo Tarenghi.

No contiene normas de carácter orgánico constitucional ni de quorum calificado.

Tampoco contiene normas que requieran trámite de la Comisión de Hacienda.

El proyecto fue aprobado en general, por unanimidad, en la sesión 97ª, del 4 de abril del año en curso.

Votaron por la afirmativa la señora Vidal, doña Ximena, y los señores Aguiló, don Sergio; Espinoza, don Fidel; Gutiérrez, don Hugo; Jiménez, don Tucapel; Ojeda, don Sergio, y 
Baltolu, don Nino.

Resumen de los fundamentos del proyecto.

El autor de la moción fundamenta esta iniciativa legal en que los antecedentes personales y la trayectoria de don Massimo Tarenghi, asientan la existencia de méritos suficientes y que lo sitúan como un digno acreedor del reconocimiento explícito que lleva consigo la concesión de la nacionalidad chilena por gracia, distinción que, en la historia republicana, se ha otorgado solo a extranjeros avecindados en Chile que, además de distinguirse por los servicios prestados al país en su correspondiente actividad, han hecho de nuestro país su segunda patria.

Don Massimo Tarenghi nació en Monza, Italia, el 30 de julio de 1945.

Desarrolló sus estudios superiores en la Universidad de Milán, reconocida como una de las mejores de Italia, y fue miembro de la Liga de Universidades de Investigación Europea, por lo cual, en 1970, obtuvo el grado de licenciado en Física.

Luego, entre 1970 y 1972, trabajó como profesor ayudante adjunto en la cátedra impartida por su carrera en la Universidad de Milán.

Entre 1972 y 1973, se desempeñó como becario de investigación en la Universidad de Pavía, Italia.

Entre 1973 y 1975, trabajó en el Steward Observatory, de Estados Unidos de América, que es la unidad investigativa en materias físico-astronómicas de la Universidad de Arizona.

Llegó a Chile en 1977. Entre 1973 y 1991 fue gerente del Proyecto de Nueva Tecnología de ESO, en el Observatorio La Silla, convirtiéndose en el líder de la coordinación y control para el VTL (Very Large Telescope), en 1988.

Ingresó a ESO (European Southern Observatory) en 1977, y desde 1979 se desempeña como miembro de su equipo internacional. Asimismo, desde 1985 a 1988 fue profesor titular de astrofísica en la Universidad de Milán.

Fue nombrado jefe de ciencias del programa VTL en enero de 1991, y se convirtió en el gerente del proyecto interino para ALMA (Atacama Large Millimeter Array), y desde 2003 hasta 2008 fue su director.

Cabe subrayar que ALMA es considerado como el mayor proyecto astronómico a nivel mundial, pues ha revolucionado la astronomía moderna y desarrollado proyectos de interés científico, entre los que se incluyen los relativos a conglomerados de galaxias, distribución a gran escala y núcleo activo.

Además, el profesor Massimo Tarenghi es miembro de la Accademia dei Lincei, Commendatore della República Italiana, y ganó el Premio Internazionale Barsanti e Matteucci en 2006.

La mirada visionaria de don Massimo Tarenghi lo ha convertido en representante del European Southern Observatory, en Chile, donde ha realizado una labor que, a través del ejercicio de la astronomía como disciplina, otorgará a nuestro país una mayor ventaja para alcanzar el desarrollo.

Complementa lo anterior el hecho de que el European Southern Observatory es un organismo europeo dedicado a la astrofísica, integrado por catorce países europeos y solo dos sudamericanos: Brasil y Chile.

Cabe destacar que nuestro país cuenta con tres observatorios en el desierto de Atacama, a saber: el observatorio La Silla, el observatorio Paranal y el Observatorio Chajnantor, en el cual opera el radiotelescopio APEX. Se espera que a fines de año esté plenamente vigente el proyecto ALMA.

Don Massimo Tarenghi se ha dedicado a promover la construcción de grandes telescopios, y a difundir, a nivel internacional, que el cielo de la Segunda Región de Chile no tiene igual, por lo cual ha convertido a nuestro país en el paraíso astronómico del mundo. Al efecto, Chile cuenta con siete observatorios internacionales, que concentran entre un tercio y la mitad de los telescopios que hay en toda la Tierra, y se ha convertido, junto con Estados Unidos de América y España, en uno de los tres centros astronómicos más importantes del planeta, posición a la que ha contribuido, considerablemente, don Massimo Tarenghi, a través de su destacada gestión y labor.

Por lo anterior, la contribución de Massimo Tarenghi al país puede resumirse en tres proyectos concretos:

1.- Liderar la construcción del NTT (New Technology Telescope) en La Silla, Cuarta Región, primer telescopio de nueva generación que incorpora óptica adaptativa.

2.- Desde 1988, el profesor Massimo Tarenghi fue la persona responsable de la construcción del observatorio Paranal (VLT o Very Large Telescope), emplazado en el desierto de Atacama, Segunda Región, compuesto por un conjunto de cuatro enormes telescopios, con un espejo de ocho metros cada uno.

3.- Respecto del proyecto ALMA, el profesor Massimo Tarenghi participó en las discusiones finales con el Gobierno de Chile, y fue, desde el 2002 al 2008, el primer director del proyecto que se emplaza en San Pedro de Atacama.

Resalta el proyecto de ley que, en atención a todos los méritos científicos reseñados, el Estado de Chile debe un reconocimiento a su obra.

Finalmente, su autor expresa que, considerando los antecedentes anteriores y el importante y fecundo aporte que ha realizado a nuestro país, don Massimo Tarenghi es merecedor de recibir, por especial gracia, la nacionalidad chilena, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4° del artículo 10 de la Carta Fundamental.

Resumen del contenido del proyecto aprobado por el Senado.

El proyecto de ley aprobado por el Senado está constituido por un artículo único, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al profesor Massimo Tarenghi.

Texto del proyecto de ley.

El proyecto de ley consta de un artículo único, que señala:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al profesor italiano Massimo Giorgio Tarenghi.”.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- En discusión el proyecto de ley.

Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, el diputado informante, señor Nino Baltolu, hizo una clara y detallada exposición de los antecedentes que fundamentan y aconsejan conceder la nacionalidad chilena, por especial gracia, al profesor italiano señor Massimo Giorgio 
Tarenghi, gran científico dedicado a la astronomía, a la astrofísica y a todas las actividades relacionadas.

Es una persona que ha entregado mucho al país. En su condición de científico, ha elaborado diferentes formas de trabajo y concretado proyectos de alta tecnología para el servicio de la astronomía, a favor de Chile y del mundo.

Lideró la construcción del primer telescopio de nueva generación en nuestro país, que incorpora óptica adaptativa, y desde 1988, como se dijo, fue la persona responsable de la construcción del observatorio Paranal.

Respecto del proyecto ALMA, el profesor Massimo Tarenghi participó en las discusiones finales con el gobierno de Chile, y desde 2002 al 2008, se convirtió en el primer director del proyecto que se emplaza en San Pedro de Atacama.

Es un extranjero que llegó a Chile en 1977; es decir, hace 36 años, para trabajar por la ciencia, la tecnología, la astronomía y la astrofísica, disciplinas desde las cuales ha entregado al saber científico del país y del mundo todos los aportes que le conocemos. En suma, el señor Massimo Tarenghi ha hecho un gran aporte a nuestra patria.

Nació en Monza, Italia, el 30 de julio de 1945 -es decir, tiene 68 años- y arribó a Chile en 1977.

Este profesor reúne todos los atributos y méritos para recibir la nacionalidad chilena, conforme lo establece el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República, que dispone que son chilenos los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley. A ello hay que agregar lo que establece el número 5) del artículo 63 de la Carta Fundamental, que dispone que son materia de ley, entre otras, las que regulen los honores públicos a los grandes servidores. Don Massimo Tarenghi es un gran servidor y ha hecho un gran aporte al país.

Señor Presidente, en la Cámara, por lo general, hemos hecho reconocimientos por trabajos sociales y humanos. Ahora nos encontramos ante una persona que ha entregado un gran aporte científico a nuestro país, en especial en materia de astronomía y astrofísica, y también en la creación de proyectos, etcétera, como señaló el diputado informante.

Por ello, aunque el profesor Massimo Tarenghi no lo ha solicitado, debemos reconocer su gran mérito. En ese sentido, para nosotros es un gran honor que, en virtud de lo establecido en nuestra Carta Fundamental, se le conceda este reconocimiento por su gran labor científica, que ha desarrollado en Chile y en otras partes del mundo.

En suma, dicho profesor ha puesto en alto la inteligencia y la capacidad científica de nuestro país, lo que ha permitido enaltecer y valorar el nivel de nuestros estudios astronómicos. No siempre nos encontramos con personas de esa envergadura.

Repito, nuestro país debe reconocer al profesor Massimo Giorgio Tarenghi como un chileno, tal como él lo ha querido y sentido durante los años en que ha servido a nuestro país.

Es verdad, no conozco personalmente a don Massimo Giorgio Tarenghi, pero, considerando sus antecedentes, su currículum vítae, su trabajo y su trayectoria, siento que merece obtener la nacionalidad chilena por especial gracia.

Por último, como integrante de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, anuncio que voy a dar mi aprobación a este proyecto, originado en moción, y estimo que mi bancada no va a tener ningún inconveniente en proceder de la misma forma.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente.- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, solicito que este proyecto se vote ahora.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Señora diputada, por acuerdo de los Comités, se votará a las 12.20 horas, junto con los demás proyectos.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Muchas gracias, señor Presidente.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor DELMASTRO (Presidente).- Corresponde votar, en general, el proyecto de ley, iniciado en moción, que otorga la nacionalidad chilena, por especial gracia, al profesor italiano señor Massimo Giorgio Tarenghi.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Harboe Bascuñán Felipe; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Rosales Guzmán Joel; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Turres Figueroa Marisol; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

PROHIBICIÓN DE EXISTENCIA DE GUARDERÍAS INFANTILES EN
CASINOS DE JUEGOS (Primer trámite constitucional) [Continuación]

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Corresponde continuar el debate del proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción, que prohíbe la existencia de guarderías infantiles en casinos de juegos para personas que indica.

Antecedentes:

-La discusión del proyecto de ley contenido en el boletín N° 8134-23, se inició en la sesión 21ª, en 7 de mayo de 2013, de la presente legislatura.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, hace aproximadamente nueve meses, junto con la diputada señora Karla Rubilar tuvimos la oportunidad de conocer una denuncia muy grave, relacionada con la permanencia de menores de edad en guarderías ubicadas en los casinos de juego. 

En lo personal, debo reconocer que desconocía la existencia de ese tipo de instalaciones al interior de los casinos de juego, toda vez que no soy asiduo visitante de ese tipo de establecimientos.

Cuando comenzamos a indagar lo que estaba sucediendo con la ley de casinos de juego, lo primero que se nos vino a la mente fue plantear al superintendente de Casinos de Juego la necesidad de prohibir la existencia de guarderías infantiles en esos recintos. Algunos nos dijeron: “Cuidado, porque es un espacio legítimo para que los padres que van a los casinos, dejen a sus hijos a buen cuidado”. Pero inmediatamente me surgió una preocupación, porque esas guarderías no son objeto de ningún tipo de fiscalización de la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Por lo tanto, pueden estar muy bien inspiradas, pero, desde el punto de vista del resultado, no sabemos si en ellas trabajan personas que cumplen con los requisitos de idoneidad moral y judicial, con la expertise necesaria para cuidar menores. Tampoco sabemos si esas guarderías infantiles cuentan con la infraestructura adecuada para albergar a los menores, en particular a los lactantes, y si cuentan con un servicio de urgencia y con un pediatra o alguien habilitado para enfrentar una eventual emergencia médica. 

En consecuencia, como teníamos muchas dudas respecto de las referidas guarderías infantiles, planteamos al superintendente de Casinos de Juego la necesidad de prohibir su existencia mientras no se tenga claridad al respecto. 

Lamentablemente, nos encontramos con un superintendente de Casinos de Juego que, como buen superintendente, estaba más preocupado de velar por el recto funcionamiento de esa industria que por las consecuencias adicionales o laterales que pudieran derivarse de ella. Legítimamente, no quería ganarse un problema con esto. Nos hizo su interpretación de la Ley Nº 19.995, de Casinos de Juego, en virtud de la cual señaló que no existen guarderías infantiles en los casinos. Dijo que ningún casino tiene guarderías, porque, en verdad, ellas están 
-cito lo que señaló el superintendente- en servicios anexos, es decir, en construcciones aledañas a los casinos: en el hotel o en las instalaciones intermedias.

Pero, ¿sabe qué pasa, señor Presidente? Cuando la Superintendencia de Casinos aprobó la instalación de casinos en determinados lugares, aprobó la instalación de todo ese servicio; es decir, casino e inmuebles aledaños. En consecuencia, eso es parte de un todo, es un proyecto único. De hecho, las aprobaciones ambientales y los planes reguladores de cada una de las comunas donde se han instalado casinos de juego, consideran a todos esos inmuebles como una unidad. 

Por tanto, me parece extremadamente delicado argumentar que la guardería no está en el edificio, en la estructura misma del casino, y que, por ese hecho, no está sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Casinos. Se trata de un argumento que no tiene ningún tipo de sustento técnico ni jurídico, menos aun en el espíritu que tuvo en vista el legislador cuando aprobó el proyecto que se convirtió en la ley Nº 19.995. 

Señor Presidente, con un grupo de colegas nos dedicamos a recorrer algunas instalaciones y nos encontramos con sorpresas. Por ejemplo, algunas funcionarias de guarderías de casinos nos confesaron que ahora tienen que exigir a padres, madres o personas que tienen a su cuidado a menores, la entrega de su número de teléfono móvil, porque en muchos casos deben llamarlos para recodarles que sus hijos están en las guarderías. Al mes, alrededor de seis padres, madres o personas al cuidado de menores, olvidan a estos en dichas instalaciones. O sea, esa gente olvida que dejó sus niños en las guarderías, por lo cual las funcionarias que trabajan en esos establecimientos, y las funcionarias de las guarderías son las que tienen que llamar a esos progenitores para recordarles que su hijo está en ese recinto, por ejemplo, a las dos y media de la mañana, para que lo vaya a buscar. 

No soy de los que reclaman contra los casinos; cada uno tendrá su decisión al respecto. Sin embargo, creo que la ludopatía es un fenómeno que tiene que ser enfrentado. A mi juicio, llegar a estas condiciones es una situación extrema. 

Si el superintendente de Casinos de Juego nos responde que, de acuerdo con la ley, no tiene facultades de fiscalización, porque esas instalaciones no están en la estructura del casino, entonces lo que corresponde es modificar la ley. 

Por eso, felicito a las señoras y a los señores diputados, autores de este proyecto de ley, encabezados por el diputado Alfonso de Urresti, por la modificación legal que hoy estamos discutiendo, que permitirá prohibir la existencia de guarderías infantiles en casinos. 

Señor Presidente, lo hago presente porque no quiero que tengamos que observar en televisión -Dios no lo quiera- que se queme una de esas guarderías, y que en ese momento lamentemos que no hicimos nada para exigir condiciones adecuadas en materia de infraestructura; no quiero que aparezca en un diario o en un medio de comunicación nacional que una persona que trabaja en una guardería infantil abusó de un menor. Lo planteo, porque respecto del personal que ahí labora no se ha hecho la consulta al Registro de Inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores, que aprobamos en el Parlamento como requisito para las personas que trabajan con menores. Tampoco quiero que tengamos que esperar un accidente de un menor al interior de una de esas guarderías infantiles -ojalá nunca suceda- para que nos lamentemos por no aprobar una legislación destinada a exigir mejor infraestructura. 

Por eso, a la espera de que la institucionalidad vigente sea capaz de garantizarnos todos los elementos anteriores, voy a votar a favor este proyecto de ley, que prohíbe la existencia de guarderías infantiles en casinos de juego, en función de la protección de los cientos de niños y de niñas que tienen que pasar horas en esos recintos para que sus padres puedan divertirse en un establecimiento de juego. 

He dicho. 

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín. 

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, también quiero felicito a los mocionantes, porque buscan materializar el interés superior del niño en una relación con materia tan sensible como la que conocemos hoy. En efecto como se plantea en el proyecto, niños son dejados en guarderías de hoteles adosados a casinos, para que sus padres puedan no solo divertirse, sino, a veces, saciar un vicio. De eso estamos hablando: de niños que son dejados durante horas en una guardería infantil por padres que son ludópatas, consumen alcohol, etcétera, lo que a mi juicio es una irresponsabilidad enorme. 

Sin perjuicio de considerar que esta iniciativa está muy bien orientada, quiero plantear algunas dudas respecto de su eficacia. Por eso, sugerí que pudiera ser revisado en comisión. Como eso no va a ocurrir, pido que quede registrado en la historia fidedigna del establecimiento de la ley, y espero que, en su momento el Senado revise este aspecto. 

En primer lugar, la sanción a los padres me parece insuficiente. Esto se aborda como si el problema fuera del casino o del hotel, por tener guarderías donde puedan estar los niños. Me parece bien que se les sancione si existe la norma prohibitiva; pero resulta que la primera responsabilidad es de esos padres, a los cuales solo se les sanciona con la prohibición de ingreso al casino. 

¿Quién los fiscalizará? Nadie lo sabe. ¿Cómo los fiscalizarán? Tampoco está establecido. 

Por lo tanto, es una sanción más nominal que efectiva. Como existirá un bajísimo riesgo de que lo puedan fiscalizar y lo descubran infringiendo la ley, a lo que se agrega que la sanción será la prohibición de ingreso al casino, entonces lo que ocurrirá que nadie va a tener el cuidado de cumplir la ley; la vulnerarán permanentemente. A las guarderías les será imposible fiscalizar que el pasajero que está en el hotel no ingrese al casino. 

¿Seguirán a los padres con guardias privados para ver a dónde van? 

También considero que la norma propuesta tiene una aplicación práctica bastante relativa, bastante cuestionable. Lo que aquí debiera hacerse es sancionar a los padres con una multa y la prohibición de ingresar a casinos durante tres o seis meses. Además, debería establecerse un registro de los padres que incumplen la norma, con el cual deberían contar todos los casinos, y que se exigiera a los casinos que los padres o las personas se identifiquen, a fin de chequear si tienen o no prohibición de ingreso. Solo así tendríamos una norma eficaz y un incentivo para que los padres cumplan la ley.

Además, como dije, debería establecerse una multa, una pena pecuniaria. La multa, que es bastante baja, se aplica al hotel que tiene la guardería, pero al padre, nada. Es muy difícil que lo pillen, y en caso de que así ocurra, cuando más le dirán que salga del casino. 

¿Qué sanción es esa? No es ninguna sanción para quienes tienen la obligación no solo moral, sino también legal, de resguardar el interés superior; es decir, la integridad física y sicológica de sus hijos. ¡A esos padres prácticamente no les aplicamos ninguna sanción! 

Reitero que el proyecto me parece muy bien intencionado, muy bien orientado, pero tiene una debilidad práctica en su aplicación.

Por las razones expuestas, anuncio que voy a votar favorablemente, pero estimo que hay que desarrollar de mejor manera su texto si en verdad queremos que, cuando se convierta en ley, tenga una aplicación concreta, de manera que los hijos de padres ludópatas tengan amparo por medio de la legislación. 

He dicho. 

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique 
Jaramillo. 

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, no tenía pensado intervenir para no ocupar minutos que seguramente servirán a quienes han estado dedicados al estudio del proyecto, pero después de conversar con el diputado Felipe Harboe, quedó claro que no puede llegar a concretarse la continuidad de una guardería infantil en esos lugares. 

Lamento decir que existen muchos establecimientos de dudosa reputación, que también pueden adherir a la petición de quienes allí laboran para contar con una guardería infantil. Hablo de establecimientos nocturnos, a los cuales concurren solamente adultos. Al respecto, como digo, puede ocurrir que en algún momento las regentes de esos lugares puedan tener la necesidad de contar con una guardería. 

No apoyar este proyecto de ley significaría abrir aún más las puertas a establecimientos de oscura procedencia, por decir lo menos. Reitero, podría ocurrir que se abrieran guarderías infantiles en lugares donde se practica la prostitución. 

Por lo tanto, espero que esta iniciativa tenga un apoyo mayoritario. 

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García. 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, cuando se tratan proyectos como el que conocemos hoy, por lo general es muy fácil hablar en favor de los niños. Sin embargo, creo que se les hará un flaco favor si no se analiza en profundidad lo que significa esta iniciativa.

Lo planteo por una razón muy simple: aquí se ha hablado de ludópatas. Indudablemente, un ludópata es una persona enferma -como ocurre con drogadictos o alcohólicos- que no puede dejar de ir a los casinos a jugar. Entonces, cabe preguntarse: ¿Qué pasará si suprimimos las guarderías para quienes van a jugar? ¿Dónde dejarán a sus hijos? A mi juicio, eso puede convertirse en una tragedia invisible. Por lo menos, en las guarderías llaman por teléfono al padre para que vaya a buscar a su hijo.

Perdone, señor Presidente, las brutalidades que, a lo mejor estoy diciendo; pero creo que es mucho mejor que los niños estén protegidos por personas en dichas guarderías. Aquí ya estamos inventando que pueden ser abusados. De acuerdo con lo que conocemos, nunca ha habido un niño abusado en una guardería de un casino. La única vez que trataron de involucrar a una persona, se trató de una madre ludópata que dejó a su hija fuera del casino para que el padre pudiera seguir jugando.

Entonces, aquí nos enfrentamos a algo que para mí es preocupante. ¿Qué pasará con esos niños? Ahora, si me dijeran que las personas que van a jugar, tendrán que ceñirse al horario de las guarderías infantiles donde dejarán a sus hijos y no se podrán pasar de una hora determinada, estaría de acuerdo. Esa sería una manera de proteger a los niños. Ese es el fondo del problema. 

Pensemos un poco: ¿Qué pasará con esos niños? ¿Dónde los dejarán? Lo más probable es que se repita el ejemplo de la persona que fue a comprar a un supermercado y, porque el niño le molestaba, lo dejó dentro del auto, con 50 grados de temperatura y al volver, se encontró con que había fallecido. Entonces, ¿habrá niños durmiendo en autos en los estacionamientos de los casinos? ¿Habrá niños que quedarán llorando solos? O sea, si es por tragedias que podemos inventar aquí, ¡claro, hablemos de tragedias! 

Creo que lo más lógico es buscar una solución de verdad al problema. Hagamos un catastro sobre los casinos que han tenido problemas con esto. No me refiero a los padres que hayan tenido problemas, pese a que este proyecto de ley se ha generado porque padres -no guarderías- han dejado abandonados a sus hijos. Esa es la gran diferencia cuando se empieza a discutir acerca de esta materia.

Señor Presidente, de verdad, no creo que haya ningún casino en el mundo que no quiera que los niños estén resguardados, que los padres puedan tenerlos ahí. En mi opinión, incluso al más indolente de los jugadores le causa un poco de alergia ver el espectáculo de niños durmiendo en una colchoneta, a las 3, 4 o 5 de la mañana. Pero, como dije, yo prefiero que los niños estén protegidos en una guardería en lugar de no tener nada.

La gente que escuche esto puede decir que tienen razón los que quieren legislar sobre esa materia. Pero no olviden que habrá guarderías para los huéspedes del hotel y para los trabajadores de este y del casino. Entonces, cabe preguntarse qué pasará con esas personas enfermas.

Ahora, ¿sabe lo que va a pasar, señor Presidente? Que Dios nos perdone, pero hay que decir las cosas por su nombre: proliferarán las máquinas que están en establecimientos que no tienen ningún control. Personas llegarán a jugar ahí. A lo mejor, eso será peor que el hecho de que niños queden en una guardería. Por eso, tengo ciertas aprensiones.

Indudablemente, nadie en esta Sala, ningún parlamentario, querrá estar en contra de la protección de los niños; sería un absurdo, una aberración. Por eso, busquemos la manera de que la protección no signifique que saquemos a los niños de las guarderías, y que, al final, se produzca un drama invisible. Algunos quedarán encerrados en la casa, solos; otros, en el auto; otros, a cargo de un amigo -ahí sí pueden producirse muchas cosas- o de una familia vecina. Entonces, no hagamos algo impulsados por un instinto maternal que, a lo mejor, se despierta en uno, pero que, a final, puede ser mucho peor.

Los casinos saben perfectamente quiénes son ludópatas. Incluso más, creo que hay salones VIP donde se juega desde cierta suma para arriba. Esa gente, por lo general, tiene recursos para dejar a sus niños al cuidado de otras personas; no tiene problemas. Ahora, también visita casinos gente que no cuenta con muchos recursos -profesores, enfermeros, etcétera- y que, a veces, pierde el sueldo del mes. Hemos visto varios casos de esos; pero por lo menos van solos. 

Me preocupa lo que ocurre con esas personas que no tienen dónde dejar a sus niños. Busquemos una solución a eso. Garantizo que si hablamos con los representantes de la Asociación Nacional de Concesionarios de Casinos, o bien con los administradores o los gerentes generales de los Casinos -no con el señor que está en la Superintendencia de Casinos, porque, indudablemente, él tiene que velar por que los casinos tengan utilidades-, llegaremos a una solución concreta. Les garantizo que lo que ellos más quieren es que los niños no sufran. Por eso, busquemos llegar a un acuerdo unánime, de manera de tener absolutamente protegidos a nuestros niños de esos padres inconscientes que van a jugar y se olvidan del mundo, porque, como lo han dicho varios de los colegas, son ludópatas, adicción que es más fuerte que el instinto maternal.

Reitero que tengo mis aprensiones, por lo cual quiero darle una vuelta más al tema. Ruego que hagamos un esfuerzo gigantesco para salvar a nuestros niños de esas personas enfermas.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, hablo en mi condición de médico, de miembro de las comisiones de Familia y Especial para el Desarrollo del Turismo, y de autor de este proyecto de ley. La iniciativa en estudio pretende regular lo relacionado con las guarderías infantiles ubicadas en los hoteles adosados a casinos, en el sentido de que dichos establecimientos sean solo para los hijos de quienes trabajan en los hoteles o para los pasajeros de estos, evitando, de esa forma, que personas que vayan a los casinos los utilicen, especialmente en horas nocturnas.

Creo que las aprensiones de los diputados Fuad Chahín y René Manuel García deberán materializarse mediante la fiscalización vía la Ley de Casinos. Al respecto, estoy de acuerdo con lo expuesto por mi colega René Manuel García, en cuanto a que los menores son muy importantes. Hoy, son motivo de preocupación de todos los diputados de la Comisión de Familia, en orden a legislar sobre la materia, pero sería más importante la creación del defensor de los menores para su protección integral. De esa forma podríamos ayudar a evitar lo relatado con tanta crudeza por el diputado Harboe, en relación con la visita que hizo, junto con la diputada Karla Rubilar, a guarderías que funcionan en casinos.

Señor Presidente, como dije, la iniciativa apunta a prevenir la repetición de situaciones que hoy se han denunciado. Además de este proyecto de ley, es necesario trabajar en un sistema integral de defensa de los menores. A ello se comprometió el Estado de Chile, al firmar la Convención sobre los Derechos del Niño. Es fundamental que eso sea una realidad en nuestro país. Sería la mejor forma de pagar la tremenda deuda que tenemos con nuestros menores. 

Una manera de resguardar algunos de los derechos de los niños es prohibir la utilización de las guarderías infantiles que ofrecen los casinos de juego, debido al mal uso que se ha hecho de este servicio, sobre todo en las noches. 

Por eso, como uno de los autores de este proyecto, lo votaré favorablemente. 

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Joel Rosales. 

El señor ROSALES.- Señor Presidente, en la instancia de análisis de este proyecto intervinieron autoridades vinculadas a la protección de menores y representantes de los operadores de casinos, todos los cuales coincidieron en los riesgos que implica mantener guarderías al interior de los casinos de juego.

Si bien la oferta de los casinos de juego o de hoteles vinculados a estos es contar con guarderías infantiles para facilitar a sus usuarios con hijos el ingreso a las salas de juego resulta interesante, es indudable que eso afecta la integridad de la familia.

De ahí la importancia de este proyecto de ley, que viene a resguardar los derechos del niño y la obligación que tiene toda familia de cuidar a sus hijos.

En esta materia, esta Cámara ha dado un paso importante. Pero falta dar otro, que es abordar un mundo que pareciera que no queremos enfrentar y en el que tanto los legisladores como el Ejecutivo tenemos que hacer algo. Me refiero a las miles de máquinas de juego que hay en los distintos barrios de nuestro país. Estamos legislando para que los casinos de juego no tengan salas cuna, como una forma de proteger a estos menores; sin embargo, nada decimos de los locales con máquinas tragamonedas que se han instalado en las poblaciones, a los que acceden los menores sin ningún tipo de control. Estamos permitiendo que desde niños adquieran el hábito de jugar. 

En tal virtud, urge que esta Cámara asuma su responsabilidad y legisle sobre una materia que afecta directamente a las familias. Muchas madres y también muchos niños se juegan la plata del pan en esas máquinas. El aumento del número de ludópatas, en algún instante, le va a generar problemas mayores a la sociedad.

Por eso, votaré favorablemente el proyecto de ley.

He dicho. 

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Silber. 

El señor SILBER.- Señor Presidente, más que reiterar los argumentos que se han dado para prohibir las guarderías en los casinos de juego, creo que al margen de mejorar los controles que debe efectuar la Superintendencia a los casinos de juego bajo su tutela, en relación con la presencia de menores en estos recintos, el artículo 9° de la ley N° 19.995, sobre Casinos, establece expresamente que no podrán ingresar a las salas de juego los menores de edad, lo que se contrapone con ese incentivo perverso de las guarderías para dejar a los niños sin el cuidado, protección y amparo de sus padres. 

En este proyecto también se establecen restricciones a la ludopatía, lo que ha ido en aumento. Recordemos que hace menos de un mes, una mujer agobiada por las deudas se suicidó en el hotel de un importante casino de juego. El nivel de endeudamiento al que pueden llegar estas personas es un tema que debe ser preocupación nacional.

Cuando legislamos sobre los casinos de juego, lo hicimos pensando, entre otras consideraciones, en descentralizar el turismo. Lo entendimos como algo en positivo, una apuesta al desarrollo de las regiones. Pero esto tenía esta otra cara que no logramos ver, que son los altos índices de endeudamiento, la gran cantidad de dinero que distraen los chilenos en juegos de azar. 

Pero debemos reconocer que esta es una norma positiva, ya que tenemos que pensar siempre en el interés superior del niño por sobre el de los padres. En este sentido, la medida desincentiva a los padres a distraer el cuidado y la atención personal de sus hijos para permanecer en algún casino de juego.

Por último, llamo a poner mucha atención en lo que dijo el diputado Joel Rosales. No podemos perfeccionar nuestra legislación en materia de casinos de juego, a sabiendas de que hoy existen miles y miles de máquinas de juegos de azar en todas las comunas del país, que entran en la cornisa de la legislación bajo el concepto de tragamonedas, que bajo el amparo de un almacén o de un local comercial, proliferan en todas las grandes capitales convertidas en verdaderas salas de juego que operan sin tutela alguna de la autoridad. En estos locales nadie controla el ingreso de menores, nadie pone freno a los ludópatas, nadie fiscaliza las cifras que se manejan al interior de estos locales. Dicho sea de paso, estas máquinas son explotadas al amparo de que son de destreza o habilidad y no de azar, concepto bastante cuestionable, aunque así son definidas en algunos estudios técnicos realizados por algunas universidades y que han sido cuestionados en materia de investigación.

Señor Presidente, estamos disponibles para aprobar el proyecto, toda vez que mejora nuestra legislación en materia de casinos de juego, pero tenemos que sincerarnos, porque estamos regulando solo un sector del juego, a sabiendas de que hay otro gran sector que, desde el punto de vista de las políticas públicas y de la regulación del Estado lo debemos asumir, es la enorme cantidad de máquinas de juego y de casinos ilegales que hoy existen en el país sin ningún control ni regulación. 

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Karla 
Rubilar. 

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, es bueno que la honorable Sala sepa que este debate surgió a raíz de las primeras denuncias que hizo la comunidad, la cual no pudo permanecer indiferente ante lo que estaba sucediendo. Una tuitera, Leonor Alonso, denunció que, a eso de las tres de la madrugada, vio a una mujer que cargaba a su pequeño hijo que lloraba a la salida de un recinto de juegos y que, al acercarse a ella, conoció con espanto, que la mujer le decía que dejaría a su hijo al interior del auto porque la guardería del casino había cerrado y ella quería seguir jugando. 

Esa denuncia dio inicio a una investigación, que entiendo que también fue preocupación del diputado De Urresti, del senador Bianchi y de otros, pero la iniciamos el diputado señor Harboe y yo. Se trataba de despejar si la denuncia de Leonor era una situación puntual o una conducta masiva en los casinos de juego. Pusimos gente nuestra a llamar a los diferentes casinos de juego, para conocer esa realidad. Señor Presidente, nos encontramos con cosas tremendas. Nos enteramos de que no ponían ninguna exigencia para dejar a los niños en las guarderías; nos encontramos con que había guarderías en los subterráneos, con niños que eran abandonados ocho, nueve o diez horas; con trabajadores de guarderías de los casinos que nos mandaban mensajes anónimos, en los que nos decían que algunos papás habían olvidado retirar a sus niños de las guarderías, por lo que debían llamarlos para que se devolvieran y recuperaran a sus hijos; también nos contaban que habían tenido que entregar niños a papás ebrios, porque no podían negarse a hacerlo. Es decir, nos fuimos encontrando con un panorama realmente abrumador respecto del tema de los casinos de juego.

Por lo anterior, y no obstante saber que el diputado De Urresti había presentado un proyecto sobre la materia, junto con el diputado Harboe presentamos otro respecto del tema; sin embargo, nos dimos cuenta de que las guarderías infantiles no eran un problema relacionado solo con los casinos de juego, ya que éstas existían en muchos lugares, pero no estaba definido legalmente qué es una guardería y qué requisitos deben cumplirse para crearlas. En consecuencia, llevamos bastante tiempo trabajando en un proyecto integral, junto con la Junji, que esperamos presentar con el diputado Harboe probablemente la próxima semana o en la subsiguiente, que tiene por objeto determinar legalmente qué son las guarderías infantiles, qué características deben tener, dónde se pueden establecer, con quiénes, en qué circunstancias, qué requisitos, cuánto tiempo. Se trata de normar no solo el tema contingente de las guarderías de los casinos de juego, sino que de cualquier guardería que se desee establecer, qué organismo las va a fiscalizar y qué requisitos deben cumplir. Las hemos dividido en guarderías de pasada, en las que se deja a los niños durante un ratito, y las guarderías de estadía permanente, donde los niños se pueden dejar con un tope máximo de cuatro horas.

No obstante considerar que el proyecto está bien inspirado, lo que nos llevó a presentar esta denuncia junto al diputado Harboe, estimamos que el Congreso tiene que legislar en grande, en lugar de hacerlo solo respecto de las guarderías de los casinos de juego, ya que el problema es más masivo. Es cierto que causa un gran impacto que los niños queden abandonados porque un papá desea jugar en un casino, pero tenemos que analizar dónde se quedan nuestros niños. Además, los padres creen que sus hijos están bien cuidados y en las manos que corresponde cuando los dejan en una guardería de un mall, de un supermercado, de un restaurante o de un casino; pero no sabe que no existe ninguna legislación que proteja a los niños en estos casos, porque no se exige ningún requisito para instalar guarderías, y también ignora que sólo ahora se va a presentar un proyecto de ley que obligará a cumplir estándares muy elevados para establecer un jardín infantil, ya que en la actualidad es mucho más fácil instalar este tipo de establecimientos que abrir una carnicería u otro establecimiento comercial.

Reitero, va a ingresar al Congreso un proyecto muchísimo más integral, que tiene que ver con la regulación completa de las guarderías infantiles. No obstante, aprobaremos la iniciativa en discusión.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- No hay más diputados inscritos para intervenir.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Corresponde votar el proyecto de ley, iniciado en moción, que prohíbe la existencia de guarderías infantiles en casinos de juego para las personas que indica.

Hago presente a la Sala que la Comisión Especial para el Desarrollo del Turismo aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes y que todas las normas del proyecto son propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Harboe Bascuñán Felipe; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Rosales Guzmán Joel; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Turres Figueroa Marisol; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor García García René Manuel.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular.

Despachado el proyecto.

INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD SOBRE INVESTIGACIÓN DE LA
GESTIÓN FINANCIERA DE LA CENABAST Y DE LOS SERVICIOS DE SALUD,
Y DE LA PRESENCIA DE LA BACTERIA CLOSTRIDIUM DIFFICILE EN LA
 ASISTENCIA PÚBLICA

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Corresponde tratar el informe de la Comisión de Salud, que actuó en calidad de investigadora de la gestión financiera de la Cenabast y de los servicios de salud, y de la presencia de la bacteria clostridium difficile en la Asistencia Pública.

Diputado informante de la Comisión de Salud es el señor Juan Luis Castro.

Antecedentes:

-Informe de la Comisión de Salud, en calidad de investigadora, sesión 133ª de la legislatura 360ª, en 5 de marzo de 2013.  Documentos de la Cuenta N° 5.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Luis Castro.

El señor CASTRO (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Salud, que actuó en calidad de investigadora, paso a rendir el informe sobre la gestión financiera de la Central Nacional de Abastecimiento (Cenabast), y de los servicios de salud, y de la presencia de la bacteria clostridium difficile en la Asistencia Pública.

La comisión sesionó a partir de un acuerdo de la Cámara de Diputados del 15 de mayo de 2012, ante la petición formulada por cincuenta y un diputados y diputadas, de conformidad con la Constitución Política de la República, que acordó que la Comisión de Salud se constituyera en investigadora para “indagar acerca de la gestión financiera, desde el año 2.000 a la fecha, de los Servicios de Salud y de la Cenabast y determinar eventuales irregularidades políticas o administrativas, asimismo, investigar las circunstancias en que se produjeron las denuncias relativas a la presencia de la bacteria Clostridium Difficile en la Asistencia Pública, la alarma pública y las eventuales responsabilidades políticas y administrativas de los funcionarios derivadas de la entrega de información. Por último, investigar desde el año 2.000 a la fecha cuál ha sido la presencia de la bacteria Clostridium Difficile en la Asistencia Pública.”
Para el cumplimiento de su cometido, la comisión destinó catorce sesiones, en las que procedió a escuchar las opiniones y las declaraciones de las personas invitadas y citadas, como el ministro de Salud y otras autoridades del Poder Ejecutivo, directores de servicios de salud, directores de hospitales. Se invitó al Contralor General de la República, pero se excusó de asistir en ese momento. Cada uno de ellos expuso su opinión respecto de las situaciones objeto de la investigación.

Consideraciones que sirven de base a las conclusiones y a las proposiciones aprobadas por la comisión.

Con el voto favorable de los diputados señores José Antonio Kast, Cristián Letelier, Javier Macaya, Nicolás Monckeberg, Leopoldo Pérez, en reemplazo de la señora Karla Rubilar; de la señora Marisol Turres y del señor Carlos Vilches, en reemplazo de Gastón von Mühlenbrock, y con el voto en contra de los diputados señores Enrique Accorsi, Juan Luis Castro, Manuel Monsalve, Marco Antonio Núñez, Gabriel Silber y Víctor Torres se aprobaron las siguientes consideraciones, conclusiones y propuestas formuladas por los diputados integrantes de los partidos de la Alianza por Chile.

l. Respecto de la Cenabast.

La Comisión de Salud, luego de haber escuchado a los invitados que consideró pertinente su declaración, y habiendo recibido los documentos necesarios para desarrollar la labor encomendada, llegó a las siguientes conclusiones:

1. En la gestión de la Central Nacional de Abastecimiento se dieron algunas irregularidades relacionadas con:

-Inventarios virtuales de stock de medicamentos.

-Inventarios en que no coincidía lo declarado con el activo real, stock.

-Ausencia de conciliación en algunas cuentas bancarias.

-Facturas no devengadas relacionadas con el no cobro de dineros.

-Demora injustificada en el pago de los proveedores y falta de control en general del director del organismo.

Al respecto, consta en los antecedentes allegados que el señor Presidente de la República sancionó, a través de sumario administrativo, al ex director de la Cenabast, señor Mario Jerez, militante de la Democracia Cristiana, quien ejerció el cargo entre 2009 y 2010. El sumario arrojó una sanción de inhabilitación para ejercer cargos públicos por el plazo de cinco años.

La actual administración adoptó, luego de las graves falencias detectadas, las siguientes medidas de control y resguardo para garantizar el buen manejo de las cuentas fiscales:

1. Se han adoptado los resguardos necesarios para disminuir las migraciones de existencias desde las bodegas de la Cenabast.

2. La elaboración, preparación y revisión de las conciliaciones bancarias y la adopción de medidas en cuanto a la separación de funciones relativo al registro de sus operaciones.

3. Todas las conciliaciones serán visadas por el jefe de finanzas.

4. En cuanto a los cheques nulos, se han adoptado nuevas medidas para el correcto resguardo de documentos de pagos.

5. Se continúan efectuando regularizaciones de partidas, pero quedan pendientes algunas por la falta de antecedentes.

Los saldos de las cuentas por cobrar contables del balance y el auxiliar, en el Sistema SAP presentan el mismo saldo. En cuanto a las diferencias de los registros de la Cenabast y lo informado por los clientes, se efectúan permanentemente los análisis y las conciliaciones de deuda con clientes, por cuanto esta actividad se enmarca en las normales diferencias que existen en la relación cliente proveedor.

El nuevo modelo de negocios de la Cenabast aborda esta situación en el mandato aprobado por la Cámara de Diputados y, por tanto, la logística y la deuda serán realizadas con la relación directa del proveedor, laboratorios, y del cliente, llámese estos hospitales, servicios, municipios, etcétera.

Se han ido regularizando las partidas que provienen del año 2010 y que forman parte del saldo de la cuenta “Facturas por Recibir”. Para ello se ha ido determinando si la Central Nacional de Abastecimiento recibió o pagó los documentos asociados, control que en los años anteriores no existía.

En noviembre de 2011, la Cenabast realizó un inventario general de existencias, para lo cual contrató a la empresa auditora Ernst & Young. Los resultados de dicho inventario originaron un proceso disciplinario actualmente en curso.

El director de la Cenabast es un cargo de Alta Dirección Pública, del primer nivel jerárquico, lo que implica que el responsable político de sus actos es el Presidente de la República. Los documentos allegados a esta Comisión dan cuenta de que existió una total falta de control por parte de las autoridades de la época.

2. En el ámbito de un nuevo modelo de gestión.

De acuerdo con los antecedentes allegados, se da cuenta de que la Cenabast está abocada a desarrollar un nuevo modelo de gestión logística de distribución directa y facturación, el cual elimina el proceso de almacenamiento, distribución y entrega de productos, como asimismo el tratamiento de la deuda, situación que formó parte importante de las debilidades detectadas por la Contraloría General de la República desde hace varios años. 

De igual forma, que dicho servicio se encuentra desarrollando el mejoramiento de las actividades administrativas y de control.

3. Servicios de Salud.

Después de haber escuchado a los invitados que consideró pertinente y recibido los documentos necesarios para desarrollar la labor encomendada, la Comisión llegó a las siguientes conclusiones en lo que respecta a la gestión de los servicios de salud:

Se detectaron las siguientes irregularidades que venían desde las administraciones anteriores de los servicios de salud:

-No declaración de todas las facturas en el sistema de registro informático electrónico para la gestión financiera del Estado (Sigfe). Ello generaba una disconformidad entre los balances reales y los balances declarados por los servicios de salud.

-Falta de control eficaz por parte de la Contraloría General de la República respecto de las cuentas bancarias, transferencias y pagos realizados desde los servicios de salud.

-Falta de control y seguimiento en los contratos por servicios informáticos, lo que impidió desarrollar adecuadamente los soportes necesarios para avanzar en mejoras en gestión, control financiero, ficha clínica, etc.

-Detección, en algunos servicios de salud, como el Servicio de Salud Metropolitano Occidente, de falencias en la duplicidad de funciones y falta de control por parte de quienes realizaban los pagos, las conciliaciones bancarias y los balances. Ese ámbito permitía la comisión de ciertos delitos, cuestión que en el caso del mencionado servicio de salud se halla radicada en la Fiscalía Regional Metropolitana Centro Norte.

-Existencia -la situación antes descrita lo permitía- de facturas no declaradas por varios miles de millones de pesos. En el caso del Servicio de Salud Metropolitano Occidente, la cifra asciende a 5 mil millones de pesos. 

Igual situación fue detectada en los servicios de salud Antofagasta, O´Higgins (Rancagua) y Metropolitano Norte, en todos los casos respecto de facturas provenientes de años anteriores.

-Existencia de multas no cobradas contra empresas que desarrollaban servicios informáticos para los servicios de salud a lo largo del país, lo cual fue enmendado en la actual administración.

Por tanto, la Comisión, en el ámbito de sus facultades fiscalizadoras, propone realizar las siguientes recomendaciones:

-Mejorar el sistema de control de los recursos enviados desde la Subsecretaría de Redes Asistenciales a la Atención Primaria de Salud, que radica en los municipios.

-Cambio en el modelo de gestión de los servicios de salud, para controlar de mejor forma tanto los recursos administrados como los transferidos.

-En el mismo sentido, mejorar los mecanismos de control sobre los servicios prestados, por ejemplo, por prestaciones informáticas. Obviamente, aquí se mira con preocupación las relaciones de determinadas empresas como Intersystem, que tiene contratos vigentes con el Ministerio de Salud.

Se detectaron graves falencias en contratos de capacitación acreditados por la Contrataría General de la República con las empresas Caribbean Services S.A. y Medwave Ltda. por 6.500 millones de pesos desde el Ministerio de Salud en años anteriores.

De igual modo, es menester señalar que los servicios de salud cuentan con un grado de autonomía que impide un control adecuado por parte de las autoridades centrales del Ministerio de Salud, ya sea en gestión de cuentas bancarias, traspasos, control de enfermedades, prestaciones realizadas, contratación de personal, licitaciones realizadas. Porque en la reforma de 2006 no se establecieron los mecanismos adecuados para realizar un control directo de los dineros públicos y de las necesidades de salud que va requiriendo la población donde los servicios se encuentran emplazados.

Cabe destacar que también se analizó la situación de la construcción del nuevo Hospital Regional de Rancagua, en el cual se encuentran procesos pendientes tanto en la Contraloría Regional del Libertador General Bernardo O’Higgins como en la Fiscalía de dicha zona, que deben terminar su investigación y aclaración por el retraso en la construcción de la obra y por deficiencias en el hito N° 1 del contrato, correspondiente al término de obra gruesa, y la nueva ejecución de multas que deben ser aplicadas a la concesionaria a cargo de dicha construcción.

4. Clostridium difficile.

Es preciso señalar que la bacteria Clostridium difficile tiene un comportamiento oportunista y que afecta a clínicas y a hospitales del sector público, indistintamente a nivel global.

La mayor complejidad de los tratamientos, la edad de las enfermedades crónicas y la falta de antibióticos justifican su aparición en diversos casos, como se ha visto durante los últimos años desde que apareció el brote.

Las medidas adoptadas por la autoridad fueron las suficientes para disminuir el brote que se había desarrollado en la oportunidad investigada por la Comisión y que se gatilló principalmente por la falta de especialistas, infectólogos, sobre todo en la Asistencia Pública, situación que se arrastra desde hace varios años.

Por último, debo agregar que todas las acciones de carácter judicial y ético emprendidas por la autoridad administrativa en su minuto en contra de los parlamentarios que en su minuto tuvimos algo que denunciar en estas materias, fueron sobreseídas o retiradas. 

Por tanto, esas son las conclusiones respecto de Cenabast, los servicios de salud y la bacteria Clostridium difficile, que fueron aprobadas por mayoría (7 votos contra 6) en la Comisión.

Al respecto, por la vastedad de las materias tratadas, me permito sugerir a los señores diputados dejar pendientes para una próxima sesión el análisis y la discusión en profundidad del informe de esta investigación que llevó a cabo por casi cuatro meses la Comisión de Salud en su calidad de Investigadora.

Es cuanto puedo informar a la Sala. 

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para postergar la discusión del informe para la próxima sesión?

Acordado.

PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE ACUERDO ENTRE CHILE Y
REPÚBLICA DEMOCRÁTICA SOCIALISTA DE SRI LANKA SOBRE EXENCIÓN
DE REQUISITO DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES
DIPLOMÁTICOS, OFICIALES Y/O DE SERVICIO (Primer trámite constitucional)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicios, suscrito en Colombo, el 26 de junio de 2012.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana es el señor Eduardo Cerda.

Antecedentes: 

-Mensaje, boletín N° 8800-10, sesión 132ª de la legislatura 360ª, en 24 de enero de 2013. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, sesión 1ª de la presente legislatura, en 12 de marzo de 2013. Documentos de la Cuenta N° 9.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor CERDA (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, paso a informar el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicios, suscrito en Colombo, el 26 de junio de 2012, que se encuentra sometido a la consideración de esta Cámara, en primer trámite constitucional, sin urgencia, y de conformidad con lo establecido en los artículos 32, N° 15° y 54, N° 1), de la Constitución Política de la República.

Según señala el mensaje, este acuerdo, que constituye una excepción a la legislación de extranjería vigente en nuestro país, contenida en el decreto ley N° 1094, de 1975, y en el decreto supremo N° 597, de 1984, ambos del Ministerio del Interior, encuentra su plena justificación en el deseo de ambos Estados de fortalecer los lazos de amistad que los unen.

El Acuerdo consta de un preámbulo, en el cual se consigna el mutuo interés de las partes de fortalecer los lazos de amistad entre ellas, y ocho artículos, que conforman su cuerpo principal y dispositivo, en donde se despliegan las normas centrales del mismo y cuya lectura omitiré en aras del tiempo y porque se encuentran resumidos en el informe que los colegas tienen en su poder.

En el estudio de este proyecto de acuerdo la Comisión contó con la asistencia y la colaboración del ministro subrogante de Relaciones Exteriores, señor Alfonso Silva Navarro, y del jefe del Departamento de Tratados y Asuntos Legislativos de la Cancillería, señor Pedro Ortúzar Meza, quienes, además de refrendar los fundamentos del mensaje que da origen a este proyecto de acuerdo, explicaron que este instrumento tiene por propósito facilitar el tránsito de personas titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y/o de servicio y que es ajeno con el régimen general de visas que, en la actualidad, han sido otorgadas por la República Socialista Democrática de Sri Lanka.

Agregaron que este Acuerdo en nada se diferencia con otros que Chile ha suscrito con diversos países y que permitirá estrechar los lazos de amistad que unen a ambos Estados.

Por su parte, los señores diputados presentes expresaron, en forma unánime, su decisión favorable a la aprobación del proyecto de acuerdo e hicieron presente la importancia de este instrumento para la consolidación de las relaciones entre ambos países, con el objeto de facilitar el tránsito de personas titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y/o servicio.

Por ello, por 6 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención, prestaron su aprobación al proyecto de acuerdo en informe los diputados señores Ascencio, Cerda, Díaz, Jarpa, Tarud y Teillier.

Por último, hago presente que la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana no calificó como normas de carácter orgánico o de quorum calificado ningún precepto contenido en el proyecto de acuerdo en informe.

Asimismo, la comisión determinó que sus preceptos no deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, por no tener incidencia en materia presupuestaria o financiera del Estado.

Como consecuencia de los antecedentes expuestos y visto el contenido formativo del acuerdo en trámite, la comisión decidió, por unanimidad, recomendar a la honorable Sala aprobar dicho instrumento, para lo cual propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo texto se encuentra contenido en el referido informe.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, junto con aprovechar de saludar a los séptimos años del Colegio San Luis, de Maipú, los que se encuentran presentes en las tribunas de la Cámara de Diputados, les quiero explicar algo que conversé con ellos hace poco, en términos de cómo se procede en la elaboración de las leyes. En este caso, estamos en el primer trámite constitucional de un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka. Una vez que ese proyecto sea aprobado por esta Corporación, el Senado debe proceder a su ratificación. Si eso ocurre, la iniciativa se transforma en ley, de lo contrario deberá volver a ser discutido en la Cámara de Diputados.

El proyecto en discusión se inscribe en un esfuerzo de integración de nuestra diplomacia al mundo que data de hace muchas décadas, el cual tiene un carácter completamente trascendente a la política.

Por lo tanto, más allá del color político del gobierno de Chile y de los colores de los gobiernos con los que suscribimos esos convenios, es indispensable, para el éxito de nuestra diplomacia, la libre circulación a lo largo de los distintos países del mundo, en este caso concreto, con la República Socialista Democrática de Sri Lanka.

Sin embargo, quiero destacar que este Convenio no debería hacernos olvidar la necesidad de modernizar el régimen general de visas para nuestra relación con Sri Lanka, que es mucho más engorroso y mucho menos amistoso que el que tenemos con la mayor parte de los países de la misma área.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicio, suscrito en Colombo, en 26 de junio de 2012.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Rosales Guzmán Joel; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; Turres Figueroa Marisol; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Despachado el proyecto.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

INCLUSIÓN DE ABOGADOS Y CONTADORES PÚBLICOS EN FRANQUICIA
TRIBUTARIA QUE ESTABLECE NUEVO ESTATUTO DE
CAPACITACIÓN Y EMPLEO

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N° 749.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 749, de los diputados señores Pérez, don Leopoldo; de la diputada señorita Sabat, doña Marcela; y de los diputados señores Edwards; Monckeberg, don Cristián; Santana, Verdugo, Bertolino, Browne, Cardemil y Monckeberg, don Nicolás, que en su parte dispositiva señala:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar al Ejecutivo que incorpore dentro del artículo 36 de la ley N° 19.518, que fija nuevo estatuto de capacitación y empleo, que permite la rebaja de los impuestos de primera categoría a las empresas que envíen a capacitación a sus trabajadores, a los abogados y contadores públicos que ejerzan su actividad de forma particular o independiente. Esta modificación tiene como finalidad que dichas personas naturales -que son contribuyentes de impuesto a la renta de segunda categoría- puedan obtener los mismos beneficios de capacitación, a través del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (Sence), que hoy están establecidos solo para las personas jurídicas.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Para impugnar el proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 33 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- No hay quorum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Ascencio Mansilla Gabriel; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Calderón Bassi Giovanni; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Goic Boroevic Carolina; Harboe Bascuñán Felipe; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Rosales Guzmán Joel; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Rincón González Ricardo; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor Torres Jeldes Víctor.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 35 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Nuevamente, no hay quorum.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Ascencio Mansilla Gabriel; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Calderón Bassi Giovanni; Cerda García Eduardo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Goic Boroevic Carolina; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Rosales Guzmán Joel; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Rincón González Ricardo; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Torres Jeldes Víctor.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- La votación del proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión ordinaria.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx

VII. INCIDENTES

INFORMACIÓN SOBRE POLÍTICAS DE ESTADO PARA TRATAMIENTO DE
ENFERMEDADES RARAS Y DE ALTO COSTO (Oficios)

El señor BECKER (Presidente accidental).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido Socialista por cinco minutos y medio.

Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, hace algunos días, la señora Marianna Bustamante Trigo, dirigenta de la Agrupación de Padres Oncológicos de Chile, me envió un correo electrónico en el que me dio a conocer la situación que afecta a muchos padres de niños con cáncer. En dicho correo me señaló que el tratamiento con células madres está cubierto para la gente de menores recursos en Chile, afortunadamente. Sin embargo, no lo está para la clase media. Me indicó que se cobra 20 millones de pesos por ese procedimiento a personas que ganan entre 500.000 y un millón de pesos mensuales, es decir, a personas que corresponden a lo que en Chile se denomina “clase media”.

Los padres preguntan por qué no puede haber libre albedrío para decidir a qué clínica privada o centro hospitalario público llevar a sus hijos en caso de que contraigan alguna enfermedad catastrófica cubierta por el plan AUGE. Agregan que no es justo que el Fonasa o las isapres los obliguen a contratar a sus proveedores, y que no puedan ser ellos los que elijan el centro médico que les parezca más pertinente. Apelan al hecho de que los niños con cáncer requieren y merecen estar en los mejores lugares.

Asimismo, creen fehacientemente que el procedimiento de trasplante de médula es un derecho incuestionable para un niño que lo necesita, por lo que consideran urgente que este sea financiado en su totalidad o en parte importante -al menos, la mitad- por alguna entidad: el Estado, el sector privado o quien sea. Agregan que no es posible que las familias se vean en la inhumana obligación de conseguir una cantidad de millones grotesca para poder salvar la vida de un hijo con cáncer.

Tampoco entienden por qué la mayoría de edad se establece a los 18 años en general y, sin embargo, para el sistema de salud del país, un niño con cáncer es considerado mayor a los 15 años, ya que hasta esa edad el AUGE aporta en lo posible si los niños sufren alguna enfermedad catastrófica como el cáncer.

Es larga la enumeración de las penurias y dificultades que enfrentan los padres de niños que padecen esa enfermedad.

Haré entrega a la Secretaría de una copia del correo electrónico que me envió la señora Marianna Bustamante Trigo, para que sea remitida al ministro de Salud, con el objeto de que les dé respuesta a sus planteamientos, puesto que es fundamental atender esa inquietud. 

Tenemos un sistema de salud que provoca que las personas sientan pavor a enfermarse, porque la posibilidad de solución dependerá de la magnitud de la enfermedad. Y si además las personas son pobres o no tienen recursos para hacer frente a enfermedades catastróficas, quedan en un abandono total.

Situaciones similares se exponen en algunos correos electrónicos que me enviaron desde mi oficina parlamentaria distrital en Vicuña. En ellos se mencionan los casos de pacientes con patologías como encefalopatía, mitocondria, acidosis láctica, episodios stroke-like, desaturación severa pos ejercicio, rimitación espirométrica restrictiva moderada secundaria y otras, quienes, por ser cotizantes del Fonasa A y debido a que deben someterse a muchos exámenes que no se efectúan en el hospital, que es prácticamente un consultorio, deben atenderse en forma particular, con los costos que ello implica.

En los hospitales públicos de regiones tampoco hay equipamiento ni tecnología apropiada para diagnosticar ese tipo de enfermedades. Por ello, los pacientes deben recurrir a centros privados o a hospitales públicos de otras regiones, y asumir el costo correspondiente.

Tenemos un desafío enorme en esta materia. En la localidad de Tongoy, en la Región de Coquimbo, se detectó una enfermedad rara, que desde hace poco ha sido tratada por el Ministerio de Salud. 

Por ello, pido que se oficie al ministro de Salud a fin de que nos informe cuál es la política de Estado de atención de enfermedades raras o de baja prevalencia, sobre todo si implican tratamientos de alto costo, especialmente cuando afectan a niños. Yo mismo, a través de mi oficina parlamentaria, he colaborado con bingos, con rifas y con platos únicos, para que las familias en esa situación reúnan recursos para enfrentar los elevados costos que implica tratar ese tipo de enfermedades. He conocido familias modestas, cuyo hogar se sostiene solo con un ingreso mínimo al mes, que deben hacer frente a gastos que superan los 10 millones, 15 millones o 20 millones de pesos para atender a su hijo y tratar de salvarle la vida.

En situaciones como estas el país tiene una deuda con sus ciudadanos. Tenemos un sistema de salud privado que hace mucho rato que no da el ancho para hacerse cargo de las necesidades de la ciudadanía. De hecho, las personas migran desde el sistema de isapres al sistema público; sin embargo, este todavía presenta deficiencias significativas como las que estoy señalando.

Si en cada región y en cada provincia tuviésemos hospitales de alta tecnología con capacidad para atender ese tipo de enfermedades, sin duda las cosas serían más fáciles. Sin embargo, la responsabilidad y la carga de enfrentar la enfermedad grave de un familiar querido, los costos que ello implica en Chile y los desplazamientos que deben realizarse para que reciba atención, a mi juicio, agravan de manera dramática y definitiva la situación de muchas familias.

Finalmente, pido que se envíe copia de mi intervención a la señora Marianna Bustamante Trigo, cuyo correo electrónico dejaré a disposición de la Secretaría, y a la señora Beatriz Rojas, vecina de la población Antakari, en la localidad de Hierro Viejo, comuna de Vicuña, quien me ha hecho presente la situación que afecta a su hija Paulina Araceli, que me parece de la máxima importancia.

He dicho.

El señor BECKER (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención.

El siguiente turno corresponde al Comité de Renovación Nacional.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

CELEBRACIÓN DE 98° ANIVERSARIO DE CAMPAMENTO MINERO DE
CHUQUICAMATA Y APOYO A DECLARACIÓN COMO PATRIMONIO
HISTÓRICO NACIONAL (Oficios)

El señor BECKER (Presidente accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité Mixto Partido Radical Social Demócrata, Partido Comunista e Izquierda Ciudadana.

Tiene la palabra el diputado señor Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, hoy quiero relevar un hecho bastante significativo para la Segunda Región y para todo el país: el 98° aniversario del campamento minero de Chuquicamata.

Por estos días, la agrupación Hijos y Amigos de Chuquicamata está impulsando la idea de que se declare a dicho campamento como Patrimonio Histórico Nacional, para luego postularlo como Patrimonio de la Humanidad. Sin duda, ello se encuentra en directa sintonía con la política cultural que se ha venido desarrollando en nuestro país en los últimos diez años, cual es valorar el patrimonio industrial como forma de exhibir el patrimonio cultural de Chile.

Por eso, el 25 de abril pasado, se hizo un levantamiento de información respecto de los edificios que serán considerados patrimoniales en el campamento minero de Chuquicamata. Este sábado se abrirán las puertas del mineral para que todos los que nacimos en ese campamento y los amigos de Chuquicamata lo visiten y puedan recrear la vida de un campamento minero de la magnitud que este tuvo, que llegó a albergar a más de 27.000 habitantes en 1997.

Por lo expuesto, pido que se oficie al secretario ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, al ministro presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y al vicepresidente ejecutivo de Codelco, señor Thomas Keller, a fin de que se informe sobre la iniciativa de declarar el casco histórico de Chuquicamata como Patrimonio Histórico Nacional. 

La idea es aunar esfuerzos para -reitero- valorar el campamento de Chuquicamata y resaltar su importancia, no solo en la vida económica del país, sino también como patrimonio histórico nacional y mundial.

He dicho.

El señor BECKER (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Marcela Sabat y los diputados señores Enrique Jaramillo y Fernando Meza.

SALUDO A HABITANTES DE LOCALIDAD DE LASTARRIA,
COMUNA DE GORBEA, EN SU 92° ANIVERSARIO

El señor BECKER (Presidente accidental).- En el tiempo que le resta a su Comité, más los dos minutos que le cedió el Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco al Comité de Renovación Nacional por haberme cedido parte de su tiempo.

En esta oportunidad, quiero saludar y felicitar con mucho afecto y calor a los habitantes de una localidad emblemática de la Región de La Araucanía, del distrito N° 52. Me refiero a la localidad de Lastarria, que cumple 92 años desde su fundación. Está ubicada en la comuna de Gorbea, y es una localidad pujante que hoy está despegando y alejándose del subdesarrollo. Desde luego, la situación que están viviendo sus habitantes, de la ciudad y del campo, amerita toda nuestra atención.

Por eso, entrego mi afectuoso saludo a la sufrida gente del campo de la localidad de Lastarria, así como también a sus habitantes de la ciudad, en este nuevo aniversario. 

Invito a toda la ciudadanía a que el próximo lunes esté presente, tanto en los oficios religiosos que se realizarán en la mañana, como en el posterior desfile cívico que tendrá lugar.

CREACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL DE DEFENSA
DE LOS CONSUMIDORES (Oficios)

El señor MEZA.- Señor Presidente, últimamente, hemos conocido un gran número de abusos que se cometen en Chile y que en la Cámara de Diputados siguen durmiendo, desde hace algún tiempo, varios proyectos de ley presentados por diversos colegas -también he suscrito algunos-, que buscan mejorar las condiciones de vida de los consumidores. 

Por eso, celebro que la Cámara de Diputados haya tenido la valentía y la decisión de crear una Comisión Especial destinada a defender a los consumidores y agilizar la tramitación de los proyectos de ley señalados, para evitar los abusos que se cometen, por ejemplo, en las cuentas de la energía eléctrica y el agua potable, en las que, muchas veces, se hacen cobros absolutamente irregulares, que el bolsillo de la gente modesta no puede solventar. 

Asimismo, tenemos que luchar contra los intereses leoninos que cobran las cajas de compensación a nuestros adultos mayores. Cuando solicitan un crédito de 200.000 pesos, terminan pagando 1 millón o 2 millones de pesos y, en muchas oportunidades, después de fallecer, sus herederos deben seguir soportando una carga que, desde luego, es absolutamente injusta. 

Por otra parte, los bancos cobran altos intereses por los créditos de consumo. También sabemos que la industria del retail -Falabella, Ripley y otras grandes tiendas-, por el solo uso de las tarjetas de crédito, que son millones, hacen cobros de mantención que no corresponden. 

Para qué hablar del valor de los pasajes de los buses interurbanos. Cada vez que hay un fin de semana largo, en Semana Santa, en Fiestas Patrias o durante las fiestas de fin de año, triplican el valor de los pasajes, lo que representa un tremendo abuso que afecta los ingresos de la gente sencilla.

Más allá de que el Sernac denuncie, denuncie y denuncie estas irregularidades, es necesario que la ciudadanía sepa que el Servicio Nacional del Consumidor no tiene las herramientas legales para terminar con esa enorme cantidad de abusos. 

Por lo anteriormente expuesto, pido que se oficie al director del Sernac, a fin de hacerle presente la preocupación de la Cámara de Diputados por este problema y de informarle sobre la creación de la Comisión Especial que he señalado, que se encargará de estudiar los numerosos proyectos de ley que, por fin, podrán ser despachados. 

Asimismo, pido que se oficie al ministro de Economía, Fomento y Turismo, con el objeto de que tome nota de que, hace mucho tiempo, la Cámara de Diputados decidió impulsar estos proyectos de ley, que, por extrañas razones, se encontraban durmiendo, pero que ahora van a despertar para ir en beneficio directo de los millones de consumidores chilenos que durante muchos años han visto cómo los abusos han afectado sus bolsillos.

He dicho.

El señor BECKER (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 12.34 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 12.27 horas.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

INFORMACIÓN SOBRE INVESTIGACIÓN DE SITUACIÓN TRIBUTARIA DEL
SEÑOR LAURENCE GOLBORNE Y DE SUS SOCIEDADES (Oficio)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En primer lugar, tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, pido que se oficie al director del Servicio de Impuestos Internos para que informe a esta Corporación acerca de las medidas que ha tomado dicho servicio para investigar la situación tributaria del señor Laurence Golborne y de sus sociedades, toda vez que es de público conocimiento que el señor Golborne participa en sociedades que operan en las Islas Vírgenes.

Me interesa que el director del Servicio de Impuestos Internos informe cuáles son los ingresos que el señor Golborne percibe por estas inversiones en el extranjero; además, quiero saber si efectivamente son ingresos que ha percibido en Chile y cómo los ha tributado, para adoptar las medidas necesarias.

Es muy importante que el director del Servicio de Impuestos Internos señale si a partir de este hecho público y notorio se ha iniciado una investigación tributaria de la situación de don Laurence Golborne y de las sociedades en las que tiene participación, que han sido constituidas en el extranjero.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

ANTECEDENTES DE ESTUDIO DE FACTIBILIDAD DE CONSTRUCCIÓN DE
EMBALSE EN COMUNA DE CURACAUTÍN (Oficios)

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, en segundo lugar, pido que se oficie a la ministra de Obras Públicas, para que tenga a bien hacernos llegar todos los antecedentes del estudio de factibilidad del embalse que se pretende construir en la comuna de Curacautín.

Al parecer, se contemplan dos posibles localizaciones: los sectores de La Mula y de Malalcahuello. Me preocupa lo que pueda ocurrir con ese proyecto, y por eso es muy importante conocer cuál será el lugar de emplazamiento definitivo, el impacto ambiental que generaría su construcción y sus efectos sobre la comunidad. Por lo tanto, es importante conocer la información detallada respecto del proyecto.

Por último, solicito que se envíe copia de este oficio al alcalde y al concejo de la comuna de Curacautín, al consejo de organizaciones de la sociedad civil de Curacautín y al movimiento ciudadano Curacautín sin Represas.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su seño-
ría y se adjuntará el texto de su intervención.

INFORMACIÓN SOBRE DIVISIONES, DESPIDOS, MEDIDAS Y PLAZOS DE
REESTRUCTURACIÓN INSTITUCIONAL EN EL
SERVICIO NACIONAL DE MENORES (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, en 2005, durante el gobierno del Presidente Ricardo Lagos, se promulgó la ley N° 20.084, que estableció el nuevo sistema de Responsabilidad Penal Juvenil. Esto produjo toda una transformación legislativa en materia de responsabilidad penal, que se ha aplicado durante todo este tiempo.

El Ejecutivo está anunciando una reestructuración, una serie de cambios en el Sename, que deben ser integrales, estructurales, de gestión y con más recursos; pero eso no está ocurriendo, porque el Gobierno pretende introducir una división en dos áreas: una de protección y otra de infractores. El problema es que llevarla a cabo con la misma planta, presupuesto e infraestructura significa precariedad para los funcionarios.

Si el actual financiamiento del Sename es precario, ¿cuánto más lo será si se crean nuevas aéreas sin el aporte de recursos humanos y materiales? Esa es nuestra preocupación.

Estamos en una sociedad que, por un lado, necesita mejorar la gestión, la protección y la rehabilitación de los menores, pero también hacerse cargo del buen funcionamiento y buen trato de los funcionarios públicos.

Es un riesgo para los profesionales y para los funcionarios cuando las reestructuraciones van por el lado del desmantelamiento de plantas, del despido de personas, licuar presupuestos y áreas importantes en órganos trascendentes.

“Menos Estado y poca regulación”, es un dogma de este gobierno. Nosotros creemos firmemente en el rol del Estado y en la eficacia de las políticas públicas sociales bien pensadas y bien ejecutadas.

Por lo anterior, solicito que se oficie a la ministra de Justicia y al director nacional del Servicio Nacional de Menores para que informen a la Cámara de Diputados, en particular a quien habla, respecto de las divisiones y reestructuraciones institucionales que se están realizando en el servicio, acerca de los despidos efectuados a propósito de las mismas y sobre los plazos involucrados en la nueva estructura propuesta y de las medidas que se tomarán para evitar el daño a funcionarios y funcionarias del Sename.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de este Presidente.

INFORMACIÓN SOBRE TALA DE ÁRBOLES, DETERIORO DE DEPENDENCIAS
PATRIMONIALES Y PLANES DE PRESERVACIÓN DEL
HOSPITAL DEL SALVADOR (Oficios)

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, por último, quiero referirme a una situación que afecta al Hospital del Salvador, recinto fundado en 1871, que constituye un espacio patrimonial, con una historia y una dimensión que queremos cuidar y valorar.

El terremoto de 1985 destruyó su frontis y la Municipalidad de Providencia se encargó de su restauración. A propósito de lo mismo, su fachada principal, la capilla, edificios, pasillos y parque interior fueron declarados monumento nacional.

Deseamos hacernos cargo del deterioro del parque del hospital, porque se ha realizado tala ilegal de árboles, lo que ha despertado nuestra preocupación y la de los funcionarios.

Por lo expuesto, pido oficiar a la ministra de Educación, con copia al ministro presidente de la Comisión Nacional de la Cultura y las Artes y al director del Consejo de Monumentos Nacionales, a objeto de que se informe a esta Cámara, en particular a quien habla, acerca de la tala de árboles en los terrenos del Hospital del Salvador, sobre el deterioro de sus dependencias patrimoniales y, además, de los planes de cuidado, preservación y rediseño que están en curso respecto del mencionado monumento nacional.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión del diputado Marcelo Díaz y de quien preside.

ANTECEDENTES DE REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS DE DOMINIO DE
TERRENOS DE SECTOR LA LAJA, COMUNA DE ANDACOLLO (Oficios)

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, quiero plantear una situación que conversé con los vecinos del sector La Laja, de la comuna de Andacollo, respecto de una larga lucha que han dado por regularizar sus títulos de dominio. Como se sabe, esa es la puerta de entrada a muchos beneficios públicos. Por lo tanto, esto se ha constituido en un verdadero dolor de cabeza y en un martirio para esos vecinos.

Ellos lograron acuerdo con la compañía minera Dayton para regularizar a siete familias que estarían ubicadas, supuestamente -ahí hay un tema tremendamente complejo sobre la propiedad en Andacollo-, en terrenos de esa compañía, por la vía de la transferencia a título gratuito.

Sin embargo, Bienes Nacionales hizo presente una dificultad: los quiere reagrupar porque están dispersos. Esta información fue entregada por el señor Marcelo Fuenzalida, de Bienes Nacionales, a la junta de vecinos del sector La Laja. Habría diez casos en esa situación. Se trata de los vecinos que se ubican en el sector de Llahuín, que están disponibles para ese traslado.

No obstante, no está claro qué pasa con la gente de La Laja que está en terrenos de Bienes Nacionales, fuera del sector de Llahuín, en particular los que no tienen ningún papel para exhibir como título de dominio o que solo cuentan con minutas, que ellos entendían, en su momento, que eran sus títulos de dominio.

Quiero saber qué pasará con esa gente. Es decir, ya existe un acuerdo con la compañía minera Dayton, que estuvo en la reunión en la que también estuve presente, para regularizar a las siete familias que están instaladas en sus terrenos. Con eso se resolvería el problema. Hay plena voluntad de la gente del sector Llahuín para reagruparse en los terrenos que les ha asignado Bienes Nacionales para regularizar sus títulos de dominio. Pero deseamos saber qué pasa con el resto de los vecinos del sector de La Laja, que no está en el sector de Llahuín, sino en La Laja, respecto de lo cual no hemos tenido noticia alguna por parte de Bienes Nacionales.

Pido enviar oficio al ministro de Bienes Nacionales, con copia al intendente de la Región de Coquimbo, al seremi de Bienes Nacionales de la Región de Coquimbo, al alcalde de Andacollo y a la presidenta de la junta de vecinos de la Agrupación del Club Social, Deportivo y Cultural La Laja.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

PREOCUPACIÓN POR PROBLEMAS EN FUNCIONAMIENTO DE PLAN
CUADRANTE Y ESTADO DE ABANDONO DE SECTOR LAS COMPAÑÍAS,
COMUNA DE LA SERENA (Oficios)

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, el segundo tema al que me voy a referir dice relación con una situación que pude constatar en un diálogo de seguridad ciudadana, organizado por mi oficina parlamentaria, con la junta de vecinos Sor Teresita de Los Andes y el Comité de Allegados Nueva Ilusión de sector Las Compañías, comuna de La Serena.

En esa reunión había carabineros y constatamos varias cosas. Por ejemplo, el celular del Plan Cuadrante estuvo malo durante trece días; entre la fecha en que se echó a perder y fue reparado por el servicio técnico, transcurrieron trece días en los que no hubo enlace. Por tanto, eso es muy complejo. Si un celular no funciona -sé que los trámites burocráticos son complejos-, tendría que haber sido reemplazado, para que los vecinos no se queden sin conexión con su enlace por una situación de esa naturaleza.

Había quejas bastante severas sobre el funcionamiento del Plan Cuadrante, y Carabineros las escuchó. Hay una banda que cobra peaje por transitar en las calles en ese sector, sobre la cual nunca se ha realizado alguna acción de parte de Carabineros.

Además, los vecinos denuncian -me consta que es así- que el sector está muy abandonado, por lo que requieren intervención policial, también reclaman más presencia gubernamental y municipal en un sector en el cual se han hecho pocas inversiones. También denuncian la fuerte presencia de alcoholismo, drogadicción, de pandillas, de armas hechizas. Es decir, requieren más intervención integral para hacer frente a esa situación que afecta las condiciones de seguridad pública.

Pido oficiar al general director de Carabineros, al intendente de la Región de Coquimbo, al ministro del Interior y Seguridad Pública, al alcalde y al concejo de La Serena, con copia a la presidenta de la junta de vecinos Sor Teresita de Los Andes y a la presidenta del Comité de Allegados Nueva Ilusión.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTOS DE ACCESO DESDE
ANDACOLLITO Y DESDE LA CARRETERA A SECTOR LA CAMPANA,
COMUNA DE VICUÑA (Oficios)

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, por último, quiero hacer presente algunas inquietudes que me han transmitido vecinos del sector La Campana, de la comuna de Vicuña.

Se trata de dos temas que se arrastran desde hace mucho tiempo. El primero, es el acceso de Andacollito a La Campana. La Dirección de Vialidad había dado el RS al diseño del camino de acceso; sin embargo, han pasado tres años y no ha habido novedad. Los vecinos entienden que el diseño caducó y, por lo tanto, habría que hacerlo de nuevo.

Pido oficiar a la ministra de Obras Públicas, al intendente de la Región de Coquimbo, al seremi de Obras Públicas de la Región de Coquimbo, a fin de solicitarles que informen qué ha pasado con el proyecto de acceso de Andacollito a La Campana y sobre la denuncia de los vecinos en cuanto a que habría caducado el diseño.

El segundo tema tiene que ver con el acceso a La Campana desde la carretera. Se trata de un diseño que nunca se aprobó, debido a observaciones que no fueron corregidas por parte de la municipalidad.

Según me han dicho los vecinos, la Serplac habría hecho un nuevo diseño debido a que la topografía del camino cambió, lo cual se debería a que los lugareños corrieron los cercos y el acceso habría quedado más estrecho.

Los vecinos del sector de La Campana reclaman y se preguntan por qué la autoridad no puede ordenar la situación por la vía de hacer un estudio de títulos de dominio respecto de quienes estarían involucrados en las modificaciones, para ensanchar la vía todo lo que se requiera para habilitar el acceso. Es decir, la municipalidad debe analizar, junto con los vecinos, si los cercos coinciden con los límites indicados en sus títulos de dominio y, por esa vía, determinar si se puede ampliar la vía.

La ventaja de este camino es que no requiere alcantarillado, puesto que no hay casas a lo largo de la vía, por lo cual se podría avanzar rápido en el mejoramiento del acceso a la localidad de La Campana.

Finalmente, pido que se envíe copia de mi intervención al señor Daniel Araya, presidente de la Junta de Vecinos de La Campana, y al concejal Yerman Rojas, de la comuna de Vicuña.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su seño-
ría y se adjuntará copia íntegra de su intervención.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 12.41 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el cual inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012”. (boletín N° 8951-10).

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el “Acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado 
entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012.


Este Acuerdo, consta de incorporaciones y modificaciones realizadas a los siguientes capítulos del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá: Se incorpora el Capítulo H bis (Servicios Financieros) y el Anexo VI relativo a las listas de reservas de Chile y Canadá en materia de servicios financieros; se modifica el Capítulo B (Definiciones Generales); el Capítulo C (Trato Nacional y Acceso de Bienes al Mercado); el Capítulo D (Reglas de Origen); el Capítulo E (Procedimientos Aduaneros); el Capítulo G (Inversiones); el Capítulo H (Comercio Transfronterizo de Servicios); el Capítulo K bis (Contratación Pública) y su Anexo K bis-01.1-7; el Capítulo M (Derechos Anti-dumping y Compensatorios); el Capítulo N (Disposiciones Institucionales y Procedimientos para la Solución de Controversias) y su Anexo N 01.2; y finalmente, el Capítulo O (Excepciones).

I. ANTECEDENTES.
Este año se cumplen 15 años de la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá. Este Tratado fue el primero que negoció Chile con un país del G7, actualmente G8, y el primero que abarcó otras dimensiones del comercio más allá de los bienes.

En el decimocuarto año de implementación, el resultado en términos de comercio ha sido exitoso. En el año 2011, el intercambio comercial con Canadá ascendió a US$ 1.774 millones, lo que representó un incremento de 15% comparado con el año 2010. Con posterioridad a la firma del Tratado, y particularmente a partir de 1999, las exportaciones chilenas a Canadá experimentaron un aumento significativo, tanto en su monto como en su diversificación, logrando revertir la tradicional balanza negativa que hasta 2002 era superavitaria para Canadá. En este sentido, desde 2003 la relación comercial es crecientemente favorable para nuestro país. Entre 1997 y 2011, la tasa anual promedio de crecimiento de las exportaciones superó el 19%, y casi duplicó el crecimiento de las exportaciones chilenas hacia el mundo (11%), en el mismo período. Las cifras al 2011 muestran que nuestras exportaciones ascendieron a US$ 1.468 millones, mientras que las importaciones desde Canadá alcanzaron 
US$ 925 millones, de acuerdo a las estadísticas del Banco Central de Chile.

En términos de inversión, Canadá ha sido un socio clave para nuestro país, particularmente en los últimos años, donde la inversión extranjera directa materializada pasó de US$ 81 millones en 2005, a US$ 1.180 millones en 2011, acumulando un total de US$ 14.822 millones en el período 1974-2011. Con ello, Canadá se sitúa como la tercera fuente de inversión más importante en términos acumulados (con una participación de 18%), y como la segunda fuente en 2011 (29%). En términos sectoriales, la inversión canadiense ha estado fuertemente concentrada en el sector minero (33%), servicios (9%) y químicos (4%).

La implementación del Tratado de Libre Comercio ha significado la negociación posterior de materias que no se habían abordado inicialmente. En este sentido, se incluyó el Capítulo sobre Contratación Pública, que entró en vigencia en enero de 2009 

Así mismo, el presente Acuerdo constituye el instrumento jurídico por el cual los Gobiernos de Chile y de Canadá incorporan el nuevo Capítulo de Servicios Financieros y modifican otros capítulos que a continuación se detallan.

II. INCORPORACIONES

Capítulo H bis (Servicios Financieros)

Los artículos I y II de este Acuerdo, modifican el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá al incorporar el Capítulo H bis sobre el comercio de Servicios Financieros y el Anexo VI, que incorpora las listas de reservas de las Partes. 

Este Capítulo tiene por objeto asegurar un marco jurídico estable y predecible para el comercio de los servicios financieros, que incluye los servicios de seguros y relacionados con seguros, los servicios bancarios, así como los servicios auxiliares a un servicio de naturaleza financiera. La cobertura del Capítulo se extiende a la prestación de servicios financieros mediante una inversión en una Institución Financiera, el consumo en el extranjero y la prestación transfronteriza de los mismos. En particular, esto se logra mediante un compromiso de no discriminación (Trato Nacional y Trato de Nación Más Favorecida), certeza en el acceso al mercado (Derecho de Establecimiento y Comercio Transfronterizo), y no discriminación o exigencia de residencia o nacionalidad para cargos directivos (Altos ejecutivos y Directorios).

No obstante lo anterior, las Partes mantienen el derecho a adoptar medidas de acuerdo a sus listas de “Reservas”, las que reflejan la legislación vigente y algunas áreas de desarrollo futuro de normas. A esto se agrega la existencia de la llamada cláusula prudencial, que permite adoptar nuevas regulaciones tendientes a mantener la estabilidad y el correcto funcionamiento del mercado financiero.

III. MODIFICACIONES

1. Capítulo C (Trato Nacional y Acceso de Bienes al Mercado)

El Artículo V del Acuerdo modifica el Capítulo C (Trato Nacional y Acceso de Bienes al Mercado), al reemplazar el concepto de “Customs Valuation Code” (Código de Valoración Aduanera) por “Customs Valuation Agreement” (Acuerdo de Valoración Aduanera). Esta rectificación, tiende a uniformar el lenguaje de todos los Acuerdos suscritos por Chile e incorporar los conceptos técnicos establecidos en el Acuerdo de Valoración Aduanera de la Organización Mundial del Comercio (OMC).

El Acuerdo sobre Valoración Aduanera de la OMC tiene por objeto establecer un sistema equitativo, uniforme y neutro de valoración en aduana de las mercancías: un sistema que se ajusta a las realidades comerciales y que prescribe la utilización de valores arbitrarios o ficticios.

Además, se modificó la definición de “bienes agrícolas”, en el sentido que los códigos y descripción de los bienes que ellos comprenden están contenidos en el Sistema Armonizado del año 2012. 

2. Capítulo D (Reglas de Origen)

El artículo VI del Acuerdo modifica el Capítulo D (Reglas de Origen), para reemplazar las referencias hechas al “Código de Valoración Aduanera” por el “Acuerdo de Valoración Aduanera”.

3. Capítulo E (Procedimientos Aduaneros)

El Artículo VII del Acuerdo modifica el Capítulo E (Procedimientos Aduaneros), al conceder un período más extenso para que el exportador pueda acogerse a la devolución del impuesto arancelario, si así lo establece la legislación del país. 

Otras modificaciones tienen relación con uniformar el lenguaje de los Tratados de Libre Comercio suscritos por Chile y utilizar correctamente los conceptos técnicos establecidos en el Acuerdo sobre Valoración Aduanera de la Organización Mundial del Comercio (OMC).

En relación al artículo sobre Cooperación, el Acuerdo establece que las Partes pueden cooperar con un tercero no Parte del Tratado para desarrollar procedimientos aduaneros basados en los principios de este Capítulo, con el objetivo de determinar el origen de un bien y lograr acumulación.

4. Capítulo G (Inversiones)

El artículo VIII de este Acuerdo modifica el Capítulo G (Inversiones), con el objeto de establecer que el ámbito de aplicación para las inversiones en instituciones financieras queda establecido en el Capítulo H bis (Servicios Financieros), incorporado a través de este Acuerdo, al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Canadá.

Asimismo, se eliminan algunos artículos que ahora están contenidos en el nuevo Capítulo H bis (Servicios Financieros), consecuentemente, se debieron reenumerar los artículos del Capitulo G.

Adicionalmente, se eliminó el artículo que se refería a negociar en el futuro un Capítulo sobre servicios financieros. 

5. Capítulo H (Comercio Transfronterizo de Servicios).

El Artículo IX de este Acuerdo modifica el Capítulo H (Comercio Transfronterizo de Servicios), con el propósito de establecer que su ámbito de aplicación no incluye los servicios financieros, ya que ahora estos están contenidos en el Capítulo H bis(Servicios Financieros). 

6. Capítulo K bis (Contratación Pública)

El artículo X de este Acuerdo modifica el Capítulo K bis (Contratación Pública) con la finalidad de clarificar la fórmula de ajuste de los umbrales del Anexo K bis-01.1-1 y K bis-01.1-2.

Estos umbrales representan el valor mínimo, a partir del cual la contratación pública estará cubierta o amparada por las disposiciones del Tratado. Este valor mínimo debe ser actualizado, según se dispone en el Tratado, a través de la utilización de la fórmula de ajuste.

Chile y Canadá acordaron mediante Decisión de la Comisión Administradora del Tratado de Libre Comercio, adoptar la modificación de la fórmula de ajuste de los umbrales que figuran en el Anexo 9.1, Sección A para bienes, servicios, y servicios de construcción adquiridos por las entidades cubiertas en el Tratado de Libre Comercio entre Chile y EE.UU.

7. Capítulo M (Derechos Anti-dumping y Compensatorios)

El artículo XI de este Acuerdo modifica el Capítulo M, con el fin de actualizar las referencias hechas al Capítulo N (Disposiciones Institucionales y Procedimientos para la Solución de Controversias) que son modificados por este Acuerdo.

8. Capítulo N (Disposiciones Institucionales y Procedimientos para la Solución de Controversias)

El artículo XII del Acuerdo modifica el Capítulo N (Disposiciones Institucionales y Procedimientos para la Solución de Controversias) al incorporar nuevas reglas relativas a la elaboración de la Lista de Panelistas, a los Requisitos para Desempeñarse como Panelista y a las disposiciones que rigen el establecimiento de las Reglas de Procedimiento del mecanismo de solución de controversias del Tratado.

En cuanto a la elaboración de la Lista de Panelistas, se establece que tanto el Panel como sus integrantes se designarán en el momento en que una controversia haya surgido, después de la solicitud de establecimiento de un Panel de acuerdo a las reglas que establece la norma.

En relación a los requisitos para ser Panelista, estos se refunden en un único artículo y se determina que cada Panelista debe tener conocimientos especializados o experiencia en las áreas que indica, que deben ser elegidos en función de su objetividad, confiabilidad y buen juicio, que deben ser independientes de las Partes; que pueden haber estado vinculados con la materia y deben cumplir con el Código de Conducta que establezca la Comisión.

Finalmente, se introducen nuevos principios que la Comisión de Libre Comercio debe considerar al establecer las Reglas de Procedimiento y que dicen relación con dotar de mayor transparencia, publicidad y participación a los procedimientos llevados a cabo ante un Panel.

Además, en relación a la Administración del Tratado, se incorporan los Comités de Compras Públicas y Servicios Financieros.

9. Otras Modificaciones

Finalmente, los artículos III y XIII del Acuerdo modifican los capítulos B (Definiciones Generales) y O (Excepciones), respectivamente, con el motivo de incorporar en ellos el nuevo contenido del Tratado de Libre Comercio, considerando la incorporación y las demás modificaciones detalladas en este Mensaje Presidencial. 
En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado, entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá”, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ALFREDO MORENO CHARME, Ministro de Relaciones Exteriores; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda”.

2. Mensaje de S.E. el Presidente de la República que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín, el 22 de octubre de 2012. (boletín N° 8939-10). (017-361).

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín, el 22 de octubre de 2012.

I. ANTECEDENTES


Este instrumento reconoce los vínculos de amistad entre ambos países y recoge, además, el interés de las Partes de permitir, sobre la base de un tratamiento recíproco, realizar una actividad laboral remunerada a los familiares dependientes de miembros de una representación diplomática o consular. Con ello se facilita la vida familiar de dichos funcionarios y se establece un marco jurídico que mejora sus condiciones de vida, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre las sociedades de Chile y de Alemania. 
II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

Este Convenio consta de un Preámbulo, el cual consigna el motivo por el cual las Partes decidieron suscribirlo, y 8 Artículos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo.

Las Partes manifiestan en el Preámbulo el interés de ambos Estados de permitir a los familiares dependientes de miembros de una representación diplomática o consular realizar una actividad remunerada en el Estado receptor.

El Artículo 1, denominado “Definiciones”, precisa, para una correcta aplicación del Convenio, que la expresión “miembro de una representación diplomática o consular”, se entiende por los funcionarios enviados por el Estado acreditante para desempeñarse en una representación diplomática o consular o en una representación ante una organización internacional en el Estado receptor; que la expresión familiar dependiente se refiere a: el/la cónyuge conforme a las leyes del Estado acreditante; los hijos/as solteros/as de hasta 21 años o solteros/as de hasta 25 años que fueren alumnos regulares en universidades o escuelas superiores reconocidas por el Estado receptor; y los hijos/as solteros/as con discapacidad física o mental que pudieren realizar una actividad laboral, todos que vivan permanentemente en el hogar del miembros de la representación y que dependan de él económicamente; y que la expresión “actividad laboral remunerada” se refiere a cualquier actividad independiente o dependiente, por la cual se pague una remuneración o un sueldo/salario.

El Artículo 2, titulado “Autorización para realizar una actividad laboral”, dispone que los familiares dependientes quedan autorizados para ejercer una actividad remunerada en el Estado receptor, una vez que obtengan la correspondiente anuencia de la autoridad respectiva. Asimismo, agrega esta disposición, que sin perjuicio de la autorización, serán aplicables las disposiciones legales laborales y profesionales específicas vigentes en el Estado receptor, y que en el caso de Alemania, los familiares dependientes están liberados del requisito de un permiso de residencia, y en el de Chile el referido familiar seguirá gozando del estatus de residente oficial al realizar su actividad. En casos excepcionales el familiar podrá continuar con su actividad laboral 6 meses más del término de servicios del miembro de la representación.

El Artículo 3, relativo al “Procedimiento”, trata de la comunicación oficial entre los Ministerios de Relaciones Exteriores tanto para manifestar el interés del familiar de iniciar una actividad remunerada, como, a su vez, de informar el término de la referida actividad.

El Artículo 4, rotulado “Inmunidad de jurisdicción civil y administrativa”, regula el alcance de la inmunidad de jurisdicción de que goza el familiar dependiente, disponiendo que no se aplicará la inmunidad civil ni administrativa respecto de los actos u omisiones relacionadas con la realización de la actividad remunerada, quedando sometidas a la legislación y a los tribunales del Estado receptor. 

El Artículo 5, que trata de la “Inmunidad de jurisdicción penal”, se refiere a la que goza el familiar dependiente, estableciendo que seguirán siendo aplicables las disposiciones sobre inmunidad de la jurisdicción penal en relación a los actos cometidos al realizar la actividad laboral remunerada y que el Estado acreditante, a petición Estado receptor, considerará la posibilidad de retirar la inmunidad penal. Si el Estado acreditante no renuncia a su inmunidad someterá el delito a sus autoridades de prosecución criminal, debiendo informar al Estado responsable el resultado del procedimiento penal. El familiar dependiente podrá ser interrogado como testigo en relación con la actividad remunerada a no ser que el Estado acreditante opine que afecta sus intereses. 

Con respecto a la legislación aplicable en materia tributaria y de seguridad social, el Artículo 6, sobre “Régimen tributario y de seguridad social”, estipula que el beneficiario de este Convenio estará sujeto en el ejercicio de su actividad remunerada a la legislación nacional del Estado receptor, siempre que ello no se oponga a otros convenios de derecho internacional. 

El Artículo 7, se refiere a “Solución de diferencias”, prescribiendo que las diferencias en relación a la interpretación o aplicación del Convenio se resolverán por consultas mutuas, vía diplomática.

Finalmente, el Artículo 8, prevé la entrada en vigor, duración y terminación del Convenio, disponiendo que el mismo entrará en vigor transcurridos 60 días a contar de la fecha en que el Gobierno de la República de Chile comunique al Gobierno de la República Federal de Alemania el cumplimiento de los requisitos del ordenamiento interno para su entrada en vigor. Alemania enviará al Gobierno de Chile una nota confirmando su recepción. Asimismo, dispone este Artículo que el Convenio tendrá una duración indefinida y prevé que cualquiera de las Partes podrá denunciarlo, mediante Nota Verbal, denuncia que producirá efecto 6 meses después de que la otra Parte haya recibido dicha comunicación. 

En mérito de lo expuesto, y teniendo presente la importancia de este instrumento para los familiares dependientes de miembros de una representación diplomática o consular de ambos Estados, que les permite mejorar las condiciones de vida y una mayor integración a las sociedades en que les corresponde actuar, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín, el 22 de octubre de 2012.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ALFREDO MORENO CHARME, Ministro de Relaciones Exteriores”.

3. Mensaje de S.E. el Presidente de la república, con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el “convenio entre la república de chile y los estados unidos mexicanos sobre protección y restitución de bienes culturales”, suscrito en Ciudad de México, el 8 de julio de 2011. (boletín N° 8952-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el “Convenio entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos sobre Protección y Restitución de Bienes Culturales”, suscrito en Ciudad de México, el 8 de julio de 2011.

I. ANTECEDENTES


El presente instrumento internacional tiene como antecedente directo la reunión de la Mesa Bilateral Chile-México contra el tráfico de bienes culturales, realizada en mayo de 2011, la cual tuvo por objetivo intercambiar experiencias, organización, procesos, fortalezas y debilidades de las instancias de cada país relacionadas con el combate al tráfico ilícito de bienes culturales, para la redacción de un convenio bilateral en esta materia.


El Convenio responde a la necesidad de adoptar medidas tendientes a prohibir el tráfico ilícito de bienes culturales, en particular, de bienes del patrimonio paleontológico, arqueológico, artístico e histórico, entre ambos países, y a establecer los mecanismos y procedimientos para su recuperación, en caso de su exportación ilegal.

II. CONTENIDO DEL CONVENIO


El Convenio consta de un Preámbulo, el cual consigna el motivo por el cual las Partes decidieron suscribirlo, 15 Artículos, agrupados en V Capítulos, donde se despliegan las normas que conforman su cuerpo principal y dispositivo, y un Anexo, en el cual las Partes enumeran los bienes culturales a los cuales se aplica el presente Convenio. 

Preámbulo


En el Preámbulo las Partes reconocen la importancia de proteger y conservar el patrimonio cultural de ambos Estados, consignando que la cooperación mutua, para la recuperación de bienes culturales que hayan sido robados, obtenidos o traficados ilícitamente, constituye un medio eficaz para salvaguardar el legítimo derecho del propietario originario sobre dichos bienes culturales, evidenciando, además, el interés en establecer procedimientos comunes que permitan la recuperación de éstos.

Capítulo I Protección y prevención

Este Capítulo regula el objeto del Convenio, lo que ha de entenderse como “bienes culturales”, la designación de las Autoridades Centrales y la legislación aplicable. 

En efecto, así el Artículo 1 consigna que el Convenio tiene por propósito prohibir el ingreso a los territorios de las Partes de todo bien cultural paleontológico, arqueológico, artístico e histórico sujeto a protección, proveniente de la otra Parte que haya sido sujeto de robo, obtención o tráfico ilícito, y establecer los procedimientos necesarios para su restitución.

El Artículo 2, a su turno, señala que para los efectos de este Convenio se entenderán como bienes culturales los objetos mencionados en el Anexo de este instrumento, el cual forma parte integrante del mismo y cuya enumeración consignada es de carácter enunciativa, no limitativa, en función de la protección que la legislación nacional de cada Parte y las convenciones internacionales aplicables para ambas confieran a los bienes culturales.

Así, el Anexo dispone que se entenderán como bienes culturales:

Para la República de Chile:

a) las colecciones y ejemplares raros de zoología, botánica, mineralogía, anatomía, y los objetos de interés paleontológico;

b) los bienes relacionados con la historia, con inclusión de la historia de las ciencias y de las técnicas, la historia militar y la historia social, así como con la vida de los dirigentes, pensadores, sabios y artistas nacionales y con los acontecimientos de importancia nacional;

c) el producto de las excavaciones (tanto autorizadas como clandestinas) o de los descubrimientos arqueológicos;

d) los elementos procedentes de la desmembración de monumentos artísticos o históricos y de lugares de interés arqueológico;

e) antigüedades que tengan más de 100 años, tales como inscripciones, monedas y sellos grabados;

f) el material etnológico;

g) los bienes de interés artístico tales como: 
i. Cuadros, pinturas y dibujos hechos enteramente a mano sobre cualquier soporte y en cualquier material (con exclusión de los dibujos industriales y de los artículos manufacturados decorados a mano);

ii. Producciones originales de arte estatuario y de escultura en cualquier material;

iii. Grabados, estampas y lito-grafías originales;

iv. Conjuntos y montajes artísticos originales en cualquier material.

h) manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publicaciones antiguos de interés especial (histórico, artístico, científico, literario, etc.) sueltos o en colecciones;

i) sellos de correo, sellos fiscales y análogos, sueltos o en colecciones;

j) archivos, incluidos los fonográficos, fotográficos y cinematográficos;

k) objetos de mobiliario que tengan más de 100 años e instrumentos de música antiguos.

Para los Estados Unidos Mexicanos:

a) objetos procedentes de excavaciones o descubrimientos arqueológicos y paleontológicos, autorizados o clandestinos, terrestres o acuáticos, incluyendo material lítico, cerámica, piedras preciosas o semipreciosas, metal, textil y otras evidencias materiales de la actividad humana o fragmentos de ellos;

b) elementos procedentes del desmembramiento de monumentos artísticos o históricos o de sitios arqueológicos;

c) bienes de interés histórico;

d) bienes de interés antropológico y etnológico, incluyendo el material de grupos étnicos en peligro de extinción y el de uso ceremonial o utilitario como tejidos y trajes, máscaras folclóricas y para rituales de cualquier material, arte plumario, adornos cefálicos y corporales, lapidaria y acrílicos, de interés artístico, histórico o social;

e) bienes y objetos de interés artístico o fragmentos de piezas de arte, como pinturas y dibujos hechos enteramente a mano, sobre cualquier soporte y en cualquier material; producción de originales de arte estatuario y de escultura en cualquier material; grabados, estampados y litografías originales; artes menores y conjuntos y montajes artísticos de valor religioso, civil y militar protegidos por la legislación nacional de ambos países;

f) documentos de interés histórico, artístico, científico, literario, musical, etc., como pueden ser: mapas, planos y otros provenientes de los archivos de carácter público, oficial, nacional y eclesiásticos, de conformidad con la legislación nacional de las Partes;

g) manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publicaciones antiguas de interés histórico, artístico, científico, literario, musical, entre otros, sueltos o en colecciones;

h) objetos de interés histórico, como monedas, inscripciones y sellos grabados, sueltos o en colecciones;

i) sellos de correos, sellos fiscales y análogos, sueltos o en colecciones;

j) archivos y material fonográfico, pictórico, histórico, social, civil, videográfico, fotográfico y cinematográfico, en poder de entidades públicas, privadas o mixtas;

k) mobiliario, incluidos instrumentos de música de interés histórico y cultural;

l) material y objetos de interés para la historia tecnológica e industrial de ambas o de una de las Partes;

m) bienes específicos, individuales o en conjunto, correspondientes a la producción artesanal y de conocimiento tradicional, que estén protegidos de conformidad con la legislación nacional de ambas Partes;

n) objetos de arte religioso de las épocas, virreinal y republicana de las Partes, o fragmentos de los mismos;

o) objetos que hayan sido sustraídos de museos;

p) objetos de valor científico o que sean importantes para la historia de la ciencia de las Partes, incluyendo colecciones y ejemplares (enteros o fraccionados) raros de geología, mineralogía, anatomía y objetos de interés paleontológico, clasificados o no clasificados;

q) cualquier otro de naturaleza análoga a los anteriores que, derivado del análisis de sus características generales, particulares y específicas, se concluya pertinente catalogarlo como bien cultural sujeto a protección.

El Artículo 3 designa las Autoridades Centrales, siendo para Chile, el Ministerio de Relaciones Exteriores, y para los Estados Unidos Mexicanos, la Secretaría de Relaciones Exteriores.

El Artículo 4 prevé que las autoridades competentes de cada Estado, cuando ingrese a su territorio un bien cultural que haya sido robado, obtenido o traficado ilícitamente, deberán resguardarlo para los efectos de su restitución, de conformidad a los procedimientos previstos en sus respectivas legislaciones nacionales, e informar a su respectiva Autoridad Central. Se añade que las Autoridades Centrales deberán notificarse de inmediato sobre el resguardo de cualquier bien cultural sujeto a protección provenientes de la otra Parte y que están facultadas para tomar las medidas necesarias para lograr la restitución de dichos bienes.

Capítulo II Restitución

Este Capítulo, que comprende desde el Artículo 5 al 8, trata del procedimiento de restitución de los bienes ingresados ilícitamente a cada Estado Parte. 

El Artículo 5 indica que a solicitud expresa de una de las Partes, la otra empleará los medios legales a su alcance, de conformidad con su legislación nacional y las convenciones internacionales vigentes, para restituir los bienes culturales desde su territorio a la Parte requirente. Además, establece que en el caso que sea necesario, la Parte requerida promoverá un procedimiento judicial con el objeto de restituir dichos bienes. Igualmente, según esta disposición, la Autoridad competente de cada una de las Partes podrá asesorar, en la medida que lo permita su legislación nacional, a quien, actuando de buena fe, haya adquirido un bien cultural que haya sido robado, obtenido o traficado ilícitamente del territorio de la otra Parte y promueva un procedimiento judicial para que el vendedor le restituya el precio pagado.

Trata el Artículo 6 de la solicitud de restitución de los bienes, la cual deberá formalizarse por la vía diplomática, proporcionando, la Parte requirente, la documentación autenticada y las pruebas correspondientes, si es el caso. 

El Artículo 7 dispone que los gastos incurridos por la recuperación y restitución de un bien cultural serán sufragados por la Parte requirente, además, que no se podrá reclamar indemnización a la Parte que restituye ni a la Parte requirente.

El Artículo 8 consigna que, de acuerdo a su respectiva legislación, las Partes convienen en otorgar todas las facilidades administrativas, fiscales y aduaneras pertinentes durante el proceso de restitución al país de origen de los bienes culturales robados, obtenidos o traficados ilícitamente. 

Capítulo III
Cooperación

El Artículo 9 señala que las Partes emplearán todos los medios a su alcance, incluida la sensibilización a la población para combatir las excavaciones clandestinas, así como el robo, la obtención y el tráfico ilícito de bienes culturales. 

El Artículo 10 se refiere a las modalidades de cooperación que pueden llevar a cabo las Partes, entregando una enumeración, no taxativa, de cómo se puede llevar a cabo, entre ellas, el intercambio de información, el desarrollo de actividades de capacitación, la elaboración de un registro de bienes culturales, etc.

Capítulo IV Sanciones


De conformidad con el Artículo 11, único de este Capítulo, las Partes se comprometen a imponer sanciones, de conformidad con su respectiva legislación, a las personas que adquieran, comercialicen o participen en el tráfico de un bien cultural a sabiendas de que ha sido objeto de un ilícito.

Capítulo V Disposiciones finales


Este Capítulo, que comprende los Artículos del 12 al 15, contempla las disposiciones finales que corresponden a las cláusulas usuales en este tipo de instrumentos internacionales, en particular referidas a la solución de controversias, entrada en vigor, duración y modificación. 

ANEXO


El Anexo, que forma parte integrante del Convenio, contiene, como se detallara anteriormente, las listas de los bienes que se entenderán como bienes culturales en la República de Chile y en los Estados Unidos Mexicanos. 


En mérito de lo expuesto, y teniendo presente la importancia de este instrumento en el combate al tráfico ilícito de bienes del patrimonio cultural, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO


“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Convenio entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos sobre Protección y Restitución de Bienes Culturales”, suscrito en Ciudad de México, el 8 de julio de 2011.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ALFREDO MORENO CHARME, Ministro de Relaciones Exteriores”.

4. Oficio de S.E. el Presidente de la República.


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de acuerdo:


Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo para modificar el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, hecho en Santiago el 5 de diciembre de 1996, tal como se ha modificado entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá, firmado en Santiago, Chile, el 16 de abril de 2012”. (boletín N° 8951-10).


Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Secretario General de la Presidencia”.

5.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho de los siguientes proyectos de ley:

	8210-06
	Perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales.

	7975-25
	Fortalece el resguardo del orden público.

	6523-11
	Modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Secretario General de la Presidencia”.

6. Oficio del Senado.


“Valparaíso, 15 de mayo de 2013.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, correspondiente al Boletín 
N° 7.761-24.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 10.726, de 15 de mayo de 2013.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.


(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado”.

7. Primer informe de la Comisión de Recursos Naturales recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, sobre “Administración del borde costero y concesiones marítimas.”. (boletín N° 8467-12).

“Honorable Cámara: 


La Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1. Idea matriz o fundamental del proyecto.


La idea matriz del proyecto de ley es crear un régimen regulatorio de las concesiones marítimas que permita una mayor celeridad en su tramitación y que garantice de mejor manera la seguridad jurídica para sus titulares, considerando los aspectos ambientales, sociales y económicos que confluyen en el borde costero, de forma coherente con la administración y gestión del resto del territorio nacional, radicando en el Ministerio de Bienes Nacionales su gestión y ordenamiento.


2. Normas de quórum especial.


Tienen carácter de normas de Ley Orgánica Constitucional, las siguientes disposiciones: artículos 10, 18, 19, 20 y 23 de conformidad al inciso primero del artículo 38 de la Constitución Política
; y los artículos 11, 12, 13 y 25 de conformidad a los incisos primero y séptimo del artículo 113 de la Carta Fundamental. 


No existen normas de quórum calificado.


3. Normas que requieran trámite de Hacienda.


Deben ser remitidos a la Comisión de Hacienda el artículo primero en lo que dice relación con los artículos  3°, 18, 20, 23, 26, 40 al 45, 47, 59, 60, 62, 64, 76, 78 y 1°, 2°, 3°, 6° y 9° transitorios de la Ley sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas; como asimismo el artículo 2° del proyecto de ley. 


4. Aprobación del proyecto, en general.


El proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes señorita Marcela Sabat y señores Fernando Meza, Leopoldo Pérez, David Sandoval, Guillermo Teillier y Patricio Vallespín.


5. Diputado informante.


Se designó Diputado informante al señor David Sandoval.
II. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.

a) Antecedentes generales y legales. 


a.1. Concepto y regulación
.


En nuestro país, la tutela del medio ambiente marino se encuentra bajo las competencias de la autoridad marítima la que, para efectos de permitir su aprovechamiento, posee diferentes instrumentos que se encuentran regulados en el decreto con fuerza de ley Nº 340 de 1960, que le otorga facultades de control, fiscalización y supervigilancia a la Subsecretaría de Fuerzas Armadas, órgano dependiente del Ministerio de Defensa Nacional. Los regímenes de aprovechamiento consagrados en dicho cuerpo legal contemplan el otorgamiento de destinaciones y concesiones marítimas.

La destinación opera a favor de órganos del Estado. Es de carácter gratuito y deben ser solicitadas por el Ministerio del cual dependen o por medio del cual se relacionen con el Presidente de la República. Su fiscalización corresponde a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.

Las concesiones, en cambio, corresponden a actos favorables de la Administración, creadores de derechos para los particulares. En el medio marino, han sido definidas como aquellas “que se otorgan sobre bienes nacionales de uso público o bienes fiscales cuyo control, fiscalización y supervigilancia corresponde al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, cualquiera que sea el uso a que se destine la concesión y el lugar en que se encuentren ubicados los bienes” (artículo 3° del decreto con fuerza de ley Nº 340 de 1960).

a.2 Procedimiento. 


El otorgamiento de una concesión se rige por un procedimiento administrativo especial, reglamentado en el decreto Nº 2, de 2005, del Ministerio de Defensa, que consagra el Reglamento sobre Concesiones Marítimas
.

Las etapas que se deben cumplir son:

i) Solicitud escrita que contenga los sectores, dimensiones, objetos y propósitos de la concesión;

ii) Estudio de antecedentes por parte de la Capitanía de Puerto;

iii) Remisión del expediente a la Subsecretaría de Fuerzas Armadas;

iv) Elaboración de informe por parte de la Dirección General del Territorio Marítimo;

v) Evaluación de la solicitud por parte de la Subsecretaría de Fuerzas Armadas, para lo cual considerará otros instrumentos de planificación, como la zonificación del borde costero, así como también informes de otros órganos del Estado; 

vi) Pronunciamiento del Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Fuerzas Armadas, dentro de los ciento ochenta días de recibidos todos los antecedentes. (Artículo 2° del decreto con fuerza de ley Nº 340, de 1960).

El procedimiento finaliza con la reducción del decreto a escritura pública, en la cual se deja constancia de la aceptación de condiciones y obligaciones por parte del concesionario. 

Cabe señalar que el otorgamiento de la concesión es independiente a la evaluación ambiental que pueden suponer las actividades concesionadas. Supuesto que será aplicable en caso que las obras sean incorporadas en el artículo 10 de la Ley Nº 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente. 

a.3 Derechos.


La concesión confiere los siguientes derechos:

1. Uso. En términos generales, se permite el aprovechamiento de bienes nacionales de uso público que pueden ser entregados en concesión, y que son aquellos que señala el artículo 2º del D.F.L. Nº 340, de 1960, tales como playas; terrenos de playas fiscales; rocas, fondos de mar, porciones de agua dentro y fuera de las bahías, ríos o lagos que sean navegables por buques de más de 100 toneladas, como también aquellos menores, en determinadas condiciones.

2. Entrega. Para el ejercicio de la concesión, la Administración del Estado debe facilitar la entrega del terreno solicitado al concesionario. Los límites de extensión vienen determinados por la solicitud original de otorgamiento.

3. Indemnización. El término de la concesión sin período de gracia supone el pago de una suma indemnizatoria. (Artículo 10, D.F.L Nº 340, de 1960).

4. Transferencia. La concesión es susceptible de negocio jurídico. Sin embargo, tales actos deben ser autorizados conforme al artículo 6° del D.F.L. Nº 340, de 1960.

5. Duración. El plazo máximo para la duración de concesiones marítimas es de cincuenta años. Sin embargo, las concesiones pueden ser modificadas, prorrogadas, renovadas o ampliadas (artículo 25 del Reglamento sobre Concesiones Marítimas)

6. Caducidad. La caducidad, esto es, la revocación de la concesión otorgada, ante el incumplimiento de obligaciones por parte del concesionario, se consagra en el artículo 53 y siguientes del Reglamento sobre Concesiones Marítimas.

Las infracciones graves, y por consiguiente causales de caducidad de la concesión, son las siguientes:

a) El atraso en el pago de la renta y/o tarifa de la concesión, correspondiente a un período anual o a dos períodos semestrales.

b) La infracción de cualquier disposición del D.F.L. N° 340, de 1960, o del presente reglamento, siempre que la Autoridad Marítima no la califique de menos grave, en cuyo caso de aplicarán las medidas contempladas en el artículo 47.

c) El incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el decreto que otorgó la concesión.

7. Extinción. El artículo 8°, del referido Decreto con Fuerza de Ley contempla las siguientes causales de extinción de las concesiones marítimas: 

-Muerte del concesionario; 

-Cumplimiento del plazo;

-Término del objetivo para el cual se otorgó;

-Destrucción de las mejoras fiscales entregadas;

-Traspaso o cesión, efectuado con consentimiento del Estado;


-Decisión unilateral del Estado;

-Incumplimiento de obligaciones por parte del concesionario, por ejemplo, pagos de rentas, así como aquellas establecidas en el D.F.L. Nº 340, y en el decreto respectivo de concesión. Sin perjuicio que ante incumplimientos no graves, la Administración pueda sancionar administrativamente al infractor, sin revocar el acto;

-Acuerdo entre Estado y concesionario. 

b) Fundamentos.


El mensaje destaca que el borde costero ocupa una posición de vital importancia para el desarrollo del país, ya que en esta área confluyen procesos naturales y diversas actividades económicas y sociales que requieren una regulación coherente que permita el desarrollo sustentable de cada una de ellas.

Desde un punto de vista jurídico, el concepto de borde costero no ha sido desarrollado por la legislación chilena, sino que sólo existen disposiciones dispersas en diferentes textos normativos que hacen alusión al tratamiento de esta unidad geográfica, otorgando facultades y atribuciones a diferentes organismos, lo cual ha impedido una administración ordenada, coherente territorialmente y razonable.

El borde costero presenta una naturaleza jurídica compleja porque integra tanto, bienes nacionales de uso público y bienes fiscales, sujetos actualmente al control, fiscalización y supervigilancia del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, como bienes sujetos al dominio privado.

En derecho comparado se distingue, cada vez con mayor claridad entre las competencias sobre aspectos relativos a la defensa marítima, la que corresponde a los órganos especializados en la materia, y las competencias referidas a la administración territorial del borde costero como de competencia de la entidad encargada de la gestión de los bienes que forman parte del territorio en su integridad, sin perjuicio de la participación coordinada de otros órganos de la Administración del Estado.

Hasta la fecha ha sido el Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, el encargado de la tramitación y otorgamiento de las concesiones marítimas sobre bienes nacionales de uso público y bienes fiscales existentes en el borde costero y, también, en los lagos y ríos navegables por buques de más de cien toneladas. Sin embargo, esta competencia ha obedecido más a razones históricas que a los objetivos y competencia propios de dicho Ministerio. 

Asimismo, se hace constar que la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral, creada mediante el decreto supremo N° 475, del Ministerio de Defensa, de 1994, consideró la existencia de una Comisión Nacional del Uso del Borde Costero bajo la presidencia del Ministro de Defensa y la participación de otros Ministerios con competencia en la materia, con la finalidad de lograr un desarrollo más armónico del territorio, procurando el mejor uso de sus potencialidades y recursos.

Por ello, se ha considerado como una mejor alternativa radicar la gestión y ordenamiento del borde costero en un órgano de la Administración del Estado con vocación territorial, como es el Ministerio de Bienes Nacionales, y entregarle a éste facultades de coordinación de las demás entidades públicas con competencia en el borde costero, a fin de fomentar el desarrollo de esta área de una manera sustentable y armónica.

En concordancia con lo anterior, es necesario contar con un régimen regulatorio de las concesiones marítimas que permita una mayor celeridad en su tramitación y que garantice de mejor manera la seguridad jurídica para sus titulares, considerando los aspectos ambientales, sociales y económicos que confluyen en el borde costero, de forma coherente con la administración y gestión del resto del territorio nacional.

Por último, el mensaje señala que el proyecto de ley acoge la solicitud y reconoce la labor realizada por los Honorables Diputados Manuel Rojas, David Sandoval, Carlos Vilches, Nino Baltolu, Alejandro Santana, Joel Rosales, Cristián Letelier y Pedro Araya, quienes a través del proyecto de acuerdo N° 376 del año 2011 solicitaron expresamente el envío de un proyecto de ley que consagrara la entrega de la administración de los bordes costeros al Ministerio de Bienes Nacionales.
III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

El proyecto de ley consta de 10 artículos permanentes. Por el primero se fija la ley sobre administración del borde costero y concesiones marítimas, cuyo texto consta de 79 disposiciones permanentes y 10 transitorias, agrupados en 5 títulos, los que abordan las siguientes materias.

1. Normas generales relativas al ámbito de regulación del proyecto de ley.

El Título I, Disposiciones Generales, establece, en su artículo 1°, que las disposiciones de la ley regularán el sistema de administración y zonificación del borde costero, así como el proceso de otorgamiento de concesiones marítimas.

El artículo 2°, contempla un catálogo de definiciones que, redefine conceptos ya vigentes e incorpora otros para los efectos de la aplicación de esta ley, en oposición a otros sistemas de definiciones, como el consagrado en la ley N° 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente, donde los conceptos son definidos “para todo los efectos legales”
.

2. Administración del Borde costero.


El Título II, De la Administración del Borde Costero del Litoral, dispone la forma en que debe fijarse la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral, párrafo 1°; el proceso de Zonificación, párrafo 2°; las funciones que en tales materias corresponden a la Comisión Nacional del Uso del Borde Costero, párrafo 3°, y a las Comisiones Regionales, párrafo 4°.

3. Nuevo Régimen de Concesiones Marítimas.


El Título III, Del Régimen de Concesiones Marítimas, consta de 10 párrafos, de cuyas disposiciones se destacan los siguientes aspectos:

a. Se radica en el Ministerio de Bienes Nacionales la competencia relativa al otorgamiento, renovación, modificación, transferencia y transmisibilidad de las concesiones marítimas;

b. Se faculta al Ministerio para autorizar dos o más concesiones respecto de un mismo sector concesionable con el propósito de amparar tendidos de infraestructura, tales como, emisarios, cañerías de aducción y de descarga de agua de mar, cañerías conductoras, cables eléctricos, cables de telecomunicaciones y otros, siempre que éstos no afecten, impidan o dificulten considerablemente las actividades amparadas por la Concesión Marítima vigente.

c. La concesión marítima mayor se otorga por un plazo de hasta por 30 años y la concesión marítima menor hasta por 10 años.

d. Se permite al Ministerio prescindir de la opinión de la Comisión Regional del Uso del Borde Costero, en los casos en que se encuentre aprobada y vigente la zonificación del borde costero.

e. La transferencia y el arrendamiento de las concesiones marítimas deben constar en escritura pública y ser inscritas en el Catastro Nacional, fecha esta última, a partir de la cual produce todos sus efectos el acto jurídico respectivo. La modificación o renovación requieren ser autorizadas mediante la dictación de un decreto supremo.

f. Se autoriza, la constitución en prenda especial en los términos de la ley N° 20.190 del derecho emanado de la concesión sin necesidad de autorización previa del Ministerio, con el objeto de garantizar cualquier obligación que se derive directa o indirectamente de la ejecución del proyecto o de la concesión propiamente tal. La prenda deberá constituirse por escritura pública, inscribirse en el registro de prendas del Catastro Nacional y anotarse al margen de la inscripción de la concesión marítima.

g. Se restringen las circunstancias en razón de las cuales puede deducirse oposición a la solicitud de concesión marítima, a que el área solicitada corresponda a un predio de propiedad privada; que ella se superponga a una concesión existente, y a que en el área exista una solicitud de concesión marítima en trámite.

h. Se confiere al Ministerio la atribución de convocar a licitación pública para el otorgamiento de una concesión marítima cuando se presenten dos o más interesados en un mismo sector, cuando así lo estime conveniente. 

i. Se mantienen inalteradas las facultades de fiscalización y supervigilancia sobre toda la costa y el mar territorial de la República, y sobre los ríos y lagos que sean navegables por buques de más de 100 toneladas, de conformidad con las leyes vigentes. En cuanto a la fiscalización de las Concesiones Marítimas, ésta será ejercida por los funcionarios del Ministerio.

4. Creación de la División del Litoral.


El Título IV, crea la División del Litoral, unidad que dependerá de la Subsecretaría de Bienes Nacionales, estará a cargo de un jefe de División, y sus funcionesserán: desarrollar acciones para materializar la política nacional de uso del borde costero y los procesos de zonificación; dirigir el proceso de tramitación de las solicitudes de concesiones marítimas; imponer multas a los concesionarios que infrinjan las disposiciones de esta ley, y mantener actualizado el Catastro Nacional de Concesiones Marítimas, entre otras.

5. Disposiciones transitorias.


El artículo 1°, aumenta, para el año 2012, la dotación máxima del Ministerio de Bienes Nacionales en un cupo.

El artículo 2°, faculta del Presidente de la República para dictar las normas necesarias para el traspaso de los funcionarios que se desempeñen en el Departamento de Concesiones Marítimas dependiente de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas al Ministerio de Bienes Nacionales, de conformidad a las normas que se señalan.

El artículo 3°, dispone que los funcionarios traspasados desde la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas que se encontraren afectos al régimen previsional de las Fuerzas Armadas continuarán rigiéndose por éste a menos que opten por lo contrario.

El artículo 4°, establece que las solicitudes de concesiones marítimas y de acuicultura cuya tramitación, al momento de entrada en vigencia de la ley, se encuentre pendiente ante el Ministerio de Defensa Nacional continuarán siendo tramitadas por el Ministerio de Bienes Nacionales de acuerdo a las normas de esta ley.

El artículo 5° dispone que las zonificaciones del borde costero que a la fecha de publicación de la ley se encuentren vigentes se considerarán válidas, mientras la Comisión Nacional no disponga su modificación.

El artículo 6° establece que la renta y tarifa correspondiente al tiempo de la ocupación ilegal que se determine en los decretos de concesiones marítimas cuyas solicitudes se encuentren en tramitación o se presenten antes de que se cumplan dos años de vigencia de la ley, tendrán como límite máximo el equivalente a tres años, aun cuando el periodo de ocupación ilegal fuere mayor.

El artículo 7° dispone que el Presidente de la Republica, dentro del plazo de 90 días, contado desde la fecha de publicación, dictará el reglamento de aplicación de esta ley.

El artículo 8° establece que la ley entrará en vigencia 90 bías después de su publicación en el Diario Oficial.

El artículo 9° preceptúa que el mayor gasto fiscal que irrogue la creación de un cargo en la planta del Ministerio de Bienes Nacionales, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio.
-o-


El artículo segundo del proyecto de ley introduce modificaciones en la ley N° 19.548, planta de personal del Ministerio de Bienes Nacionales, a fin de adecuar a la Planta de Directivos, aumentando el de Jefes de División de 5 a 6 cargos.

El artículo tercero, faculta al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 118.992, Ley General de Pesca y Acuicultura, reemplazando las referencias al Ministerio de Defensa Nacional y Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, en su calidad de continuadora legal de la Subsecretaría de Marina, por el Ministerio de Bienes Nacionales, en todo lo referido a las concesiones de acuicultura.

El artículo cuarto de la iniciativa legal en informe, introduce diversas modificaciones adecuatorias en la ley N° 20.249, que crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios.


El artículo quinto agrega, en la ley N° 20.242, Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional, la función de fiscalización y supervigilancia de toda la costa y mar territorial de la República, así como de los ríos y lagos que son navegables.

El artículo sexto modifica la ley General de Urbanismo y Construcciones, Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, estableciendo que los instrumentos de planificación territorial comunal o intercomunal que abarquen bienes nacionales de uso público o fiscales que corresponda a borde costero, deberán definir los usos de suelo y condiciones de edificación en concordancia con la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral. Asimismo, establece los requisitos para el otorgamiento de concesiones sobre sectores regulados por estos instrumentos.

El artículo séptimo, deroga el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, sobre Concesiones Marítimas.

El artículo octavo modifica el decreto ley N° 1.939, de 1977, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, sustituyendo la referencia a la Subsecretaría del Ministerio de Defensa Nacional, por Ministerio de Bienes Nacionales.

El artículo noveno, modifica la ley N° 19.542, que Moderniza el Sector Portuario Estatal reemplazando las referencias al Ministerio de Defensa Nacional y a la Subsecretaría de Marina por el Ministerio de Bienes Nacionales,

El artículo décimo modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, que adecua disposiciones legales aplicables a las Empresas Portuarias creadas por la ley N° 19.542, para establecer que a las solicitudes de renovación de las concesiones marítimas o destinaciones, deberá adjuntarse un informe favorables de la empresa o su correspondiente continuadora legal, respecto del objeto de la concesión.
Normas legales o reglamentarias que se propone modificar o que inciden, directa o indirectamente, en esta iniciativa legal.

El proyecto de ley crea un nuevo régimen jurídico que tiene por objeto establecer la administración del borde costero y regular el otorgamiento de concesiones marítimas. Por ende, no modifica sustancialmente normas legales salvo algunos cuerpos normativos a fin de concordarlos con la nueva legislación en tramitación.


En definitiva, deroga el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, sobre Concesiones Marítimas.

Asimismo, modifica los siguientes textos legales:

1) Ley N° 19.548, Que modifica la Planta de Personal del Ministerio de Bienes Nacionales.


2) Ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura. Cuyo texto definitivo, concordado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción

3) Ley N° 20.249, que crea el espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios.

4) Ley N° 20.242, Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional.

5) Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.


6) Decreto Ley N° 1.939, de 1977, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado.

7) Ley N° 19.542, que Moderniza el Sector Portuario Estatal.

8) Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, que adecúa disposiciones legales aplicables a las Empresas Portuarias creadas por la Ley N°19.542.
IV. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a) Discusión general.


Durante el estudio de la iniciativa se recibió la opinión de las siguientes personas:

1) En representación del Ministerio de Bienes Nacionales:

-Rodrigo Pérez, Ministro y Catalina Parot, ex Ministra;


-Juan Carlos Bulnes, Subsecretario;


-Alfonso Domeyko, abogado, Jefe de la División Jurídica;


-Esteban Tohá, Secretario Ejecutivo del Servicio Nacional de Coordinación de Información Territorial (SNIT);


-Julio Lavín, abogado, asesor del Ministerio;


-Patricia Reyes, abogada de la División Juridica; 


-Juan Domingo Riesco, Jefe de Gabinete del Ministro.

2) En representación del Ministerio de Defensa Nacional:

-Alfonso Vargas, Subsecretario de las Fuerzas Armadas; 


-Camilo Miloservic, Jefa de la División Jurídica;


-Patricio Inostroza, Jefe del Departamento de Asuntos Jurídicos,


-Susana Belmar, asesora.

3) En representación de la Armada:

-Vicealmirante Enrique Larrañaga, Director General de Territorio Marítimo y Marina Mercante;


-Capitán de Fragata, Antonio Baros, Jefe del Departamento de Concesiones Marítimas, y


-Roberto Goldenberg, Jefe del Departamento Jurídico de la Dirección de Intereses Marítimos y Medio Ambiente Acuático.

4) en representación de la Subsecretaría de Desarrollo Regional (Subdere):

-Jaime Torrealba, Jefe de la División de Políticas y Estudios de la Subsecretaría;


-Osvaldo Henríquez, Jefe del Departamento Político, y


-Alvaro Villanueva.

5) En representación de la Facultad de Historia, Geografía y Ciencias Políticas de la Pontificia Universidad Católica de Chile. los académicos Federico Arenas, Director del Instituto de Geografía y Belisario Andrade.

6) En representación de la Asociación de Funcionarios de la ex Subsecretaría de Marina, Erika Cordero, Presidenta y Mario Zúñiga, Director.

7) En representación Chile Sustentable, Sara Larraín, Directora Ejecutiva.

8) Por la organización de las Autoridades Ancestrales y Dirigentes de los Pueblos Indígenas Autoconvocados, Sandra Huentemilla, Presidenta de la Asociación de Profesionales Indígenas y Boris Hualme, Mapuche Lafkenche, Presidente del Comité Defensa del Mar Mehuin“

1.- Señora Catalina Parot, ex Ministra de Bienes Nacionales,


La Ministra señaló que este proyecto forma parte de la política del Ministerio que busca integrar la gestión del territorio nacional. Precisó que el proyecto reconoce como uno de sus objetivos que el manejo del borde costero debe ser sustentable y sostenible; que debe entenderse como una oportunidad de desarrollo para las comunidades y no como un obstáculo, y que actualmente existe en él un doble fenómeno de destrucción y privatización del litoral. Por ello se debe gestionar con perspectiva de futuro en pos de la defensa de su equilibrio, protección y conservación de sus valores naturales y culturales, aprovechamiento racional de sus recursos, y con garantía de su uso y goce abierto a todos, con excepciones justificadas por el interés colectivo y limitadas en el tiempo y en el espacio a través de instrumentos modernos.

A continuación, la señora Ministra dio a conocer el diagnóstico de la situación actual, identificando las siguientes falencias: existencia de vacíos de gestión; una regulación antigua, inorgánica y esencialmente reglamentaria; falta de coherencia territorial en la administración del borde costero y los terrenos fiscales aledaños; zonificación parcial del borde costero; deficiencia de políticas para el otorgamiento de concesiones; concesiones administradas por un Ministerio con vocación de defensa y no territorial; demoras en la tramitación de las concesiones; e inseguridad jurídica de los concesionarios ante la precariedad de sus títulos. De ahí la necesidad de dar curso a este proyecto. 

En cuanto al contenido del proyecto, indicó que los principales cambios que se introducen son el traspaso desde el Ministerio de Defensa Nacional al Ministerio de Bienes Nacionales; de una administración caso a caso a una gestión basada en políticas definidas y vigentes y con mayores grados de certeza para los agentes públicos y privados; y desde una participación regional e inorgánica a una participación institucionalizada de las regiones.

En este sentido, señaló que los objetivos principales del proyecto consisten en:

a) Regular el proceso de fijación y modificación de la Política Nacional de Uso del Borde Costero; se propone radicar en el Ministerio de Bienes Nacionales su administración y coordinación.

El proyecto eleva a rango legal el procedimiento de definición de la Política Nacional del Uso del Borde Costero, estableciendo los criterios generales y específicos para su aprovechamiento integral, equilibrado y armónico en miras a conciliar las necesidades sociales, de desarrollo económico, de uso racional de recursos naturales y de protección del medio ambiente, desde una perspectiva nacional. Encarga a la Comisión Nacional del Uso del Borde Costero la elaboración y proposición de la política nacional y modifica su integración; y encomienda a las comisiones regionales impulsar en la región dicha política así como pronunciarse sobre las propuestas de zonificación del Borde Costero.

b) Regular el proceso de zonificación del borde costero a lo largo del territorio nacional, para ello se establecen usos preferentes que permitan compatibilizar los derechos particulares con las necesidades de la comunidad y del país. Desde 1995 a la fecha sólo las regiones de Aysén, 2004, y de Coquimbo, 2005, han concluido su proceso de zonificación del Borde Costero. 

El proyecto contempla un proceso más expedito y, además, favorece la consideración de los diferentes usos posibles, incluidos los industriales y productivos, por lo general omitidos en las propuestas de las comisiones regionales.

c) Establecer un nuevo régimen de concesiones marítimas administrado por el Ministerio de Bienes Nacionales, que mejore la eficiencia y la rapidez en el otorgamiento, renovación, modificación y transferencia de las concesiones marítimas.

El nuevo régimen de concesiones marítimas ofrecerá mayor seguridad jurídica a sus titulares, para fomentar el desarrollo en la zona costera; mantendrá inalteradas las facultades de fiscalización y supervigilancia sobre toda la costa y el mar territorial que hoy recae sobre las Autoridades Marítimas; y establece que la única forma de administración será a través de concesiones. Se define así al borde costero como una zona inalienable. Hizo hincapié en que éste no es un proyecto para privatizar el Borde Costero.

En definitiva, la nueva normativa legal logra solucionar cada una de las falencias que actualmente existen en materia de borde costero, tal y como se señala en el siguiente cuadro expuesto ante la Comisión: 

	Cuadro comparativo del nuevo régimen de concesiones marítimas

	Propone
	Problema que soluciona

	Radicar en el Ministerio de Bienes Nacionales la facultad para otorgar concesiones marítimas.
	Se traslada la facultad desde un Ministerio con vacación de defensa a uno civil con vocación de gestión territorial.

	Se faculta al Ministerio para autorizar dos o más concesiones respecto de un mismo sector concesionable con el propósito de amparar tendidos de infraestructura, siempre que éstos no afecten, impidan o dificulten las actividades amparadas por la Concesión Marítima vigente.


	Actual normativa impide que un mismo sector pueda ser concedido a distintos interesados para desarrollar actividades cuyos objetos puedan resultar compatibles entre sí

	Se reduce el plazo de duración máximo de una concesión marítima mayor de 50 a 30 años, favoreciendo un mayor dinamismo en el manejo del borde costero.
	Escaso dinamismo actual en la administración del borde costero.

	Se regula el actuar de la Comisión Regional del Uso del Borde Costero (Crub) al otorgar la concesión. Existiendo zonificación, no se hace necesaria su nueva intervención.
	Excesivas demoras en el otorgamiento de concesiones.

	Permite la transferencia y el arrendamiento y regula la posibilidad de otorgar la concesión en prenda sin necesidad de dictación de un decreto supremo.
	Hoy en día toda modificación requiere de la dictación de un decreto supremo.

	Limita las causales de término de las concesiones.
	Inseguridad jurídica que produce la actual facultad de poner término en cualquier momento a la concesión.

	Se regulan las circunstancias que permiten oponerse a una solicitud de concesión marítima.
	Actualmente cualquier persona puede oponerse alegando que la concesión de “irrogará perjuicio”, permitiendo casos de extorsión.

	Se confiere al Ministerio la atribución de convocar a licitación pública para el otorgamiento de una concesión marítima cuando se presenten dos o más interesados en un mismo sector.
	Actualmente no existe esta facultad.

	Se agiliza el procedimiento de obtención de concesiones marítimas.
	Incertidumbre y demores excesivas en la tramitación de una concesión.

	Fiscalización conjunta el Ministerio de la Bienes Nacionales y la Autoridad Marítima a través de un plan de cooperación anual.
	Duplicidad de gastos de fiscalización.

	El Ministerio podrá otorgar concesiones a título gratuito a favor de personas jurídicas de derecho público o privado sin fines de lucro. Las concesiones marítimas que gocen de gratuidad no podrán ser transferidas ni entregadas en arrendamiento.
	Recoge norma incluida en el reglamento.

	Las concesiones que se otorguen a las organizaciones de pescadores artesanales, en aquella parte en que no comprendan el uso de infraestructura portuaria fiscal de apoyo a la pesca artesanal, pagarán el 50% de la tarifa concesional.
	Recoge norma incluida en el reglamento.


2.- Señor Rodrigo Pérez Mackenna, Ministro de Bienes Nacionales


Señaló que tiene la convicción de que se trata de un muy buen proyecto de ley ya que implica una mejora sustancial respecto de la normativa actual. Destacó la incorporación de elementos de participación regional, la cual se hará más expedita y transparente. Asimismo, en cuanto a las concesiones destacó que el proceso se facilita y quedará bajo la jurisdicción de un Ministerio con vocación de territorio y no de defensa. 

Asimismo, precisó que el plazo de 30 años le parece financieramente adecuado para las concesiones, ya que es necesario buscar un justo equilibrio, puesto que si se aumentan demasiado los plazos, la concesión se asemeja demasiado a una venta y eso también puede ser problemático. 

El Ministro se refirió también a los recursos disponibles para la ejecución y puesta en marcha de esta ley, indicando que esperan poder solicitar los recursos necesarios una vez que la ley resulte aprobada. De todos modos, señaló que es posible revisar el presupuesto del Ministerio sobre los recursos adicionales que se requerirían, pero advirtió que éstos no representan una cifra demasiado significativa. 
3.- Señor Juan Carlos Bulnes, Subsecretario del Bienes Nacionales.


El Subsecretario expuso sobre el contenido del proyecto de ley, revisando desde el ámbito de aplicación y las definiciones establecidas en los primeros artículos, hasta la regulación de la administración del borde costero, el régimen de concesiones marítimas, la división litoral y sus disposiciones transitorias.

Destacó que se consagra una Política Nacional de Uso del Borde Costero, que tendrá por objetivo favorecer el desarrollo armónico del borde costero marítimo, fluvial, lacustre, compatibilizando sus múltiples usos y aprovechamiento integral y coherente de sus potencialidades y recursos, conciliando los fines particulares con las necesidades de la comunidad y del país. En cuanto a la zonificación, señaló que ésta permitirá establecer los usos preferentes, según factores geográficos; elementos naturales; recursos existentes; centros poblados próximos o aledaños, impactos económicos, sociales y ambientales de las actividades permitidas por tales usos; así como los planes de desarrollo regionales y comunales. Explicó la participación del Gobierno Regional en la elaboración del proyecto de zonificación y el proceso que deberá seguirse. Asimismo, expuso sobre las funciones que tendrá la Comisión Nacional del Uso del Borde Costero.

En cuanto a concesiones marítimas, explicó las disposiciones contenidas en el titulo II del proyecto, destacando la competencia del Ministerio de Bienes Nacionales tratándose del otorgamiento de las concesiones marítimas, de las destinaciones marítimas y de los permisos de carácter transitorio. También enfatizó que las Concesiones Marítimas serán oponibles al Estado y a cualquier persona, que otorgarán al concesionario el derecho a conservarla y a no ser privado de ella, sino en virtud de las causales de término o de caducidad contempladas en esta ley, y que el Ministerio pueda autorizar dos o más concesiones respecto de un mismo sector. En su exposición, también hizo alusión a las normas sobre transferencias y arrendamientos de concesiones, oposición y licitación de las mismas, rentas y tarifas aplicables, el procedimiento que deben seguir las solicitudes, las sanciones previstas en el proyecto, las causales de caducidad y terminación de concesiones, y de la ocupación ilegal. 
4.- Señor Alfonso Vargas, Subsecretario de las Fuerzas Armadas.


Proporcionó información sobre la función de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, su estructura, productos y personal del Departamento de Asuntos Marítimos; la extensión del borde costero; las fuentes legales; y el flujo de tramitación de las concesiones marítimas y acuícolas.

En lo relativo al personal del Departamento de Asuntos Marítimos, precisó que éste incluye tanto el área de concesiones marítimas, como el de concesiones acuícolas y de borde costero. La composición de este departamento es la siguiente: 13 personas de planta; 2 pertenecientes a la Armada que están en comisión de servicio; 6 a contrata y 20 a honorarios, con un total de 41 personas.

Sobre el proyecto de borde costero manifestó su preocupación por la relación que se producirá entre el Ministerio de Bienes Nacionales y la Armada, pues estaría abriendo un canal nuevo, en el que no existe relación de subordinación. Además, hizo presente que en lo relativo al personal que se traspasará desde la Subsecretaría al Ministerio de Bienes Nacionales, no se considera la opción de mantenerse en el servicio original, considerando los diversos regímenes de contratación que existen y que el traspaso podría significar un cambio en dichas reglas.
5.- Capitán de Fragata señor Antonio Baros, Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (Directemar).


El señor Antonio Baros, efectuó una exposición sobre las funciones de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, DIRECTEMAR, además, dio a conocer los antecedentes históricos y la misión de este organismo, destacando que dentro de sus funciones se comprende la de análisis de solicitudes de concesiones marítimas. 

Respecto a estas últimas, señaló que inicialmente la normativa tenía por función proteger los bienes nacionales del borde costero por razones de orden estratégico, ejerciéndose un control directo y permanente a través del Ministerio de Defensa, pero con el paso del tiempo y producto de la diversificación de las actividades productivas, existe un mayor interés por desarrollar infraestructura de índole comercial, estableciéndose la necesidad de compatibilizar el permanente interés estratégico del Estado, con el proceso evolutivo de los particulares.
6.- Vicealmirante señor Enrique Larrañaga, Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante.


Expresó su opinión sobre el proyecto, precisando que las tareas que hoy cumple su repartición son similares a las que desarrollará con la nueva normativa, con la sola excepción del ingreso de las solicitudes de concesiones, las que lo harán en la Secretarías Regionales Ministeriales de Bienes Nacionales y no en las Capitanías de Puerto, quedando liberados de esa etapa administrativa, lo que los margina también del análisis de los informes técnicos relacionados con la superposición de concesiones y los riesgos para la vida humana en el mar. En este tema, tratándose de una tarea eminentemente de la Armada, cree que se debería considerar modificar la norma contenida en el proyecto de ley.

Asimismo, destacó el cambio en la relación de mando y subordinación que tienen con la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, por una de cooperación con el Ministerio de Bienes Nacionales, donde podrían generarse dificultades de organización, especialmente en materia de fiscalizaciones, las que se efectúan por mar.

También planteó que la tramitación de esta iniciativa legal constituye una buena oportunidad para definir con mayor claridad la situación del sistema de información del borde costero, y su posible traspaso al Ministerio de Bienes Nacionales. En este sistema se registra en forma computacional el sistema de concesiones a nivel nacional.
7.- Señor Julio Lavín, Asesor del Gabinete de la Ministra de Bienes Nacionales.


Precisó que la Armada mantendrá íntegramente todas sus facultades, el proyecto radica en Bienes Nacionales sólo el procedimiento de otorgamiento de concesiones marítimas, lo que supone contar con todos los elementos administrativos que aportan sus tareas específicas. No se altera la ley de Pesca, ni la de espacios marítimos indígenas costeros, sólo se traslada una función. La cooperación se efectuará a través de convenios con sus correspondientes presupuestos, materia que será abordada en el reglamento. 

Sobre la zonificación costera, señaló que dependerá de la Comisión Regional de Borde Costero, la que definirá el uso que se otorgará a su litoral.

En el tema ambiental estimó difícil que la concesión quede completamente vinculada a la autorización ambiental, pues se trata de la entrega del uso del borde costero, pero no se podrá ejecutar ningún proyecto sin la referida autorización.
8. Señora Erica Cordero, Presidenta de la Asociación de Funcionarios de la ex Subsecretaría de Marina, y el señor Manuel Zúñiga, miembro de su directiva.


Expuso su preocupación por lo dispuesto en el artículo 1° transitorio del proyecto, que se refiere al personal de planta de la escala única de sueldos, en circunstancias que el régimen laboral y previsional del actual personal es de naturaleza diferente. Argumentó que no se establece la libertad de elegir entre el traspaso o la mantención en su institución y manifestó su preocupación por los ascensos a futuro al cambiarse de régimen laboral.
9.- Señor Federico Arenas de la Facultad de Historia, Geografía y Ciencias Políticas de la Pontificia Universidad Católica
.


Calificó la iniciativa legal como fundamental y necesaria sobre un tema complejo que determina y corrige el mapa de responsabilidad institucional. Consideró que constituye una oportunidad de generar un instrumento de intervención territorial (desde un punto de vista geográfico), que permitirá trabajar la zonificación de la zona costera en conjunto con las concesiones marinas y que desde la lógica de la administración del territorio podría transformarse en una herramienta de superación de conflicto en la zona costera con la sensibilidad y articulación adecuada a los instrumentos ya existentes.

Por último, propuso definir una zona costera extendida de dominio público en relación con su límite, el cual debería ser variable y recoger la presencia, por ejemplo, de un humedal, campo dunar, una ciudad, entre otros.
10.- Señor Belisario Andrade de la Facultad de Historia, Geografía y Ciencias Políticas de la Pontificia Universidad Católica


Destacó como positivo el paso de la administración del espacio costero a un Ministerio con vocación territorial como el de Bienes Nacionales. En todo caso, reconoció que el principal obstáculo para la eficacia de una buena administración lo constituyen los espacios restringidos de terreno fiscal sobre el cual la legislación vigente se aplica espacialmente.

Contrastó sintéticamente la Ley Litoral Francesa, las Leyes de Costa en Noruega y la realidad de Estados Unidos, en que cada Estado tiene normas propias, cuyos instrumentos de ordenación territorial que actúan sobre la zona tienen todos los elementos esenciales, además de instalaciones acuáticas y otros, con la realidad Chile en que sólo existen instrumentos de ordenación territorial de carácter normativo, como son los planes reguladores comunales, intercomunales y seccionales, diseñados esencialmente para regular las áreas urbanas, siendo excluidas las áreas no urbanas sobre las cuales se expande.

Por último, propuso establecer un ámbito territorial de aplicación de normativa de ordenamiento territorial que considere espacio terrestre y no sólo marítimo como ocurre actualmente en la práctica en lo que se refiere a la administración del borde costero.
11/.- Señora Sara Larraín, Directora del Programa Chile Sustentable


Señaló que el proyecto de ley hace importantes aportes a la legislación sobre borde costero, destacando la definición del borde costero como zona inalienable; el cambio de dependencia desde el Ministerio de Defensa hacia el Ministerio de Bienes Nacionales; y la elevación a rango legal del proceso de zonificación. Sin embargo, estimó que en cada uno de estos aspectos aún es necesario hacer algunos alcances y perfeccionar el proyecto.

En cuanto a la definición de borde costero como zona inalienable, consideró que es positivo que así se declare pues se previene su privatización, sin embargo, señaló que es necesario cuidar ese status a nivel constitucional. Sobre la dependencia institucional del borde costero, señaló que tiene coherencia política que esta sea del Ministerio de Bienes Nacionales, pero llamó la atención sobre el hecho de que no se señalen recursos humanos ni presupuestarios para sostener esta nueva función del Ministerio.

En lo relativo al proceso de zonificación, señaló que existe un enfoque demasiado restringido a los intereses económicos y la celeridad de los procesos. En este sentido, le pareció que el proyecto de ley se asemejaba más a un proyecto de concesiones que a uno de administración del borde costero, pues los aspectos regulatorios más fuertes y claros se dan solo en el tema de concesiones, mientras que la normativa sobre zonificación no es suficientemente vinculante.

También criticó que puedan autorizarse dos o más concesiones sobre un mismo territorio, pues podrían resultar incompatibilidades. En ese sentido, recomendó incluir una evaluación de compatibilidad ambiental y de impactos acumulativos. Consideró positivo la reducción del plazo de las concesiones que hace este proyecto, pues eso puede dar mayor dinamismo a este sector, pero de todas formas resulta necesario cuidar que no se produzca el acaparamiento de las concesiones por parte de las mismas personas. Sería recomendable sujetar las concesiones a un proyecto o plan fiscalizable. 

En cuanto a la Comisión Regional de Uso del Borde Costero, destacó su participación pero hizo notar que ésta se limita al pronunciamiento sobre propuestas de zonificación, cuando debería poder intervenir también posteriormente en resguardo de la zonificación.

También abordó la permisión que establece el proyecto de transferir y arrendar las concesiones. Sobre la materia, sugirió revisar estas disposiciones y establecer expresamente la obligación de respetar el plan de manejo de la concesión para quien la recibe. Consideró que el plan de manejo sea legalmente vinculante. Esta vinculación de las concesiones a un plan de manejo serviría también para limitar la inseguridad jurídica que preocupa al Ejecutivo y que motivó la restricción de las causales de término de las concesiones al igual que las causales de oposición, limitándolas a tan solo tres causales, lo que estimó demasiado restrictivo y contradictorio con las causales de oposición establecidas respecto de otros bienes públicos.
12.- Señor Jaime Torrealba, Jefe de la División de Políticas y Estudios de la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, Subdere.


Explicó cómo, en el periodo de 2007 a 2010, la Subdere se involucró en el análisis del borde costero para que este tema fuese incorporado al gobierno regional. En este contexto, expuso sobre el Convenio entre Subdere y la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas que buscó empoderar a los gobiernos regionales en la gestión del ordenamiento territorial. Dentro del plan de trabajo de Subdere destacó la creación de la Oficina Técnica de Borde Costero en la División de Planificación del Gobierno Regional, mediante la cual se fortalecieron las facultades de planificación.

Hizo presente que la planificación del Borde Costero es complementaria a las funciones que ya tiene el gobierno regional ,entre las cuales se cuentan: establecer políticas y objetivos para el desarrollo integral y armónico del sistema de asentamientos humanos; participar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, en programas y proyectos de dotación y mantenimiento de infraestructura y equipamiento; fomentar y velar por la protección, conservación y mejoramiento del medio ambiente, adoptando las medidas adecuadas a la realidad de la Región; y fomentar y propender al desarrollo de las áreas rurales y localidades aisladas. Asimismo, la Ley N° 20.530 que creó el Ministerio de Desarrollo Social el año 2011, transfirió competencias de planificación a los gobiernos regionales. Por lo tanto, resulta del todo coherente con la legislación actual que el gobierno regional se involucre en la planificación y administración del borde costero. 

Señaló también que se ha avanzado en el proceso de descentralización y toma de decisiones de la planificación territorial. Ejemplo de ello es que en el marco de la Política Nacional de Uso del Borde Costero se propone que la Zonificación del Uso del Borde Costero sea realizada por el propio Gobierno Regional. Dicha Propuesta se somete a consulta de la Comisión Regional del Uso del Borde Costero (Crubc) y previo informe favorable de ésta será sometida a opinión del consejo. Con el informe favorable del Consejo Regional la propuesta de zonificación será sometida a evaluación ambiental estratégica por parte del gobierno regional. Terminado el proceso de evaluación ambiental estratégica será remitida a la Secretaría Técnica Nacional quien verá la coherencia con la Política Nacional del Uso del Borde Costero.

Finalizó su exposición mencionando los elementos más relevantes que incorpora este proyecto:

1) la participación del gobierno regional en el proceso de zonificación del uso del borde costero;

2) la participación de los equipos técnicos del gobierno regional y en particular la división de planificación y desarrollo regional;

3) la participación del Consejo Regional al tomar conocimiento del proceso de zonificación y emitir su opinión sobre el instrumento elaborado, y

4) la aprobación de la zonificación regional del uso del borde costero por el nivel nacional, previa elaboración y vista por parte del gobierno regional.
13.- Señora Sandra Huentemilla, Presidenta de la Asociación de Profesionales Indígenas


Señaló que los pueblos indígenas se han coordinado y han expresado su preocupación por varios temas, entre ellos: el reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas, la agencia de desarrollo indígena, la regulación del sistema de evaluación de impacto ambiental y la derogación del Decreto Supemo N° 124 que pretendió regular la consulta debida a los pueblos indígenas. Expresó que ellos han trabajado en todos estos aspectos de la institucionalidad que estiman que lesionan sus derechos. 
Enfatizó que existen varias leyes en tramitación que han faltado al Convenio N° 169 de la OIT, entre ellos, el proyecto sobre administración del borde costero y concesiones marítimas.

Hizo presente, que este proyecto de ley afecta directamente a los pueblos indígenas y no ha sido consultado con ellos. Además, puntualizó que la denominada Ley Lafkenche no constituye excusa para no consultar a los pueblos indígenas, pues esta es solo el piso mínimo que debe cumplir el Estado.

14.- Señor Boris Hualme, Mapuche Lafkenche y Presidente del Cómite de Defensa del Mar Mehuin


Señaló que esta iniciativa recae en territorio mapuche-lafkenche y que no se ha llevado a cabo una consulta en la forma debida. Expresó que no basta con la existencia de la ley lafkenche y que ellos han tenido experiencias negativas en cuanto a decisiones que han recaído en el borde costero, por lo que dicha ley no les da suficientes garantías.

Recalcó que es necesario llevar a cabo una consulta en la forma debida para esta ley, pues en el borde costero del sur del país hay presencia de pueblos indígenas. Además, explicó que para los pueblos indígenas el territorio es visto de forma integral, por lo que no es posible fragmentarlo y deben reconocerse derechos colectivos sobre el territorio.
15.- Señor Daniel Hurtado, Presidente la de la Cámara Chilena de la Construcción.


En el seminario sobre Borde Costero organizado por el Ministerio de Bienes Nacionales, con el patrocinio de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, el señor Hurtado manifestó que el borde costero tiene diversidad de usos, por lo que se requiere una política nacional que sea capaz de recoger de forma integral y moderna esta multiplicidad de usos posibles.


Comenzó destacando que Chile es un país con gran extensión de borde costero y es por ello que es necesario aprovechar ese potencial en todas sus dimensiones, con el objetivo de mejorar la calidad de vida de todo ciudadano, no sólo protegiendo todos los espacios, sino también mejorando la actividad económica que le permita subsistir y vivir razonablemente. En segundo lugar, enfatizó que el borde costero es muy diverso y que, sin embargo, la legislación actual reduce dicha diversidad afectando las oportunidades de inversión. 

Adicionalmente, informó que en la legislación actual existen ciertas restricciones y excepciones, como por ejemplo, las dadas por la Ley Lynch de 1884 para el sector de Iquique, la Ley Lorca de 1959 aplicada en el sector de Viña del Mar a Concón y la ley Lafkenche y el Convenio N°169 de la OIT para los pueblos indígenas. También señaló que hay otras intervenciones posibles sobre el borde costero, como las previstas en la ley de Funcionamiento Urbano Compartido.

Sin embargo, señaló que la legislación más importante en materia de borde de borde costero es la de concesiones, siendo las más utilizadas las marítimas y las portuarias. En cuanto a las concesiones marítimas indicó que presentan la ventaja de contemplar variedad de usos con períodos de validez de 50 años. No obstante, tienen serias desventajas, tales como lo centralizado, engorroso de los procesos y los plazos inciertos envueltos en los mismos.

Además, señaló como una desventaja el alto costo de las concesiones, costo que ante la ausencia de políticas en esta materia resulta ser discrecional. Añadió como desventajas el que no se contemple la propiedad sobre el suelo, que no exista coordinación con los instrumentos de planificación territorial y la duplicidad de normativa aplicable. Respecto a las concesiones portuarias, identificó como ventajas que no requieren tramitación de las Fuerzas Armadas, se pueden reconvertir para urbanas y puede solicitarse ampliaciones para incluir terrenos cercanos. Pero por otra parte, tienen limitación de uso, donde el comercio y el turismo son generalmente cuestionados; muchas veces los plazos son insuficientes, lo que unido a la falta de propiedad dificulta las posibilidades de financiamiento de los proyectos. También criticó que las concesiones portuarias no se coordinen con los instrumentos de planificación territorial comunal o regional. 

Adicionalmente a las restricciones para intervenir el borde costero, el señor Hurtado criticó los subterfugios que suelen darse en esta materia, por ejemplo, a través de tomas ilegales que posteriormente deben ser legalizadas. También alertó sobre la inexistencia de una institucionalidad y destacó que hoy hay más de 20 organismos con competencias sobre el borde costero.

En cuanto a los principios que deben considerarse para el manejo del borde costero, señaló que éste debe ser sustentable y que el borde costero debe entenderse como una oportunidad de desarrollo de las comunidades y no como un obstáculo. Consideró que pensar el borde costero sólo en relación a su protección y ecología no es el camino; sino que hay que pensar en un proyecto que lo integre al país y a la ciudad. Destacó que debe existir mayor poder de lo local en la planificación urbana del borde costero, y que aunque hace falta una política nacional de urbanismo, el mecanismo final en lo urbano tiene que ser el Instrumento de Planificación Territorial.

Por último, señaló que dada la diversidad del borde costero, probablemente se produce la imposibilidad de tomar una definición absoluta de todos los usos posibles del borde costero. Además, los usos finales dependen de muchos factores, entre ellos la tecnología del momento, por tanto limitarlos a priori en un marco muy definido, puede ser muy complejo y las condiciones luego cambiar. 
Votación en general del proyecto.


La Comisión, compartiendo los objetivos y fundamentos tenidos en consideración en el mensaje y las opiniones entregadas por los invitados, procedió a dar su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de los Diputados presentes señorita Sabat y señores Meza, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

b) Discusión particular.


Durante esta instancia legislativa, se conto con la participación y colaboración del Subsecretario de Bienes Nacionales, don Juan Carlos Bulnes; del Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales, don Alfonso Domeyko, y del asesor de ese Ministerio, don Julio Lavín.
Artículo primero.

Establece la Ley sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas. Dichas normas están contenidas en cuatro títulos que comprenden 79 artículos, más un título final, que corresponde a las disposiciones transitorias relacionadas con la aplicación de esta nueva normativa.

Después de intercambiar opiniones, el artículo fue aprobado por la unanimidad los diputados presentes (10) señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín, con las modificaciones que en cada disposición que contiene se señalan, y que se indicarán cuando corresponda.
-o-


Se hace constar que los epígrafes de los títulos y párrafos relativos al proyecto de ley cobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas, fueron aprobados, por asentimiento unánime de los integrantes de la Comisión, salvo los que se expresarán en su debida oportunidad.
-o-


Los diputados De Urresti, Meza y Tellier, formularon indicación reemplazar en el texto del proyecto de ley todas las expresiones “preferente” por “permitido”, todas las veces que aparezca.

El diputado De Urresti señaló que el concepto de “uso permitido” es más preciso y le otorgaría mayor coherencia al proyecto.

Sin embargo, el Ejecutivo y la diputada Turres no estuvieron de acuerdo con este cambio. Ante lo cual, la Comisión acordó analizar esta sugerencia artículo por artículo, y cada vez que resultara pertinente.
Artículo 1º.

Establece que las disposiciones de esta ley regulan el sistema de administración y zonificación del borde costero y el proceso de otorgamiento de concesiones marítimas.

El diputado Accorsi, formuló indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley regulan el sistema de protección, conservación, administración y zonificación del Borde Costero y el proceso de otorgamiento de concesiones marítimas.”


El diputado Accorsi señaló que la indicación pretende dar mayor precisión al objeto de esta ley, y acotar su sentido.

Sin embargo, el diputado Sandoval consideró que esta propuesta no se condice con el mensaje y va más allá cuando hace referencia a sistemas de protección y conservación. La diputada Turres por su parte, manifestó que esta sugerencia implica superponer facultades del Ministerio de Medio Ambiente con el de Bienes Nacionales.

El diputado Vallespín, en cambio, estuvo de acuerdo con introducir los fines últimos que perseguiría esta ley, pero consideró que tal vez este no es el artículo indicado para hacer esta indicación. 

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor (4 de 10) los diputados Accorsi, De Urresti, Meza y Teillier; En contra (5 de 10), lo hicieron las diputadas Molina y Turres y los diputados Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín, y la abstención (1 de 10) del diputado Morales.


Sometido a votación, el artículo aprobado por la unanimidad los diputados presentes (10), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 2º.

Establece que para los efectos de esta ley se entiende por, y define varios conceptos: 


El diputado Accorsi, formuló indicación para reemplazar el encabezado del inciso primero, por el siguiente:

“Para todos los efectos legales se entiende por:”


De acuerdo al diputado Accorsi, esta indicación persigue evitar futuros problemas de interpretación. No obstante, el jefe de la División Jurídica explicó que este es un proyecto sectorial, de ahí que las definiciones solo sean aplicables a esta ley.

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor (4 de 9) los diputados Accorsi, De Urresti, Meza y Teillier; en contra (5 de 9) la diputada Molina y los diputados Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval. 


Puesto en votación, el encabezado del artículo fue aprobado por mayoría de votos. Votaron a favor (7 de 9) la diputada Molina y los diputados Accorsi, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval; se abstuvieron (2 de 9) los diputados De Urresti y Teillier. 


Por acuerdo de la Comisión, se procedió al análisis de cada uno de los numerales de este artículo.
N° 1).

Borde Costero del Litoral o Borde Costero: Franja del territorio costero marítimo, que comprende los terrenos de playa, las playas, las rocas, el fondo de mar y las porciones de agua y, en general, el mar territorial de la República.

El diputado Accorsi, formuló indicación para reemplazarlo, por el siguiente:


“1) Borde Costero del Litoral o Borde Costero: Franja del territorio costero marítimo, que comprende los terrenos de playa, las playas, las rocas, y el fondo de mar, de ríos y lagos navegables y las porciones de agua que las comprendan y, en general, el mar territorial de la República.”


Sin mayor debate, puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor (5 de 11) los diputados Accorsi, De Urresti, Meza, Teillier y Vallespín; en contra (6 de 11) las diputadas Molina y Turres, y los diputados Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.


Sometido a votación el número 1) fue aprobado por mayoría de votos. Votaron a favor (9 de 11) las diputadas Molina y Turres y los diputados Accorsi, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín, y lse abstuvieron (2 de 11) los diputados De Urresti y Teillier.
N° 2).

Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral: Instrumento a través del cual el Presidente de la República, reconociendo y compatibilizando las distintas posibilidades que ofrece el Borde Costero del Litoral, y las áreas concesibles de ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, establece los criterios generales y específicos para su aprovechamiento integral, equilibrado y armónico que permita conciliar las necesidades sociales, de desarrollo económico, de uso racional de recursos naturales y de protección del medio ambiente, desde una perspectiva nacional, acorde con los intereses regionales, locales y sectoriales.

El diputado Accorsi señaló que era importante establecer que esta política es un instrumento del Estado y no solo del Presidente de la República. Además, el diputado De Urresti añadió que rescata el tema de conservación. Otros diputados, como las señoras Turres y Molina y los señores Sandoval y Morales, consideraron que era más específico decir Presidente y que de todos modos es el Estado quien actúa a través de uno de sus agentes. Además, el jefe de la División Jurídica del Ministerio señaló que la Política Nacional de Uso del Borde Costero es expedida a través de un decreto y esta facultad solo corresponde al Presidente. 

El diputado Vallespín manifestó que sería deseable incorporar la noción de “desarrollo sustentable”, ya que la nomenclatura de uso “racional” es antigua y se restringe solo a una perspectiva económica. 

Consecuentemente, la Diputada Molina y los Diputados Accorsi, De Urresti, Teillier y Vallespín formularon indicación para agregar, luego de la palabra “desarrollo” la palabra “sustentable” y reemplazar la palabra “racional” por “sustentable”. 

Puesto en votación, el número 2) con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (11), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier. y Vallespín.


Se hace constar que se analizó la sugerencia de reemplazar la palabra “sustentable”, la segunda vez que aparece, por “sostenible”, pero se concordó que era preferible mantener el texto aprobado en atención a que el concepto de “sostenible” tenía un alcance distinto al de “sustentable”.
N° 3).

Zonificación del Borde Costero: Proceso de ordenamiento y planificación del borde costero del litoral, cuyo objeto es establecer sus múltiples usos, expresados a través de la zonificación propiamente tal, en que los usos preferentes son indicados en un plano; o bien, a través de la planificación por condiciones, en que los usos preferentes quedan sujetos al cumplimiento de condiciones definidas en la memoria de la zonificación. Esta zonificación se utiliza como base para el otorgamiento de concesiones marítimas, en conformidad con lo dispuesto en la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral.

El diputado Accorsi presentó indicación para reemplazarlo, por el siguiente:

“Zonificación del Borde Costero: Proceso de ordenamiento y planificación del borde costero del litoral, cuyo objeto es establecer sus múltiples usos, expresados a través de la zonificación propiamente tal, que define y grafica los usos preferentes; o bien, a través de la planificación por condiciones, en que los usos preferentes quedan sujetos al cumplimiento de condiciones definidas en la memoria de la zonificación. Esta zonificación se utiliza como base para el otorgamiento de concesiones marítimas, en conformidad con lo dispuesto en la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral y en general, para autorizar toda actividad o proyecto industrial o comercial en su territorio.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio señaló que no estaba de acuerdo con esta nueva definición porqué restringe las concesiones a actividades industriales o comerciales, excluyendo otras, como por ejemplo, concesiones con fines turísticos, gratuitas, etc. 

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor (3 de 11) los diputados Accorsi, De Urresti y Teillier; en contra (8 de 11) las diputadas Molina y Turres y los diputados Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.


Sometido a votación el número 3), fue aprobado por mayoría de votos. Votaron a favor (9 de 11) las diputadas Molina y Turres y los diputados Accorsi, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; y se abstuvieron (2 de 11) los señores De Urresti y Teillier.

N° 4).

Catastro Nacional: Catastro Nacional de Concesiones Marítimas, en el cual se registran las concesiones marítimas otorgadas, así como sus transferencias, modificaciones, prendas, terminación y caducidad.

Las Diputadas Molina y Turres y los diputados Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez, Sandoval, Teillier y Vallespín para reemplazar la palabra “terminación” por “término”.

Puesto en votación, el número 4) con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (11), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Números 5), 7), 9), 11), 12), 13), 15),16), 17), 18), 19), 20), 21) 22), y 23).

5) Concesión Marítima: Autorización de uso particular, otorgada por el Ministerio sobre sectores de terrenos de playa, de playa, de rocas, de fondo de mar y de porciones de agua del borde costero, y sobre sectores de playa, porción de agua y fondo en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas.

7) Concesión Marítima menor: Aquella que se otorga por un plazo superior a un año y que no excede de diez años e involucre una inversión igual o inferior a las 2.500 unidades tributarias mensuales (UTM).

9) Permiso transitorio: Autorización temporal otorgada para ocupar sectores concesionables hasta por el plazo de un año.

11) Porción de agua: Espacio de mar territorial, río o lago, destinado a mantener cualquier elemento flotante estable.

12) Playa de mar: Extensión de tierra que las olas bañan y desocupan alternativamente hasta donde llegan en las más altas mareas.

13) Playa de río o lago: Extensión de suelo que bañan las aguas en sus crecidas normales hasta la línea de las aguas máximas.

15) Línea de playa: Aquella que señala el deslinde superior de la playa hasta donde llegan las olas en las más altas mareas, determinada por resolución de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante.

16) Línea de aguas máximas en ríos y lagos: Es el nivel hasta donde llegan las aguas en los ríos o lagos, en sus crecientes normales de invierno y verano determinadas conforme a las instrucciones establecidas por la autoridad competente que determine el reglamento.

17) Mejora: Cualquiera clase, tipo o naturaleza de obra, construcción, o instalación que se realice sobre un bien nacional de uso público o fiscal.

18) Mejora fiscal: Las mejoras introducidas por el concesionario, que al término de la concesión marítima, por cualquier causal, no puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de ellas mismas, y las obras o construcciones que se ejecuten sin encontrarse amparadas por una concesión Marítima.

19) Ministerio: Ministerio de Bienes Nacionales.


20) Comisión Nacional: Comisión Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral.


21) Comisión Regional: Comisión Regional del Uso del Borde Costero del Litoral.


22) División: La División de Litoral del Ministerio de Bienes Nacionales.


23) Secretaría Regional Ministerial: Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales.



Sin mayor debate, puestos en votación los números 5), 7), 9), 11), 12), 13), 15),16), 17), 18), 19), 20), 21) 22), y 23) fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (11) señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier. y Vallespín.
N° 6).

Concesión Marítima Mayor: Aquella cuyo plazo de otorgamiento excede de diez años o involucra una inversión superior a las 2.500 unidades tributarias mensuales (UTM), de acuerdo a la estimación que realice el Ministerio.


Sin mayor debate, puesto en votación, este número fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.
N° 8).

Destinación Marítima: Aquella concesión marítima otorgada a los órganos de la administración del Estado para el cumplimiento de un objeto determinado.

El diputado señor León, formuló indicación para agregar, a continuación del vocablo “determinado”, la siguiente expresión “, debe corresponder a la funcionalidad legal del órgano que se trata.”


Sin mayor debate, puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor (2 de 11) los señores Accorsi y De Urresti; en contra (7 de 11) las señoras Molina y Turres y los señores Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, y Sandoval; y se abstuvieron (2 de 11) los señores Teillier y Vallespín.


Sometido a votación, el numeral fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (11), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier. y Vallespín.
N° 10).

Fondo de mar, río o lago: Extensión de suelo comprendido desde la línea de más baja marea, aguas adentro, en el mar, y desde la línea de aguas mínimas en sus bajas normales, aguas adentro, en ríos o lagos.

El diputado Vallespín consultó si esta definición consideraba la noción de caudal ecológico y si eventualmente podría haber colisión entre ambos conceptos. Sin embargo, el jefe de la División Jurídica del Ministerio explicó que el caudal ecológico lo determina la Dirección General de Aguas y que no tendría porque producirse ninguna colisión entre ambos conceptos.


Sometido a votación, el número fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (11), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier. y Vallespín.
N° 14).

Terreno de playa: Faja de terreno de propiedad del Fisco sometida al control, fiscalización y supervigilancia del Ministerio, de hasta 80 metros de ancho, medida desde la línea de la playa de la costa del litoral, sin considerar para efectos de esta medición los rellenos artificiales hechos sobre la playa o fondos de mar y sin perjuicio de la existencia de caminos, calles o plazas que puedan situarse dentro de su superficie. Los terrenos autorizados para rellenar artificialmente, en el borde costero y, en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, adquirirán la condición de terrenos de playa, susceptibles de ser entregados en concesión marítima, y deberán ser inscritos a nombre del Fisco, con excepción de aquellos amparados bajo la norma del N° 2 del artículo 10 de la ley N° 19.542.

Los terrenos de propiedad particular que, según sus títulos, deslinden con sectores de terreno de playa, o con la línea de la playa de la costa del litoral o de la ribera en los ríos o lagos, no son terrenos de playa. En aquellos títulos de dominio particular que señalan como deslinde el mar, el Océano Pacífico, la marina, la playa, la bahía, el río, el lago, la ribera, la costa, u otras expresiones análogas, debe entenderse que este deslinde se refiere a la línea de la playa.

El diputado señor León, presentó una indicación para intercalar entre la expresión “borde costero” y la conjunción “y”, la expresión: “del Litoral”.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra (7 de 11) las señoras Molina y Turres y los señores Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, y Sandoval; se abstuvieron (4 de 11) los señores Accorsi, De Urresti, Teillier. y Vallespín, no se registraron votos a favor.

Sometido a votación, el número fue aprobado por mayoría de votos. Votaron a favor (9 de 11) las señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; se abstuvieron (2 de 11) los señores De Urresti y Teillier. No se registraron votos en contra.
N° nuevo.

Los diputados señorita Sabat y los señores Pérez Lahsen y Santana , presentaron indicación para agregar la siguiente definición:

“17) Ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas: Aquellos a que se refieren los decretos N° 11 y N° 12 del Ministerio de Defensa Nacional, ambos de 1998, que fijan la nómina oficial de ríos y lagos navegables por buques de más de 100 toneladas, respectivamente, o las normas que los reemplacen.”


El jefe de la División Jurídica del Ministerio señaló que si bien la indicación pretende precisar los decretos que definen que debe entenderse por ríos y lagos navegables por buques de más cien toneladas, estimó que era inconveniente dejarlo así definido en la ley, dado que los decretos pueden cambiar y generar discordancias con la ley.

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votó a favor (1 de 11) el señor Pérez Lahsen; en contra (9 de 11) las señoras Molina y Turres y los señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Sandoval, Teillier y Vallespín; y se abstuvo (1 de 11) el señor Morales.
N° 24).

Autoridad Marítima: Se entenderá por ella a cualquiera de los siguientes organismos; el Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante; los Gobernadores Marítimos y los Capitanes de Puerto.

El diputado señor León, presentó indicación para sustituir el vocablo “organismos” por “Agentes Públicos”.

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (11), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier. y Vallespín. Con igual votación fue aprobado este número.


Consecuentemente, el artículo fue aprobado por mayoría de votos.
TÍTULO II
De la Administración del Borde Costero del Litoral

Párrafo 1º

De la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral
Artículo 3º.

Establece que, corresponderá al Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Bienes Nacionales, fijar la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral.


Sin debate, sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (11), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier. y Vallespín.
Artículo 4°.

Señala que la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral tiene por finalidad favorecer un desarrollo armónico del borde costero como parte del territorio nacional, integrado por su dimensión oceánica, lacustre, fluvial, y terrestre, compatibilizando los múltiples usos que en él se desarrollan, con miras a lograr un efectivo ejercicio de los derechos soberanos de Chile en sus aguas jurisdiccionales y un aprovechamiento integral y coherente de sus potencialidades y recursos.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- Del diputado Accorsi, para reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 4°.- La Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral tiene por finalidad favorecer un desarrollo armónico y sustentable del borde costero como parte del territorio nacional, integrado por su dimensión oceánica, lacustre, fluvial, y terrestre, compatibilizando los múltiples usos que en él se desarrollan, con miras a lograr un efectivo ejercicio de los derechos soberanos de Chile en sus aguas jurisdiccionales y una protección y aprovechamiento racional, equitativo, integral y coherente de sus potencialidades y recursos.”


Sin mayor debate, sometida a votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor (4 de 11) los señores Accorsi, De Urresti, Teillier y Vallespín; en contra (6 de 11) las señoras Molina y Turres y señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval; y se abstuvo (1 de 11) el señor Meza.


2.- De los Diputados Tellier, Meza y De Urresti, para reemplazar la frase “un desarrollo armónico”, por la siguiente: “el desarrollo armónico y sustentable”.

3.- Del Diputado Morales para agregar después de “armónico” la palabra “y sustentable”.

Sometidas a votación, ambas indicaciones fueron aprobadas por mayoría de votos. Votaron a favor (9 de 11) la señora Molina y los señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín; se abstuvieron (2 de 11) la señora Turres y el señor Morales; no se registraron votos en contra.
Artículo 5°.

Establece que la política nacional constituye el marco orgánico que orienta la determinación de los usos preferentes para los espacios marítimos, lacustres, fluviales y terrestres del borde costero del litoral, buscando compatibilizar los derechos de los particulares con las necesidades de la comunidad y del país, a través de los procesos de zonificación.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- Del diputado Accorsi, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 5°.- La Política Nacional constituye el marco orgánico que orienta la determinación de los usos preferentes para los espacios marítimos, lacustres, fluviales y terrestres del borde costero del litoral, buscando compatibilizar los intereses de los particulares con los derechos y necesidades de las comunidades costeras, especialmente locales, y del país, a través de los procesos de zonificación.”


El Subsecretario de Bienes Nacionales estimó que es preferible la redacción del mensaje, en tanto hace alusión a las “necesidades de la comunidad y del país” sin restringirlo a las “comunidades costeras, especialmente locales”, como lo hace la indicación.

El diputado Vallespín compartió esta apreciación, sin embargo, añadió que la indicación tiene el mérito de extender el término “derechos” también a las comunidades. 

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los de los diputados presentes (6), señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín. 


2.- De la diputada Molina y de los diputados De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín, para agregar, a continuación de la frase “los derechos de los particulares con” la frase “los derechos y”.


Puesto en votación, el artículo con la indicación N° 2 fue aprobado por la unanimidad de los de los diputados presentes (6), señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín.
Párrafo 2º

De la Zonificación

Los diputados Leopoldo Pérez, Alejandro Santana y Marcela Sabat, formularon indicación para agregar, en el epígrafe del párrafo 2°, a continuación de la palabra “Zonificación”, la frase “del Borde Costero”.

Sin mayor debate, sometida a votación, la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los de los diputados presentes (6), señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín.
Artículo 6°.

Dispone que la zonificación del borde costero será establecida por el Presidente de la República, a propuesta del Ministerio de Bienes Nacionales mediante decreto supremo, expedido de dicho Ministerio de Bienes Nacionales, que llevará además la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De la diputada Turres, para reemplazar el punto (.) a parte, por la siguiente frase: “y del Ministerio de Medio Ambiente.”; y

2.- De los diputados Tellier, Meza y De Urresti, para intercalar entre la frase “firma del” y “Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”, la siguiente frase: “Ministro de Medio Ambiente”.

Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles, en virtud del artículo 65° de la Constitución.


No obstante, el señor Subsecretario de Bienes Nacionales se comprometió a materializar la proposición mediante una indicación de S.E. el Presidente de la República. 


3.- De la diputada Sabat y de los Diputados Leopoldo Pérez, y Santana, para reemplazar la frase “expedido de dicho Ministerio de Bienes Nacionales”, por la siguiente “expedido por dicho Ministerio”.


Puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los de los diputados presentes (6), señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín.


Con fecha 15 de mayo del año en curso, S.E. el Presidente de la República formuló indicación
  para reemplazarlo, por el siguiente:


El texto de la indicación es la siguiente:


“Artículo 6°.- La zonificación del borde costero, será establecida por el Presidente de la República, a propuesta del Ministerio de Bienes Nacionales mediante decreto supremo, expedido por dicho Ministerio que llevará además la firma de los Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Medio Ambiente.”.


Por asentimiento unánime de los diputados presentes y de conformidad a lo establecido en el artículo 210 del Reglamento se acordó reabrir debate.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad  de los diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Teillier.

Artículo 7°.


Establece que la zonificación consiste en establecer los usos preferentes del borde costero, en los territorios que no se encuentran regulados por los instrumentos de planificación territorial de carácter comunal e intercomunal a que se refiere la Ley General de Urbanismo y Construcciones, a objeto de servir de guía para el otorgamiento de las concesiones marítimas.


La zonificación del borde costero se expresará a través de la zonificación propiamente tal, en que los usos preferentes son indicados en un plano; o bien, a través de la planificación por condiciones, en que los usos preferentes quedan sujetos al cumplimiento de condiciones definidas en la memoria de la zonificación. 


Los usos preferentes se determinarán teniendo en consideración los factores geográficos; elementos naturales; recursos existentes; centros poblados próximos o aledaños, e impactos económicos, sociales y ambientales de las actividades permitidas por tales usos. Asimismo, considerarán los planes de desarrollo regionales y comunales. 


Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- Del diputado Accorsi, para reemplazar el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 7°.- La zonificación del borde costero consiste en establecer los usos preferentes del borde costero, en todo el territorio nacional”.

El Subsecretario de Bienes Nacionales manifestó que la redacción del mensaje deja claramente establecido que en los centros urbanos la zonificación está en manos de otros agentes. A su juicio, la redacción propuesta en la indicación generaría una confusión normativa.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los de los diputados presentes (6), señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín.


2.- De los diputados Tellier, Meza y De Urresti, para reemplazar en el inciso primero, la frase “servir de guía” por la siguiente: “establecer los criterios de uso”.

El diputado De Urresti manifestó que la expresión “criterios de uso” resulta más coherente con el resto de las disposiciones propuestas, pues le otorga un mayor peso jurídico a la zonificación. Los diputados Vallespín y Hernández estuvieron de acuerdo en que esta redacción es más rigurosa. 

El Subsecretario, por su parte, explicó que el principal propósito de la zonificación es orientar las concesiones, de ahí la redacción original. Añadió, que si bien no rechaza la redacción propuesta en la indicación, es importante que exista cierta flexibilidad para poder otorgar concesiones para otros eventuales usos fuera de los señalados en la zonificación, es decir, es trascendente dejar establecido que dichos usos tienen el carácter de preferentes y no de obligatorios.

3.- De los diputados señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín para agregar la palabra “preferentes” luego de la frase “criterios de uso”.

Sometidas a votación, las indicaciones signadas con los números 2 y 3, fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín.


4.- De los Diputados Tellier, Meza y De Urresti, para reemplazar, en todas los ocasiones que aparece la frase “uso preferente”, por la siguiente: “uso permitido”.


En atención a lo ya debatido sobre la importancia de establecer que los usos son solo preferentes, sometida a votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los de los diputados presentes (6), señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín.


5.- De la diputada Sabat y de los diputados Leopoldo Pérez, y Santana, para intercalar, en el inciso primero, entre las frases “en establecer” y “los usos preferentes de borde costero”, la siguiente frase “para cada región”.

Sin mayor debate, puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los de los diputados presentes (6), señora Molina y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín.


Posteriormente, se acogió una sugerencia de la secretaría de la Comisión, en orden a modificar la redacción del inciso segundo a fin clarificar su contenido por cuanto la disposición contenida en el mensaje resultaba confusa. Por ello, por la unanimidad de los diputados presentes señoras señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín, se acordó reemplazar el inciso segundo, por el siguiente:


“En la zonificación propiamente tal, los usos preferentes se consignarán en un plano. Tratándose de la planificación por condiciones, además, los usos preferentes quedarán sujetos al cumplimiento de las condiciones definidas en la memoria de zonificación.”

6.- Del Diputado Accorsi, para reemplazar el inciso final por el siguiente:


 “Los usos preferentes se determinarán teniendo en consideración los factores geográficos; elementos naturales y culturales; recursos existentes; centros poblados próximos o aledaños, e impactos económicos, sociales y ambientales de las actividades permitidas por tales usos. Asimismo, considerarán los planes de desarrollo regionales y comunales, y los instrumentos de planificación territorial vigentes.”


El diputado Vallespín destacó dos aportes que, a su juicio, introduce esta indicación: (a) que los usos preferentes se determinarán teniendo en consideración, además, los factores culturales, y (b) que considerarán también los instrumentos de planificación territorial vigentes. 


El diputado Sandoval, en cambio, consideró que estos agregados no eran necesarios puesto que el propio concepto de medio ambiente que se tendrá en consideración para determinar los usos preferentes ya incluye los factores culturales en virtud de la legislación ambiental vigente. En cuanto a instrumentos territoriales, la redacción original ya considera los planes de desarrollo regionales y comunales. Sobre este último punto, el diputado Vallespín replicó que los planes de desarrollo no necesariamente incluyen los instrumentos de planificación territorial, por lo que es positivo establecer que se tengan en cuenta. 

El Subsecretario de Bienes Nacionales, por su parte, explicó que la zonificación se refiere a aquellos espacios donde no hay instrumentos de planificación territorial vigentes, por lo que no consideró que deberían incluirse en la redacción del artículo. En cuanto a la incorporación de los factores culturales, si bien compartió que estos factores se entienden incluidos en un concepto integral de medioambiente, no tuvo inconvenientes en dejarlo explícitamente establecido en el articulado.

Pues en votación, la indicación fue rechazada por no haberse alcanzado el quórum reglamentario de aprobación. Votaron a favor (2 de 7) los señores De Urresti y Vallespín, en contra (3 de 7) los señores Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval, se abstuvieron (2 de 7) las señoras Molina y Turres.


7.- De los diputados señora Molina y Turres; y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín para agregar” en el inciso final, a continuación de la frase “elementos naturales” la expresión “y culturales” 


Puesto en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y Turres; y señores De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, y Vallespín.


Consecuentemente, el artículo fue aprobado con las indicaciones números 2, 3, 5 y 7.
Artículo 8°.

La Comisión acordó, por asentimiento unánime, debatir y votar por incisos.

El inciso primero, establece que la zonificación del borde costero buscará compatibilizar los usos posibles del Borde Costero, en términos que, junto con promover el desarrollo económico y social del mismo, permita su racional, armónica y sustentable utilización, precaviendo posibles requerimientos futuros.


-Los Diputados Accorsi, De Urresti, Molina, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín, formularon indicación para eliminar en el inciso primero la palabra “racional”.

El diputado Vallespín fundamentó la indicación en que la lógica de explotación de recursos naturales está dada por el uso “armónico y sustentable”, más que “racional”.

Puesta en votación, el inciso primero con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6) señora Molina y señores Accorsi, De Urresti, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín. 


El inciso segundo, dispone que para estos efectos, toda zonificación del borde costero deberá considerar al menos áreas apropiadas para cada uno de los siguientes usos:


Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De los diputados Tellier, Meza y De Urresti, para reemplazar en el encabezado del inciso segundo, la palabra “deberá”, por “podrá”.

El diputado Vallespín estuvo de acuerdo con utilizar la palabra “podrá” para así dar mayor flexibilidad a las regiones y evitar sesgos centralistas en el proyecto. En todo caso, consideró que de todos modos los usos señalados a continuación serán considerados pues son los más recurrentes para el borde costero.

Por su parte, el Subsecretario señaló que dicho reemplazo resultaba inconveniente puesto que permitiría a las regiones no pronunciarse y dejar fuera de la zonificación algunos usos que no son populares ante la ciudadanía pero que pueden ser igualmente necesarios. El señor Lavín, asesor del Ministerio, complementó diciendo que la redacción del Ejecutivo responde a lo que de hecho se ha realizado en el país, en donde solo dos regiones han zonificado y no consideran todos estos usos.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor (4 de 9) los señores Accorsi, De Urresti, Meza y Vallespín; y en contra (5 de 9) la señora Molina y los señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.


2.- De los diputados Tellier, Meza y De Urresti, al encabezado del inciso segundo, para eliminar la expresión “al menos”.


El diputado De Urresti explicó que esta indicación busca dar una redacción más imperativa. Sin embargo, el Subsecretario señaló que una redacción como esta podría dejar fuera otros usos que no estén incluidos en este artículo. Tanto el diputado Pérez Lahsen como el diputado Sandoval estuvieron de acuerdo con los argumentos del Ejecutivo.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor (3 de 9) los señores Accorsi, De Urresti y Meza; en contra (6 de 9) la señora Molina y los señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.


Sometido a votación, el encabezado del inciso segundo fue aprobado por mayoría de votos. Votaron a favor (6 de 9) la señora Molina y los señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; en contra (3 de 9) los señores Accorsi, De Urresti y Meza).
Números 1), 2) y 3).

Número 1, puertos, instalaciones portuarias e industrias de similares características;

Número 2, actividades industriales, económicas y de desarrollo, tales como el turismo, la pesca artesanal, recreativa e industrial, la acuicultura, la industria pesquera, la minería y la energía;

Los diputados Tellier, Meza y De Urresti, formularon indicación para suprimir la palabra “recreativa”.

El diputado De Urresti señaló que la mención a la pesca recreativa debería ir en el numeral 3) para seguir la lógica del propio artículo.

Número 3, áreas de uso preferentemente público para fines de acceso, tránsito, recreación, deporte o esparcimiento de la población;

Los diputados Tellier, Meza y De Urresti, presentaron indicación agregar, a continuación de la palabra “población” lo siguiente: “, y pesca recreativa”


Sin debate, sometidos a votación, los números 1, 2 y 3, con las indicaciones fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (9) señora Molina y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

Número 4).


4) Áreas de protección o reserva ambiental, de acuerdo con la legislación vigente.

-Los Diputados Accorsi, Girardi, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín, formularon indicación para eliminar la expresión “o reserva”.

El diputado Vallespín planteó que dado que el término “reserva ambiental” no está definido en la legislación era mejor prescindir de usarlo y dejar solo “áreas de protección ambiental”.


Puestos en votación, el numeral y la indicación fueron aprobados por mayoría de votos. Votaron a favor (5 de 7) los señores Accorsi, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; en contra (2 de 7) la señora Molina y el señor Hernández.


El inciso tercero, establece que el Presidente de la República, mediante decreto supremo que llevará las firmas de los Ministros de Bienes Nacionales y de Defensa Nacional, podrá definir áreas de interés estratégico con el fin de resguardar los intereses generales de la Nación, sobre las cuales no se otorgarán concesiones marítimas.

Sin debate, puesto en votación, el inciso tercero fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8) señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.
Artículo 9°.

Establece que la zonificación del Borde Costero estará conformada por los siguientes documentos:

1) Una memoria explicativa que contendrá todos los antecedentes que sirvieron de base a las proposiciones de definición de zonificación y los objetivos, metas y prioridades de la misma, así como el detalle de las condiciones exigidas a los proyectos cuando se trate de planificación por condiciones; y

2) Los planos, que expresen gráficamente las disposiciones sobre zonificación. 

El inciso final, dispone que para los efectos de la aprobación, modificación y aplicación de la zonificación, se entiende que la memoria explicativa y los planos forman parte de aquélla.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De los diputados Tellier, Meza y De Urresti, para reemplazar, en el número 1), el punto y coma (;) por una coma (,) y agregar la siguiente frase final: “debiendo señalar siempre las condiciones de saturación;”.

El diputado Meza explicó que la indicación persigue resguardar aquello que puede ser objeto de preocupación ciudadana, como es el caso de las condiciones de saturación de un sector por lo que se debe hacer referencia a ellas y que una vez alcanzado esta debiera ser motivo de cese de la concesión otorgada en esa área.

 Sin embargo, el diputado Pérez Lahsen advirtió que esto debería regularse en las concesiones y no en los artículos sobre zonificación. En el mismo sentido, el diputado Sandoval señaló que esta disposición se refiere solo a los documentos que conforman la zonificación y no a las concesiones y su regulación. 

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron a favor 
(4 de 10) los señores Accorsi, De Urresti, Meza y Vallespín; en contra (6 de 10) las señoras Molina y Turres, la señorita Sabat y los señores Hernández, Pérez Lahsen, y Sandoval; 


2.- De los diputados Accorsi, De Urresti, Girardi, Hernández, Molina, Meza, Pérez 
Lahsen, Sabat, Sandoval, Turres, Vallespín, al numeral 1), para eliminar la frase “cuando se trate de planificación por condiciones”.


El diputado Vallespín señaló que el término “planificación por condiciones” no está definido en la ley y se podría prestar para confusiones y subterfugios.

El Subsecretario aclaró que existen dos formas de zonificar: la primera, graficando las áreas en un mapa; y la segunda corresponde a una manera más moderna que es la planificación por condiciones. Esta última apunta a fijar los requisitos que deben cumplir los proyectos que pretendan instalarse en determinada área. Igualmente, hizo presente que este concepto se menciona en otros artículos y en el mensaje. Asimismo, el señor Lavín, asesor del Ministerio, expresó que este término se utiliza normalmente en los instrumentos de planificación territorial. 


Puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (10) señoras Molina, Sabat y Turres, y los señores Accorsi, Hernández, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.
Artículo 10.

Establece que corresponderá a la Comisión Nacional el control superior de los procesos de zonificación, debiendo establecer la metodología, los parámetros y las características específicas que deberá contemplar la misma, en concordancia con la Política Nacional de Uso del Borde Costero.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De los diputados Accorsi, Hernández, Molina, Sandoval y Vallespín para reemplazar la frase “el control superior” por la expresión “la supervisión”.

2.- De los diputados Accorsi, Hernández, Molina, y Vallespín para agregar, la siguiente frase final: “y con consulta a la instancia regional respectiva”.

El diputado Vallespín señaló que esta disposición tiene un sesgo demasiado centralista, pues entrega amplias facultades a la Comisión Nacional, lo que podría dejar excluidas a las regiones. La diputada Turres coincidió en la necesidad de asegurar que en todas las disposiciones exista una adecuada consideración de la perspectiva regional.

Ante esto, el señor Lavín, asesor del Ministerio, replicó que la iniciativa de la zonificación es regional y que todo el proyecto tiene una fuerte tendencia descentralizadora, que el control superior al cual alude esta disposición es solo un aspecto de metodología en los procesos y que puede resultar una ayuda a las regiones. 

Puesto en votación, el artículo con las indicaciones fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9) señoras Molina, Sabat y Turres, y los señores Accorsi, Hernández, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.


Posteriormente, y a sugerencia de la secretaría de la Comisión, por la unanimidad de los diputados señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín, se acordó, sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 10.- Corresponderá a la Comisión Nacional la supervisión de los procesos de zonificación, debiendo establecer la metodología, los parámetros y las características específicas que deberá contemplar el instrumento de zonificación, en concordancia con la Política Nacional y con consulta a la instancia regional respectiva.”

Artículo 11.

El inciso primero establece que el proyecto de zonificación del borde costero será elaborado por el Gobierno Regional respectivo con la participación de sus respectivos órganos técnicos competentes y deberá considerar los siguientes contenidos, documentos y antecedentes que le sirvan de sustento:

1) Zonificación propuesta y/o definición de condiciones, según proceda, y cartografía asociada.


2) Objetivos de la zonificación propiamente tal y sus fundamentos técnicos, económicos y sociales que justifican la distribución espacial para satisfacer los distintos usos preferentes que conforme al artículo 5° deben ser definidos;

3) Objetivos de la planificación por condiciones, y sus fundamentos técnicos, económicos y sociales que justifican dicha propuesta y la forma en que posibilita el desarrollo de proyectos en los usos señalados en el artículo 5°, cuando corresponda;

4) Informe ambiental para la evaluación ambiental estratégica;

5) Correspondencia con la Política Nacional del Uso del Borde Costero;

6) Antecedentes bibliográficos, y

7) Estudios e investigaciones realizados. 

El inciso final dispone que el proyecto de zonificación será expuesto a la Comisión Regional para su conocimiento, la cual dispondrá de un plazo treinta días para emitir un informe que contenga sus observaciones. Si en dicho plazo la Comisión no emite su informe, se entenderá para todos los efectos que su opinión es favorable al proyecto de zonificación.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De los diputados Tellier, Meza y De Urresti, para reemplazar en los numerales 2) y 3) el ordinal “5°”, por “8°”


El Subsecretario explicó que ambos artículos, tanto el 5° como el 8°, hacen referencia a los usos preferentes. En todo caso, reconoció que el artículo 8° es más preciso y detallado por lo que el Ejecutivo estaría de acuerdo con esta indicación.

Sometido a votación, el inciso primero y la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9) señoras Molina y Turres y señorita Sabat y señores Accorsi, Hernández, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.


El diputado Meza consultó si en el inciso final, respecto a la inacción del Comisión Regional no sería mejor establecer el procedimiento que contempla el artículo 64 de la Ley 19.880 que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos.

El Subsecretario advirtió que esta regulación eleva el asunto a la autoridad superior. En su opinión resultaría preferible regularlo expresamente en la norma y no de modo referencial, por ejemplo, añadiendo que se pueda pedir nuevamente el pronunciamiento de la Comisión Regional y luego darlo por aprobado en caso de silencio. 

2.- De las diputadas señoras Girardi, Molina, Turres y señorita Sabat, y de los diputados Hernández, Sandoval y Vallespín, para reemplazar en el inciso final la palabra “treinta” por “sesenta”. 

3.- De la diputada señora Molina y de los diputados Accorsi, Hernández, Sandoval, 
Teillier y Vallespín, para reemplazar en el inciso final la frase “para emitir un informe que contenga sus observaciones” por “para emitir un informe de aprobación o informe que contenga sus observaciones, si es que las hubiere”.

Se fundamentaron las indicaciones señalando que el proceso de zonificación podría ser complejo por lo que se debe otorgar un mayor plazo para emitir el informe, y dejar entregado el silencio administrativo a la norma contenida en el artículo 64, ya citado.

El señor Lavín, asesor del Ministerio, valoró la ampliación del plazo. No obstante, consideró que igual debería mantenerse una referencia al vencimiento del plazo sin haber emitido el informe. El Ejecutivo ha propuesto establecer que en caso que no se evacúe en informe se dará por aprobado el proyecto como una forma de evitar que pase lo que sucede actualmente, en que solo dos regiones del país han logrado establecer su zonificación.

Además señaló que el silencio administrativo no excluye la participación de la ciudadanía, ya que luego de la aprobación por la Comisión Regional aun resta la evaluación estratégica y la intervención del Consejo Regional.

Sometido a votación, el inciso segundo con las indicaciones signadas con los números 2 y 3, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 12.

Establece que el proyecto de zonificación informado favorablemente por la Comisión Regional, será sometido a consideración del Consejo Regional, quién tendrá un plazo de cuarenta y cinco días para emitir su opinión. Si en dicho plazo el Consejo Regional no emite su informe, se entenderá para todos los efectos que su opinión es favorable al proyecto de zonificación.

Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7) señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, 
Teillier y Vallespín.
Artículo 13.

El inciso primero dispone que, el proyecto de zonificación informado favorablemente por el Consejo Regional, sea sometido por el Gobierno Regional al proceso de evaluación ambiental estratégica de conformidad con lo establecido por los artículos 7° bis y siguientes de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

El inciso segundo, establece que una vez concluido el proceso de evaluación ambiental estratégica, el Gobierno Regional remitirá el proyecto, conjuntamente con sus antecedentes justificativos y la información exigida por el artículo 7° quáter, de la citada ley N° 19.300, para conocimiento y aprobación por la Comisión Nacional.

Sin mayor debate, sometido a votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6) señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y 
Vallespín.
Artículo 14.

El inciso primero establece que la secretaría técnica de la Comisión Nacional revisará el proyecto de zonificación pronunciándose sobre su ajuste a la Política Nacional del Uso del Borde Costero y sobre eventuales defectos e inconsistencias que pueden haberse producido en el proceso de elaboración, disponiendo para ello de un plazo de treinta días contado desde la recepción de los antecedentes,

En caso que se estime que el proyecto definitivo de zonificación no se ajusta a la Política Nacional, o adolece de defectos o inconsistencias, la secretaría técnica de la Comisión Nacional lo devolverá con sus antecedentes al Gobierno Regional, con copia a la Comisión Regional para que se proceda a subsanar los defectos advertidos.

El inciso tercero, dispone que el proyecto de zonificación corregido por el Gobierno Regional será expuesto a la Comisión Regional, en la medida que introdujere cambios de consideración. Dicha Comisión deberá emitir un nuevo informe en el plazo de treinta días. Si en dicho plazo no emite su informe, se entenderá para todos los efectos que su opinión es favorable al proyecto de zonificación corregido.

Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 15.

El inciso primero establece que el proyecto de zonificación corregido, será revisado nuevamente por la Secretaría Técnica de la Comisión Nacional, a fin de evaluar si se ajusta a la Política Nacional de Uso del Borde Costero. 

Si no se ajusta se deberá repetir el trámite antes expuesto. Asimismo, se dispone que si el proyecto de zonificación corregido y evaluado favorablemente por mencionada Secretaria introdujere cambios de consideración respecto del proyecto de zonificación original, los mismos deberán someterse a la Evaluación Ambiental Estratégica a que se refiere el artículo 13.


La diputada Molina formuló indicación, al inciso segundo, para reemplazar la frase “cambios de consideración” por la siguiente: “cambios esenciales o sustantivos”.

Puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, 
Teillier y Vallespín.
Artículo 16.

Establece que el proyecto definitivo de zonificación evaluado favorablemente por la Secretaría Técnica Comisión Nacional, será remitido por el Ministerio de Bienes Nacionales para ser sometido a consideración del Presidente de la República para su decisión.

Sin mayor debate, sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6) señora Molina y señores Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 17.

Dispone que las modificaciones a la Zonificación se deben sujetar al procedimiento regulado en este título, considerándose el proyecto de modificación, para todos los efectos, como un nuevo proyecto, en cuyo caso se discutirá sólo los aspectos a modificar.

Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo nuevo

El diputado Enrique Accorsi, formuló indicación para agregar el siguiente artículo 17 bis:


“Artículo 17 bis: Los proyectos de zonificación que recaigan en todo o parte sobre territorios costeros indígenas o de influencia indígena o en los que pueblos indígenas han desarrollado ancestralmente sus actividades o formas de vida, serán sometidos al proceso de consulta que establece el Convenio N°169 de la OIT”.

El diputado Accorsi manifestó que el Convenio N° 169 de la OIT es un instrumento aprobado por Chile y que es importante que se considere efectivamente en esta y las demás leyes que puedan afectar a los pueblos indígenas.

El señor Subsecretario explicó que este proyecto se enfocó en la administración del borde costero sin modificar ni incidir en leyes sectoriales específicas, tales como leyes medioambientales, de participación ciudadana o respeto a derechos indígenas. Agregó que en este tema rige la denominada Ley Lafkenche, que este proyecto no modifica salvo en lo que dice relación a la referencia al Ministerio de Bienes Nacionales en vez del Ministerio de Defensa.

El diputado Pérez Lahsen estuvo de acuerdo en que no se puede pretender solucionar problemas de otros sectores en este proyecto. Además, consideró que en caso de incorporarse una disposición como esta, debería establecerse que solo regirá en casos en que existan derechos indígenas fehacientemente acreditados. El diputado Sandoval se manifestó en similar sentido, declarando que el tema indígena es una cuestión sumamente importante y que sus derechos deben respetarse en todas las legislaciones pertinentes, pero que no es necesario incorporar disposiciones como estas, meramente enunciativas.


Tanto la diputada Girardi como el diputado Vallespín se mostraron de acuerdo en aprobar este artículo, pues consideraron que no obstruye la aplicación de la ley y mantiene la coherencia con el resto de la legislación pertinente. El diputado Vallespín Hizo presente que una disposición como la propuesta en el articulado de la ley sería una buena señal respecto a la efectiva consideración de los derechos indígenas. El diputado Teillier también consideró positivo aprobar un artículo como el propuesto.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra (6 de 8) las señoras Molina y Turres y los señores Rojas (en reemplazo del diputado Morales), Pérez Lahsen, García (en reemplazo de la diputada Sabat) y Sandoval; a favor (2 de 8) los señores Accorsi y Vallespín.

Párrafo 3º

De la Comisión Nacional del Uso del Borde Costero

La Diputada Molina formuló indicación para agregar en el epígrafe del párrafo 3°, a continuación del vocablo “Costero” la frase “del Litoral”.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 18.

Establece que la Comisión Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral es el órgano asesor del Presidente de la República en las materias relacionadas con el desarrollo del Borde Costero, correspondiéndole la elaboración y propuesta de la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral, así como de los planes y acciones que la impulsen.

La diputada Turres y el diputado Pérez Lahsen formularon indicación para sustituir la frase “Comisión Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral” por “Comisión Nacional” 

Puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y Turres, y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 19.

Señala que a la Comisión Nacional, en la elaboración de la política del borde costero y los procesos de zonificación, le corresponderá, 

1) Elaborar un informe para la evaluación, al menos cada dos años, de la Política Nacional del Uso del Borde Costero, y proponer los ajustes que correspondan;

2) Formular proposiciones, recomendaciones y opiniones a las autoridades encargadas de estudiar y aprobar las diversas zonificaciones, a fin de que exista coherencia en el uso del Borde Costero;

3) Recopilar estudios que los diversos órganos de la Administración del Estado realicen sobre el uso del borde costero;

4) Proponer y procurar soluciones a los conflictos o discrepancias que respecto de la determinación, modificación o adecuación de los usos preferentes de los sectores del borde costero le presenten o promuevan las comisiones u organismos regionales de coordinación o de planificación;

5) Servir de instancia de coordinación de las acciones que proyecten o ejecuten los distintos organismos de la Administración, nacional y regional, que afecten o tengan relación con el uso de los espacios terrestres o marítimos incluidos dentro de la Política Nacional sobre la materia; 

6) Pronunciarse sobre las propuestas de zonificación enviadas por los Gobiernos Regionales, en los casos en que dichas propuestas sean sometidas a su consideración por la secretaría técnica, y solicitar a dicha Secretaría su modificación cuando ellas no se ajusten a la Política Nacional del Uso del Borde Costero, o adolezcan de inconsistencias o defectos; y 

7) El control superior de los procesos de zonificación en conformidad con el artículo 10.

La diputada Turres, presentó indicación para reemplazar el numeral 3) por el siguiente: 

“3) Recopilar estudios que tanto los órganos de la administración del estado como otros organismos e instituciones particulares realicen sobre el borde costero;”.

Se fundamentó la indicación por su autora en el hecho de que era importante incorporar también los estudios realizados por corporaciones privadas, fundaciones y universidades.

Sin debate, sometido a votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y Turres, y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 20°.

Establece que la Comisión Nacional estará presidida por el Ministro de Bienes Nacionales, e integrada por los Ministros de Interior, Defensa Nacional, Economía, Fomento y Turismo; Desarrollo Social; Obras Públicas; Vivienda y Urbanismo; Transportes y Telecomunicaciones; Energía, y Medio Ambiente.

Participarán en las sesiones de la Comisión Nacional, con derecho a voz, el Subsecretario de Desarrollo Regional del Ministerio del Interior, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, el Subsecretario de Pesca, el Subsecretario de Medio Ambiente, el Subsecretario de Turismo, y el Director General del Territorio Marítimo y Marina Mercante.

La Comisión podrá convocar a funcionarios de otros Ministerios y Servicios así como a representantes del sector privado, si lo estimare conveniente para su buen desempeño.

Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 20°.- La Comisión Nacional estará presidida por el Ministro de Bienes Nacionales e integrado por el Ministerio del Interior; de Defensa; de Economía, Fomento y Reconstrucción; de Medio Ambiente; de Energía; de Obras Públicas; de Vivienda y Urbanismo; de Transporte y Telecomunicaciones; y de Desarrollo Social”.

2.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para intercalar el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser inciso tercero:

“En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.”


El Subsecretario de Bienes Nacionales, señaló que el Ejecutivo estaba de acuerdo con la alteración del orden propuesto en la primera indicación y con el nuevo inciso segundo propuesto.

Sin embargo, algunos señores diputados consideraron que podría ser problemático requerir la participación de todos los ministros mencionados en esta disposición a fin de poder celebrar las sesiones de la Comisión. En este sentido, los diputados García y Rojas expresaron que la necesidad de contar con tantos ministros podría obstaculizar su funcionamiento.

Por su parte, el diputado Vallespín explicó que las funciones de la Comisión ya aprobadas, competen a todos estos ministerios y que esta visión coindice con la perspectiva sistémica que se ha ido desarrollando a lo largo del proyecto de ley. 

La diputada Turres señaló que esta dificultad práctica podría solucionarse con quórums mínimos de funcionamiento y normas de reemplazo, punto en el que coincidió el diputado Sandoval, acotando que el siguiente artículo regula estas materias.

El Subsecretario de Bienes Nacionales enfatizó que esta Comisión busca la mayor representatividad posible y que efectivamente los quórums de funcionamiento y de toma de decisiones resguardan su efectivo funcionamiento.

3.- Del diputado señor León, al inciso segundo, para intercalar entre la conjunción “y” y la palabra “Marina” la preposición “de”.

4.- De la diputada Molina y los diputados Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín, para reemplazar en el inciso segundo la palabra “Participarán” por la frase “Podrán participar” y añadir luego de la frase “con derecho a voz” la frase “el Subsecretario de Bienes Nacionales”.

Las señoras y señores diputados debatieron si resultaba conveniente establecer la participación obligatoria de los subsecretarios, en función de los mismos argumentos expuestos con anterioridad. Si embargo, reconocieron que estos funcionarios pueden aportar significativamente a la Comisión Nacional, por lo que estimaron que su participación debería establecerse como facultativa para evitar obstaculizar el funcionamiento de la Comisión.

5.- De la Diputada Molina para reemplazar en el inciso tercero la frase “La Comisión podrá convocar funcionarios de otros Ministerios y Servicios así como a representantes del sector privado”, por la siguiente: “La Comisión podrá convocar funcionarios de otros Ministerios y Servicios así como a representantes de la sociedad civil”


Los diputados destacaron el espíritu de esta indicación, señalando el diputado Vallespín, que con esta proposición se evitaba dejar reducida la participación al “sector privado”, término que está más asociado al sector empresarial, y se reemplazaba por la participación de la “sociedad civil”, concepto más inclusivo.

Sometido a votación, el artículo con las indicaciones números 1 a 5, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Rojas (en reemplazo del diputado Morales), Pérez Lahsen, García (en reemplazo de la diputada Sabat), Sandoval y Vallespín.


6.- De los Diputados De Urresti, Meza y Teillier para agregar en el inciso tercero, la siguiente frase final, pasando el punto a parte a ser punto seguido: “También podrá convocar a diversas organizaciones sociales interesadas en la materia de conformidad a los plazos y procedimientos establecidos en el Reglamento.”


Por haberse aprobado la indicación 5, que recogía el mismoobjetivo que esta, la número 6, se dio por rechazada.
Artículo 21.

Establece que la Comisión Nacional se reunirá trimestralmente en sesiones ordinaria y que el presidente, de propia iniciativa o a petición de otro de sus miembros, podrá convocar a sesiones extraordinarias.

El inciso segundo dispone que el quórum mínimo para sesionar será de cinco miembros integrantes y los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los que asistan. En caso de empate, dirimirá el voto del presidente o de quien haga sus veces.

Los acuerdos adoptados por la Comisión Nacional se formalizarán mediante resolución del presidente de la Comisión Nacional.

Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Rojas (en reemplazo del diputado Morales), Pérez Lahsen, García (en reemplazo de la diputada Sabat), Sandoval y Vallespín.
Artículo 22.

El inciso primero establece que la Comisión Nacional tendrá una secretaría técnica que será proporcionada por el Ministerio de Bienes Nacionales, que tendrá como función la de recabar los antecedentes necesarios para el ejercicio de las atribuciones que corresponden a la Comisión Nacional, en lo relativo a la fijación de la Política Nacional y sus modificaciones, y al proceso de zonificación. 

El inciso segundo agrega que la Comisión Nacional y la secretaría técnica tendrán la organización interna y demás funciones que determine el reglamento y las propias normas de funcionamiento que éstos dicten en atención sus propias normas que se fijen en dicho reglamento.


Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para eliminar en el inciso primero, la expresión “la de”.

2.- De los diputados Pérez Lahsen, Santana y Sabat, para intercalar el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:

“Para el mejor desempeño de sus funciones, la secretaría técnica, previo aviso a la Comisión Nacional, podrá convocar a profesionales y expertos de ministerios u otros servicios públicos, así como a representantes del sector privado.”.

3.- De la diputada Molina para reemplazar el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:

“La Comisión Nacional y la secretaría técnica tendrán la organización interna y demás funciones que determine el reglamento y dictarán sus propias normas de funcionamiento en atención a las disposiciones que se fijen en dicho reglamento.”


Puesto en votación, el artículo con las indicaciones fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Rojas (en reemplazo del diputado Morales), Pérez Lahsen, García (en reemplazo de la diputada Sabat), Sandoval y Vallespín.
Párrafo 4º

De las Comisiones Regionales del Uso del Borde Costero
Artículo 23.

Señala que la función principal de las Comisiones Regionales es la de proponer a la Comisión Nacional las acciones tendientes a impulsar en la respectiva región, la Política Nacional aprobada por el Presidente de la República y pronunciarse sobre las propuestas de Zonificación del Borde Costero regional que el Intendente les exponga. 

El inciso segundo establece que cada Comisión Regional estará integrada por el intendente regional, que la presidirá; y los secretarios regionales ministeriales de Bienes Nacionales, que será el Secretario Ejecutivo; el de Economía, Fomento y Turismo; el de Desarrollo Social; el de Obras Públicas; el de Vivienda y Urbanismo; el de Transportes y Telecomunicaciones; el de Energía; el de Medio Ambiente; el Gobernador Marítimo; y los directores regionales de Obras Portuarias; del Servicio Nacional de Pesca; del Servicio Nacional de Turismo;, los Alcaldes de las comunas costeras de la región y dos consejeros regionales elegidos por el Consejo Regional.

El inciso tercero, dispone que en relación con la política del borde costero y los procesos de zonificación, corresponderá a las Comisiones Regionales:

1) Elaborar, a través de su secretaría ejecutiva, un informe anual dirigido a la Comisión Nacional, sobre el proceso de implementación de la Política Nacional en la Región, incluyendo las sugerencias de ajuste que le parezcan necesarias; 

2) Pronunciarse sobre el proyecto de zonificación del borde costero regional y las eventuales modificaciones a la zonificación vigente o en proceso de aprobación que le exponga el Gobierno Regional;

3) Emitir opinión sobre las solicitudes de concesiones marítimas, que el Ministerio someta a su consideración. 

Estas comisiones se reunirán trimestralmente en sesiones ordinarias. Su presidente, de propia iniciativa o a petición de otro de sus miembros, podrá convocar a sesiones extraordinarias.


El quórum mínimo para sesionar será de la mayoría de sus miembros integrantes y los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los que asistan. En caso de empate, dirimirá el voto del presidente o de quien haga sus veces.

Las Comisiones Regionales tendrán las demás funciones que determinen esta ley y el reglamento. Los acuerdos adoptados por la Comisión se formalizarán mediante resolución de la Secretaría ejecutiva.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De las diputadas Molina y Turres; y los diputados Hernández, Pérez Lahsen, Rojas y Vallespín, para eliminar en el inciso segundo la frase “el Gobernador Marítimo; el Director Regional de Obras Portuarias; el Director Regional del Servicio Nacional de Pesca; el Director Regional del Servicio Nacional de Turismo;”.

2.- De la diputada Molina y los diputados Hernández, Rojas, Sandoval y Vallespín, para agregar el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser cuarto, quinto, sexto y séptimo.

“Podrán participar, con derecho a voz, todos los representantes de las instituciones públicas y de la sociedad civil que el Presidente de la Comisión convoque, según lo estime conveniente para su buen desempeño.”.

El diputado Vallespín señaló que siguiendo la misma lógica que aplicaron para la Comisión Nacional, en la Comisión Regional solo deberían tener derecho a voto los SEREMI, por lo que eliminaría el resto de los funcionarios mencionados. Sin embargo, se indicó que la eventual participación de estos funcionarios quedaría resguardada incluyendo la posibilidad de que el Presidente de la Comisión los invite a participar con derecho a voz en la Comisión. 

3.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para reemplazar en el inciso segundo la expresión “el gobernador Marítimo”, por la siguiente: “el o los gobernadores Marítimos, según sea el caso”.

4.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para eliminar en el inciso segundo, la coma (,) entre las expresiones “Nacional de Turismo” y “los alcaldes de las”.

Sometido a votación, el artículo con las indicaciones signadas con los números 1 y 2 fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Rojas (en reemplazo del diputado Morales), Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.


Las indicaciones 3 y 4, fueron rechazadas por igual votación.
Artículo 24.

Establece que la Comisión Regional tendrá una secretaría ejecutiva, a cargo de un Secretario Ejecutivo, que será el Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales, el que se relacionará directamente con el Intendente Regional, actuando como ministro de fe de la Comisión Regional, y coordinará el funcionamiento de ésta y su relación con el Gobierno Regional.

Sin mayor debate, sometido a votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Rojas (en reemplazo del diputado Morales), Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.
Artículo 25.

Establece que en lo que diga relación con la política del borde costero y los procesos de zonificación, al Gobierno Regional le corresponderá: 

1) Recopilar y aportar los antecedentes requeridos por la Comisión Regional para la elaboración del informe anual, que ésta debe enviar a la Comisión Nacional, sobre el proceso de implementación de la Política;

2) Elaborar el proyecto de zonificación de la región y las eventuales modificaciones a la Zonificación vigente o en proceso de aprobación;

3) Preparar los antecedentes para someter a la evaluación ambiental estratégica el proyecto de Zonificación y sus eventuales modificaciones;

4) Enviar el proyecto de zonificación, una vez evaluado ambientalmente, a la secretaria técnica de la Comisión Nacional, a fin de que ésta se pronuncie sobre su concordancia con la Política Nacional y respecto de inconsistencias o errores producidos en el proceso de elaboración;

5) Elaborar las modificaciones que sea necesario introducir al proyecto de zonificación como resultado de las observaciones formuladas por la Comisión Nacional;

6) Someter a la consideración de la Comisión Nacional el proyecto definitivo de zonificación; y

7) Mantener en coordinación con el Sistema Nacional de Coordinación de Información Territorial un sistema de información actualizada de la cartografía de la región; datos demográficos; inversión regional por sectores económicos; empleo; exportaciones regionales por sectores económicos, y estudios que se hubieren realizado sobre los recursos naturales de la región y su estado de conservación. 

Para el cumplimiento de estas funciones la Secretaría Técnica de la Comisión Nacional podrá asesorar a los equipos profesionales y técnicos del Gobierno Regional.


Los diputados De Urresti, Meza y Teillier para reemplazar en el inciso final, la palabra “podrá” por “deberá”.

Sometido a votación el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señoras Molina y Turres; y señores Accorsi, Rojas (en reemplazo del diputado Morales), Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.


El diputado Vallespín hizo el alcance de que en virtud de este proyecto de ley se están entregando nuevas tareas al gobierno regional y estas tareas requerirán de mayores recursos, por lo que es necesario asegurarse que estos sean efectivamente asignados a los respectivos gobiernos regionales. En este sentido propuso incorporar una nueva disposición transitoria al proyecto para que las capacidades de cada región para cumplir con estas nuevas funciones sean evaluadas. El diputado Rojas estuvo de acuerdo en que resulta necesario asegurar en el texto legal que las regiones tendrán la planta de funcionarios y los recursos necesarios para cumplir esta ley.
TÍTULO III
Del Régimen de Concesiones Marítimas

Párrafo 1º

De las Concesiones Marítimas, de las destinaciones y de los permisos de carácter transitorio
Artículo 26°.

Establece que le corresponde al Ministerio de Bienes Nacionales la facultad de conceder el uso particular en cualquier forma sobre bienes nacionales situados en el borde costero o en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, conforme a las disposiciones de esta ley y del reglamento, sin perjuicio de las facultades que competen al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo respecto de concesiones de acuicultura, según lo previsto en la Ley General de Pesca y Acuicultura.

En caso alguno podrá el Ministerio enajenar aquellos terrenos de playa emplazados dentro de una faja de 80 metros de ancho medidos desde la línea de la playa. Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la ley N° 20.062.

El diputado Sandoval, presentó indicación para agregar los siguientes incisos tercero y cuarto: 

“Sin perjuicio de los dispuesto en el inciso anterior, las personas naturales, que sean poseedores materiales, durante el plazo de diez años, de terrenos emplazados dentro de la faja de 80 metros de ancho medidos desde la línea de playa, cuyo avalúo fiscal sea inferior a mil unidades tributarias, que carezcan de título inscrito y acrediten que no tienen juicio pendiente, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, la transferencia del dominio a título gratuito u oneroso de dichos terrenos.

En aquellos casos que no sea factible la transferencia del dominio mencionada en el inciso anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá ofrecer al solicitante, la posibilidad de adquirir otro terreno que reúna las mismas condiciones.”


La indicación fue declarada inadmisible en virtud de lo dispuesto en los artículos artículo 65 y 63, número 10 de la Constitución, por fijar normas sobre enajenación de bienes del Estado, sobre su arrendamiento o concesión.


No obstante, los diputados Hernández y Sandoval expresaron su preocupación por este tipo de situaciones, más aún considerando que en algunos lugares hay quienes tienen títulos de propiedad en la faja de 80 metros de playa y sitios aledaños y otros son residentes históricos aun cuando no poseen títulos.

La diputada Molina por su parte, compartió la preocupación de los señores diputados, pero hizo presente que, en su opinión, este proyecto de ley no podría abordar esta materia por no estar comprendida en las ideas matrices.

El Subsecretario de Bienes Nacionales explicó que en la legislación actual ya existe una prohibición semejante a la establecida en el inciso segundo de este artículo, salvo para ciertas regiones como son las que se ubican desde la región de Los Rios al sur, y que son estas las que se verían afectadas por esta disposición que tiene como objetivo el de salvaguardar el recurso estratégico de los 80 metros de franja de playa en el país. De todas formas, señaló que existe legislación especial (Ley de Caletas) para regular la situación de quienes han residido históricamente en el borde costero, lo que aborda la preocupación detrás de la indicación.

Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Robles (en reemplazo del diputado Meza), Sandoval, Teillier y Vallespín.


Posteriormente, en razón de la reapertura del debate respecto de la aprobación de una indicación que proponía agregar un artículo 26 bis, se presentó la siguiente indicación:

De la diputada Molina y los diputados Accorsi, Hernández, Sandoval y Vallespín para reemplazar el inciso primero, por el siguiente: 

“Artículo 26.- Al Ministerio le corresponde conceder el uso particular en cualquier forma sobre bienes nacionales situados en el borde costero o en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, conforme a las disposiciones de esta ley y del reglamento, sin perjuicio de las facultades que competen al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo respecto de Concesiones de Acuicultura, según lo previsto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, y lo dispuesto en la ley N° 20.249 que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios”.

Sometida a votación, la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señorita Sabat y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 26 bis.

El diputado Accorsi formuló indicación para agregar el siguiente artículo 26 bis:

“Artículo 26 bis.- Cuando la concesión pudiera recaer o afectar espacios costero marino de pueblos originarios regulados por la Ley 20.249, delimitados o en trámite de delimitación, se procederá a efectuar la consulta indígena regulada en el Convenio N°169 de la OIT.”


Sin debate, puesta en votación, la indicación fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor (5 de 9) los señores Accorsi, Hernández, Robles (en reemplazo del diputado Meza), Teillier y Vallespín; en contra (4 de 9) la señora Molina y los señores Morales, Pérez Lahsen y Sandoval. 


Posteriormente, a petición de el Subsecretario de Bienes Nacionales, se solicitó reabrir debate respecto de la aprobación de esta indicación, y así se acordó, por la unanimidad de los diputados presentes.


El Subsecretario señaló que la aprobación de la indicación que introduce una referencia al Convenio 169, pudiera interpretarse como que ella modificaba el artículo 10 de la Ley 
Lafkenche. Estimó que las aprensiones de los señores parlamentarios en orden a resguardar los derechos de los pueblos originarios se puede abordar en la norma del artículo 26.
Agregó que la postura del Ejecutivo, en este proyecto, ha sido no influir en las diversas legislaciones especiales que se vinculan al borde costero, incluyendo la legislación indígena. Esta misma argumentación ya había sido aceptada por la Comisión en artículos previos. Indicó que un artículo como este podría implicar someter la ley al proceso de consulta indígena lo que demoraría su aprobación. Además, indicó que este artículo no favorece necesariamente a los pueblos indígenas, pues posibilita otorgar concesiones en territorios indígenas y podría dar pie a entender una modificación del artículo 10 de la Ley Lafkenche. Es por estas razones que solicita la reconsideración de este artículo. 
El diputado Hernández consideró que los argumentos del Ejecutivo eran atendibles y que deberían reconsiderar dicha disposición.

Los señores diputados enfatizaron que era importante asegurar que se respetarán los derechos de los pueblos originarios y que estos no se verán afectados por la aplicación de esta ley. Luego de discutirse cuál sería la mejor forma de hacer referencia a la Ley Lafkenche, se acordó modificar el artículo 26 sustituyendo el inciso primero, con el texto que se señaló anteriormente. 

En razón de la modificación del inciso primero del artículo 26, se dio por rechazada la indicación que proponía agregar el artículo en comento, por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Sabat y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 27.

Dispone que las concesiones marítimas se otorgarán mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio y autorizarán la ocupación de sectores específicos singularizados en el mismo decreto.

Las concesiones de acuicultura se regirán por las disposiciones especiales contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura.

No obstante lo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales, por motivos calificados que dificulten su accionar en determinadas zonas del país, podrá delegar las facultades de otorgamiento de permisos transitorios en otros órganos de la administración del Estado, precisando en la resolución respectiva las áreas a las que se refiere la delegación y el tiempo de duración de la misma, todo ello en la forma que determine el reglamento.

Sometidos a votación, los incisos primero y segundo fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Robles (en reemplazo del diputado Meza), Sandoval, Teillier y Vallespín.


El diputado León formuló indicación al inciso tercero, para sustituir la expresión “en otros órganos de la administración del Estado” por “a las gobernaciones marítimas”.


La indicación fue declarada inadmisible en virtud del artículo 65 de la Constitución.


No obstante el Subsecretario de Bienes Nacionales aclaró que la delegación de facultades prevista en el artículo no es para las concesiones propiamente tales, sino solo para los permisos transitorios.


Sin mayor debate, sometido a votación el inciso tercero fue aprobado por mayoría de votos. Votaron a favor (5 de 9) la señora Molina y los señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval; en contra (3 de 9) los señores Accorsi, Robles (en reemplazo del diputado Meza) y Teillier; y la abstención (1 de 9) del señor Vallespín.
Artículo 28. 

Establece que la concesión marítima otorga a su titular el derecho de uso de los sectores comprendidos en el decreto respectivo y para el objeto autorizado en dicho decreto, el cual es oponible al Estado y a cualquier persona. Asimismo, otorga al concesionario el derecho a conservarla y a no ser privado de ella, sino en virtud de las causales de término o de caducidad contempladas en esta ley.

El inciso segundo dispone que lo dispuesto en el inciso anterior no obsta a la facultad del Ministerio para autorizar dos o más concesiones respecto de un mismo sector para amparar tendidos de infraestructura, tales como, emisarios, cañerías de aducción y de descarga de agua de mar, cañerías conductoras, cables eléctricos, cables de telecomunicaciones y otros, siempre que éstos no afecten, impidan o dificulten considerablemente las actividades amparadas por la concesión marítima vigente.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- Del diputado Accorsi, para reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 28.- La concesión marítima otorga a su titular el derecho de uso de los sectores comprendidos en el decreto respectivo y para el objeto autorizado en dicho decreto, el cual es oponible a terceros que carezcan de derechos sobre la misma zona. Asimismo, otorga al concesionario el derecho a conservarla y a no ser privado de ella, sino en virtud de las causales de término o de caducidad contempladas en las leyes y lo obliga a dar estricto cumplimiento a las obligaciones convencionales y legales que amparan la concesión y a proteger y conservar el medio ambiente y los recursos existentes en la zona de concesión.”.

El diputado Accorsi explicó que esta indicación buscaba incorporar la mirada medioambiental al uso de las concesiones.

Por su parte, el diputado Robles expresó una serie de dudas en cuanto a la duración, transmisión, capacidad de las personas jurídicas para gozar de concesiones y la obligación de respetar el uso para el cual fueron concedidas.

El Subsecretario de Bienes Nacionales aclaró que todos esos aspectos quedan regulados por disposiciones de esa ley, destacando que la concesión siempre estará limitada por el uso para el cual fue concedida.

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra (6 de 9) la señora Molina y los señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; a favor (3 de 9) los señores Accorsi, Robles (en reemplazo del diputado Meza) y Teillier.


2.- Del diputado León, para eliminar en el inciso segundo, la expresión “y otros”, agregar entre las expresiones, “cables eléctricos” y “cables de telecomunicaciones” la conjunción “y”.


La indicación buscaba cerrar el listado ejemplar de tendidos de infraestructura que el ministerio puede autorizar bajo dos o más concesiones en un mismo lugar.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra (7 de 8) señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; y la abstención (1 de 8) del señor Robles (en reemplazo del diputado Meza).


Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Robles (en reemplazo del diputado Meza), Sandoval y Vallespín.
Artículo 29.

Establece que la concesión marítima se otorga por un plazo de duración que no podrá exceder de treinta años, según se trate de una concesión marítima mayor, o de diez años, si se trata de una concesión marítima menor, sin perjuicio de la renuncia que de ella puede hacer su titular o de su término anticipado como consecuencia de incurrir éste en alguna causal de terminación o caducidad.

Sin debate, sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Robles (en reemplazo del diputado Meza), Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

Artículo 30.

El inciso primero establece que la solicitud de concesión marítima deberá justificar que el objeto para el cual se pide representa un uso razonable para ese sector. 

El inciso segundo, dispone que cuando se trate de solicitudes de concesiones marítimas respecto de sectores del borde costero en que no exista zonificación o instrumento de planificación territorial comunal o intercomunal, o cuando el uso para el que se solicita no sea uno de aquellos usos preferentes según la zonificación vigente, el Ministerio podrá solicitar la opinión de la Comisión Regional como requisito para su otorgamiento.

Los diputados De Urresti, Meza y Teillier, formularon, las siguientes indicaciones:

1) Al inciso primero, para reemplazar la frase “representa un uso razonable para ese sector” por “cumple con los criterios de zonificación establecidos para ese sector”.

2) Al inciso segundo, para:

a) Sustituir la palabra “preferentes”, por “permitidos”


b) Reemplazar la palabra “podrá”, por “deberá”.

c) Reemplazar, la frase “el Ministerio podrá solicitar la opinión de la Comisión regional como requisito para su otorgamiento”, por la siguiente: “ésta será rechazada”.

Los diputados Hernández y Vallespín señalaron que la indicación número 1), introduce la ventaja de referirse a conceptos que se encuentran definidos en la propia ley, como el de zonificación.

Sin embargo, el Subsecretario de Bienes Nacionales manifestó su preocupación porque zonificación no existe en todas las regiones y una disposición como esta podría obstaculizar las solicitudes de concesiones que se realicen antes de que se apruebe una zonificación.

El diputado Vallespín consideró que esa preocupación debería abordarse en las disposiciones transitorias, pero que era importante que el articulado permanente de la ley vinculara las solicitudes de concesión a los criterios de zonificación y no al término “razonabilidad” que consideró impreciso y subjetivo. 

Los diputados Pérez Lahsen y Robles añadieron que la preocupación del Ejecutivo quedaba suficientemente resguardada por el inciso segundo del artículo que regula precisamente los casos en que no hay zonificación o instrumentos de planificación territorial. 

Sometido a votación, el inciso primero con la indicación fue rechazada por no haberse alcanzado el quórum reglamentario de aprobación. Votaron en contra (4 de 8) los señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval; a favor (3 de 8) los señores Accorsi, Robles (en reemplazo del diputado Meza) y Vallespín; y la abstención (1 de 8) de la señora Molina. 


Puesto en votación, el inciso primero fue rechazado reglamentariamente. Se registraron tres votos en contra (3 de 8) de los señores Accorsi, Robles (en reemplazo del diputado Meza) y Vallespín; cuatro votos a favor (4 de 8) los señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval; y la abstención (1 de 8) de la señora Molina.


Posteriormente, se solicitó el acuerdo de la Comisión para reabrir debate respecto del rechazo inciso primero, y así se acordó, por asentimiento unánime de los diputados presentes.


El Subsecretario de Bienes Nacionales, expresó que analizado el alcance de la indicación al inciso primero, signada con el número 1, que fue rechazada, concluyeron que esta perfeccionaba la norma. Asimismo, agregó que la disposición contenida en el inciso segundo se aplica en las regiones donde no existe zonificación, circunstancia que debe quedar claramente establecida.


Puesto en votación, el inciso primero con la indicación 1), fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Bertolino (en reemplazo de la diputada Sabat), Teillier y Vallespín. 


Por la misma votación, se dio por rechazada la indicación al inciso segundo signada con la letra a) del número 2. En cuanto al resto de las indicaciones al inciso segundo, la Presidenta, haciendo uso de sus facultades reglamentarias declaró inadmisibles las indicaciones signadas con las letras b) y c) del número 2, de conformidad a lo establecido en los artículos 63 número 10 y 65 de la Constitución.


3) La diputada Molina, formuló indicación al inciso segundo, para anteponer a la palabra “Tratándose”, la expresión”Con todo,”.


Puesto en votación el inciso segundo con la indicación número 5) fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Bertolino (en reemplazo de la diputada Sabat), Teillier y Vallespín.
Artículo 31.

Establece que mediante decreto supremo podrá el Ministerio, asimismo, conceder destinaciones marítimas sobre sectores susceptibles de ser entregados en concesión marítima.

Los bienes destinados deberán ser empleados exclusivamente en el objeto para el cual se solicitaron. El Ministerio fiscalizará el empleo debido que se dé a estos bienes, pudiendo poner término a la destinación en caso que dicho objeto, por cualquier circunstancia, no se esté cumpliendo.

Sin debate, sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Robles (en reemplazo del diputado Meza), Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.
Artículo 32.

Regula el otorgamiento de permisos transitorios, señalando que el Ministerio, mediante resolución fundada, previo informe de la autoridad marítima, en los términos que determine el reglamento y por un plazo que no podrá exceder de un año, podrá otorgarlos para las siguientes actividades:

1) Extraer materiales varios que se encuentren situados en sectores de bienes nacionales de uso público y bienes fiscales; 

2) La instalación temporal de carpas u otras construcciones desarmables, de avisos de propaganda, de boyas y atracaderos para embarcaciones menores, de colectores de semillas, de balsas para bañistas y boyarines destinados a delimitar áreas de recreación;

3) La ocupación anticipada de sectores solicitados en Concesión Marítima, para efectuar estudios relacionados con el destino que se pretende darle, en tanto se tramita el correspondiente decreto y sin que ello pueda comprometer la decisión del Estado para otorgar o denegar la solicitud de concesión.

El beneficiario del permiso de carácter transitorio es el único responsable con respecto a los trabajos que se realicen al amparo del mismo, así como respecto de los eventuales daños o perjuicios que pudieran irrogarse a terceros, quedando liberado el Fisco de toda responsabilidad.

Al expirar el plazo del permiso, el beneficiario deberá retirar las obras amparadas por el mismo, dejando el sector en las mismas condiciones en las que se encontraba con anterioridad a su otorgamiento.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para intercalar el siguiente inciso segundo:

“El beneficiario deberá presentar con la solicitud un plan de manejo que dé cuenta de aspectos esenciales del permiso, tales como, obras a ejecutar, obras de cierre y abandono, obras de reposición, así como el destino que tendrán los residuos que se generen durante su uso, cierre y abandono.”.

El diputado Pérez Lahsen estimó que estas consideraciones deberían ser incluidas en el reglamento.

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra (4 de 6) los señores Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval; a favor (2 de 6) los señores Accorsi y Vallespín. 


2.- De los mismos señores diputados, para agregar el siguiente inciso final:


“La fiscalización del cumplimiento de esta norma estará a cargo del Ministerio de Bienes Nacionales”.


El Subsecretario estimó que la proposición de agregar un inciso resultaba innecesaria, pues esta materia se encuentra regulada posteriormente en la ley.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín. 


Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.
Párrafo 2°

De la transferencia, arrendamiento, transmisión, modificación y constitución en prenda especial de las concesiones marítimas
Artículo 33.

Dispone que las concesiones marítimas podrán ser transferidas a terceros o arrendadas, total o parcialmente. La transferencia o el arrendamiento deberán constar en escritura pública y sólo producirán efecto a partir de la fecha de su inscripción en el Catastro Nacional y por el plazo que restaba a la Concesión Marítima cedida o transferida. 

En virtud de la escritura pública de transferencia o de arrendamiento debidamente inscrita, el cesionario o arrendatario se subrogará al cedente o arrendador en todas y cada una de las obligaciones y derechos de la concesión marítima. 

El cesionario o arrendatario acreditarán su titularidad sobre la concesión con el certificado de inscripción dado por el Jefe del Catastro Nacional.

El diputado Sandoval, presentó indicación, al inciso primero, para agregar, a continuación de la expresión “parcialmente” la siguiente frase: “, siempre que cumplan con el mismo objeto para el cual fueron originalmente concedidas”.

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra (4 de 7) la señora Molina y los señores Hernández, Pérez Lahsen y Vallespín; a favor (2 de 7) los señores Accorsi y Sandoval; y se abstuvo (1 de 7) el señor Morales. 


Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.
Artículos 34 y 35.

El artículo 34, establece q
ue las concesiones marítimas serán transmisibles por causa de muerte. En este evento, los sucesores de la concesión marítima deberán presentar a la División copia autorizada del certificado de posesión efectiva, y de su inscripción en el conservador de bienes raíces respectivo, cuando corresponda, para efectos de proceder a su inscripción en el catastro a que se refiere el artículo anterior. Sólo a partir de la fecha de esta inscripción, los sucesores de la concesión marítima podrán disponer de ella, debiendo hacerlo de consuno.

El artículo 35, dispone que las concesiones marítimas podrán ser modificadas en cuanto a su objeto, plazo y superficie y renovadas, previa autorización por decreto supremo del Ministerio.


Será aplicable a las solicitudes de modificación de las concesiones marítimas lo dispuesto en el artículo 30.

Las solicitudes de modificación de concesión marítima que contemplen un aumento de superficie, podrán ser preferidas a otras peticiones de concesión sobre los nuevos sectores, cuando dichas solicitudes tengan por finalidad ampliar las instalaciones previstas en el mismo objeto de la concesión, representando un mayor beneficio fiscal o interés social y siempre que el concesionario haya dado cumplimiento a las obligaciones establecidas en el respectivo decreto.

En el caso de renovación de una concesión marítima, el decreto que la otorgue establecerá el nuevo plazo por el que se otorga, pudiendo este ser superior al original cuando se acredite que el valor de la inversión ha aumentado.

Las solicitudes de renovación de concesión podrán ser tramitadas sin licitación previa, siempre que se hubieren formulado antes del vencimiento de la concesión que se solicita renovar, que no exista otra solicitud sobre el área concedida que represente un mejor uso del Borde Costero de acuerdo con la Política Nacional de Uso del Borde Costero, y que el concesionario haya dado cumplimiento a las obligaciones impuestas en el respectivo decreto.

Respecto de la renovación de las concesiones que se hayan otorgado al interior del recinto portuario de una empresa portuaria estatal creada por la ley N° 19.542, se requerirá además un informe favorable de ésta.

Sin debate, puestos en votación, los artículos 34 y 35, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.
Artículo 36.

Dispone que el derecho que emana de la concesión marítima podrá ser constituido en prenda especial, en los términos de la ley N° 20.190 y sin necesidad de autorización previa por el Ministerio para garantizar cualquier obligación que se derive directa o indirectamente de la ejecución del proyecto o de la concesión. La prenda así constituida, deberá inscribirse en el Registro de Prendas del Catastro Nacional y anotarse al margen de la inscripción de la Concesión Marítima.

En el caso de hacerse efectiva la caución, la adjudicación de la Concesión Marítima al nuevo adquirente deberá constar en escritura pública y una vez inscrita en el aludido Catastro Nacional se entenderá transferida en los mismos términos del artículo 33.

Respecto de este artículo, el diputado Vallespín señaló que sería deseable incluir la referencia al procedimiento de prenda aprobado respecto de concesiones acuícolas.

El señor Subsecretario señaló que se analizó si resultaba conveniente añadir alguna referencia a la regulación del proceso de prenda que establece la Ley General de Pesca, concluyendo que ello no resultaba del todo conveniente. Sin embargo, explicó que la referencia del artículo es a la ley de prenda sin desplazamiento, que es la que actualmente se utiliza para prendar los bienes fiscales y las concesiones de obras públicas, como asimismo, es la que rige en la Ley General de Pesca y Acuicultura, por lo que estimó que dicha referencia resultaba suficiente para los efectos de esta ley.

Puesto en votación el artículo se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Bertolino (en reemplazo de la diputada Sabat), Teillier y Vallespín.
Artículo 36 bis.

El diputado Accorsi, formuló indicación, para agregar el siguiente artículo:

“Artículo 36 bis.- Las transferencias, arrendamientos o modificaciones de concesiones marítimas sólo serán autorizadas si el titular de la concesión acredita encontrarse exento de sanciones por eventos de contaminación marítima o incumplimientos a la legislación ambiental.”


La indicación fue declarada inadmisible en virtud del artículo 65 y 63 número 10 de la Constitución Política, por fijar normas sobre enajenación de bienes del Estado, sobre su arrendamiento o concesión.
Párrafo 3°

De la oposición y de la licitación de concesiones marítimas
Artículos 37 y 38.

El artículo 37, establece que no podrá otorgarse concesión marítima o deberá ésta dejarse sin efecto cuando terceros acrediten derechos adquiridos a cualquier título legítimo sobre la superficie objeto de la concesión, o en parte de ésta, siempre que ésta impida, obstaculice o sea incompatible con el libre ejercicio de tales derechos.

El artículo 38 dispone que los terceros que estimen que sus derechos pueden verse afectados por una solicitud de concesión marítima, podrán deducir oposición a la misma, en los términos y de acuerdo al procedimiento regulado en el párrafo 6° de este Título.

Sin mayor debate, puestos en votación los artículos fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.
Artículo 39.

Establece que en caso que dos o más interesados soliciten concesión marítima en todo o en parte, sobre un mismo sector, el Ministerio podrá realizar una licitación pública para adjudicar la concesión, en los términos regulados por el artículo 54. Asimismo, el Ministerio podrá realizar de oficio una licitación pública para adjudicar la concesión cuando lo estime conveniente a los intereses fiscales. 

La adjudicación de la licitación pública será resuelta por el Ministerio en el plazo máximo de tres meses, contado desde la fecha de la apertura de las ofertas.

El diputado Accorsi presentó indicación para agregar el siguiente inciso final:

“En dicho proceso se preferirá en todo caso a aquel interesado que proponga un proyecto o actividad de mayor beneficio social y/o de menor impacto ambiental”. 


La indicación fue declarada inadmisible en virtud del artículo 65 y 63 número 10 de la Constitución, por fijar normas sobre enajenación de bienes del Estado, sobre su arrendamiento o concesión.


Sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.
Párrafo 4°

De las rentas y tarifas aplicables a las concesiones marítimas

Artículo 40.- Todo concesionario pagará, por semestres o anualidades anticipadas, según lo determine el respectivo decreto supremo, una renta mínima equivalente al dieciséis por ciento anual del valor de tasación de los sectores de terrenos de playa y de playa practicada, en cada caso, por la oficina del Servicio de Impuestos Internos competente.

La extensión de fondo de mar, río o lago ocupada en cualquiera forma y que no esté gravada con tarifas especiales, pagará una renta anual igual a la que corresponda a la playa o terrenos de playa contiguos. Las mejoras fiscales comprendidas en una concesión marítima pagarán una tarifa anual equivalente al diez por ciento del avalúo comercial de las mejoras, según tasación que practicará la respectiva oficina del Servicio de Impuestos Internos.

Cualquier otra concesión marítima que por su objeto no le sea aplicable la modalidad de pago señalada en el inciso primero precedente, pagará por semestres o anualidades la tarifa anual que determine el reglamento.

La concesión que cambie su objeto o sus características, deberá modificar consecuentemente la renta y tarifa, según proceda.

Los permisos de carácter transitorio, pagarán la tarifa que determine el reglamento.

Artículo 41.- Las concesiones que se otorguen a las organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas, en aquella parte en que no comprendan el uso de infraestructura portuaria fiscal de apoyo a la pesca artesanal, u obras de este tipo, construidas para dichas organizaciones, pagarán por concepto de tarifa la respectiva cantidad anual reducida en un cincuenta por ciento respecto del monto normal que corresponda


Artículo 42.- Las rentas y tarifas se pagarán en la Tesorería Provincial o en cualquier banco o institución autorizados para recaudar tributos en los meses de enero o julio de cada año, según corresponda. Siempre se pagará como mínimo la renta o la tarifa correspondiente a un semestre completo, sin importar la fecha de inicio o término de la concesión.


Artículo 43.- Las rentas y tarifas serán fijadas en el acto administrativo respectivo, en unidades tributarias mensuales, debiendo pagarse por anualidad o semestre anticipado, en moneda corriente, de acuerdo con el valor de ellas a la fecha de pago.


Artículo 44.- En caso de término anticipado o declaración de caducidad de la concesión, el Fisco descontará de las rentas y tarifas pagadas en exceso todos los gastos en que haya debido incurrir una vez efectuada la entrega de los bienes concesionados, restituyendo el saldo una vez efectuados los referidos descuentos, en la forma que determine el reglamento. 


Artículo 45.- Sólo en casos excepcionales y por razones fundadas, podrá el Ministerio otorgar concesiones a título gratuito a favor de personas jurídicas de derecho público o privado que no persigan fines de lucro. 


Las concesiones marítimas que gocen de gratuidad no podrán ser transferidas ni entregadas en arrendamiento.


El diputado Accorsi, formuló indicación, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 45.- Sólo en casos excepcionales y por razones fundadas, podrá el Ministerio otorgar concesiones a título gratuito a favor de personas jurídicas de derecho público o privado que no persigan fines de lucro o de organizaciones de pescadores artesanales que carezcan de los medios económicos para solventarla.”.


La indicación fue declarada inadmisible en virtud del artículo 65 y 63, número 10 de la Constitución, por fijar normas sobre enajenación de bienes del Estado, sobre su arrendamiento o concesión, (extiende las concesiones gratuitas).


Todas las disposiciones de este párrafo 4°, que está conformado por los artículos 40 a 45, sin debate, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.
Párrafo 5°

De las garantías a ser constituidas por los concesionarios
Artículo 46.

Dispone que los beneficiarios de concesiones marítimas que comprenden el uso de mejoras fiscales deben asumir las obligación de conservarlas en la forma que determine el decreto respectivo. Sin perjuicio de la responsabilidad que según las normas generales les corresponda por pérdida, daño o destrucción de aquéllas, deberán constituir una garantía a favor del Fisco, en boleta bancaria o póliza de seguro, por un monto equivalente a la tarifa anual de la mejora fiscal, sin considerar las franquicias que los beneficien, para responder de los deterioros no derivados de su uso natural. Esta garantía podrá hacerse efectiva a la expiración de la concesión marítima, previa calificación de los deterioros que haga la división. Si luego de solventados los gastos de reparación de las mejoras fiscales hubiera excedentes, éstos serán devueltos al concesionario. El monto de la garantía deberá corresponder en todo momento a la tarifa anual vigente de la mejora fiscal y los documentos que la constituyen deberán permanecer en custodia del Ministerio.

En el caso de las concesiones gratuitas, esta garantía se determinará de acuerdo con la renta que hubiera debido cobrarse.

No obstante, en las concesiones a cualquier título otorgadas a personas jurídicas sin fines de lucro, será facultad del Ministerio eximirlas de la obligación de constituir la garantía, por razones fundadas, sin perjuicio que el concesionario deberá manifestar en la escritura pública a que se reduzca el decreto de concesión, su compromiso de indemnizar cualquier riesgo o daño que sufran las mejoras.

Sin debate, sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina, Sabat y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.
Artículo 47.

Dispone que todo concesionario cuyo proyecto considere obras o construcciones en el lugar otorgado en concesión, deberá constituir, previo a la reducción a escritura pública del decreto respectivo, una garantía a favor del Fisco para caucionar la ejecución de dichas obras o construcciones, consistente en una boleta bancaria o póliza de seguro a la orden del Ministerio, por el equivalente al cinco por ciento del presupuesto de la obra o construcción, la que deberá mantener vigente por un período igual al plazo de la concesión marítima más 6 meses. Al término de la ejecución de las obras o construcciones, el concesionario reemplazará dicha garantía por otra en iguales términos y porcentajes, calculada esta vez sobre el monto de la tasación comercial de las obras o construcciones practicadas por el Servicio de Impuestos Internos. Esta nueva garantía deberá ser entregada al Ministerio dentro del plazo de noventa días contados desde la fecha de término de las obras o construcciones.

La garantía tendrá por finalidad cubrir el costo de retiro de las obras o construcciones adheridas al suelo que quedaren instaladas o sin retirar al término o caducidad de la concesión marítima, como asimismo de todos aquellos gastos inherentes a la operación de la concesión, cuyo pago se encuentre pendiente. 

El Ministerio recibirá la garantía y la mantendrá en custodia. En caso de que el concesionario, a su costo, restituya el lugar concesionado en las condiciones originales o la división disponga la permanencia de las mejoras introducidas, se le devolverá la garantía. No obstante, en las concesiones a cualquier título otorgadas a personas jurídicas sin fines de lucro, será facultad del Ministerio eximirlas de la obligación de constituir la garantía, por razones fundadas, sin perjuicio que el concesionario deberá manifestar en la escritura pública a que se reduzca el decreto de concesión, su compromiso de indemnizar el costo y los gastos aludidos en el inciso segundo de este artículo. Todo concesionario tiene la obligación de comunicar por escrito al Ministerio, para el evento que desee proceder a la construcción o instalación de elementos fijos adheridos al suelo, siempre que no impliquen la modificación o ampliación de la respectiva concesión.

En el caso de transferencias o arriendos de las concesiones marítimas, las garantías señaladas en este párrafo sólo serán devueltas al respectivo cedente o arrendador, una vez que el nuevo adquirente o arrendatario entregue garantías idénticas a las entregadas por el cedente o arrendador, según corresponda. En tanto ello no ocurra, las garantías que se mantengan en poder del Ministerio garantizarán los incumplimientos del cesionario o arrendatario.

El reglamento regulará los términos de las boletas bancarias o pólizas de seguro que se ofrezcan en garantía y podrá establecer montos mínimos y máximos de las mismas para los casos en que esta ley ordene calcular el monto de ellas en función de las obras o construcciones comprometidas.

El diputado Accorsi consultó si los daños ambientales quedarían cubiertos con la garantía que se debe constituir.

El jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales, explicó que si se considerara el daño ambiental sería muy difícil que las compañías de seguros aceptaran asegurar a los concesionarios, dado que este daño es indeterminado. En todo caso, precisó que este daño quedará cubierto por la institucionalidad ambiental vigente, por lo que no es necesario añadirlo en este artículo.

Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.

Párrafo 6º

Del procedimiento
Artículo 48.

Dispone que las solicitudes de concesión marítima deberán ser presentadas por el interesado en la secretaría regional ministerial de la región correspondiente a la ubicación de los sectores a ser solicitados en concesión, o ante el Ministerio, si el proyecto abarca dos o más regiones, y se tramitarán de conformidad con las actuaciones que contempla el reglamento, hasta su otorgamiento a través del correspondiente decreto supremo, o su denegación por resolución fundada del Ministro.

Sin mayor debate, sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.
Artículo 49.

Establece que los interesados en la obtención de una concesión marítima presentarán una solicitud dirigida al Ministro, conjuntamente con los siguientes antecedentes:

1) Una memoria explicativa del proyecto que se desee desarrollar, la cual deberá contener, en la forma que determine el reglamento, lo siguiente: 

a) El nombre o razón social del solicitante, nacionalidad, profesión, rol único tributario, domicilio, correo electrónico y, en el caso de las personas jurídicas, los antecedentes de su representante legal;

b) Región, provincia, comuna y lugar en que se encuentran situados los sectores solicitados en concesión;

c) Superficie de los sectores solicitados en concesión;

d) El objeto de la concesión y las razones por las cuales dicho objeto representa un uso razonable para el sector sobre el que se pide la concesión;


e) La forma en que dicho objeto se enmarca dentro de la Zonificación del Borde Costero, si ella se encuentra establecida; o la forma en que dicho objeto se enmarca dentro de los usos o condiciones establecidos en los planes reguladores comunales o intercomunales, según corresponda, en los casos en que existan dichos instrumentos de planificación;

f) La proporcionalidad entre el proyecto a desarrollar y la superficie solicitada;

g) La circunstancia de tratarse de una concesión marítima mayor o menor, con indicación del plazo por el cual se solicita y la inversión proyectada; y

h) Los demás requisitos que establezca el reglamento.

2) Un plano general detallando el área de la Concesión Marítima solicitada, expresando sus vértices en el sistema de referencia y coordenadas definido en el reglamento;

3) En caso que el área solicitada abarque todo o parte de un área regulada por un plan regulador comunal o intercomunal, un certificado de uso de suelo otorgado por la dirección de obras municipales o por la secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, según corresponda.

4) Tasación del metro cuadrado de playa y de terreno de playa correspondiente al lugar de emplazamiento de la concesión marítima, así como de las mejoras fiscales que pueda considerar la solicitud, practicada por el Servicio de Impuestos Internos; 

5) El informe técnico emitido por la Autoridad Marítima respecto de la compatibilidad o conveniencia del proyecto, en relación con la seguridad de la vida humana en el mar, la seguridad de la navegación y el desarrollo de los intereses marítimos del sector; 

6) Los demás pronunciamientos de las autoridades sectoriales competentes, en la forma que señale el reglamento, y;

7) Un borrador de extracto de la solicitud a ser publicado, conteniendo la información que determine el reglamento.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para reemplazar la letra h) por la siguiente:


“h) “La resolución de calificación ambiental del proyecto o el acto administrativo del Servicio de Evaluación Ambiental en el que se informa que el proyecto no es susceptible de ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, según sea el caso.”.

2.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para agregar la siguiente letra i):

 “i) los demás requisitos que establezca el reglamento”.

El Subsecretario señaló que la resolución de calificación ambiental es posterior a la solicitud de concesiones por lo que resultaría problemático incorporarla. De todos modos, aclaró que de otorgarse una concesión que posteriormente no obtenga los respectivos permisos ambientales, caducará por el solo paso del tiempo al hacerse imposible desarrollarla.

Puestas en votación, las indicaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.


Sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.
Artículo 50.

Establece que el Ministerio deberá pronunciarse sobre la admisibilidad de la solicitud de concesión, dentro del plazo de veinte días contado desde su presentación. 

La misma resolución que se pronuncie acogiendo a trámite la solicitud de concesión marítima ordenará la publicación del extracto de la solicitud de concesión marítima a que se refiere el artículo anterior, por parte del interesado y a su costa, en el Diario Oficial, y en un diario o periódico de la provincia donde se sitúe la concesión marítima respectiva y si no lo hubiere, o si se ubicare en un área que abarque más de una provincia, en uno de la capital de la región correspondiente, a efectuarse los días primero o quince de cada mes o el primer día hábil inmediato si aquéllos fueren feriados.

El diputado Accorsi estimó que debían ampliarse los medios de publicidad de la petición de una concesión marítima a fin de que toda la comunidad tome conocimiento del mismo, proponiendo que también se publiqué en alguna página web.

El Subsecretario de Bienes Nacionales señaló que era una buena idea incluir la posibilidad de hacer una publicación en alguna página web con el fin de publicitar el acto. Sugiere que sea en el sitio web del propio Ministerio y no establecerla como de cargo del solicitante para no entrabar el procedimiento.

Las diputadas señora Molina y señorita Sabat y los diputados señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval, presentaron indicación para agregar en el inciso final, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo “Asimismo, la resolución será publicada en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales.”.

Puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.
Artículo 51.

Establece que los terceros que se sientan afectados en sus derechos, dentro de los veinte días siguientes a la publicación en el Diario Oficial, o en el diario o periódico de la provincia, según corresponda, podrán oponerse a la solicitud de concesión marítima ante la misma secretaría regional ministerial en que se haya presentado o el Ministerio, según corresponda. 

La oposición sólo podrá fundarse en las siguientes circunstancias:

1) Que el área solicitada en concesión marítima corresponde a un predio de propiedad privada. 

2) Que en el área existe o se superpone a una concesión marítima constituida con anterioridad. Sólo podrá ejercer esta acción el titular de dicha concesión. Sin embargo, cuando la nueva concesión marítima se solicite para los fines señalados en el inciso segundo del artículo 28, el oponente, además de acreditar su concesión, deberá justificar que la nueva concesión marítima solicitada afectaría, impediría o dificultaría considerablemente el desarrollo de las actividades amparadas por su concesión.

3) Que sobre el área solicitada existe otra solicitud de concesión marítima presentada. Sólo podrá ejercer esta acción el titular de dicha solicitud y no podrá prosperar si esa solicitud es declarada inadmisible. 

El Ministerio se pronunciará sobre la admisibilidad de la oposición a la solicitud de concesión marítima y en caso de ser ella acogida a trámite, en la misma resolución, dará traslado al solicitante para que conteste la oposición dentro del plazo de treinta días contados desde que le sea notificada. En la oposición y en la contestación de la misma deberán acompañarse todos los documentos en que las partes funden sus pretensiones. Vencido el plazo para contestar la oposición, el Ministerio podrá requerir aclaraciones, antecedentes adicionales o disponer inspecciones oculares, informes de otros organismos u otras medidas para mejor resolver.


Reunidos los antecedentes, el Ministerio se pronunciará resolviendo la oposición que se hubiere deducido. El procedimiento sólo continuará cuando la oposición sea rechazada o bien cuando basándose la oposición en la existencia de otra concesión marítima en trámite, el Jefe de la División del Litoral autoriza la licitación de la misma.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- Del diputado Accorsi, para reemplazar el encabezado del inciso segundo, por el siguiente:

“La oposición sólo podrá fundarse, y sin que la enumeración siguiente sea taxativa, en algunas de las siguientes circunstancias:”


2.- Del diputado Sandoval, para agregar el siguiente numeral 

4) “Que exista peligro de daño ambiental sobre el área solicitada en concesión marítima”.

3.- Del diputado Accorsi, al inciso segundo, para agregar los siguientes numerales:

“4) Que en el área de concesión exista un área de manejo de recursos bentónicos autorizada o en trámite.

5) Que en el área de concesión exista un plan de manejo de recursos hidrobiológicos.

6) Que en el área de concesión exista aplicación de cualquier otro instrumento de gestión o conservación de recursos naturales.

7) Que en el área de concesión existan caladeros históricos de pesca.

8) Que en el área de concesión exista ejercicio de usos o prácticas ancestrales de pesca o reconocidas culturalmente.

9) Que en el área de concesión se ejerza otra actividad lícita amparada por la legislación con anterioridad a la solicitud de concesión.

10) Que en el área de la concesión se acredite el ejercicio de derechos históricos, consuetudinarios o ancestrales.

11) Que la actividad objeto de la concesión pueda generar potenciales efectos ambientales directos o indirectos sobre actividades aledañas a la zona de concesión”.

Las indicaciones 1, 2 y 3 fueron declaradas inadmisibles en virtud de los artículo 65 y 63 número 10 de la Constitución Política, por fijar normas sobre enajenación de bienes del Estado, sobre su arrendamiento o concesión (extiende las causales de oposición).


4.- De la diputada Sabat, y de los diputados Pérez Lahsen y Santana, para intercalar entre las expresiones “se pronunciará” y “sobre la admisibilidad”, la siguiente frase: “, dentro del plazo de 7 días hábiles”.

5.- Del diputado Pérez, para reemplazar en el inciso final la frase “que se hubiere deducido”, por la siguiente: “, a más tardar en el plazo de 60 días desde que ésta se hubiere deducido”.


Puesto en votación, el artículo con las indicciones 4 y 5, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.
Artículos 52 a 57.

El artículo 52 dispone que una vez vencido el plazo para deducir la oposición sin que se hubiere presentado alguna, o en los casos en que el procedimiento deba continuar, la Secretaría Regional Ministerial o el Ministerio, según corresponda, requerirán la opinión de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero para que en un plazo de treinta días se pronuncie sobre la solicitud de concesión cuando el uso para el que se solicita la concesión marítima no sea uno de aquellos usos preferentes según la zonificación vigente o no cumple con las condiciones señaladas en la zonificación, en su caso.


La falta de pronunciamiento de dicha Comisión Regional en el plazo señalado en el inciso anterior, se entenderá como una opinión favorable respecto de la solicitud presentada.

Se presentó la siguiente indicación:

De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para reemplazar la palabra preferente” por “permitido”.

Sin mayor debate, puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.


El artículo 53 establece que con el pronunciamiento de la Comisión Regional o habiendo vencido el plazo sin que se hubiere ella pronunciado, el Secretario Regional Ministerial remitirá todos los antecedentes al Jefe de la División, para continuar la tramitación de la solicitud de concesión marítima. 


El Jefe de la División, dentro del plazo de veinte días podrá, mediante resolución fundada, requerir de los solicitantes aclaraciones, antecedentes adicionales o disponer inspecciones oculares u otras medidas para mejor resolver la solicitud de concesión marítima.


El artículo 54 dispone que cuando el Ministerio decida convocar a una licitación pública para el otorgamiento de una concesión marítima, el jefe de División del Litoral dispondrá la elaboración de las bases de licitación pública de conformidad a los criterios administrativos, técnicos y económicos establecidos en el reglamento dentro del plazo de treinta días.


Una vez elaborada las bases de licitación el Jefe de División dictará una resolución en la que conste el llamado a licitación conteniendo la siguiente información:

1) Los sectores que serán objeto de la licitación y sus coordenadas geográficas; 

2) La circunstancia de contar o no la región con Zonificación y en caso de disponer de ella, la indicación de los usos preferentes considerados para el área, y 

3) El contenido de las ofertas conforme lo regule el reglamento, y 

4) El plazo en que deben los licitantes presentar sus ofertas.

Podrán participar en el proceso licitatorio, todos aquellos proponentes que reúnan los requisitos fijados en las bases de licitación.

El artículo 55 establece que los factores a considerar por el Ministerio para la adjudicación de la licitación pública serán principalmente uno o más de los siguientes, cuya ponderación será fijada en las respectivas bases de licitación: 


1) El uso que pretende darse a los sectores solicitados en concesión;


2) El mejor uso previsto para el área en la zonificación, en caso de encontrarse ésta establecida;

3) El monto de inversión comprometido del proyecto a realizar en área solicitada en concesión;

4) El plazo de ejecución de las obras y operación del proyecto; 


5) La fecha de presentación de la solicitud de concesión sobre el área objeto de la licitación;


6) El precio ofrecido para adjudicarse la concesión; y 

7) Otros factores específicos de interés regional o local que se definan en las bases de licitación.

El artículo 56 dispone que el decreto que otorgue la concesión marítima en cualquiera de las situaciones reguladas en este título, deberá contener las siguientes menciones:


1) Individualización del concesionario.

2) Individualización de la región, provincia, comuna donde se ubique el objeto de la concesión.

3) Identificación del área y vértices según el sistema de referencia y coordenadas definido en el reglamento.

4) El tipo de proyecto para el cual fue autorizada la concesión, cuya memoria explicativa el solicitante deberá protocolizar en la forma y plazo que determine el reglamento.


5) La patente anual correspondiente a cada año de concesión.

El decreto deberá ser reducido a escritura pública e inscrito en el Catastro Nacional de Concesiones Marítimas por el titular en la forma y en los plazos establecidos en el reglamento.


El artículo 57 establece que el otorgamiento de la concesión marítima es sin perjuicio de la autorización ambiental y de los demás permisos y autorizaciones que la legislación vigente exija para el desarrollo del proyecto objeto de la misma, según corresponda.


Puestos en votación, los artículo 52 a 57 fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.
Artículo nuevo, que pasaría a ser 58.

El diputado Accorsi formuló indicación, para intercalar el siguiente artículo 57 bis:

“Artículo 57 bis.- Todos los procedimientos y actos de que trata el presente párrafo serán públicos y constarán en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales.”.

Puesto en votación, el articulo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.
Párrafo 7º

De la Fiscalización
Artículo 58 que pasaría a ser 59

El artículo 58 establece que corresponderá al Ministerio ejercer la fiscalización de las concesiones marítimas a través de inspecciones periódicas destinadas a verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley, su reglamento y el respectivo decreto de concesión marítima, debiendo los concesionarios otorgar las facilidades que sean necesarias para el buen cometido de esta función fiscalizadora.

En sus actuaciones, los funcionarios asignados tendrán la calidad de ministros de fe.

Sometida a votación, el artículo fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, 
Teillier y Vallespín.
Artículo 59, que pasaría a ser 60.

Dispone que para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo anterior, la Armada de Chile deberá prestar la colaboración material y de personal necesaria para la ejecución de estas funciones de control y fiscalización de las concesiones marítimas, para lo cual deberán suscribir anualmente con el Ministerio convenios de cooperación y coordinación conjunta. 


La Ley de Presupuestos contemplará anualmente los recursos necesarios para el cumplimiento de las tareas de fiscalización de las concesiones marítimas antes referidas.

En su oportunidad esta disposición fue aprobada, por la unanimidad de los presentes, diputadas señora Molina y señorita Sabat; y diputados señores Accorsi, Hernández, Pérez 
Lahsen y Sandoval.


Posteriormente, el diputado Vallespín solicitó reabrir debate respecto de este artículo, y así se acordó reglamentariamente, con el objeto de revisar esta disposición, argumentando que este y el siguiente hacen referencia a las facultades de la Armada en materia de fiscalización, en circunstancias que el organismo que realiza la fiscalización del borde costero es la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante - Directemar. Es por ello que consideró que se debería hacer a esta Dirección en esta disposición como en la siguiente.


Consultado a este respecto, el jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales, explicó que efectivamente es la Directemar quien lleva a cabo estas funciones, pero que la Armada es el superior jerárquico y se hizo referencia a ella para apuntar a los niveles superiores de jerarquía. De todas formas, los diputados Vallespín, Hernández y Pérez Lahsen consideraron que hacer referencia solo a la Armada podría generar confusión respecto del organismo a quien le corresponde la fiscalización del borde costero. 


En razón de estos argumentos se formuló la siguiente indicación, por las diputadas Molina y Turres y los señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín para agregar en el artículo 59, luego de la frase “Armada de Chile” la siguiente frase “, a través de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, “.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín. Consecuentemente, el artículo con la indicación fueron aprobados por unanimidad.

Artículo 60, que pasaría a ser 61.


Establece que la fiscalización de las concesiones marítimas a que se refieren los artículos precedentes, no obsta a las facultades de fiscalización y supervigilancia sobre toda la costa y mar territorial de la República y sobre los ríos y lagos que son navegables por buques de más de 100 toneladas que corresponden al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, de conformidad con las leyes vigentes.


El diputado León, presentó indicación para agregar, antes del punto (.) aparte, la siguiente frase final: “correspondientes a lo fijado en su nivel de ejecución al Servicio de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante en el decreto con fuerza de ley 
N° 292, de 1953 y en el decreto ley N° 2.222, de 1978.”

Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.


Puesto en votación, el artículo 60 que pasaría a ser 61, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.


El diputado Vallespín consideró que sería conveniente añadir una referencia a la normativa que rige a la Directemar. Sin embargo, en atención a que en sesiones pasadas había rechazado la indicación formulada por el diputado señor León y que ya se acordó modificar el artículo anterior para dejar expresa constancia de que el organismo encargado de ejecutar la fiscalización es Directemar, convino en mantener la redacción original del artículo, dejando constancia de ello en el presente Informe.

Párrafo 8º

De las infracciones y sanciones
Artículos 61 y 62, que pasarían a ser 62 y 63, respectivamente.

El artículo 61 establece que constituyen infracciones al régimen de concesiones marítimas:


1) La infracción de cualquier disposición de esta ley o del reglamento;


2) El atraso en el pago de la renta o tarifa de la concesión, por más de un mes, correspondiente a un período anual o a dos períodos semestrales;


3) El incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el decreto que otorgó la concesión, y


4) La extracción o disposición de materiales que excedan los volúmenes autorizados.


El artículo 62 dispone que la autoridad marítima que constate la existencia de una supuesta infracción en relación con las concesiones marítimas hará la denuncia por escrito ante el secretario regional ministerial quien procederá, previo traslado al presunto infractor, a amonestar por escrito al infractor, disponer las medidas que estime conducentes para que aquel corrija la infracción y elevar los antecedentes al conocimiento del Jefe de la División del Litoral en caso de constarse su efectividad. Lo mismo podrá hacer el secretario regional ministerial actuando de oficio.


Puesto en votación, los artículos 61 y 62, que pasarían a ser 62 a 63, respectivamente, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (6), señoras Molina y Sabat; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen y Sandoval.
Artículo 63, que pasaría a ser 64.

Establece que el Jefe de la División del Litoral, al conocer de una infracción, podrá aplicar multas en favor del Fisco de hasta el cincuenta por ciento de la renta o tarifa anual de la concesión, por cada infracción.

Si se trata de una Concesión Marítima gratuita, la multa será de hasta quinientas unidades tributarias mensuales. 

En el caso de la extracción o disposición de material en exceso de los volúmenes autorizados, se aplicará una multa en favor del Fisco ascendente hasta en un trescientos por ciento del valor de la renta concesional.

Se presentó la siguiente indicación:

Del diputado Accorsi, para reemplazar el artículo por el siguiente:

“Artículo 63.- El Jefe de la División del Litoral, al conocer de una infracción, podrá aplicar multas en favor del Fisco de hasta el cien por ciento de la renta o tarifa anual de la concesión, por cada infracción y la caducidad de la concesión”. 

La indicación fue declarada inadmisible en virtud del artículo 65° y 63° N° 10 de la Constitución, por fijar normas sobre enajenación de bienes del Estado, sobre su arrendamiento o concesión.


El diputado Accorsi consultó si la aplicación de una multa del 300% establecida en el inciso tercero, podía hacer peligrar la concesión propiamente tal, ante lo cual el señor Lavín, asesor del Ministerio, explicó que se trata de una multa de gran valor precisamente para desincentivar la extracción o disposición de material en exceso de lo autorizado. 

La diputada Turres también consultó sobre la jurisdicción aplicable a estas multas, y se le aclaró que no hay disposición especial al respecto por lo que podrán ser reclamadas en sede administrativa y judicial. Además, se indicó que el no pago de multas está previsto dentro de las causales de caducidad de las concesiones. 

Sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, Bertolino (en reemplazo de la diputada Sabat), Hernández, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín.
Artículos 64 y 65, que pasarían a ser 65 y 66, respectivamente.

El artículo 64 establece que en contra de las sanciones impuestas por el jefe de la División procederán los recursos contemplados en la ley N° 19.880, en cuyo caso quedará suspendido el pago de la multa hasta la resolución del respectivo recurso.


El artículo 65 dispone que las concesiones marítimas terminan por: 


1) Renuncia voluntaria de su titular a la totalidad o parte de ella, otorgada por escritura pública, la que sólo producirá efectos una vez inscrita en el Catastro Nacional; 


2) Acuerdo mutuo del Estado y del concesionario, y;


3) Vencimiento del plazo de la concesión.


En estos casos, la obligación de pago de la renta o de la tarifa por parte del concesionario cesará el último día del semestre en que se haya producido el hecho que motivó el término de la Concesión Marítima.


Sin mayor debate, puestos en votación, los artículos 64 y 65, que pasarían a ser 65 y 66, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, Bertolino (en reemplazo de la diputada Sabat), Hernández, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín.
Artículo 66, que pasaría a ser 67.

Señala que son causales de caducidad de las concesiones las siguientes:

1) No reducir a escritura pública el decreto que otorgó la concesión marítima o no hacer inscripción de las escrituras públicas relativas a las Concesiones Marítimas en el Catastro Nacional dentro de los plazos estipulados en esta ley o en el reglamento;

2) No constituir las garantías exigidas por esta ley o no presentar los estudios que contemple el reglamento, dentro de los plazos establecidos por el decreto de concesión;

3) No dar inicio o no concluir la construcción de las obras objeto de la concesión dentro de los plazos establecidos al efecto por el decreto de concesión marítima, conforme a su finalidad, salvo caso fortuito o de fuerza mayor;

4) No dar cumplimiento al objeto de la concesión, en cualquier tiempo o hacer uso de la Concesión Marítima para un objeto diferente al contemplado en el decreto de concesión;

5) Hacer uso de bienes no comprendidos en el decreto de concesión;

6) La destrucción de las mejoras fiscales entregadas en concesión;

7) El atraso por más de seis meses en el pago de la renta o de la tarifa de la Concesión Marítima, o el atraso en el pago de dos o más multas impuestas por un periodo de dos o más meses;

8) Disponer en cualquier forma de la Concesión Marítima sin cumplirse con los requisitos dispuesto en esta ley, y;

9) Incumplimiento de los requisitos establecidos para la transmisibilidad de las concesiones.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- Del diputado Accorsi, para agregar los siguientes numerales:

10) Incumplimiento grave a las obligaciones que impone la concesión.


11) Daño o grave riesgo ambiental

La indicación (1) fue declarada inadmisible en virtud del artículo 65° y 63° N° 10 de la Constitución, por fijar normas sobre enajenación de bienes del Estado, sobre su arrendamiento o concesión.


2.- De la diputada Molina y los diputados Accorsi y Hernández para eliminar, en el número 7), la expresión “o más” la primera vez que aparece.

La diputada Turres planteó que debería modificarse el numeral 7), pues cree que debería bastar el primer atraso en el pago de multas para constituir la causal.

El señor Subsecretario aclaró que la intención del Ejecutivo fue tomar el primer atraso como una advertencia o “tarjeta amarilla”, de modo tal que solo al producirse el segundo atraso se configurara la causal de caducidad.

El resto de los diputados estuvieron de acuerdo con esa lógica. Sin embargo, el diputado Pérez Lahsen, añadió que lo que estima confuso en este numeral es la expresión “o más”, porque sugeriría que queda al arbitrio de la autoridad configurar la causal de caducidad. 

Frente a la pregunta del diputado Hernández sobre cómo funcionan las multas actualmente, el señor Lavín, asesor del Ministerio, explicó que hoy en día el régimen de multas se aplica rara vez y la terminación solo se prevé para infracciones muy graves, de lo contrario, la autoridad marítima suele dar un plazo para reparar la infracción. 

El diputado Vallespín, consultó como se complementaba el daño ambiental con las causales de caducidad de las concesiones.

Frente a la posibilidad de añadir una nueva causal por grave daño ambiental, el señor Lavín, asesor del Ministerio, hizo el alcance de que en la legislación ambiental, incluso para infracciones gravísimas puede darse una multa y no necesariamente la revocación del permiso ambiental, por lo que si se establece como causal de caducidad de la concesión podría darse la descoordinación de revocar la concesión y no el permiso ambiental. Es por eso que, en su opinión, de agregarse una nueva causal esta debería referirse a la revocación de la resolución de calificación ambiental.

El señor Subsecretario se comprometió a remitir una indicación que recoja las inquietudes sobre la materia.

Sometido a votación, el artículo con la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Sabat y señores Accorsi, De Urresti, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.


Posteriormente, el Ejecutivo, presentó indicación para agregar el siguiente numeral 9), pasando el actual a ser 10):

“9) El haberse dispuesto por resolución administrativa o judicial ejecutoriada algunas de las sanciones establecidas en las letras c) o d) del artículo 38 de la Ley N° 20.417, que crea la Superintendencia del Medio Ambiente, en relación con el proyecto que constituye el objeto de la concesión marítima.”.

Se dijo, que esta propuesta recogía la preocupación de los diputados expresada durante la discusión de esta norma. De acuerdo al señor Lavín, asesor del Ministerio, esta nueva causal resguarda que las concesiones que hayan producido un grave daño ambiental sean susceptibles de caducar, sin que se requiera que el proyecto en cuestión haya ingresado necesariamente vía sistema de evaluación de impacto ambiental. 


De conformidad a lo establecido en el Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de los diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Teillier, la indicación fue aprobada por unanimidad.
Artículos 67 a 70, que pasarían a ser 68 a 71, respectivamente.

El artículo 67 establece que la caducidad se dispondrá por resolución del Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales, previa audiencia de parte y comprobación fehaciente de la infracción. 


En contra de la resolución que disponga la caducidad de la concesión, los afectados podrán solicitar la reconsideración y la apelación en subsidio de la medida aplicada, dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha en se notifique por carta certificada la resolución correspondiente, acompañando los antecedentes justificativos.


El Secretario Regional Ministerial se pronunciará fundadamente sobre la reconsideración dentro del plazo de 30 días acogiéndola o rechazándola. 


En caso de rechazarla, deberá elevar los antecedentes de la apelación al Ministro, quién resolverá aceptándola o rechazándola.


El artículo 68 dispone que desde la fecha de notificación de la correspondiente resolución de caducidad, o del rechazo de la solicitud de reconsideración o de apelación, cuando éstas correspondan, el Ministro dispondrá la cancelación de la inscripción de la concesión marítima en el Catastro Nacional.


Como consecuencia de la sanción de caducidad, los afectados perderán toda preferencia respecto de quienes soliciten nuevas concesiones sobre los sectores amparados por la Concesión Marítima caducada.


El artículo 69 establece que las mejoras introducidas por el concesionario y que, adheridas al suelo, no puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de las mismas, al expirar por cualquier causal la concesión marítima, quedarán a beneficio fiscal, sin cargo alguno para el Fisco.


El artículo 70 dispone que en aquellos casos en que las mejoras puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de ellas mismas, éstas deberán ser retiradas por quien fuera el titular de la concesión, dentro del plazo de 90 días contados desde la fecha en que la autoridad marítima notifique al interesado el correspondiente decreto de término o caducidad. En caso contrario, la División podrá disponer la remoción de las mejoras con cargo a la garantía prevista en el artículo 46, sin perjuicio de las acciones legales que procedan.


Sin debate, puesto en votación, los artículos 67 a 70, que pasaría a ser 68 a 71, respectivamente, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (7), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín.
Párrafo 10

De la ocupación ilegal
Artículo 71, que pasaría a ser 72.

Establece que en el caso de ocupación ilegal de sectores concesionables, ya sea por carecer de título el ocupante, por estar caducada la concesión, o por cualquiera otra causa, el Secretario Regional Ministerial requerirá del respectivo Intendente o Gobernador, el auxilio de la fuerza pública o de la Autoridad Marítima, a fin de que se proceda, sin más trámite y sin necesidad de notificación judicial previa, a desalojar los bienes ocupados indebidamente, sin perjuicio de que se persiga judicialmente el pago de las indemnizaciones que correspondan, por todo el tiempo de esa ocupación ilegal.

Se presentaron las siguientes indicaciones:

1.- Del diputado Sandoval, para sustituir la frase “sin más trámite y sin necesidad de notificación judicial previa”, por la siguiente: “previa notificación judicial”.

El Subsecretario de Bienes Nacionales explicó que hay muchas ocupaciones ilegales a lo largo del país y que es importante que el Estado tenga las facultades para salvaguardar dichos bienes fiscales.

Sin embargo, el diputado Pérez Lahsen aclaró que está indicación apunta más bien a resguardar la situación de ciertas familias que históricamente han residido en zonas no urbanas y cuyos títulos no estarían regularizados.

La diputada Turres recordó que hace años se saneó la situación de ciertas caletas de pescadores, y que aún restan situaciones irregulares que es importante abordar. Enfatizó que es necesario dar cabida al reconocimiento de estas familias.

El diputado Vallespín, consideró que hay que diferenciar la de situación de los que lucran de forma indebida con los bienes fiscales, con las de personas que han residido “irregularmente” por años en dichos terrenos. También mencionó que es importante avanzar en los estudios que determinen si estas zonas revisten riesgos para las personas que allí habitan, pues este es el primer paso para regularizar esta situación.

El diputado Sandoval indicó que esta situación se produce en la región de Aysén y que el Ministerio de Bienes Nacionales debería abordar este tema. A su juicio, es importante que exista una instancia previa al desalojo, al menos una notificación administrativa o algún tipo de comunicación.

El diputado Teillier añadió que la ocupación de hecho de estas familias debe traducirse en algún tipo de derecho sobre estos terrenos.

Por último, la diputada Molina señaló que sería bueno saber qué zonas están más afectadas por este tipo de situaciones.

2.- De la diputada Molina y los diputados Accorsi, Hernández, Sandoval, Teillier y Vallespín, para agregar, a continuación de la palabra “requerirá” la siguiente frase: “, previa notificación administrativa al ocupante,”.

El Subsecretario señaló que esta indicación resguardaba la inquietud del diputado Sandoval quien manifestó que era deseable contar con alguna forma de comunicación previa en los casos de desalojo. Respecto a la preocupación de las señoras y señores diputados en caso de familias que históricamente hayan ocupado terrenos fiscales, el representante del Ejecutivo propuso solucionar esto a través de una disposición transitoria que les permitirá enajenar los territorios de playa a personas naturales que llevan años residiendo en dichos lugares.

Los señores diputados, en general, se mostraron de acuerdo con la esta solución. No obstante, el diputado Accorsi señaló que deberían trabajar en un proyecto de ley para regular estas situaciones de forma detallada y definitiva. Asimismo, el diputado Vallespín señaló que el Ejecutivo debería evaluar la posibilidad de extender la denominada Ley de Caletas para regularizar la situación de todas las caletas artesanales de pescadores, en tanto actualmente sólo algunas han podido regularizar su situación.

Sometido a votación, el artículo 71, que pasaría a ser 72, con la indicación 2, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina, Sabat y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín. Por la misma votación se dio por rechazada la indicación signada con el número 1.
Artículo 72 a 74, que pasarían a ser 73 a 75, respectivamente.

El artículo 72 establece que no se considerará ocupante ilegal el concesionario que continuare usufructuando de la concesión marítima durante el lapso que medie entre la extinción de ésta y el decreto que le otorgue o deniegue su renovación, siempre que tal renovación la hubiere impetrado antes del vencimiento de su concesión. En todo caso, deberá pagar la renta y/o tarifa correspondiente por este período intermedio, inmediatamente después de serle notificado el decreto de renovación.


El artículo 73 dispone que si a la persona que hubiere incurrido en una ocupación ilegal se le otorgare concesión marítima, como retribución por el uso del bien deberá enterar en arcas fiscales, conjuntamente con el primer pago de la renta y tarifa de la concesión, la renta y tarifa que corresponda al tiempo de la ocupación ilegal, la que será fijada en el mismo decreto que le otorgue la concesión, de acuerdo con los montos y normas vigentes a la fecha de expedición de dicho decreto.


Las obras o construcciones realizadas durante el período de ocupación ilegal, que permanezcan al otorgar la respectiva concesión, son Mejoras Fiscales, y les será aplicable lo dispuesto en el artículo 46.


El artículo 74 establece que la Autoridad Marítima deberá denunciar al Secretario Regional Ministerial que corresponda, a aquellas personas que sean sorprendidas ocupando sectores del borde costero sin contar con una concesión marítima o permiso respectivo o extrayendo o transportando materiales provenientes de sectores sujetos a tuición del Ministerio, o usando dichos sectores como botaderos, sin contar con el permiso correspondiente.


Sometidos a votación, los artículos 72 a 74, que pasarían a ser 73 a 75, respectivamente, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres, y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
TÍTULO IV
De la División del Litoral
Artículo 75, ha pasado a ser letra a) del artículo segundo del proyecto.


.Agrega en el artículo 6° del decreto ley N° 3.274, de 1980, el siguiente número 4, pasando los actuales números 4 y 5, a ser 5 y 6, respectivamente:


“4.- La División del Litoral”. 

Sin mayor debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina, Sabat y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 76, ha pasado a ser letra b), del artículo segundo del proyecto.

Señala que a la División del Litoral les corresponden las siguientes funciones:

1) Desarrollar las acciones para implementar y materializar la Política Nacional de Uso del Borde Costero y los procesos de zonificación;

2) Coordinar e instruir a las Oficinas Técnicas de las Comisiones Regionales en el proceso de proposición de los proyectos de zonificación;

3) Dirigir el proceso de tramitación de las solicitudes de concesiones marítimas;

4) Coordinar e instruir a las Secretarías Regionales Ministeriales en la tramitación de las concesiones marítimas; 

5) Proponer el otorgamiento o denegación de las concesiones marítimas y de acuicultura;

6) Llevar y mantener actualizado los catastros de concesiones marítimas y de acuicultura; 

7) Tramitar los procedimientos administrativos conducentes a la aplicación de multas a los concesionarios que infrinjan las disposiciones de esta ley; y 

8) Ejercer las atribuciones que, en relación con su cometido, se le deleguen específicamente.

El diputado Teillier consultó porqué se hacía referencia a las concesiones de acuicultura.

El señor Lavín, asesor del Ministerio, aclaró que si bien dichas concesiones son materia de competencia del Ministerio de Economía, de todos modos es importante que el Ministerio de Bienes Nacionales lleve un registro de todas las concesiones presentes en el borde costero.

La diputada Turres también consultó las razones por las que se señala como función la de “proponer el otorgamiento de concesiones” y no “otorgar las concesiones”.

El señor Lavín explicó que esto responde a que las concesiones son otorgadas por el Presidente de la República a través del respectivo decreto supremo. 

Sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina, Sabat y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier.
Artículo 77, que pasaría a ser 76.

Establece que la División debe crear y mantener actualizado el Catastro Nacional de Concesiones Marítimas, el que será público y estará a cargo del Director de Catastro.

El diputado Accorsi presentó indicación, para agregar el siguiente inciso segundo:

“En él se consignarán, en formato físico y digital en el sitio web correspondiente, todos los actos administrativos y procedimientos a que den origen las concesiones, destinaciones y permisos marítimos regulados en esta ley.”


Puesto en votación, sin mayor debate, el artículo con la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina, Sabat y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier.
Artículos 78 y 79, que pasarían a ser 77 y 78, respectivamente.

El artículo 78 establece que el Catastro Nacional estará integrado por el Registro de Concesiones Marítimas, en el que se inscribirán las concesiones marítimas que se otorguen; todo acto jurídico relativo a ellas, así como las declaraciones de término o caducidad de las mismas, y por el Registro de Prenda Especial, en el que se anotará la constitución de prendas especiales de concesiones marítimas y sus alzamientos.


El artículo 79 señala que la organización y funcionamiento del Catastro Nacional así como el procedimiento de inscripción, sus formalidades y solemnidades serán las que establezca el reglamento.


Sin debate, puestos en votación, los artículos 78 y 79, que pasarían a ser 77 y 78, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina, Sabat y Turres; y señores Accorsi, Hernández, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier.
TÍTULO FINAL
Disposiciones Transitorias
Artículo 1°.

Incrementa, en 1 cupo, la dotación máxima del Ministerio de Bienes Nacionales para el año 2012.

Puesto en votación, el artículo fue aprobado mayoría de votos. Votaron a favor (6 de 7) la señora Turres y los señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval y Teillier; y la abstención (1 de 7) del diputado Vallespín; no se registraron votos en contra.
Artículo 2°.

Faculta al Presidente de la República para que dentro del plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Determinar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata afectos a la Escala Única de Sueldos, que se desempeñen en el Departamento de Concesiones Marítimas, de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas al Ministerio de Bienes Nacionales. Este traspaso será sin solución de continuidad y manteniendo la calidad jurídica y grado que tenían al momento del traspaso. Se transferirán asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por el traspaso. 

A contar de la fecha del traspaso, se crearán en el Ministerio de Bienes Nacionales los cargos de los funcionarios titulares de planta a ser traspasados y se aumentará la dotación máxima en el total de cargos de planta y a contrata traspasados. El cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen y la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados, desde igual fecha. 

Por decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica y se crearán los cargos necesarios conforme el inciso anterior, estableciendo además, la fecha en que se efectuarán los traspasos. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales.

2) Fijar los requisitos para el desempeño de los cargos creados, en caso que no tuvieran su equivalente en la planta de personal vigente; fijar las normas necesarias la adecuada estructuración y operación de los cargos que cree y para disponer el traspaso y encasillamiento de personal de planta y a contrata el que realice. Del mismo modo, fijará las fechas de vigencia de los encasillamientos que practique. Los requisitos que se fijen, no serán exigibles para el encasillamiento o asimilación que se disponga según las normas del número siguiente. Asimismo, podrá fijar las normas sobre remuneratorias variables en su aplicación transitoria.

No obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, el ejercicio de estas facultades se sujetará a las siguientes disposiciones:

1) No podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerada como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado o encasillado. 

2) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado o encasillado. 

Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Los funcionarios traspasados o encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


El diputado Accorsi presentó indicación, para reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 2°.- Facultase al Presidente de la República para modificar la Ley N° 19.548 para fijar la planta, planta transitoria y escalafón en extinción al personal afecto al decreto con fuerza de ley (G) N°1 de 1997, y los afectos al decreto ley N° 249, de 1974, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, dentro del plazo de 6 meses, contados desde la fecha de publicación de la presente Ley suscrito por el ministerio de Bienes Nacionales y el Ministerio de Hacienda.

En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada conformación y funcionamiento de las plantas que fije y en especial encasillar a los funcionarios afectos al decreto con fuerza de ley (G) N°1 a través del grado correspondiente al sueldo en posesión aumentado en un grado, y en el caso de los funcionarios afectos al decreto ley N°249 a través de su grado de sueldo aumentado en un grado, los cargos, el número de cargos para cada grado y planta comenzando en el grado 4° del escalafón de Profesionales, grado 9° del Escalafón de Técnicos y grado 10° del Escalafón de Administrativos.

Respecto de los funcionarios afectos al decreto con fuerza de ley (G) N° 1 que se desempeñaban en el Departamento de Concesiones Marítimas en el escalafón de técnicos se encasillarán en un cargo en extinción Grado 7, de la escala de sueldos del decreto con fuerza de ley (G) N° 1, adscritos a la Planta de Personal de la Subsecretaria de Bienes Nacionales.

Respecto de los funcionarios afectos al decreto con fuerza de ley (G) N° 1 que se desempeñaban en el Departamento de Concesiones Marítimas en el escalafón de Profesionales se encasillarán en la Planta de Profesionales en una planta transitoria con ascenso y se estará a lo dispuesto en la Ley N° 18.948.

Del mismo modo, los funcionarios afectos al decreto ley N° 249, que se desempeñaban en el Departamento de Concesiones Marítimas en los respectivos escalafones serán encasillados en la planta permanente del Ministerio de Bienes Nacionales, Subsecretaria de Bienes Nacionales, en sus respectivos escalafones aumentado en un grado.

Respecto del personal que actualmente ostenta un cargo a contrata, serán encasillados en la planta del Ministerio de Bienes Nacionales, Subsecretaria de Bienes Nacionales, considerando un aumento de un grado en sus respectivos escalafones excepto en aquellos casos en que se encuentren en un grado tope de escalafón”.

La indicación fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65 N° 2 y 4 de la Constitución. 


El diputado Teillier consultó si el Ejecutivo se había reunido con los representantes de los funcionarios que serán traspasados desde Defensa a Bienes Nacionales.

El diputado Accorsi, hizo presente que los funcionarios redactaron un documento, que se encuentra en poder de los integrantes de la Comisión, en donde plantean sus inquietudes respecto al traspaso. Además, hizo presente que en dicho documento, los funcionarios indican que su principal preocupación deriva del hecho de que actualmente están regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1 que rige a las Fuerzas Armadas y al ser traspasados al Ministerio de Bienes Nacionales quedarían afectos al decreto ley N° 249, lo que implicaría diferencias en pagos y beneficios. Específicamente mencionan que les preocupa el eventual perjuicio a su carrera funcionaria, pues las posibilidades de acogerse a retiro y de ascender son muy distintas en cada Ministerio. Asimismo, señaló que sería conveniente que el traspaso fuese voluntario para los trabajadores.

El jefe de la División Jurídica del Ministerio explicó que el artículo 2° transitorio otorga facultades al Presidente para el traspaso de funcionarios, pero que expresamente se señala que este traspaso:

(i) no podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerada como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado o encasillado; y

(ii) no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado o encasillado. 

Además, señaló que el Ejecutivo se reunió con los trabajadores y estos plantearon sus preocupaciones. Respecto a la inquietud relacionada con el respeto de derechos laborales, estimó que las condiciones establecidas en el articulado resguardan esta preocupación. En cuanto a la posibilidad de percibir el primer año en el Ministerio de Bienes nacionales los beneficios completos por el programa de mejoramiento de gestión (PMG), señaló que se consultó con el Ministerio de Hacienda y están en condiciones de otorgarlo.

Respecto a la petición de aumentar un grado en el escalafón y que los funcionarios que actualmente se encuentran a contrata pasen a planta, señaló que esto generaría mayores gastos y que por lo tanto la Dipres se encuentra estudiándolo. Además, señaló que estas últimas peticiones deben ser conversadas con los funcionarios del Ministerio de Bienes Nacionales. Por último, señaló que este artículo autoriza al presidente a dictar el DFL que regulará el traspaso, por lo que los detalles de este pueden quedar entregados a esa norma legal que será dictada previo trabajo en conjunto con los funcionarios.

El diputado Sandoval celebró la voluntad del Ejecutivo de generar mesas de trabajo con los funcionarios y resguardar los derechos de los trabajadores. Cree que deberán atender especialmente al tema estatutario. El diputado Pérez Lahsen, también recordó que es fundamental asegurar los derechos previsionales de los funcionarios. 

Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 3°.

Establece que los funcionarios traspasados desde la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas del Ministerio de Defensa Nacional, que al momento de entrar en vigencia esta norma se encontraren afectos al régimen previsional de las Fuerzas Armadas, continuarán rigiéndose por éste a menos que opten por lo contrario.

El diputado Accorsi, formuló indicación para reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 3°.- Los funcionarios traspasados desde la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas del Ministerio de Defensa Nacional, que al momento de entrar en vigencia esta norma se encontraren afectos al régimen previsional y remuneracional de las Fuerzas Armadas, continuarán rigiéndose por este para todos los efectos legales y reglamentarios. 

El encasillamiento derivado de la presente ley no será considerado ascenso para ningún efecto legal. 

Los cambios de grado que se produjeren por efectos del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y trienios que se estuvieren percibiendo; asimismo mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto”.

La indicación fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65 N° 4 de la Constitución.


Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, 
Teillier y Vallespín.
Artículo transitorio, nuevo.

El diputado Accorsi, formuló indicación para agregar el siguiente artículo trnasitorio:

“Artículo 3 bis.- Los funcionarios traspasados y encasillados del Ministerio de Defensa Nacional, percibirán los beneficios acogidos por el programa de mejoramiento de la gestión asignados en la misma forma y porcentaje que actualmente gozan los funcionarios del Ministerio de Bienes Nacionales utilizando la mismo forma de cálculo dispuesta por las leyes 
N° 19.553, 19.618, 19.882 y 20.212, validado para todos los efectos previsionales.”


La indicación fue declarada inadmisible la sesión pasada, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65 N° 4 de la Constitución.
Artículo 4°

Establece que las solicitudes de concesiones marítimas y de acuicultura, cuya tramitación se encuentre actualmente pendiente ante el Ministerio de Defensa Nacional al momento de entrada en vigencia de esta ley, continuarán siendo tramitadas por el Ministerio de Bienes Nacionales, debiendo ajustarse en su contenido y tramitación a lo dispuesto en la presente ley, y en la forma que determine el reglamento.

El diputado Vallespín consultó si este artículo se refiere al antiguo o nuevo reglamento, frente a lo cual el jefe de la División Jurídica del Ministerio aclaró que en este caso los derechos ya existentes siguen vigentes, pero la tramitación de los mismos se regirá por las nuevas normas, como lo dispone el principio general de la ley sobre efecto retroactivo de las leyes, por lo tanto la alusión es al nuevo reglamento.

El diputado Vallespín replicó que en ese caso el reglamento debe dictarse a la brevedad posible, para no entorpecer la tramitación de las concesiones en curso. La diputada Turres consultó si el reglamento ya está siendo elaborado y el señor Domeyko contestó que ya iniciaron su trabajo y que se basará en el antiguo por lo esperan dictarlo en el corto plazo.


Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 5º.
 
Dispone que las zonificaciones del Borde Costero que a la fecha de publicación de la presente ley se encuentren vigentes, se considerarán válidas para todos los efectos de esta ley, en tanto la Comisión Nacional no disponga su modificación.

Sin mayor debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez 
Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo 6º.

Establece que, no obstante lo dispuesto en el artículo 73, la renta y tarifa correspondiente al tiempo de la ocupación ilegal que se determine en los decretos de Concesiones Marítimas cuyas respectivas solicitudes se encuentren actualmente en trámite o se presenten antes de que se cumplan dos años de vigencia esta ley, tendrá como límite máximo el equivalente a tres años, aún cuando el período de ocupación ilegal fuere mayor.”


El diputado Sandoval planteó que debía haber alguna correlación entre los terrenos otorgados a título gratuito y las concesiones de uso del borde costero. Frente a esto, el señor Domeyko, jefe de la División jurídica del Ministerio, explicó que este artículo busca establecer la facultad de declarar la prescripción de deudas con el Fisco y que esto generará un programa de regularización de concesiones, pero que no se contempla otorgarlas a título gratuito. 


Puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.


Posteriormente, S.E. el Presidente de la República, formuló indicación para suprimirlo.

De conformidad a lo establecido en el artículo 210 inciso segundo del Reglamento de la Corporación se solicitó reapertura del debate, y así se acordó, por asentimiento unánime de los diputados presentes.

Mediante oficio del Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales, se fundamentó la indicación señalando que se analizaron los efectos de la norma aprobada y se concluyó que “podría existir un eventual riesgo para el interés fiscal, al no existir absoluta certeza respecto a las ocupaciones ilegales que se generan en el borde costero”.

Sin debate, puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Teillier.
Artículo transitorio, nuevo.

Los diputados Accorsi, Hernández y Sandoval, presentaron indicación, para agregar el siguiente artículo transitorio:

“Artículo 6° bis.- Cuando se ha otorgado título de propiedad gratuito de sectores del borde costero, deberá considerarse que la concesión por uso del borde costero tendrá la misma gratuidad.”.

La indicación fue declarada inadmisible, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65 y 63 N° 10 de la Constitución, por fijar normas sobre enajenación de bienes del Estado, sobre su arrendamiento o concesión.
Artículo transitorio nuevo, que pasaría a ser 6°.

El Subsecretario de Bienes Nacionales, a fin de solucionar alguno de los casos de ocupaciones históricas de terrenos de playa por personas naturales, propuso aprobar una disposiciones transitoria que facultara al Ministerio de Bienes Nacionales para enajenar estos terrenos pero solo a favor de personas naturales que acrediten ocupación de los respectivos inmuebles por 10 o más años, todo ello de acuerdo a las condiciones y los procedimientos señalados en el decreto ley N° 1.939, de 1977.

La Comisión por la por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín, aprobó, dicha texto, el que posteriormente, fue reemplazado por indicación de S.E. el Presidente de la República el siguiente artículo 

“Artículo 6°.- No obstante lo dispuesto en el artículo 26, el Ministerio de Bienes Nacionales conservará la facultad de enajenar terrenos de playa a que se refiere el artículo 6° del decreto ley N° 1.939, de 1977, pero solo a favor de personas naturales que acrediten ocupación de los respectivos inmuebles por 10 o más años contados hacia atrás desde la fecha de publicación de esta ley, todo ello de acuerdo a las condiciones y los procedimientos señalados en dicho cuerpo legal. Las solicitudes respectivas deberán ingresarse en el Ministerio de Bienes Nacionales en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.”.

Puesto en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval y Teillier.
Artículos 7°, 8° y 9°.

El artículo 7º dispone que el Presidente de la República, dentro del plazo de noventa días contados desde la fecha de publicación de esta ley, expedirá el reglamento para la aplicación de la presente ley.


El artículo 8º establece que esta ley entrará en vigencia noventa días contado desde su publicación en el Diario Oficial.


El artículo 9° prescribe que el mayor gasto fiscal que irrogue la creación de un cargo en la Planta del Ministerio de Bienes Nacionales, se financiará con cargo al presupuesto vigente de cada año de dicho Ministerio.”.


Sin mayor debate, los artículos 7°, 8° y 9°, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez 
Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículos transitorio nuevo, que pasaría a ser 10.-

El diputado Accorsi formuló indicación para agregar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo 10.- En el plazo de 1 año a contar de la vigencia de la presente ley se fijará la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral.


Las zonificaciones del borde costero se establecerán en el plazo de 2 años a contar de la vigencia de la presente ley”.


El jefe de la División Jurídica del Ministerio de Bienes Nacionales, señaló que están dadas las condiciones para dar cumplimiento a estos plazos y que considera positivo que se reduzca lo más posible el periodo en que no exista política nacional de uso del borde costero.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, 
Teillier y Vallespín.


El diputado Vallespín, presentó indicación para agregar el siguiente artículo transitorio:


“Para garantizar en las regiones el cumplimiento de los procedimientos en los plazos establecidos, con la calidad que esto requiera, se realizará una evaluación de capacidades institucionales”.


Considerando que la indicación tiene como objetivo asegurar que las regiones estén en condiciones de adecuarse a lo dispuesto por esta ley, se consideró que era complementaria de las disposiciones contenidas en los incisos primero y segundo del artículo 10 transitorio, por lo que debería ser considerada como inciso tercero de dicho artículo.


El jefe de la División Jurídica del Ministerio, señaló que en muchas regiones los procesos para establecer sus respectivas zonificaciones ya se encuentran avanzados y que además existe un proyecto de fortalecimiento de las regiones, todo lo cual indica que podrían asumir estas nuevas responsabilidades.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo segundo.

El texto del artículo segundo del proyecto de ley corresponde al contenido de los artículos 75 y 76 del texto de la iniciativa legal sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas, que introducen modificaciones al decreto ley N° 3.274, de 1980, a fin de crear la División del Litoral y, señalar sus funciones. Tal como se señaló anteriormente, estos artículos fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes en las respectivas votaciones.
Artículos segundo a cuarto, que pasarían a ser tercero a quinto, respectivamente.

El artículo segundo reemplaza en el artículo 1°, de la ley N° 19.548, de 1998, que modifica Planta del Personal del Ministerio de Bienes Nacionales, en la Planta de Directivos, correspondiente a Jefes de División, en la columna “N° Cargos”, el dígito “5” por “6” y en el “Total” de esa planta, “40” por “41”.


El artículo tercero faculta al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, reemplazando las referencias al Ministerio de Defensa Nacional y Subsecretaría para las Fuerzas Armadas en su calidad de continuadora legal de la Subsecretaría de Marina por el Ministerio de Bienes Nacionales, en todo lo referido a las concesiones de acuicultura.


El artículo cuarto modifica la ley Nº 20.249, que crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios, del siguiente modo:


1) Agrega en el artículo 2°, letra b), a continuación de “decreto supremo Nº 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional”, la siguiente frase: “o la normativa que lo reemplace”; y 


2) Reemplaza las referencias realizadas al “Ministerio de Defensa Nacional” y a la “Subsecretaría de Marina”, por “Ministerio de Bienes Nacionales”.


Sin debate, sometidos a votación, los artículos segundo, tercero y cuarto, que pasarían a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículo quinto, que pasaría a ser sexto.

Incorpora, en el artículo 21 de la ley Nº 20.424, Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional, la siguiente letra q):

“q) La fiscalización y supervigilancia de toda la costa y mar territorial de la República y de los ríos y lagos que son navegables por buques de más de 100 toneladas.”.

El diputado Vallespín señaló que siguiendo lo acordado respecto al artículo 59, que pasaría a ser 60, también se debería incorporar en esta letra una referencia a la Directemar.

Consecuentemente, presentó indicación, para agregar, a continuación de la palabra “toneladas”, la siguiente frase “, la que se realizará a través de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, conforme a la legislación vigente”.

Sometidos a votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
Artículos sexto a décimo, que pasarían a ser séptimo a
décimo primero, respectivamente.

El artículo sexto reemplaza el artículo 64 del decreto con fuerza de ley Nº 458, Ley General de Urbanismo y Construcciones, por el siguiente:

“Artículo 64.- Los instrumentos de planificación territorial comunal o intercomunal que abarquen los bienes nacionales de uso público o fiscales que correspondan a borde costero, según dicho concepto se define en la ley sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas, deberán definir los usos de suelo y condiciones de edificación en dichos sectores, en concordancia con la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral. Las concesiones que el Ministerio de Bienes Nacionales otorgare sobre sectores regulados por dichos instrumentos de planificación, requerirán en las áreas urbanas un informe previo sobre el uso de suelo de la Dirección de Obras Municipales, y en las áreas no urbanas, un certificado de uso de suelo de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, según corresponda.”.

El artículo séptimo deroga el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, sobre Concesiones Marítimas.


El artículo octavo modifica el inciso segundo del artículo 6° del decreto ley N° 1.939, de 1977, sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado, en orden a reemplazar la expresión “de la citada Subsecretaría del Ministerio de Defensa Nacional”, por la siguiente: “del Ministerio de Bienes Nacionales”

El artículo noveno, modifica la ley Nº 19.542, que Moderniza el Sector Portuario Estatal, reemplazando las referencias realizadas al “Ministerio de Defensa Nacional” y a la “Subsecretaría de Marina”, por “Ministerio de Bienes Nacionales”. En lo demás, se mantiene vigente la ley en todas sus partes.


El artículo décimo, incorpora en el artículo transitorio del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, que adecúa disposiciones legales aplicables a las Empresas Portuarias creadas por la ley N° 19.542, entre las expresiones “un informe” y “de la Empresa Portuaria de Chile” la palabra “favorable”. En lo demás, se mantienen plenamente vigentes las demás disposiciones del citado cuerpo legal.”. 


Sin mayor debate, sometidos a votación, los artículos sexto a décimo, que pasarían a ser séptimo a décimo primero, respectivamente, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Hernández, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.
-o-


Por último, se acordó encomendar a la Secretaría de la Comisión para efectuar correcciones formales de redacción, las que se consignan en el texto del proyecto.
V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

a) Artículos rechazados.


Se encuentra en esta situación el artículo 6° transitorio, contenido en el artículo primero del proyecto.


b) Indicaciones rechazadas.
Artículo primero.

Se rechazaron las siguientes indicaciones a las disposiciones que regulan la Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas.
Artículo 1°.


1. Del diputado Accorsi, para reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley regulan el sistema de protección, conservación, administración y zonificación del Borde Costero y el proceso de otorgamiento de concesiones marítimas.”

Artículo 2°.


2. Del señor Accorsi, para:

a) Reemplazar el encabezado del inciso primero, por el siguiente: “Para todos los efectos legales se entiende por:”


b) Reemplazar el número 1, por el siguiente:

“Borde Costero del Litoral o Borde Costero: Franja del territorio costero marítimo, que comprende los terrenos de playa, las playas, las rocas, y el fondo de mar, de ríos y lagos navegables y las porciones de agua que las comprendan y, en general, el mar territorial de la República.”.

c) Reemplazar el número 3) por el siguiente:

 “Zonificación del Borde Costero: Proceso de ordenamiento y planificación del Borde Costero del Litoral, cuyo objeto es establecer sus múltiples usos, expresados a través de la zonificación propiamente tal, que define y grafica los usos preferentes; o bien, a través de la planificación por condiciones, en que los usos preferentes quedan sujetos al cumplimiento de condiciones definidas en la memoria de la zonificación. Esta zonificación se utiliza como base para el otorgamiento de concesiones marítimas, en conformidad con lo dispuesto en la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral y en general, para autorizar toda actividad o proyecto industrial o comercial en su territorio.”


3. Del señor León para:

a) Agregar en el numero 8) después del vocablo “determinado”, la siguiente expresión “, debe corresponder a la funcionalidad legal del órgano que se trata.”


b) Agregar en el número 14), entre la expresión “Borde Costero” y la conjunción “y”, la frase “del Litoral”.

4. De la diputada Sabat y de diputados Pérez Lahsen y Santana, para agregar un numeral 16 bis del siguiente tenor:

“16 bis) Ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas: Aquellos a que se refieren los decretos N° 11 y N° 12 del Ministerio de defensa Nacional, ambos de 1998, que fijan la nómina oficial de ríos y lagos navegables por buques de más de 100 toneladas, respectivamente, o las normas que los reemplacen.”


5. Del diputado señor León, para sustituir en el número 24, el vocablo “organismos” por “Agentes Públicos”.
Artículo 4°.


6. Del diputado Accorsi, para reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 4°.- La Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral tiene por finalidad favorecer un desarrollo armónico y sustentable del Borde Costero como parte del territorio nacional, integrado por su dimensión oceánica, lacustre, fluvial, y terrestre, compatibilizando los múltiples usos que en él se desarrollan, con miras a lograr un efectivo ejercicio de los derechos soberanos de Chile en sus aguas jurisdiccionales y una protección y aprovechamiento racional, equitativo, integral y coherente de sus potencialidades y recursos.”

Artículo 5°.


7. Del mismo señor diputado, para reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 5°.- La Política Nacional constituye el marco orgánico que orienta la determinación de los usos preferentes para los espacios marítimos, lacustres, fluviales y terrestres del Borde Costero del Litoral, buscando compatibilizar los intereses de los particulares con los derechos y necesidades de las comunidades costeras, especialmente locales, y del país, a través de los procesos de zonificación.”

Artículo 7°.


8. Del diputado Accorsi, para reemplazar el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 7°.- La zonificación del borde costero consiste en establecer los usos preferentes del Borde Costero, en todo el territorio nacional”.

9. de los diputados De Urresti, Meza y Teillier, para reemplazar, en todas las ocasiones que aparece la frase “uso preferente”, por la siguiente: “uso permitido”.

10. Del diputado Accorsi, para reemplazar el inciso final, por el siguiente:

“Los usos preferentes se determinarán teniendo en consideración los factores geográficos; elementos naturales y culturales; recursos existentes; centros poblados próximos o aledaños, e impactos económicos, sociales y ambientales de las actividades permitidas por tales usos. Asimismo, considerarán los planes de desarrollo regionales y comunales, y los instrumentos de planificación territorial vigentes.”

Artículo 8°.


11. De los diputados T De Urresti, Meza y Teillier. para:

a) Reemplazar en el inciso segundo, la expresión “deberá”, por “podrá”.


b) Eliminar la expresión “al menos”.
Artículo 9°.


12. De Urresti, Meza y Teillier, al número 1), para reemplazar, el punto y coma (;) por una coma (,) y agregar la siguiente frase final: “debiendo señalar siempre las condiciones de saturación”.
Artículo nuevo.


13. Del diputado Accorsi, para intercalar el siguiente artículo nuevo:

“Artículo 17 bis: Los proyectos de zonificación que recaigan en todo o parte sobre territorios costeros indígenas o de influencia indígena o en los que pueblos indígenas han desarrollado ancestralmente sus actividades o formas de vida, serán sometidos al proceso de consulta que establece el Convenio N°169 de la OIT.”.
Artículo 20.


14. De los diputados De Urresti, Meza y Teillier, para agregar, en el inciso tercero, la siguiente frase final, pasando el punto a parte a ser punto seguido: “También podrá convocar a diversas organizaciones sociales interesadas en la materia de conformidad a los plazos y procedimientos establecidos en el Reglamento.”

Artículo 23.


15. De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para:

a) Reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “el gobernador Marítimo”, por la siguiente: “el o los gobernadores Marítimos, según sea el caso”.

b) Eliminar en el inciso segundo, la coma (,) entre las expresiones “Nacional de Turismo” y “los alcaldes de las”.
Artículo nuevo


16. Del diputado Accorsi para agregar el siguiente artíaulo 26 bis:

“Artículo 26 bis.- Cuando la concesión pudiera recaer o afectar espacios costero marino de pueblos originarios regulados por la Ley 20.249, delimitados o en trámite de delimitación, se procederá a efectuar la consulta indígena regulada en el Convenio N°169 de la OIT.”

Artículo 28.


17. Del diputado Accorsi, para reemplazar el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 28.- La Concesión Marítima otorga a su titular el derecho de uso de los sectores comprendidos en el decreto respectivo y para el objeto autorizado en dicho decreto, el cual es oponible a terceros que carezcan de derechos sobre la misma zona. Asimismo, otorga al concesionario el derecho a conservarla y a no ser privado de ella, sino en virtud de las causales de término o de caducidad contempladas en las leyes y lo obliga a dar estricto cumplimiento a las obligaciones convencionales y legales que amparan la concesión y a proteger y conservar el medio ambiente y los recursos existentes en la zona de concesión.”.

18. Del diputado León, al inciso segundo, para eliminar la expresión “y otros”, y agregar entre las expresiones, “cables eléctricos y cables de telecomunicaciones” el vocablo “y”.
Artículo 30.


19. De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para reemplazar en el inciso segundo, la palabra “preferente”, por “permitidos”.
Artículo 32.


20. De los diputados De Urresti, Meza y Teillier, para:

a) Intercalar el siguiente inciso segundo:

“El beneficiario deberá presentar con la solicitud un plan de manejo que dé cuenta de aspectos esenciales del permiso, tales como, obras a ejecutar, obras de cierre y abandono, obras de reposición, así como el destino que tendrán los residuos que se generen durante su uso, cierre y abandono.”.

b) Agregar, el siguiente inciso final:

“La fiscalización del cumplimiento de esta norma estará a cargo del Ministerio de Bienes Nacionales”.
Artículo 33.


21 Del diputado Sandoval, para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión ““parcialmente”, la siguiente frase: “, siempre que cumplan con el mismo objeto para el cual fueron originalmente concedidas”.
Artículo 49.


22. De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para:

a) Reemplazar la letra h) por la siguiente:

“h) “La resolución de Calificación Ambiental del proyecto o el acto administrativo del Servicio de Evaluación Ambiental en el que se informa que el proyecto no es susceptible de ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, según sea el caso.”.

b) Agregar la siguiente letra i):

“i) los demás requisitos que establezca el reglamento”.
Artículo 52.


23. De los diputados De Urresti, Meza y Teillier para reemplazar la palabra preferente” por “permitido”.
Artículo 60.


24. Del diputado León, para agregar, antes del punto (.) aparte, la expresión: “correspondientes a lo fijado en su nivel de ejecución al Servicio de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante en el decreto con fuerza de ley N° 292, de 1953 y en el decreto ley N° 2.222, de 1978.”

Artículo 71


25.- Del diputado Sandoval, para sustituir la frase “sin más trámite y sin necesidad de notificación judicial previa”, por la siguiente “previa notificación judicial”.

c) Indicaciones Inadmisibles.

Artículo primero.

Se declararon inadmisibles las siguientes indicaciones a las disposiciones que regulan la Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas.
Artículo 6°.

1.- De la diputada Turres, para anteponer antes del punto (.) aparte, la siguiente frase: “y del Ministerio de Medio Ambiente” 

2.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier, para intercalar entre las expresiones “firma del” y “Ministro de Economía,” la siguiente frase: “Ministro de Medio Ambiente”. 
Artículo 26.

3.- Del diputado Sandoval, para agregar los siguientes incisos tercero y cuarto:

“Sin perjuicio de los dispuesto en el inciso anterior, las personas naturales, que sean poseedores materiales, durante el plazo de diez años, de terrenos emplazados dentro de la faja de 80 metros de ancho medidos desde la línea de playa, cuyo avalúo fiscal sea inferior a mil unidades tributarias, que carezcan de título inscrito y acrediten que no tienen juicio pendiente, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, la transferencia del dominio a título gratuito u oneroso de dichos terrenos.

En aquellos casos que no sea factible la transferencia del dominio mencionada en el inciso anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá ofrecer al solicitante, la posibilidad de adquirir otro terreno que reúna las mismas condiciones.”

Artículo 27.

4.- Del diputado León, para sustituir la frase “en otros órganos de la administración del Estado” por “a las gobernaciones marítimas”. 
Artículo 30.

5.- De los diputados De Urresti, Meza y Teillier, para reemplazar en el inciso segundo, la palabra “podrá” por “deberá”. 

6.- De los mismos señores, para reemplazar en el inciso segundo, la frase “el Ministerio podrá solicitar la opinión de la Comisión regional como requisito para su otorgamiento”, por la siguiente: “ésta será rechazada”. 
Artículo nuevo, 36 bis.

7.- Del diputado Accorsi para agregar el siguiente artículo 36 bis:


“Artículo 36 bis.- Las transferencias, arrendamientos o modificaciones de concesiones marítimas sólo serán autorizadas si el titular de la concesión acredita encontrarse exento de sanciones por eventos de contaminación marítima o incumplimientos a la legislación ambiental.”

Artículo 39.

8.- Del diputado Accorsi, para agregar el siguiente inciso final:

“En dicho proceso se preferirá en todo caso a aquel interesado que proponga un proyecto o actividad de mayor beneficio social y/o de menor impacto ambiental.”. 
Artículo 45.

9.- Del diputado Accorsi, para reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 45.- Sólo en casos excepcionales y por razones fundadas, podrá el Ministerio otorgar concesiones a título gratuito a favor de personas jurídicas de derecho público o privado que no persigan fines de lucro o de organizaciones de pescadores artesanales que carezcan de los medios económicos para solventarla.”.
Artículo 51.

10.- Del diputado Accorsi, para reemplazar el inciso segundo, por el siguiente:

 “La oposición sólo podrá fundarse, y sin que la enumeración siguiente sea taxativa, en algunas de las siguientes circunstancias:” 

11.- Del diputado Sandoval, al inciso segundo, para agregar el siguiente numeral 4):

 4) “Que exista peligro de daño ambiental sobre el área solicitada en concesión marítima.”. 


12.- Del diputado Accorsi, al inciso segundo, para agregar los siguientes numerales:

“4) Que en el área de concesión exista un área de manejo de recursos bentónicos autorizada o en trámite.

5) Que en el área de concesión exista un plan de manejo de recursos hidrobiológicos.

6) Que en el área de concesión exista aplicación de cualquier otro instrumento de gestión o conservación de recursos naturales.

7) Que en el área de concesión existan caladeros históricos de pesca.

8) Que en el área de concesión exista ejercicio de usos o prácticas ancestrales de pesca o reconocidas culturalmente.

9) Que en el área de concesión se ejerza otra actividad lícita amparada por la legislación con anterioridad a la solicitud de concesión.

10) Que en el área de la concesión se acredite el ejercicio de derechos históricos, consuetudinarios o ancestrales.

11) Que la actividad objeto de la concesión pueda generar potenciales efectos ambientales directos o indirectos sobre actividades aledañas a la zona de concesión”

Artículo 63.

13.- Del diputado Accorsi, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 63.- El Jefe de la División del Litoral, al conocer de una infracción, podrá aplicar multas en favor del Fisco de hasta el cien por ciento de la renta o tarifa anual de la concesión, por cada infracción y la caducidad de la concesión”. 
Artículo 66.

14.- Del diputado Accorsi, para agregar los siguientes numerales:

“10) Incumplimiento grave a las obligaciones que impone la concesión.


11) Daño o grave riesgo ambiental.”

ARTÍCULOS TRANSITORIOS.
Artículo 2°.

15.- Del diputado Accorsi, para reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 2°.- Facultase al Presidente de la República para modificar la Ley N° 19.548 para fijar la planta, planta transitoria y escalafón en extinción al personal afecto al DFL (G) N°1 de 1997, y los afectos al DL 249/74, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, dentro del plazo de 6 meses, contados desde la fecha de publicación de la presente Ley suscrito por el ministerio de Bienes Nacionales y el Ministerio de Hacienda.

En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada conformación y funcionamiento de las plantas que fije y en especial encasillar a los funcionarios afectos al DFL (G) N°1 a través del grado correspondiente al sueldo en posesión aumentado en un grado, y en el caso de los funcionarios afectos al DL N°249 a través de su grado de sueldo aumentado en un grado, los cargos, el número de cargos para cada grado y planta comenzando en el grado 4° del escalafón de Profesionales, grado 9° del Escalafón de Técnicos y grado 10° del Escalafón de Administrativos.


Respecto de los funcionarios afectos al DFL (G) N° 1 que se desempeñaban en el Departamento de Concesiones Marítimas en el escalafón de técnicos se encasillarán en un cargo en extinción Grado 7, de la escala de sueldos del DFL (G) N°1, adscritos a la Planta de Personal de la Subsecretaria de Bienes Nacionales.


Respecto de los funcionarios afectos al DFL (G) N° 1 que se desempeñaban en el Departamento de Concesiones Marítimas en el escalafón de Profesionales se encasillarán en la Planta de Profesionales en una planta transitoria con ascenso y se estará a lo dispuesto en la Ley N° 18.948.

Del mismo modo, los funcionarios afectos al DL N° 249, que se desempeñaban en el Departamento de Concesiones Marítimas en los respectivos escalafones serán encasillados en la planta permanente del Ministerio de Bienes Nacionales, Subsecretaria de Bienes Nacionales, en sus respectivos escalafones aumentado en un grado.

Respecto del personal que actualmente ostenta un cargo a contrata, serán encasillados en la planta del Ministerio de Bienes Nacionales, Subsecretaria de Bienes Nacionales, considerando un aumento de un grado en sus respectivos escalafones excepto en aquellos casos en que se encuentren en un grado tope de escalafón.”.
Artículo 3°.

16.- Del diputado Accorsi, para reemplazarlo, por el siguiente:

“Arículo 3°.- Los funcionarios traspasados desde la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas del Ministerio de Defensa Nacional, que al momento de entrar en vigencia esta norma se encontraren afectos al régimen previsional y remuneracional de las Fuerzas Armadas, continuarán rigiéndose por este para todos los efectos legales y reglamentarios. 

El encasillamiento derivado de la presente ley no será considerado ascenso para ningún efecto legal. 

Los cambios de grado que se produjeren por efectos del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y trienios que se estuvieren percibiendo; asimismo mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.”.
Artículos nuevos.

17.- Del diputado Accorsi, para agregar el siguiente artículo 4 bis transitorio:

 “Artículo 4° bis.- Los funcionarios traspasados y encasillados del Ministerio de Defensa Nacional, percibirán los beneficios acogidos por el programa de mejoramiento de la gestión asignados en la misma forma y porcentaje que actualmente gozan los funcionarios del Ministerio de Bienes Nacionales utilizando la mismo forma de cálculo dispuesta por las leyes 
N° 19.553, 19.618, 19.882 y 20.212, validado para todos los efectos previsionales.”


18.- De los diputados Accorsi, Hernández y Sandoval para agregar el siguiente artículo 6° bis:


“Artículo 6° bis.- Cuando se ha otorgado título de propiedad gratuito de sectores del borde costero, deberá considerarse que la concesión por uso del borde costero tendrá la misma gratuidad.”.
-o-


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, recomienda aprobar el siguiente 
PROYECTO DE LEY

Artículo primero.- Fíjase la siguiente ley sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas:
“Título I

Disposiciones Generales

Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley regulan el sistema de administración y zonificación del borde costero y el proceso de otorgamiento de concesiones marítimas.

Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entiende por: 

1) Borde costero del litoral o borde costero: Franja del territorio costero marítimo, que comprende los terrenos de playa, las playas, las rocas, el fondo de mar y las porciones de agua y, en general, el mar territorial de la República.

2) Política nacional del uso del borde costero del litoral o política nacional: Instrumento a través del cual el Presidente de la República, reconociendo y compatibilizando las distintas posibilidades que ofrece el borde costero del litoral, y las áreas concesibles de ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, establece los criterios generales y específicos para su aprovechamiento integral, equilibrado y armónico que permita conciliar las necesidades sociales, de desarrollo sustentable, económico, de uso sustentable de recursos naturales y de protección del medio ambiente, desde una perspectiva nacional, acorde con los intereses regionales, locales y sectoriales.

3) Zonificación del borde costero o zonificación: Proceso de ordenamiento y planificación del borde costero del litoral, cuyo objeto es establecer sus múltiples usos, expresados a través de la zonificación propiamente tal, en que los usos preferentes son indicados en un plano; o bien, a través de la planificación por condiciones, en que los usos preferentes quedan sujetos al cumplimiento de condiciones definidas en la memoria de la zonificación. Esta zonificación se utiliza como base para el otorgamiento de concesiones marítimas, en conformidad con lo dispuesto en la política nacional del uso del borde costero del litoral.

4) Catastro Nacional: Catastro Nacional de Concesiones Marítimas en el cual se registran las concesiones marítimas otorgadas, así como sus transferencias, modificaciones, prendas, término y caducidad.

5) Concesión marítima: Autorización de uso particular, otorgada por el Ministerio sobre sectores de terrenos de playa, de playa, de rocas, de fondo de mar y de porciones de agua del borde costero, y sobre sectores de playa, porción de agua y fondo en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas.

6) Concesión marítima mayor: Aquella cuyo plazo de otorgamiento excede de diez años o involucra una inversión superior a las 2.500 unidades tributarias mensuales, de acuerdo a la estimación que realice el Ministerio.

7) Concesión marítima menor: Aquella que se otorga por un plazo superior a un año y que no excede de diez años e involucre una inversión igual o inferior a las 2.500 unidades tributarias mensuales. 

8) Destinación marítima: Aquella concesión marítima otorgada a los órganos de la administración del Estado para el cumplimiento de un objeto determinado.

9) Permiso transitorio: Autorización temporal otorgada para ocupar sectores concesionables hasta por el plazo de un año. 

10) Fondo de mar, río o lago: Extensión de suelo comprendido desde la línea de más baja marea, aguas adentro, en el mar, y desde la línea de aguas mínimas en sus bajas normales, aguas adentro, en ríos o lagos.

11) Porción de agua: Espacio de mar territorial, río o lago, destinado a mantener cualquier elemento flotante estable.

12) Playa de mar: Extensión de tierra que las olas bañan y desocupan alternativamente hasta donde llegan en las más altas mareas.

13) Playa de río o lago: Extensión de suelo que bañan las aguas en sus crecidas normales hasta la línea de las aguas máximas.

14) Terreno de playa: Faja de terreno de propiedad del Fisco sometida al control, fiscalización y supervigilancia del Ministerio, de hasta 80 metros de ancho, medida desde la línea de la playa de la costa del litoral, sin considerar para efectos de esta medición los rellenos artificiales hechos sobre la playa o fondos de mar y sin perjuicio de la existencia de caminos, calles o plazas que puedan situarse dentro de su superficie. Los terrenos autorizados para rellenar artificialmente, en el borde costero y, en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, adquirirán la condición de terrenos de playa, susceptibles de ser entregados en concesión marítima, y deberán ser inscritos a nombre del Fisco, con excepción de aquellos amparados bajo la norma del N° 2 del artículo 10 de la ley N° 19.542.

Los terrenos de propiedad particular que, según sus títulos, deslinden con sectores de terreno de playa, o con la línea de la playa de la costa del litoral o de la ribera en los ríos o lagos, no son terrenos de playa. En aquellos títulos de dominio particular que señalan como deslinde el mar, el Océano Pacífico, la marina, la playa, la bahía, el río, el lago, la ribera, la costa, u otras expresiones análogas, debe entenderse que este deslinde se refiere a la línea de la playa.

15) Línea de playa: Aquella que señala el deslinde superior de la playa hasta donde llegan las olas en las más altas mareas, determinada por resolución de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.

16) Línea de aguas máximas en ríos y lagos: Es el nivel hasta donde llegan las aguas en los ríos o lagos, en sus crecientes normales de invierno y verano, determinada conforme a las instrucciones establecidas por la autoridad competente que determine el reglamento.

17) Mejora: Cualquiera clase, tipo o naturaleza de obra, construcción, o instalación que se realice sobre un bien nacional de uso público o fiscal.

18) Mejora fiscal: Las mejoras introducidas por el concesionario, que al término de la concesión marítima, por cualquier causal, no puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de ellas mismas, y las obras o construcciones que se ejecuten sin encontrarse amparadas por una concesión.

19) Ministerio: Ministerio de Bienes Nacionales.

20) Comisión Nacional: Comisión Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral.

21) Comisión Regional: Comisión Regional del Uso del Borde Costero del Litoral.

22) División: La División de Litoral del Ministerio de Bienes Nacionales.

23) Secretaría Regional Ministerial: Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales.


24) Autoridad Marítima: Se entenderá por ella a cualquiera de los siguientes organismos; el Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante; los Gobernadores Marítimos y los Capitanes de Puerto.

TÍTULO II

De la Administración del Borde Costero del Litoral
Párrafo 1º

De la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral

Artículo 3º.- Corresponderá al Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Bienes Nacionales, fijar la política nacional de uso del borde costero del litoral.

Artículo 4°.- La política nacional, tiene por finalidad favorecer el desarrollo armónico y sustentable del borde costero como parte del territorio nacional, integrado por su dimensión oceánica, lacustre, fluvial, y terrestre, compatibilizando los múltiples usos que en él se desarrollan, con miras a lograr un efectivo ejercicio de los derechos soberanos de Chile en sus aguas jurisdiccionales, una protección y un aprovechamiento integral y coherente de sus potencialidades y recursos.


Artículo 5°.- La política nacional constituye el marco orgánico que orienta la determinación de los usos preferentes para los espacios marítimos, lacustres, fluviales y terrestres del borde costero del litoral, buscando compatibilizar los derechos de los particulares con los derechos y las necesidades de la comunidad y del país, a través de los procesos de zonificación.

Párrafo 2º

De la Zonificación del Borde Costero

Artículo 6°.- La zonificación del borde costero, será establecida por el Presidente de la República, a propuesta del Ministerio de Bienes Nacionales mediante decreto supremo, expedido por dicho Ministerio que llevará además la firma de los Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Medio Ambiente.

Artículo 7°.- La zonificación consiste en establecer para cada región los usos preferentes del borde costero, en los territorios que no se encuentran regulados por los instrumentos de planificación territorial de carácter comunal e intercomunal, a que se refiere la Ley General de Urbanismo y Construcciones, a objeto de establecer los criterios de uso preferente para el otorgamiento de las concesiones marítimas. 

En la zonificación propiamente tal, los usos preferentes se consignarán en un plano. Tratándose de la planificación por condiciones, además, los usos preferentes quedarán sujetos al cumplimiento de las condiciones definidas en la memoria de zonificación.

Los usos preferentes se determinarán teniendo en consideración los factores geográficos; elementos naturales y culturales; recursos existentes; centros poblados próximos o aledaños, e impactos económicos, sociales y ambientales de las actividades permitidas por tales usos. Asimismo, considerarán los planes de desarrollo regionales y comunales. 

Artículo 8°.- La zonificación buscará compatibilizar los usos posibles del borde costero, en términos que, junto con promover el desarrollo económico y social del mismo, permita su armónica y sustentable utilización, precaviendo posibles requerimientos futuros. 

Para estos efectos, toda zonificación deberá considerar al menos áreas apropiadas para cada uno de los siguientes usos:

1) Puertos, instalaciones portuarias e industrias de similares características;

2) Actividades industriales, económicas y de desarrollo, tales como el turismo, la pesca artesanal e industrial, la acuicultura, la industria pesquera, la minería y la energía;

3) Áreas de uso preferentemente público para fines de acceso, tránsito, recreación, deporte o esparcimiento de la población y pesca recreativa; y 

4) Áreas de protección ambiental, de acuerdo con la legislación vigente.

El Presidente de la República, mediante decreto supremo que llevará las firmas de los ministros de Bienes Nacionales y de Defensa Nacional, podrá definir áreas de interés estratégico con el fin de resguardar los intereses generales de la Nación, sobre las cuales no se otorgarán concesiones marítimas.

Artículo 9°.- La zonificación estará conformada por los siguientes documentos:

1) Una memoria explicativa que contendrá todos los antecedentes que sirvieron de base a las proposiciones de definición de zonificación y los objetivos, metas y prioridades de la misma, así como el detalle de las condiciones exigidas a los proyectos: y 

2) Los planos, que expresen gráficamente las disposiciones sobre zonificación. 

Para los efectos de la aprobación, modificación y aplicación de la zonificación, se entiende que la memoria explicativa y los planos forman parte de aquella. 

Artículo 10°.- Corresponderá a la Comisión Nacional la supervisión de los procesos de zonificación, debiendo establecer la metodología, los parámetros y las características específicas que deberá contemplar el instrumento de zonificación, en concordancia con la política nacional y con consulta a la instancia regional respectiva.

Artículo 11.- El proyecto de zonificación será elaborado por el gobierno regional respectivo, con la participación de sus respectivos órganos técnicos competentes y deberá considerar los siguientes contenidos, documentos y antecedentes que le sirvan de sustento:

1) Zonificación propuesta y/o definición de condiciones, según proceda, y cartografía asociada.

2) Objetivos de la zonificación propiamente tal y sus fundamentos técnicos, económicos y sociales que justifican la distribución espacial para satisfacer los distintos usos preferentes que conforme al artículo 8°, deben ser definidos;

3) Objetivos de la planificación por condiciones, y sus fundamentos técnicos, económicos y sociales que justifican dicha propuesta y la forma en que posibilita el desarrollo de proyectos en los usos señalados en el artículo 8°, cuando corresponda;

4) Informe ambiental para la evaluación ambiental estratégica;

5) Correspondencia con la política nacional del uso del borde costero;

6) Antecedentes bibliográficos, y

7) Estudios e investigaciones realizados. 

El proyecto de zonificación será expuesto a la Comisión Regional para su conocimiento, la cual dispondrá de un plazo de sesenta días para aprobarlo o hacer observaciones. Si en dicho plazo la Comisión no emite informe, se entenderá para todos los efectos que su opinión es favorable al proyecto.

Artículo 12.- El proyecto de zonificación, informado favorablemente por la Comisión Regional, será sometido a consideración del consejo regional, el cual tendrá un plazo de cuarenta y cinco días para emitir su opinión. Si en dicho plazo el consejo regional no emite su informe, se entenderá para todos los efectos que su opinión es favorable al proyecto.

Artículo 13.- El proyecto de zonificación, informado favorablemente por el consejo regional, será sometido por el gobierno regional al proceso de evaluación ambiental estratégica, de conformidad con lo establecido por los artículos 7° bis y siguientes de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

Concluido el proceso de evaluación ambiental estratégica, el gobierno regional remitirá el proyecto de zonificación, conjuntamente con sus antecedentes justificativos y la información exigida por el artículo 7° quáter, de la citada ley N° 19.300, para conocimiento y aprobación por la Comisión Nacional. 

Artículo 14.- La secretaría técnica de la Comisión Nacional, dentro del plazo de treinta días, contado desde la recepción de los antecedentes, revisará el proyecto de zonificación pronunciándose sobre su ajuste a la política nacional del y sobre eventuales defectos e inconsistencias que pueden haberse producido en el proceso de elaboración.

Si la secretaría técnica estima que el proyecto definitivo de zonificación no se ajusta a la Política Nacional, o adolece de defectos o inconsistencias, lo devolverá con sus antecedentes al gobierno regional, con copia a la Comisión Regional para que se proceda a subsanar los defectos advertidos.

El proyecto de zonificación corregido por el gobierno regional será expuesto a la Comisión Regional, en la medida que introduzca cambios de consideración. La Comisión Regional deberá emitir un nuevo informe sobre el mismo en el plazo de treinta días. Si en dicho plazo la Comisión Regional no emite su informe, se entenderá para todos los efectos que su opinión es favorable al proyecto.

Artículo 15.- El proyecto de zonificación corregido, será revisado nuevamente por la secretaría técnica de la Comisión Nacional, la que en un periodo de treinta días deberá evaluar si se ajusta a la política nacional. de uso del borde costero. 

Si no se ajustara, se deberá repetir el trámite antes expuesto. En caso de que el proyecto de zonificación corregido y evaluado favorablemente por la secretaria técnica de la Comisión Nacional introduzca cambios esenciales o sustantivos respecto del proyecto de zonificación original, los mismos deberán someterse a la evaluación ambiental estratégica a que se refiere el artículo 13. 

Artículo 16.- El proyecto definitivo de zonificación evaluado favorablemente por la secretaría técnica, será remitido por el Ministerio de Bienes Nacionales para ser sometido a consideración del Presidente de la República para su decisión.

Artículo 17.- Las modificaciones a la zonificación del borde costero se sujetarán al procedimiento regulado en este título, considerándose el proyecto de modificación, para todos los efectos, como un nuevo proyecto de zonificación, en cuyo caso se discutirá solo los aspectos a modificar.

Párrafo 3º

De la Comisión Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral

Artículo 18.- La comisión nacional es el órgano asesor del Presidente de la República en las materias relacionadas con el desarrollo del borde costero, correspondiéndole la elaboración y propuesta de la política nacional de uso del borde costero del litoral, así como de los planes y acciones que la impulsen.

Artículo 19.- En relación con la política del borde costero y los procesos de zonificación, corresponderá a la Comisión Nacional:

1) Elaborar un informe para la evaluación, al menos cada dos años, de la política nacional, y proponer los ajustes que correspondan;

2) Formular proposiciones, recomendaciones y opiniones a las autoridades encargadas de estudiar y aprobar las diversas zonificaciones, a fin de que exista coherencia en el uso del borde costero;

3) Recopilar estudios que los órganos de la administración del estado y otros organismos e instituciones particulares realicen sobre el borde costero;

4) Proponer y procurar soluciones a los conflictos o discrepancias que respecto de la determinación, modificación o adecuación de los usos preferentes de los sectores del borde costero, le presenten o promuevan las comisiones u organismos regionales de coordinación o de planificación;

5) Servir de instancia de coordinación de las acciones que proyecten o ejecuten los distintos organismos de la administración, nacional y regional, que afecten o tengan relación con el uso de los espacios terrestres o marítimos incluidos dentro de la Política Nacional sobre la materia; 

6) Pronunciarse sobre las propuestas de zonificación enviadas por los gobiernos regionales, en los casos en que dichas propuestas sean sometidas a su consideración por la secretaría técnica, y solicitar a dicha secretaría su modificación cuando ellas no se ajusten a la política nacional, o adolezcan de inconsistencias o defectos; y 

7) El control superior de los procesos de zonificación en conformidad con el artículo 10. 


Artículo 20.- La Comisión Nacional estará presidida por el Ministro de Bienes Nacionales e integrado por los ministros del Interior; de Defensa; de Economía, Fomento y Turismo ; de Medio Ambiente; de Energía; de Obras Públicas; de Vivienda y Urbanismo; de Transporte y Telecomunicaciones; y de Desarrollo Social.

En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso anterior.

Podrán participar en las sesiones de la Comisión Nacional, con derecho a voz, los subsecretarios de Bienes Nacionales, de Desarrollo Regional, del Ministerio del Interior, de Vivienda y Urbanismo, de Pesca, de Medio Ambiente, de Turismo, y el Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.

La comisión podrá convocar funcionarios de otros ministerios y servicios así como a representantes de la sociedad civil, si lo estimare conveniente para su buen desempeño.

Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que esta les solicite.

Artículo 21.- La Comisión Nacional se reunirá trimestralmente en sesiones ordinarias. Su presidente, de propia iniciativa o a petición de otro de sus miembros, podrá convocar a sesiones extraordinarias.

El quórum mínimo para sesionar será de cinco miembros integrantes y los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los asistentes. En caso de empate, dirimirá el voto del Presidente o de quien haga sus veces.

Los acuerdos adoptados se formalizarán mediante resolución del presidente de la comisión nacional. 

Artículo 22.- La Comisión Nacional tendrá una secretaría técnica, con la función de recabar los antecedentes necesarios para el ejercicio de las atribuciones que corresponden a la Comisión Nacional, en lo relativo a la fijación de la política nacional y sus modificaciones, y al proceso de zonificación. El Ministerio de Bienes Nacionales proporcionará los medios materiales para su funcionamiento.

Para el mejor desempeño de sus funciones, la secretaría técnica, previo aviso a la Comisión Nacional, podrá convocar a profesionales y expertos de ministerios u otros servicios públicos, así como a representantes del sector privado.

La Comisión Nacional y la secretaría técnica tendrán la organización interna y demás funciones que determine el reglamento y dictarán sus propias normas de funcionamiento en atención a las disposiciones que se fijen en dicho reglamento.
Párrafo 4º

De las Comisiones Regionales del Uso del Borde Costero

Artículo 23.- Las comisiones regionales de uso del borde costero tendrán como función principal la de proponer a la Comisión Nacional las acciones tendientes a impulsar en la respectiva región, la política nacional aprobada por el Presidente de la República y pronunciarse sobre las propuestas de zonificación del borde costero regional que el intendente les exponga. 


Cada Comisión Regional estará integrada por el Intendente Regional, que la presidirá; los secretarios regionales ministeriales de Bienes Nacionales, que será el Secretario Ejecutivo; de Economía, Fomento y Turismo; de Desarrollo Social; de Obras Públicas; de Vivienda y Urbanismo; de Transportes y Telecomunicaciones; de Energía; de Medio Ambiente; los alcaldes de las comunas costeras de la región y dos consejeros regionales elegidos por el Consejo Regional.

Podrán participar, con derecho a voz, todos los representantes de las instituciones públicas y de la sociedad civil que el Presidente de la Comisión convoque, según lo estime conveniente para su buen desempeño.

En relación con la política del borde costero y los procesos de zonificación, corresponderá a las comisiones regionales:

1) Elaborar, a través de su secretaría ejecutiva, un informe anual dirigido a la Comisión Nacional, sobre el proceso de implementación de la política nacional de uso del borde costero en la región, incluyendo las sugerencias de ajuste que le parezcan necesarias; 

2) Pronunciarse sobre el proyecto de zonificación del borde costero regional y las eventuales modificaciones a la zonificación vigente o en proceso de aprobación que le exponga el Gobierno Regional;

3) Emitir opinión sobre las solicitudes de concesiones marítimas, que el Ministerio someta a su consideración. 

Estas comisiones se reunirán trimestralmente en sesiones ordinarias. Su presidente, de propia iniciativa o a petición de otro de sus miembros, podrá convocar a sesiones extraordinarias.

El quórum mínimo para sesionar será de la mayoría de sus miembros integrantes y los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los asistentes. En caso de empate, dirimirá el voto del presidente o de quien haga sus veces.

Las comisiones regionales, tendrán las demás funciones que determinen esta ley y el reglamento. Los acuerdos adoptados por la comisión se formalizarán mediante resolución de la secretaría ejecutiva.
.
Artículo 24.- La Comisión Regional tendrá una secretaría ejecutiva, a cargo del Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales, quien será su secretario ejecutivo, el que se relacionará directamente con el intendente regional, actuando como ministro de fe de la Comisión Regional, y coordinará el funcionamiento de esta y su relación con el Gobierno Regional.


Artículo 25.- En lo relacionado con la política del borde costero y los procesos de zonificación, corresponderá al Gobierno Regional:

1) Recopilar y aportar los antecedentes requeridos por la Comisión Regional para la elaboración del informe anual, que esta debe enviar a la Comisión Nacional, sobre el proceso de implementación de la política nacional;

2) Elaborar el proyecto de zonificación de la región y las eventuales modificaciones a la zonificación vigente o en proceso de aprobación;

3) Preparar los antecedentes para someter a la evaluación ambiental estratégica el proyecto de zonificación y sus eventuales modificaciones;

4) Enviar el proyecto de zonificación, una vez evaluado ambientalmente, a la secretaría técnica de la Comisión Nacional, a fin de que esta se pronuncie sobre su concordancia con la política nacional del borde costero y respecto de inconsistencias o errores producidos en el proceso de elaboración;

5) Elaborar las modificaciones que sea necesario introducir al proyecto de zonificación como resultado de las observaciones formuladas por la Comisión Nacional;

6) Someter a la consideración de la Comisión Nacional el proyecto definitivo de zonificación; y

7) Mantener en coordinación con el Sistema Nacional de Coordinación de Información Territorial un sistema de información actualizada de la cartografía de la región; datos demográficos; inversión regional por sectores económicos; empleo, exportaciones regionales por sectores económicos, y estudios que se hubieren realizado sobre los recursos naturales de la región y su estado de conservación. 

Para el cumplimiento de estas funciones la secretaría técnica de la Comisión Nacional deberá asesorar a los equipos profesionales y técnicos del Gobierno Regional. 
TÍTULO III

Del Régimen de Concesiones Marítimas
Párrafo 1º

De las Concesiones Marítimas, de las Destinaciones y de los Permisos
de Carácter Transitorio

Artículo 26.- Al Ministerio le corresponde conceder el uso particular en cualquier forma sobre bienes nacionales situados en el borde costero o en ríos y lagos navegables por buques de más de cien toneladas, conforme a las disposiciones de esta ley y del reglamento, sin perjuicio de las facultades que competen al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo respecto de concesiones de acuicultura, según lo previsto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, y lo dispuesto en la ley N° 20.249 que crea el Espacio Costero Marítimo de los Pueblos originarios.

En caso alguno podrá el Ministerio enajenar aquellos terrenos de playa emplazados dentro de una faja de 80 metros de ancho medidos desde la línea de la playa. Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la ley N° 20.062.

Artículo 27.- Las concesiones marítimas se otorgan mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio y autorizan la ocupación de sectores específicos singularizados en el mismo decreto.

Las concesiones de acuicultura se regirán por las disposiciones especiales contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura. 

No obstante lo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales, por motivos calificados que dificulten su accionar en determinadas zonas del país, podrá delegar las facultades de otorgamiento de permisos transitorios en otros órganos de la administración del Estado, precisando en la resolución respectiva las áreas a las que se refiere la delegación y el tiempo de duración de la misma, todo ello en la forma que determine el reglamento.

Artículo 28.- La concesión marítima otorga a su titular el derecho de uso de los sectores comprendidos en el decreto respectivo y para el objeto autorizado en dicho decreto, el cual es oponible al Estado y a cualquier persona. Asimismo, otorga al concesionario el derecho a conservarla y a no ser privado de ella, sino en virtud de las causales de término o de caducidad contempladas en esta ley.

Lo dispuesto en el inciso anterior no obsta a la facultad del Ministerio para autorizar dos o más concesiones respecto de un mismo sector para amparar tendidos de infraestructura, tales como, emisarios, cañerías de aducción y de descarga de agua de mar, cañerías conductoras, cables eléctricos, cables de telecomunicaciones y otros, siempre que estos no afecten, impidan o dificulten considerablemente las actividades amparadas por la concesión marítima vigente.

Artículo 29.- La concesión se otorga por un plazo de duración que no podrá exceder de treinta años, según se trate de una concesión marítima mayor, o de diez años, si se trata de una concesión marítima menor, sin perjuicio de la renuncia que de ella puede hacer su titular o de su término anticipado como consecuencia de incurrir este en alguna causal de terminación o caducidad.

Artículo 30.- La solicitud de concesión marítima deberá justificar que el objeto para el cual se pide cumple con los criterios de zonificación establecidos para ese sector.

Con todo, tratándose de solicitudes de concesiones respecto de sectores del borde costero en que no exista zonificación o instrumento de planificación territorial comunal o intercomunal, o cuando el uso para el que se solicita no sea uno de aquellos usos preferentes según la zonificación vigente, el Ministerio podrá solicitar la opinión de la Comisión Regional como requisito para su otorgamiento.

Artículo 31.- Mediante decreto supremo podrá el Ministerio, asimismo, conceder destinaciones marítimas sobre sectores susceptibles de ser entregados en concesión marítima.

Los bienes destinados deberán ser empleados exclusivamente en el objeto para el cual se solicitaron. El Ministerio fiscalizará el empleo debido que se dé a estos bienes, pudiendo poner término a la destinación en caso que dicho objeto, por cualquier circunstancia, no se esté cumpliendo.

Artículo 32.- El Ministerio, mediante resolución fundada, previo informe de la Autoridad Marítima, en los términos que determine el reglamento y por un plazo que no podrá exceder de un año, podrá otorgar permisos transitorios para:

1) Extraer materiales varios que se encuentren situados en sectores de bienes nacionales de uso público y bienes fiscales; 

2) La instalación temporal de carpas u otras construcciones desarmables, de avisos de propaganda, de boyas y atracaderos para embarcaciones menores, de colectores de semillas, de balsas para bañistas y boyarines destinados a delimitar áreas de recreación;

3) La ocupación anticipada de sectores solicitados en concesión marítima, para efectuar estudios relacionados con el destino que se pretende darle, en tanto se tramita el correspondiente decreto y sin que ello pueda comprometer la decisión del Estado para otorgar o denegar la solicitud de concesión.

El beneficiario del permiso de carácter transitorio es el único responsable con respecto a los trabajos que se realicen al amparo del mismo, así como respecto de los eventuales daños o perjuicios que pudieran irrogarse a terceros, quedando liberado el Fisco de toda responsabilidad.


Al expirar el plazo del permiso, el beneficiario deberá retirar las obras amparadas por el mismo, dejando el sector en las mismas condiciones en las que se encontraba con anterioridad a su otorgamiento. 
Párrafo 2°

De la Transferencia, Arrendamiento, Transmisión, Modificación y Constitución en Prenda Especial de las Concesiones Marítimas

Artículo 33.- Las concesiones marítimas podrán ser transferidas a terceros o arrendadas, total o parcialmente. La transferencia o el arrendamiento deberán constar en escritura pública y solo producirán efecto a partir de la fecha de su inscripción en el Catastro Nacional y por el plazo que restaba a la concesión cedida o transferida. 

En virtud de la escritura pública de transferencia o de arrendamiento debidamente inscrita, el cesionario o arrendatario se subrogará al cedente o arrendador en todas y cada una de las obligaciones y derechos de la concesión marítima. 

El cesionario o arrendatario acreditarán su titularidad sobre la concesión con el certificado de inscripción dado por el jefe del Catastro Nacional. 

Artículo 34.- Las concesiones marítimas serán transmisibles por causa de muerte. En este evento, los sucesores de la concesión deberán presentar a la División copia autorizada del certificado de posesión efectiva, y de su inscripción en el conservador de bienes raíces respectivo, cuando corresponda, para efectos de proceder a su inscripción en el catastro a que se refiere el artículo anterior. Solo a partir de la fecha de esta inscripción, los sucesores de la concesión marítima podrán disponer de ella, debiendo hacerlo de consuno.

Artículo 35.- Las concesiones marítimas podrán ser modificadas en cuanto a su objeto, plazo y superficie, y renovadas, previa autorización por decreto supremo del Ministerio.

Será aplicable a las solicitudes de modificación de las concesiones lo dispuesto en el artículo 30.

Las solicitudes de modificación de concesión marítima que contemplen un aumento de superficie, podrán ser preferidas a otras peticiones de concesión sobre los nuevos sectores, cuando dichas solicitudes tengan por finalidad ampliar las instalaciones previstas en el mismo objeto de la concesión, representando un mayor beneficio fiscal o interés social y siempre que el concesionario haya dado cumplimiento a las obligaciones establecidas en el respectivo decreto.

En el caso de renovación de una concesión, el decreto que la otorgue establecerá el nuevo plazo por el que se otorga, pudiendo este ser superior al original cuando se acredite que el valor de la inversión ha aumentado. 

Las solicitudes de renovación de concesión podrán ser tramitadas sin licitación previa, siempre que se hubieren formulado antes del vencimiento de la concesión que se solicita renovar, que no exista otra solicitud sobre el área concedida que represente un mejor uso del borde costero de acuerdo con la política nacional, y que el concesionario haya dado cumplimiento a las obligaciones impuestas en el respectivo decreto.

Respecto de la renovación de las concesiones que se hayan otorgado al interior del recinto portuario de una empresa portuaria estatal creada por la ley N° 19.542, se requerirá además un informe favorable de esta. 

Artículo 36.- El derecho que emana de la concesión marítima podrá ser constituido en prenda especial, en los términos de la ley N° 20.190, y sin necesidad de autorización previa por el Ministerio para garantizar cualquier obligación que se derive directa o indirectamente de la ejecución del proyecto o de la concesión. La prenda así constituida, deberá inscribirse en el Registro de Prendas del Catastro Nacional y anotarse al margen de la inscripción de la concesión.

En el caso de hacerse efectiva la caución, la adjudicación de la concesión marítima al nuevo adquirente deberá constar en escritura pública y una vez inscrita en el aludido Catastro Nacional se entenderá transferida en los mismos términos del artículo 33.

Párrafo 3°

De la Oposición y de la Licitación de Concesiones Marítimas

Artículo 37.- No podrá otorgarse concesión marítima o deberá dejarse sin efecto, cuando terceros acrediten derechos adquiridos a cualquier título legítimo sobre la superficie objeto de la concesión, o en parte de esta, siempre que impida, obstaculice o sea incompatible con el libre ejercicio de tales derechos.

Artículo 38.- Los terceros que estimen que sus derechos pueden verse afectados por una solicitud de concesión marítima, podrán deducir oposición a la misma, en los términos y de acuerdo al procedimiento regulado en el párrafo 6° de este Título.

Artículo 39.- En caso que dos o más interesados soliciten concesión marítima en todo o en parte, sobre un mismo sector, el Ministerio podrá realizar una licitación pública para adjudicar la concesión, en los términos regulados por el artículo 54. Asimismo, el Ministerio podrá realizar de oficio una licitación pública para adjudicar la concesión cuando lo estime conveniente a los intereses fiscales. 

La adjudicación de la licitación pública será resuelta por el Ministerio en el plazo máximo de tres meses, contado desde la fecha de la apertura de las ofertas.

Párrafo 4°

De las Rentas y Tarifas Aplicables a las Concesiones Marítimas

Artículo 40.- Todo concesionario pagará, por semestres o anualidades anticipadas, según lo determine el respectivo decreto supremo, una renta mínima equivalente al dieciséis por ciento anual del valor de tasación de los sectores de terrenos de playa y de playa, practicada, en cada caso, por la oficina del Servicio de Impuestos Internos competente.

La extensión de fondo de mar, río o lago ocupada en cualquiera forma y que no esté gravada con tarifas especiales, pagará una renta anual igual a la que corresponda a la playa o terrenos de playa contiguos. Las mejoras fiscales comprendidas en una concesión marítima pagarán una tarifa anual equivalente al diez por ciento del avalúo comercial de las mejoras, según tasación que practicará la respectiva oficina del Servicio de Impuestos Internos.

Cualquier otra concesión marítima que por su objeto no le sea aplicable la modalidad de pago señalada en el inciso primero precedente, pagará por semestres o anualidades la tarifa anual que determine el reglamento.

La concesión marítima que cambie su objeto o sus características, deberá modificar consecuentemente la renta y tarifa, según proceda.

Los permisos de carácter transitorio, pagarán la tarifa que determine el reglamento. 

Artículo 41.- Las concesiones que se otorguen a las organizaciones de pescadores artesanales legalmente constituidas, en aquella parte en que no comprendan el uso de infraestructura portuaria fiscal de apoyo a la pesca artesanal, u obras de este tipo, construidas para dichas organizaciones, pagarán por concepto de tarifa la respectiva cantidad anual reducida en un cincuenta por ciento respecto del monto normal que corresponda.

Artículo 42.- Las rentas y tarifas se pagarán en la Tesorería Provincial o en cualquier banco o institución autorizados para recaudar tributos en los meses de enero o julio de cada año, según corresponda. Siempre se pagará como mínimo la renta o la tarifa correspondiente a un semestre completo, sin importar la fecha de inicio o término de la concesión.

Artículo 43.- Las rentas y tarifas serán fijadas en el acto administrativo respectivo, en unidades tributarias mensuales, debiendo pagarse por anualidad o semestre anticipado, en moneda corriente, de acuerdo con el valor de ellas a la fecha de pago. 

Artículo 44.- En caso de término anticipado o declaración de caducidad de la concesión, el Fisco descontará de las rentas y tarifas pagadas en exceso, todos los gastos en que haya debido incurrir una vez efectuada la entrega de los bienes concesionados, restituyendo el saldo una vez efectuados los referidos descuentos, en la forma que determine el reglamento.

Artículo 45.- Solo en casos excepcionales y por razones fundadas, podrá el Ministerio otorgar concesiones a título gratuito en favor de personas jurídicas de derecho público o privado que no persigan fines de lucro. 

Las concesiones marítimas que gocen de gratuidad no podrán ser transferidas ni entregadas en arrendamiento.
Párrafo 5°

De las Garantías a ser Constituidas por los Concesionarios

Artículo 46.- Los beneficiarios de concesiones marítimas que comprenden el uso de mejoras fiscales deben asumir la obligación de conservarlas en la forma que determine el decreto respectivo. Sin perjuicio de la responsabilidad que según las normas generales les corresponda por pérdida, daño o destrucción de aquellas deberán constituir una garantía a favor del Fisco, en boleta bancaria o póliza de seguro, por un monto equivalente a la tarifa anual de la mejora fiscal, sin considerar las franquicias que los beneficien, para responder de los deterioros no derivados de su uso natural. Esta garantía podrá hacerse efectiva a la expiración de la concesión marítima, previa calificación de los deterioros que haga la División. Si luego de solventados los gastos de reparación de las mejoras fiscales hubiera excedentes, estos serán devueltos al concesionario. El monto de la garantía deberá corresponder en todo momento a la tarifa anual vigente de la mejora fiscal y los documentos que la constituyen deberán permanecer en custodia del Ministerio.

En el caso de las concesiones gratuitas, esta garantía se determinará de acuerdo con la renta que hubiera debido cobrarse.


No obstante, en las concesiones a cualquier título otorgadas a personas jurídicas sin fines de lucro, será facultad del Ministerio eximirlas de la obligación de constituir la garantía, por razones fundadas, sin perjuicio que el concesionario deberá manifestar en la escritura pública a que se reduzca el decreto de concesión, su compromiso de indemnizar cualquier riesgo o daño que sufran las mejoras.

Artículo 47.- Todo concesionario cuyo proyecto considere obras o construcciones en el lugar otorgado en concesión, deberá constituir, previo a la reducción a escritura pública del decreto respectivo, una garantía a favor del Fisco para caucionar la ejecución de dichas obras o construcciones, consistente en una boleta bancaria o póliza de seguro a la orden del Ministerio, por el equivalente al cinco por ciento del presupuesto de la obra o construcción, la que deberá mantener vigente por un período igual al plazo de la concesión marítima más 6 meses. Al término de la ejecución de las obras o construcciones, el concesionario reemplazará dicha garantía por otra en iguales términos y porcentajes, calculada esta vez sobre el monto de la tasación comercial de las obras o construcciones practicadas por el Servicio de Impuestos Internos. Esta nueva garantía deberá ser entregada al Ministerio dentro del plazo de noventa días, contados desde la fecha de término de las obras o construcciones.

La garantía tendrá por finalidad cubrir el costo de retiro de las obras o construcciones adheridas al suelo que quedaren instaladas o sin retirar al término o caducidad de la concesión marítima, como asimismo de todos aquellos gastos inherentes a la operación de la concesión, cuyo pago se encuentre pendiente. 

El Ministerio recibirá la garantía y la mantendrá en custodia. En caso de que el concesionario, a su costo, restituya el lugar concesionado en las condiciones originales o la División disponga la permanencia de las mejoras introducidas, se le devolverá la garantía. No obstante, en las concesiones a cualquier título. otorgadas a personas jurídicas sin fines de lucro, será facultad del Ministerio eximirlas de la obligación de constituir la garantía, por razones fundadas, sin perjuicio que el concesionario deberá manifestar en la escritura pública a que se reduzca el decreto de concesión, su compromiso de indemnizar el costo y los gastos aludidos en el inciso segundo de este artículo. Todo concesionario tiene la obligación de comunicar por escrito al Ministerio, para el evento que desee proceder a la construcción o instalación de elementos fijos adheridos al suelo, siempre que no impliquen la modificación o ampliación de la respectiva concesión.

En el caso de transferencias o arriendos de las concesiones las garantías señaladas en este párrafo, solo serán devueltas al respectivo cedente o arrendador, una vez que el nuevo adquirente o arrendatario entregue garantías idénticas a las entregadas por el cedente o arrendador, según corresponda. En tanto ello no ocurra, las garantías que se mantengan en poder del Ministerio garantizarán los incumplimientos del cesionario o arrendatario.

El reglamento regulará los términos de las boletas bancarias o pólizas de seguro que se ofrezcan en garantía y podrá establecer montos mínimos y máximos de las mismas para los casos en que esta ley ordene calcular el monto de ellas en función de las obras o construcciones comprometidas.
Párrafo 6º

Del Procedimiento

Artículo 48.- Las solicitudes de concesión marítima deberán ser presentadas por el interesado en la secretaría regional ministerial de la región correspondiente a la ubicación de los sectores a ser solicitados en concesión, o ante el Ministerio, si el proyecto abarca dos o más regiones, y se tramitarán de conformidad con las actuaciones que contempla el reglamento, hasta su otorgamiento a través del correspondiente decreto supremo, o su denegación por resolución fundada del Ministro.

Artículo 49.- Los interesados en la obtención de una concesión marítima presentarán una solicitud dirigida al Ministro, conjuntamente con los siguientes antecedentes:

1) Una memoria explicativa del proyecto que se desee desarrollar, la cual deberá contener, en la forma que determine el reglamento, lo siguiente: 

a) El nombre o razón social del solicitante, nacionalidad, profesión, rol único tributario, domicilio, correo electrónico y, en el caso de las personas jurídicas, los antecedentes de su representante legal;

b) Región, provincia, comuna y lugar en que se encuentran situados los sectores solicitados en concesión;

c) Superficie de los sectores solicitados en concesión;

d) El objeto de la concesión y las razones por las cuales dicho objeto representa un uso razonable para el sector sobre el que se pide la concesión;

e) La forma en que dicho objeto se enmarca dentro de la zonificación del borde costero, si ella se encuentra establecida; o la forma en que dicho objeto se enmarca dentro de los usos o condiciones establecidos en los planes reguladores comunales o intercomunales, según corresponda, en los casos en que existan dichos instrumentos de planificación;

f) La proporcionalidad entre el proyecto a desarrollar y la superficie solicitada;

g) La circunstancia de tratarse de una concesión marítima mayor o menor, con indicación del plazo por el cual se solicita y la inversión proyectada; y

h) Los demás requisitos que establezca el reglamento.

2) Un plano general detallando el área de la concesión marítima solicitada, expresando sus vértices en el sistema de referencia y coordenadas definido en el reglamento;

3) En caso que el área solicitada abarque todo o parte de un área regulada por un plan regulador comunal o intercomunal, un certificado de uso de suelo otorgado por la Dirección de Obras Municipales o por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, según corresponda.

4) Tasación del metro cuadrado de playa y de terreno de playa, correspondiente al lugar de emplazamiento de la concesión marítima, así como de las mejoras fiscales que pueda considerar la solicitud, practicada por el Servicio de Impuestos Internos;

5) El informe técnico emitido por la Autoridad Marítima respecto de la compatibilidad o conveniencia del proyecto, en relación con la seguridad de la vida humana en el mar, la seguridad de la navegación y el desarrollo de los intereses marítimos del sector; 

6) Los demás pronunciamientos de las autoridades sectoriales competentes, en la forma que señale el reglamento, y; 

7) Un borrador de extracto de la solicitud a ser publicado, conteniendo la información que determine el reglamento.


Artículo 50.- El Ministerio deberá pronunciarse sobre la admisibilidad de la solicitud de concesión, dentro del plazo de veinte días, contado desde su presentación. 

La misma resolución que se pronuncie acogiendo a trámite la solicitud de concesión marítima ordenará la publicación del extracto de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, por parte del interesado y a su costa, en el Diario Oficial, y en un diario o periódico de la provincia donde se sitúe la concesión respectiva y si no lo hubiere, o si se ubicare en un área que abarque más de una provincia, en uno de la capital de la región correspondiente, a efectuarse los días primero o quince de cada mes o el primer día hábil inmediato si aquellos fueren feriados. Asimismo, la resolución será publicada en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales.

Artículo 51.- Los terceros que se sientan afectados en sus derechos, dentro de los veinte días siguientes a la publicación en el Diario Oficial, o en el diario o periódico de la provincia, según corresponda, podrán oponerse a la solicitud de concesión marítima ante la misma secretaría regional ministerial en que se haya presentado o el Ministerio, según corresponda.

La oposición solo podrá fundarse en las siguientes circunstancias:

1) Que el área solicitada en Concesión Marítima corresponda a un predio de propiedad privada. 

2) Que en el área exista o se superponga una concesión marítima constituida con anterioridad. En este caso, la oposición solo podrá ser ejercida por el titular de dicha concesión. Sin embargo, cuando la nueva concesión marítima se solicite para los fines señalados en el inciso segundo del artículo 28 el oponente, además de acreditar su concesión, deberá justificar que la nueva concesión solicitada afectará, impedirá o dificultará considerablemente el desarrollo de las actividades amparadas por su concesión.

3) Que sobre el área solicitada exista otra solicitud de concesión presentada. Solo podrá ejercer esta acción el titular de dicha solicitud y no podrá prosperar si esa solicitud es declarada inadmisible.

El Ministerio se pronunciará, dentro del plazo de siete días hábiles, sobre la admisibilidad de la oposición a la solicitud de concesión marítima y en caso de ser ella acogida a trámite, en la misma resolución, dará traslado al solicitante para que conteste la oposición dentro del plazo de treinta días, contados desde que le sea notificada. En la oposición y en la contestación de la misma deberán acompañarse todos los documentos en que las partes funden sus pretensiones. Vencido el plazo para contestar la oposición, el Ministerio podrá requerir aclaraciones, antecedentes adicionales o disponer inspecciones oculares, informes de otros organismos u otras medidas para mejor resolver.

Reunidos los antecedentes, el Ministerio se pronunciará resolviendo la oposición, a más tardar en el plazo de sesenta días, desde que este se hubiere deducido. El procedimiento solo continuará cuando la oposición sea rechazada o bien, cuando basándose la oposición en la existencia de otra concesión marítima en trámite, el jefe de la División del Litoral autorice la licitación de la misma.

Artículo 52.- Una vez vencido el plazo para deducir la oposición sin que se hubiere presentado alguna, o en los casos en que el procedimiento deba continuar, la Secretaría Regional Ministerial o el Ministerio, según corresponda, requerirán la opinión de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero para que en un plazo de treinta días se pronuncie sobre la solicitud de concesión, cuando el uso para el que se solicita la concesión marítima no sea uno de aquellos usos preferentes según la zonificación vigente o no cumpla con las condiciones señaladas en la zonificación, en su caso. 

La falta de pronunciamiento de dicha Comisión Regional en el plazo señalado en el inciso anterior, se entenderá como una opinión favorable respecto de la solicitud presentada. 

Artículo 53.- Con el pronunciamiento de la Comisión Regional o habiendo vencido el plazo sin que se hubiere ella pronunciado, el Secretario Regional Ministerial remitirá todos los antecedentes al jefe de la División, para continuar la tramitación de la solicitud de concesión marítima.

El jefe de la División, dentro del plazo de veinte días podrá, mediante resolución fundada, requerir de los solicitantes, aclaraciones, antecedentes adicionales o disponer inspecciones oculares u otras medidas para mejor resolver la solicitud de concesión marítima.

Artículo 54.- Cuando el Ministerio decida convocar a una licitación pública para el otorgamiento de una concesión marítima, el jefe de División del Litoral dispondrá la elaboración de las bases de licitación pública de conformidad a los criterios administrativos, técnicos y económicos establecidos en el reglamento, dentro del plazo de treinta días.

Una vez elaborada las bases de licitación, el jefe de División dictará una resolución en la que conste el llamado a licitación conteniendo la siguiente información:

1) Los sectores que serán objeto de la licitación y sus coordenadas geográficas; 

2) La circunstancia de contar o no la región con zonificación y en caso de disponer de ella, la indicación de los usos preferentes considerados para el área; 

3) El contenido de las ofertas conforme lo regule el reglamento, y 

4) El plazo en que deben los licitantes presentar sus ofertas.

Podrán participar en el proceso licitatorio, todos aquellos proponentes que reúnan los requisitos fijados en las bases de licitación. 


Artículo 55.- Los factores a considerar por el Ministerio para la adjudicación de la licitación pública serán principalmente uno o más de los siguientes, cuya ponderación será fijada en las respectivas bases de licitación: 

1) El uso que pretende darse a los sectores solicitados en concesión;

2) El mejor uso previsto para el área en la zonificación, en caso de encontrarse esta establecida; 

3) El monto de inversión comprometido del proyecto a realizar en el área solicitada en concesión;

4) El plazo de ejecución de las obras y operación del proyecto; 

5) La fecha de presentación de la solicitud de concesión sobre el área objeto de la licitación;

6) El precio ofrecido para adjudicarse la concesión; y 

7) Otros factores específicos de interés regional o local que se definan en las bases de licitación.

Artículo 56.- El decreto que otorgue la concesión marítima en cualquiera de las situaciones reguladas en este título, deberá contener las siguientes menciones:

1) Individualización del concesionario.

2) Individualización de la región, provincia, comuna donde se ubique el objeto de la concesión.

3) Identificación del área y vértices según el sistema de referencia y coordenadas definido en el reglamento.

4) El tipo de proyecto para el cual fue autorizada la concesión, cuya memoria explicativa el solicitante deberá protocolizar en la forma y plazo que determine el reglamento.

5) La patente anual correspondiente a cada año de concesión.

El decreto deberá ser reducido a escritura pública e inscrito en el Catastro Nacional de Concesiones Marítimas por el titular en la forma y en los plazos establecidos en el reglamento.

Artículo 57.- El otorgamiento de la concesión marítima es sin perjuicio de la autorización ambiental y de los demás permisos y autorizaciones que la legislación vigente exija para el desarrollo del proyecto objeto de la misma, según corresponda.

Artículo 58.- Todos los procedimientos y actos de que trata el presente párrafo serán públicos y constarán en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales.
Párrafo 7º

De la Fiscalización

Artículo 59.- Corresponderá al Ministerio ejercer la fiscalización de las concesiones marítimas a través de inspecciones periódicas destinadas a verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley, su reglamento y el respectivo decreto de concesión marítima, debiendo los concesionarios otorgar las facilidades que sean necesarias para el buen cometido de esta función fiscalizadora.

En sus actuaciones, los funcionarios asignados tendrán la calidad de ministros de fe.

Artículo 60.- Para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo anterior, la Armada de Chile, a través de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, deberá prestar la colaboración material y de personal necesaria para la ejecución de estas funciones de control y fiscalización de las concesiones marítimas, para lo cual deberán suscribir anualmente con el Ministerio convenios de cooperación y coordinación conjunta. 


La Ley de Presupuestos contemplará anualmente los recursos necesarios para el cumplimiento de las tareas de fiscalización de las Concesiones Marítimas antes referidas.

Artículo 61.- La fiscalización de las concesiones marítimas a que se refieren los artículos precedentes, no obsta a las facultades de fiscalización y supervigilancia sobre toda la costa y mar territorial de la República y sobre los ríos y lagos que son navegables por buques de más de 100 toneladas que corresponden al Ministerio de Defensa Nacional y a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, de conformidad con las leyes vigentes.
Párrafo 8º

De las Infracciones y Sanciones

Artículo 62.- Son infracciones al régimen de concesiones marítimas:

1) La infracción de cualquier disposición de esta ley o del reglamento;


2) El atraso por más de un mes, en el pago de la renta o tarifa de la concesión, correspondiente a un período anual o a dos períodos semestrales;

3) El incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el decreto que otorgó la concesión, y

4) La extracción o disposición de materiales que excedan los volúmenes autorizados.

Artículo 63.- La Autoridad Marítima que constate la existencia de una supuesta infracción en relación con las concesiones marítimas, hará la denuncia por escrito ante el Secretario Regional Ministerial quien procederá, previo traslado al presunto infractor, a amonestarlo por escrito, disponer las medidas que estime conducentes para que aquel corrija la infracción y elevar los antecedentes al conocimiento del jefe de la División del Litoral, en caso de constatarse su efectividad. Lo mismo podrá hacer el Secretario Regional Ministerial actuando de oficio.


Artículo 64.- El jefe de la División del Litoral, al conocer de una infracción, podrá aplicar multas en favor del Fisco de hasta el cincuenta por ciento de la renta o tarifa anual de la concesión, por cada infracción.

Si se trata de una concesión marítima gratuita, la multa será de hasta quinientas unidades tributarias mensuales. 

En el caso de la extracción o disposición de material en exceso de los volúmenes autorizados, se aplicará una multa en favor del Fisco, ascendente hasta en un trescientos por ciento del valor de la renta concesional.

Artículo 65.- En contra de las sanciones impuestas por el jefe de la División, procederán los recursos contemplados en la ley N° 19.880, en cuyo caso quedará suspendido el pago de la multa hasta la resolución del respectivo recurso.
Párrafo 9º

De la Terminación y de la Caducidad de las Concesiones Marítimas

Artículo 66.- concesiones marítimas terminan por: 

1) Renuncia voluntaria de su titular a la totalidad o parte de ella, otorgada por escritura pública, la que solo producirá efectos una vez inscrita en el Catastro Nacional; 

2) Acuerdo mutuo del Estado y del concesionario, y

3) Vencimiento del plazo de la concesión.

En estos casos, la obligación de pago de la renta o de la tarifa por parte del concesionario, cesará el último día del semestre en que se haya producido el hecho que motivó el término de la concesión marítima.

Artículo 67.- Son causales de caducidad de las concesiones marítimas:

1) No reducir a escritura pública el decreto que otorgó la concesión o no hacer inscripción de las escrituras públicas relativas a las concesiones marítimas en el Catastro Nacional, dentro de los plazos estipulados en esta ley o en el reglamento;

2) No constituir las garantías exigidas por esta ley o no presentar los estudios que contemple el reglamento, dentro de los plazos establecidos por el decreto de concesión;

3) No dar inicio o no concluir la construcción de las obras objeto de la concesión, dentro de los plazos establecidos al efecto por el decreto de concesión marítima, conforme a su finalidad, salvo caso fortuito o de fuerza mayor;

4) No dar cumplimiento al objeto de la concesión, en cualquier tiempo o hacer uso de la concesión marítima para un objeto diferente al contemplado en el decreto de concesión;

5) Hacer uso de bienes no comprendidos en el decreto de concesión;

6) La destrucción de las mejoras fiscales entregadas en concesión;

7) El atraso por más de seis meses en el pago de la renta o de la tarifa de la concesión marítima, o el atraso en el pago de dos multas impuestas por un periodo de dos o mas meses;

8) Disponer en cualquier forma de la concesión sin cumplirse con los requisitos dispuesto en esta ley, y;

9) El haberse dispuesto por resolución administrativa o judicial ejecutoriada algunas de las sanciones establecidas en las letras c) o d) del artículo 38 de la ley N° 20.417, que crea la Superintendencia del Medio Ambiente, en relación con el proyecto que constituye el objeto de la concesión marítima.


10) Incumplimiento de los requisitos establecidos para la transmisibilidad de las concesiones.

Artículo 68.- La caducidad se dispondrá por resolución del Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales, previa audiencia de parte y comprobación fehaciente de la infracción. 

En contra de la resolución que disponga la caducidad de la concesión, los afectados podrán solicitar la reconsideración y la apelación en subsidio de la medida aplicada, dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha en que se notifique por carta certificada la resolución correspondiente, acompañando los antecedentes justificativos.

El Secretario Regional Ministerial se pronunciará fundadamente sobre la reconsideración dentro del plazo de 30 días; acogiéndola o rechazándola. 

En caso de rechazarla, deberá elevar los antecedentes de la apelación al Ministro, quién resolverá aceptándola o rechazándola.

Artículo 69.- Desde la fecha de notificación de la correspondiente resolución de caducidad, o del rechazo de la solicitud de reconsideración o de apelación, cuando estas correspondan, el Ministro dispondrá la cancelación de la inscripción de la concesión marítima en el Catastro Nacional.

Como consecuencia de la sanción de caducidad, los afectados perderán toda preferencia respecto de quienes soliciten nuevas concesiones sobre los sectores amparados por la concesión marítima caducada.

Artículo 70.- Las mejoras introducidas por el concesionario y que, adheridas al suelo, no puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de las mismas, al expirar por cualquier causal la concesión marítima, quedarán a beneficio fiscal, sin cargo alguno para el Fisco. 

Artículo 71.- En aquellos casos en que las mejoras puedan ser retiradas sin detrimento del suelo o de ellas mismas, estas deberán ser retiradas por quien fuera el titular de la concesión, dentro del plazo de 90 días, contados desde la fecha en que la autoridad marítima notifique al interesado el correspondiente decreto de término o caducidad. En caso contrario, la División podrá disponer la remoción de las mejoras, con cargo a la garantía prevista en el artículo 46, sin perjuicio de las acciones legales que procedan.
Párrafo 10

De la Ocupación Ilegal

Artículo 72.- En el caso de ocupación ilegal de sectores concesionables, ya sea por carecer de título el ocupante, por estar caducada la concesión, o por cualquiera otra causa, el Secretario Regional Ministerial requerirá, previa notificación administrativa al ocupante, del respectivo intendente o gobernador, el auxilio de la fuerza pública o de la Autoridad Marítima, a fin de que se proceda, sin más trámite y sin necesidad de notificación judicial previa, a desalojar los bienes ocupados indebidamente, sin perjuicio de que se persiga judicialmente el pago de las indemnizaciones que correspondan, por todo el tiempo de esa ocupación ilegal. 

Artículo 73.- No se considerará ocupante ilegal el concesionario que continuare usufructuando de la concesión marítima durante el lapso que medie entre la extinción de esta y el decreto que le otorgue o deniegue su renovación, siempre que tal renovación la hubiere impetrado antes del vencimiento de su concesión. En todo caso, deberá pagar la renta y/o tarifa correspondiente por este período intermedio, inmediatamente después de serle notificado el decreto de renovación.

Artículo 74.- Si a la persona que hubiere incurrido en una ocupación ilegal se le otorgare concesión marítima, como retribución por el uso del bien deberá enterar en arcas fiscales, conjuntamente con el primer pago de la renta y tarifa de la concesión, la renta y tarifa que corresponda al tiempo de la ocupación ilegal, la que será fijada en el mismo decreto que le otorgue la concesión, de acuerdo con los montos y normas vigentes a la fecha de expedición de dicho decreto.

Las obras o construcciones realizadas durante el período de ocupación ilegal, que permanezcan al otorgar la respectiva concesión, son mejoras fiscales, y les será aplicable lo dispuesto en el artículo 46.

Artículo 75.- La Autoridad Marítima deberá denunciar ante el Secretario Regional Ministerial que corresponda, a aquellas personas que sean sorprendidas ocupando sectores del borde costero sin contar con una concesión marítima o permiso respectivo o extrayendo o transportando materiales provenientes de sectores sujetos a tuición del Ministerio, o usando dichos sectores como botaderos, sin contar con el permiso correspondiente.
TÍTULO IV

DE LA DIVISIÓN DEL LITORAL

Artículo 76.- La División del Litoral creará y mantendrá actualizado el Catastro Nacional de Concesiones Marítimas, que será público y que estará a cargo del Director de Catastro. 

En él se consignarán, en formato físico y digital en el sitio web correspondiente, todos los actos administrativos y procedimientos a que den origen las concesiones, destinaciones y permisos marítimos regulados en esta ley.

Artículo 77.- El Catastro Nacional estará integrado por el Registro de Concesiones Marítimas, en el que se inscribirán las concesiones marítimas que se otorguen; todo acto jurídico relativo a ellas, así como las declaraciones de término o caducidad de las mismas, y por el Registro de Prenda Especial, en el que se anotará la constitución de prendas especiales de concesiones marítimas y sus alzamientos.


Artículo 78.- La organización y funcionamiento del Catastro Nacional, así como el procedimiento de inscripción, sus formalidades y solemnidades serán las que establezca el reglamento.
TÍTULO FINAL

Disposiciones Transitorias

Artículo 1°.- Increméntase la dotación máxima del Ministerio de Bienes Nacionales para el año 2012, en 1 cupo.

Artículo 2°.- Facúltese al Presidente de la República para que dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Determinar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata afectos a la Escala Única de Sueldos, que se desempeñen en el Departamento de Concesiones Maritimas, de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas al Ministerio de Bienes Nacionales. Este traspaso será sin solución de continuidad y manteniendo la calidad jurídica y grado que tenían al momento del traspaso. Se transferirán asimismo los recursos presupuestarios que se liberen por el traspaso. 

A contar de la fecha del traspaso, se crearán en el Ministerio de Bienes Nacionales los cargos de los funcionarios titulares de planta a ser traspasados y se aumentará la dotación máxima en el total de cargos de planta y a contrata traspasados. El cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen y la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados, desde igual fecha. 

Por decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica y se crearán los cargos necesarios conforme el inciso anterior, estableciendo además, la fecha en que se efectuarán los traspasos. En cambio, la individualización del personal traspasado se llevará a cabo mediante decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales.

2) Fijar los requisitos para el desempeño de los cargos creados, en caso que no tuvieran su equivalente en la planta de personal vigente; fijar las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de los cargos que cree y para disponer el traspaso y encasillamiento de personal de planta y a contrata que se realice. Del mismo modo, fijará las fechas de vigencia de los encasillamientos que practique. Los requisitos que se fijen, no serán exigibles para el encasillamiento o asimilación que se disponga según las normas del número siguiente. Asimismo, podrá fijar las normas sobre remuneratorias variables en su aplicación transitoria.

No obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, el ejercicio de estas facultades se sujetará a las siguientes disposiciones:

1) No podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerada como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado o encasillado. 

2) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado o encasillado. 

Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Los funcionarios traspasados o encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento. 

Artículo 3°.- Los funcionarios traspasados desde la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas del Ministerio de Defensa Nacional, que al momento de entrar en vigencia esta norma se encontraren afectos al régimen previsional de las Fuerzas Armadas, continuarán rigiéndose por este a menos que opten por lo contrario.

Artículo 4°.- Las solicitudes de concesiones marítimas y de acuicultura, cuya tramitación se encuentre actualmente pendiente ante el Ministerio de Defensa Nacional al momento de entrada en vigencia de esta ley, continuarán siendo tramitadas por el Ministerio de Bienes Nacionales, debiendo ajustarse en su contenido y tramitación a lo dispuesto en la presente ley, y en la forma que determine el reglamento.

Artículo 5º.- Las zonificaciones del borde costero que a la fecha de publicación de la presente ley se encuentren vigentes, se considerarán válidas para todos los efectos de esta ley, en tanto la Comisión Nacional no disponga su modificación.


Artículo 6°.- No obstante lo dispuesto en el artículo 26, el Ministerio de Bienes Nacionales conservará la facultad de enajenar terrenos de playa a que se refiere el artículo 6 del decreto ley N° 1.939, de 1977, pero solo a favor de personas naturales que acrediten ocupación de los respectivos inmuebles por 10 o más años contados hacia atrás desde la fecha de publicación de esta ley, todo ello de acuerdo a las condiciones y los procedimientos señalados en dicho cuerpo legal. Las solicitudes respectivas deberán ingresarse en el Ministerio de Bienes Nacionales en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo 7°.- El Presidente de la República, dentro del plazo de noventa días, contados desde la fecha de publicación de esta ley, expedirá el reglamento para la aplicación de la presente ley.

Artículo 8°.- La presente ley entrará en vigencia noventa días, contados desde su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 9°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la creación de un cargo en la Planta del Ministerio de Bienes Nacionales, se financiará con cargo al presupuesto vigente de cada año de dicho Ministerio.

Artículo 10.- En el plazo de un año a contar de la vigencia de la presente ley se fijará la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral.

Las zonificaciones del borde costero se establecerán en el plazo de dos años a contar de la vigencia de esta ley.

Para garantizar en las regiones el cumplimiento de los procedimientos en los plazos establecidos, con la calidad que esto requiera, se realizará una evaluación de capacidades institucionales.

Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.274. de 1980, ley orgánica del Ministerio de Bienes Nacionales:

a) Agrégase en el artículo 6°, el siguiente número 4, pasando los actuales números 4 y 5, a ser 5 y 6, respectivamente.

“4.- La División del Litoral.”.

b) Agrégase, el siguiente artículo 9° bis: 

“Artículo 9° bis.- Corresponden a la División del Litoral las siguientes funciones:

1) Desarrollar las acciones para implementar y materializar la política nacional de uso del borde costero y los procesos de zonificación;

2) Coordinar e instruir a las secretarías ejecutivas de las comisiones regionales en el proceso de proposición de los proyectos de zonificación;

3) Dirigir el proceso de tramitación de las solicitudes de concesiones marítimas;

4) Coordinar e instruir a las Secretarías Regionales Ministeriales en la tramitación de las concesiones marítimas; 

5) Proponer el otorgamiento o denegación de las concesiones marítimas y de acuicultura;

6) Llevar y mantener actualizado los catastros de concesiones marítimas y de acuicultura; 

7) Tramitar los procedimientos administrativos conducentes a la aplicación de multas a los concesionarios que infrinjan las disposiciones de esta ley; y 

8) Ejercer las atribuciones que, en relación con su cometido, se le deleguen específicamente.”.

Artículo tercero.- Reemplázase en el artículo 1°, de la ley N° 19.548, que modifica Planta del Personal del Ministerio de Bienes Nacionales, en la Planta de Directivos, correspondiente a Jefes de División, en la columna “N° Cargos”, el dígito “5” por “6” y en el “Total” de esa planta, “40” por “41”.

Artículo cuarto.- Facúltese al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto se encuentra en el decreto N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, reemplazando las referencias al Ministerio de Defensa Nacional y Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, en su calidad de continuadora legal de la Subsecretaría de Marina por el Ministerio de Bienes Nacionales, en todo lo referido a las concesiones de acuicultura.

Artículo quinto.- Modifícase la ley Nº 20.249, que crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios, del siguiente modo:

1) Agrégase, en la letra b), del artículo 2°, a continuación de la frase “decreto supremo 
Nº 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional”, la siguiente: “o la normativa que lo reemplace”;

2) Reemplázanse las referencias realizadas al “Ministerio de Defensa Nacional” y a la “Subsecretaría de Marina”, por “Ministerio de Bienes Nacionales”.

Artículo sexto.- Incorpórese en la ley Nº 20.424, que establece el Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional, en el artículo 21, la siguiente letra q): 

“q) La fiscalización y supervigilancia de toda la costa y mar territorial de la República y de los ríos y lagos que son navegables por buques de más de 100 toneladas, la que se realizará a través de la Dirección del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, conforme a la legislación vigente. “


Artículo séptimo.- Reemplázase el artículo 64 del decreto con fuerza de ley Nº 458, Ley General de Urbanismo y Construcciones, por el siguiente:

“Artículo 64.- Los instrumentos de planificación territorial comunal o intercomunal que abarquen los bienes nacionales de uso público o fiscales que correspondan a borde costero, según dicho concepto se define en la ley sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas, deberán definir los usos de suelo y condiciones de edificación en dichos sectores, en concordancia con la Política Nacional del Uso del Borde Costero del Litoral. Las concesiones que el Ministerio de Bienes Nacionales otorgare sobre sectores regulados por dichos instrumentos de planificación, requerirán en las áreas urbanas un informe previo sobre el uso de suelo de la Dirección de Obras Municipales, y en las áreas no urbanas, un certificado de uso de suelo de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, según corresponda.”.

Artículo octavo.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 340, de 1960, sobre Concesiones Marítimas.

Artículo noveno.- Modifícase el inciso segundo del artículo 6° del decreto ley N° 1.939 de 1977, sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, en orden a reemplazar la expresión “de la citada Subsecretaría del Ministerio de Defensa Nacional”, por la siguiente: “del Ministerio de Bienes Nacionales”. 


Artículo decimo.- Modifícase la ley Nº 19.542, que Moderniza el Sector Portuario Estatal, reemplazándose las referencias realizadas al “Ministerio de Defensa Nacional” y a la “Subsecretaría de Marina”, por “Ministerio de Bienes Nacionales”. En lo demás, se mantiene vigente la ley en todas sus partes.

Artículo decimo primero.- Incorpórase en el artículo transitorio del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1998, del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones, que adecúa disposiciones legales aplicables a las Empresas Portuarias creadas por la ley N° 19.542, entre las expresiones “un informe” y “de la Empresa Portuaria de Chile” la palabra “favorable”. En lo demás, se mantienen plenamente vigentes las demás disposiciones del citado cuerpo legal.
-o-


Se designó diputado informante al señor David Sandoval Plaza
-o-


Tratado y acordado, según consta las actas correspondientes a las sesiones de 29 de agosto; 3 y 17 de octubre; 7 de noviembre; 12 y 19 de diciembre de 2012; 9 y 16 de enero; 6, 13 y 20 de marzo; 2 , 3, 9, 10 y 17 de abril y 15 de mayo de 2013, con la asistencia de las diputadas señora Andrea Molina Oliva, Presidenta; señorita Marcela Sabat Fernández y señora Marisol Turres Figueroa, diputados señores Enrique Accorsi Opazo; Alfonso De Urresti Longton; Javier Hernández Hernández; Roberto León Ramírez; Fernando Meza Moncada; Celso Morales Muñoz, Leopoldo Pérez Lahsen; David Sandoval Plaza; Guillermo Teillier Del Valle, y Patricio Vallespín Lopez.

Asistieron, además, por la vía del reemplazo, los diputados, Mario Bertolino Rendic; Fuad Chahín Valenzuela, René Manuel García García, Alberto Robles Pantoja, Manuel Rojas Molina.


Concurrieron, también, la diputada señora Cristina Girardi Lavín y los diputados señores René Alinco Bustos, Cristián Campos Jara y Jorge Sabag Villaobos.

Sala de la Comisión, a 15 de mayo de 2013

(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de la Comisión”.

8.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Arenas, Baltolu, Barros, 
Estay, Gutiérrez, don Romilio; Kort, Recondo, Rosales, Salaberry y Von Mühlenbrock.


Modifica el artículo 17 de la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, que obliga al proveedor de un crédito al alzamiento de la prenda una vez cumplida la obligación garantizada. (boletín N° 894 7-03).
1.- Que la prenda sin desplazamiento es una herramienta destinada a garantizar el cumplimiento de una obligación, en este caso un crédito, el cual el interesado obtiene de un banco o institución financiera. Dicha garantía puede consistir en cualquier bien corporal o incorporal mueble y debe constar en un instrumento público o privado protocolizado ante notario público, persona que solicita la inscripción del contrato en el Registro de Prendas.

2.- Que el Registro de Prendas Sin Desplazamiento es un registro público, electrónico, nacional y único, a cargo del Registro Civil e Identificación y cuyo objetivo es elaborar y mantener un registro de las inscripciones de contratos de prenda, sus modificaciones y alzamientos e informar los hechos y actuaciones que consten en él. En éste se inscribirán los contratos de prenda constituidos sobre todo tipo de bienes muebles, otorgando certeza de los bienes que han sido dejados en garantía por un deudor determinado.

3.- Que la prenda sin desplazamiento puede recaer sobre cualquier bien corporal o incorporal mueble, tales como vehículos motorizados, maquinaria, animales, créditos, derechos de concesión, títulos de crédito, acciones, utilidades futuras, etc.

4.- Que la inscripción, modificación o alzamiento de la prenda puede solicitarse en cualquier oficina del Registro Civil, trámite por el cual se debe pagar un arancel que variará dependiendo de la gestión que se solicite.

5.- Que la Ley nº 20.190, del 5 de junio de 2007 que Introduce adecuaciones tributarias e institucionales para el fomento de la industria de capital de riesgo y continua el proceso de modernización del mercado de capitales señala en su título IV, artículo 25, inciso primero que “El derecho real de prenda se adquirirá, probará y conservará por la inscripción del contrato de prenda en el Registro de Prendas sin Desplazamiento. La prenda sólo será oponible a terceros a partir de esa fecha.”
6.- Que la norma antes citada establece en su artículo 27 que “El deudor prendario tendrá derecho a exigir a su acreedor que suscriba el acto de alzamiento a que se refiere el artículo 20 de esta ley, efectuado que sea el pago íntegro de las obligaciones caucionadas. Si el acreedor prendario se negare, el deudor podrá solicitar judicialmente su alzamiento de conformidad con el procedimiento prescrito en el Título IV, Párrafo 2° del Libro III del Código de Procedimiento Civil”.

7.- Que nuestra legislación no sólo se refiere a la prenda en el cuerpo legal citado, sino que en diversas disposiciones, tal como la Ley n° 19.496, del 7 de marzo de 1997 que Establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, que en su título II, 
artículo 30 sobre los derechos del consumidor de productos o servicios financieros, letra C, dispone “La oportuna liberación de las garantías constituidas para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones, una vez extinguidas éstas”.

8.- Que dicha norma establece en el artículo 17D, parte final del inciso 5 que “Extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipotecas, el proveedor del crédito procederá a otorgar la escritura de cancelación de la o las hipotecas, dentro del plazo de quince días hábiles”. Es decir, nuestra legislación establece al proveedor de un crédito garantizado con hipoteca, la obligación de alzar la caución una vez cumplida la obligación principal, situación que no se aplica a los créditos garantizados con prenda sin desplazamiento.

9.- Que resulta de toda lógica que una vez cumplida la obligación garantizada con la prenda, esta se extinga siguiendo la suerte de la obligación principal y que sea el propio proveedor del crédito quien deba proceder al alzamiento de dicha garantía, liberando al deudor de esa gestión y de su costo.

10.- Que en nuestro país, son numerosas las instituciones financieras que, con el objeto de financiar la compra de diversos bienes muebles, otorgan créditos caucionados con prenda, pero que luego de pagado dicho crédito por parte del deudor, no realizan el trámite de alzamiento o no informan al deudor de la necesidad de dicha gestión, quedando el bien objeto de la garantía prendado, a pesar de que la obligación principal se ha extinguido.

Proyecto de Ley:

Modifíquese el artículo 17D de la Ley nº 19.496, inciso 52, agregándose después de la frase “procederá a otorgar la escritura de cancelación de la o las hipotecas”, las palabras “o prendas sin desplazamiento”.
9.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Tuma, Accorsi, Burgos y 
Delmastro.


Establece normas sobre prevención de la contaminación acústica por empleo de alarmas sonoras. (boletín N° 8948-12).

Considerando:

1° Que el ruido es connatural al desarrollo de la vida moderna. La industrialización, el aumento del parque automotor, las concentraciones de público e incluso las actividades artísticas y culturales como los conciertos o el aumento explosivo de los aparatos de reproducción musical empleados mediante sistemas de audífonos, se han encargado de transformar a las ciudades del mundo, en ciudades ruidosas y a las personas en receptores de emisiones sonoras, nunca antes conocida en la historia de la humanidad.

Esta situación a medida que ha ido aumentando en las últimas décadas ha comenzado a dejar sentir sus efectos sobre la salud general de la población. No hay duda alguna que la exposición al ruido, ocasiona problemas sobre la salud física y mental de la población, que van desde la irritación o estrés hasta la pérdida de la capacidad auditiva de las personas, pasando por agravamiento de problemas coronarios, digestivos, aumento de la presión arterial, etc.

En relación a la pérdida de la capacidad auditiva, como señala nuestro Instituto de Salud Pública1, la gravedad estriba en que la merma parcial o absoluta de la capacidad auditiva es una cuestión absolutamente evitable y que tiene como agravante que unas vez producida la merma ésta es irrecuperable para las personas.
Según informan los médicos Usbeth Platzer et al.2 la Organización Mundial de la Salud (OMS) ha sugerido un valor de ruido de 55 decibeles como límite superior deseable al aire libre. En las viviendas se estima que este nivel no debiera ser superior a 50 dB, en las escuelas a 35 dB; en las discotecas a 90 dB por 4 horas y en conciertos y recitales a 100 dB x4 horas y en el comercio y tráfico a 70 dB.

2° Que si bien existen normas a nivel nacional y en el derecho comparado destinadas a regular la emisión de ruidos por fuentes fijas o móviles, la contaminación sigue aumentando.

El recurso más común es establecer mapas de zonificación de ruidos, lo que supone señalar lugares acotados del territorio donde hay límites territoriales para la emisión de determinados niveles de ruidos, en lo que la doctrina administrativa española ha llamado servidumbres de ruido, en la medida que tratándose de fuentes fijas, se les impone por parte de la autoridad el realizar emisiones sobre determinados niveles.

En nuestro país este sistema también ha sido empleado. Así el Decreto N° 146 del Año 1997 del Ministerio Secretaría general de la Presidencia establece la norma de emisión de ruidos molestos generados por fuentes fijas, que opera sobre la lógica de zonificaciones territoriales para determinar los máximos de emisiones de las fuentes fijas.

Actual ente corresponde a la autoridad sanitaria, a los municipios, Carabineros de Chile y al Ministerio de Transportes, en un complejo entramado a veces de competencias compartidas o al menos limítrofes la fiscalización del cumplimiento de las normas de emisión de fuentes fijas y móviles.

Existe, lamentablemente un juicio compartido tanto entre las autoridades como en la ciudadanía de que las normas vigentes en esta materia y sobre todo el sistema de fiscalización implementado no son los suficientemente efectivas para prevenir y reprimir los episodios de grave contaminación sonora en nuestro país. Un caso típico es el de las actividades ruidosas en la noche, pues se carece de medios para controlar más allá del horario normal de funcionamiento de los servicios públicos y es justamente en la noche cuando los ruidos se hacen más molestos y dañinos para la población.

3° Que este tema ha sido materia de preocupación anteriormente para otros parlamentarios. Así, en efecto, el año 2009 un grupo de diputados de la unión Demócrata Independiente presentó un moción, contenida en el Boletín 6475-07 con la finalidad de agregar un nuevo numeral 26 al artículo 496 del Código Penal, con el objeto de sancionar los ruidos molestos de alarmas en casas y vehículos, señalando que la “emisión de sonidos prolongados sean clasificados como ruidos molestos o contaminación acústica provenientes de alarmas instaladas en inmuebles o vehículos, de cualquier destino o naturaleza cuya duración exceda los 5 minutos. Será responsable de esta infracción el propietario, arrendatario o mero tenedor del inmueble, como asimismo, el propietario o conductor del vehículo, según corresponda.”.

Creemos que esa propuesta, que lamentablemente está pendiente desde su fecha de presentación en la Comisión de Constitución de la Corporación, sin haber sido examinada siquiera, es demasiado laxa en sus normas y no recoge la experiencia que en derecho comparado ha existido en los últimos años.

Por lo anterior, es que siguiendo el ejemplo de la Ley Nº 1.540 del año 2004 de la ciudad de Buenos Aires, Sobre Control de la Contaminación Acústica en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Ley Nº 37 de 2003 de España, o ley del ruido y sus desarrollos reglamentarios posteriores, es que hemos considerado indispensable innovar en esta materia proponiendo una regulación específica para una fuente de contaminación sonora que afecta a prácticamente todas las ciudades del país, como es el caso de las alarmas ubicadas en los automóviles y en inmuebles de distinta índole, los cuales, actualmente emiten ruidos cuando se activan a cualquiera hora del día o de la noche y muchas veces han sido programados para no silenciarse hasta que el propietario acceda a ejecutar dispositivos de cese de la emisión.

Hoy en día en nuestro país, cuando comienza a sonar una alarma en una casa o un vehículo, en caso de no estar el propietario cerca podemos tener por horas sonando el dispositivo sin que pueda la policía ni ninguna otra autoridad administrativa derecho alguno a intervenir para hacer cesar ese foco de contaminación.

Por lo dicho es que proponemos una limitación al nivel de la emisión y al tiempo de la misma, como manera de asegurar al menos una acción preventiva que evite episodios dañinos para el medio ambiente y para la salud y tranquilidad de la población.

Por tanto:

Los diputados que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO PRIMERO.- Los dispositivos sonoros empleados con la finalidad de servir de alarmas en vehículos motorizados o en inmuebles, cualquier que sea el tipo o destino de los mismos y sin importar el lugar donde estos se encuentren situados, no podrán emitir sonidos con una intensidad superior a 80 decibles, medidos a 3 metros desde la fuente de emisión cuando estos dispositivos emitan hacia el ambiente exterior y de 70 decibeles en el caso de alarmas que emitan a ambientes interiores comunes o de uso público compartido.

La duración máxima del sonido no podrá ser superior a 45 segundos, con un máximo de 3 repeticiones, separadas por no más de un minuto.

Una vez terminado el ciclo total, éste no podrá entrar de nuevo en funcionamiento, sólo se permiten los destellos luminosos.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Para el control preventivo del cumplimiento de las normas de esta Ley, se incorporará el examen de la programación de las alarmas de los vehículos cuando realicen su revisión técnica, sin perjuicio de ser exigible la revisión en cualquier momento por parte de la autoridad.

ARTÍCULO TERCERO.- La infracción a las disposiciones de esta ley será sancionada con multa a beneficio fiscal de 5 a 10 Unidades Tributarias Mensuales y en caso de reincidencia con multa de 20 Unidades Tributarias Mensuales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO.- Los vehículos motorizados o inmuebles que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley contaran con dispositivos de alarmas sonoras que no puedan ser objeto de programación tendrán un plazo de un año para adecuarse a las nuevas exigencias.

A contar de la entrada en vigencia de esta ley se encuentra prohibido importar o vender en el país alarmas que no puedan ser programas. Esta prohibición se hace extensiva a los automóviles nuevos que tengan incorporado el dispositivo o a los inmuebles que se vendan, arrienden o entreguen en comodato.
10.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Marinovic, Alinco, Espinoza, don Fidel; Jaramillo, Lorenzini, Meza, Sabag, Sandoval, Santana y la diputada señora Rubilar, doña Karla.


Transparenta y publicita los aportes actualmente reservados de la ley N° 19.884 para gastos electorales. (boletín N° 8949-06).
Considerando:

Que la ley N° 19.884 sobre Transparencia, límite y control del gasto electoral, vigente desde el año 2003 ha mantenido su vigencia ya en varias elecciones políticas presidenciales; senatoriales; de diputados; y municipales de los últimos años. Además diversas leyes complementarias han estructurado que este cuerpo legal tenga considerados aportes para campañas electorales del tipo “Anónimos”, “Reservados” o “Públicos”.

Sin embargo y a pesar de los límites que se han impuesto para los aportes de tipo reservado que se hagan efectivos a los candidatos y/o partidos políticos, la situación de transparencia futura que se produce con respecto a las actuaciones políticas de los candidatos una vez que son electos en sus cargos, hoy se encuentra cuestionada.

Según antecedentes del Servicio Electoral, para las últimas elecciones presidenciales y parlamentarias del año 2009, se declararon 9.900 millones de pesos para las campañas presidenciales, y de los cuales el 35% fueron de aportes reservados Para renovar la mitad del Senado, las campañas declararon gastos por 5.700 millones de pesos, con aportes reservados por un 62% del total de los aportes. En cuanto a las campañas para la elección de diputados, se tuvieron aportes por un total de 14.000 millones de pesos, con un 41% de aportes reservados.

La amplia legislación que tenemos en materia de donaciones para fines deportivos y culturales, no considera que los aportes que efectúan las personas y empresas sean del tipo reservado.

Sin embargo, la actividad política de alto cuestionamiento por parte de la sociedad, mantiene la condición de dejar en el anonimato buena parte de los aportes para campañas de los candidatos, que posteriormente se deben involucrar en la discusión y aprobación de diversos proyectos de ámbito municipal: regional; y fundamentalmente legislativos.

La idea de transparentar los aportes a las campañas electorales debiera contribuir a fortalecer nuestra democracia, dar mayores condiciones de igualdad a los distintos actores políticos y por cierto, desvincular las decisiones políticas y públicas de los intereses privados de los donantes de recursos.

Con la exclusiva opción de realizar aportes públicos a las campañas electorales, serán conocidos los aportantes y en consecuencia se podrían identificar las inhabilidades para las votaciones de los proyectos de ley, en el caso de parlamentarios; o para la aprobación de planes reguladores o asignaciones de recursos en los casos de Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales.

Por tanto, y en virtud de las facultades que la Constitución Política de la República nos confiere, venimos en presentar el siguiente,
PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modificase la ley 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral de la siguiente manera:

1. Elimínase, en el artículo 10, su inciso segundo.

2. Elimínese en el artículo 16 los vocablos “anónimos, reservados o”.

3. Suprímase el artículo 17.

4. Suprímase el artículo 18.

5. Sustitúyese el artículo 19, por el siguiente artículo nuevo:

Artículo 19.- Los aportes a que se refiere el artículo 16 se realizarán directamente en una cuenta única que deberá mantener al efecto el Servicio Electoral. El donante recibirá del Servicio Electoral, una vez que los fondos hayan quedado acreditados en cuenta corriente, un certificado, que a solicitud del donante deberá ser electrónico, de la donación que acreditará el monto total donado.

El Servicio establecerá un sistema electrónico mediante el cual el donante pueda destinar su aporte a uno o más candidatos o partidos, dentro de los límites establecidos en la presente ley y hasta el monto de su donación. Para destinar su aporte, el donante que sea persona natural y que esté imposibilitado de concurrir al Servicio, podrá efectuarlo mediante mandato especial autorizado ante notario.

La destinación de los aportes hechos por personas jurídicas sólo podrá hacerse por mandato especial. El Servicio Electoral deberá iniciar la transferencia electrónica, el primer día hábil de cada semana, a la cuenta designada por el respectivo Administrador Electoral, de la suma de los aportes que les hayan sido destinados en la semana anterior. Una fracción aleatoria de dicha suma, que no podrá ser superior a 30%, no será transferida de inmediato y sólo se tendrá por destinada en dicho día, con el objeto de ser transferida a partir del primer día hábil de la semana siguiente. El Director del Servicio definirá, modelos matemáticos para determinar la fracción aleatoria con el fin de que la transferencia a los Administradores Electorales de los montos destinados ocurra con la mayor celeridad.

Modifíquese el artículo 20, de la siguiente forma:

a) Suprímase su inciso primero.

b) Suprímanse las siguientes expresiones del inciso segundo: “si” y “deben ser públicas”.

7. Modifíquese el artículo 21, de la siguiente forma:

a) Reemplácese el inciso primero por el siguiente: “También tendrán el carácter de públicos todos los aportes que reciban los partidos políticos, fuera del período señalado en el artículo 3°.”

b) Elimínese el inciso segundo.

c) Elimínese en el inciso sexto, la frase “y que no tengan el carácter de reservados”.

8. Modifíquese el artículo 21 bis, de la siguiente forma:

a) Elimínese en el inciso primero, la expresión: “, siempre que excedan de cien unidades de fomento mensuales por cada aportante”.

b) Suprímase su inciso segundo.

c) Elimínese en el inciso tercero, la expresión “y que no tengan carácter de reservados”.

9. Reemplazase en el artículo 22, inciso primero, la frase “que deban ser”, por la palabra “serán”.
11.
Proyecto iniciado en moción de la diputada señora Pacheco, doña Clemira y los diputados señores Aguiló, Andrade, Carmona, Espinoza, don Fidel; Gutiérrez, don Hugo; Monsalve y Saffirio.


Modifica la ley N° 18.833, con el objeto de proteger los derechos de afiliados a las cajas de compensación respecto de las condiciones del crédito social. (boletín N° 8950-13).

Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 5°, 19° y 63° de la Constitución Política de la República, en el Código del Trabajo y en la Ley 18.833.


Considerando.


1.- Que las Cajas de Compensación de Asignación Familiar son corporaciones de derecho privado, sin fines de lucro, cuyo objeto es la administración de prestaciones de seguridad social. Se encuentran reguladas por la Ley N° 18,833, sus reglamentos, sus respectivos estatutos y por las disposiciones del Título XXXIII del Libro I del Código Civil. Su fiscalización se encuentra a cargo de la Superintendencia de Seguridad Social.


2.- Que una de las prestaciones que pueden otorgar es el crédito social, préstamos en dinero que pueden entregar a sus afiliados. Están normados por los artículos 21 y siguientes de la Ley N° 18.833 y por decreto N° 91 de 1979 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, reglamento del régimen de prestaciones de crédito social


3.- Que este tipo de créditos se han masificado en los últimos años, alcanzando importantes porciones del mercado. Las siguientes estadísticas de la Superintendencia de Seguridad Social demuestran su magnitud actual

NÚMERO DE CRÉDITOS DE CONSUMO OTORGADOS POR EL SISTEMA C.C.A.F.

AÑO 2011
[image: image2.emf] NUMERO DE CREDITOS DE CONSUMO OTORGADOS POR EL SISTEMA C.C.A.F.

AÑO 2011

Volver al Indice

C.C.A.F.

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre TOTAL

DE LOS ANDES

142.480 132.620 150.866 137.107 152.854 152.589 153.367

165.964

1.187.847

LA ARAUCANA

25.318 23.180 26.394 20.215 26.578 28.054 30.626

30.827

211.192

LOS HEROES

16.620 15.825 15.825 13.634 15.291 18.242 20.091

20.396

135.924

18 DE SEPT.

8.560 8.560 12.830 7.501 6.502 7.458 7.729

9.624

68.764

G.MISTRAL

2.673 2.662 2.957 2.442 2.535 2.622 2.697

2.900

21.488

TOTAL 195.651 182.847 208.872 180.899 203.760 208.965 214.510 229.711 0 0 0 0 1.625.215


[image: image3.emf]MONTO DE LOS CREDITOS DE CONSUMO OTORGADOS POR EL SISTEMA C.C.A.F.

AÑO 2011

(En miles de $)

C.C.A.F.

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre Octubre Noviembre Diciembre TOTAL

DE LOS ANDES

64.067.756 53.624.342 63.265.509 57.842.686 60.511.758 60.761.463 67.763.125

64.208.703

492.045.342

LA ARAUCANA

27.494.335 20.563.834 24.328.080 19.776.844 22.213.510 22.257.301 23.338.160

23.317.381

183.289.445

LOS HEROES

14.734.921 14.819.928 15.687.336 14.579.492 16.444.804 19.385.720 19.250.240

19.600.147

134.502.588

18 DE SEPT.

7.441.224 6.683.873 9.386.591 6.101.384 5.266.232 6.961.676 7.157.538

9.025.228

58.023.746

G.MISTRAL

1.988.409 1.703.790 2.102.264 1.898.211 2.075.216 2.179.515 2.183.536

2.213.870

16.344.811

TOTAL 115.726.645 97.395.767 114.769.780 100.198.617 106.511.520 111.545.675 119.692.599 118.365.329 0 0 0 0 884.205.932



4.- Que los créditos que las CCAF pueden otorgar a sus afiliados, sean trabajadores o pensionados, están destinados a:


-El financiamiento de bienes de consumo durables, trabajo, educación, salud, recreación, ahorro previo para la adquisición de viviendas, contingencias familiares, y otras necesidades de análoga naturaleza: ó


-La adquisición, construcción, ampliación y reparación de viviendas, y al refinanciamiento de mutuos hipotecarios. Para estos efectos, las Cajas están facultadas para otorgar mutuos hipotecarios endosables.


Los plazos máximos para dichos créditos son siete años para los primeros (ampliable, sólo para educación hasta 15 años), y de cuarenta años para los créditos hipotecarios.


5.- Que la recuperación de estos créditos está regulada en el artículo 22 de la Ley 18.833 que señala que lo adeudado por prestaciones de crédito social a una Caja de Compensación por un trabajador afiliado, deberá ser deducido de la remuneración por la entidad empleadora afiliada, retenido y remesado a la Caja acreedora, y se regirá por las mismas normas de pago y de cobro que las cotizaciones previsionales.


Asimismo, el Código del Trabajo se ocupa de establecer un máximo a las deducciones que pueden realizarse a las remuneraciones. Al respecto, el inciso cuarto del artículo 58, recientemente modificado por la ley 20.540, indica que:


“Cualquiera sea el fundamento de las deducciones realizadas a las remuneraciones por parte del empleador, o el origen de los préstamos otorgados, en ningún caso aquéllas podrán exceder, en conjunto, del 45% de la remuneración total del trabajador.”

6.- Que como han revelado programas periodísticos dicha regulación resulta insuficiente para cautelar los derechos de los afiliados a las Cajas, especialmente los pensionados, detectándose los siguientes problemas:


a. Deficiente acceso e información. Con la incorporación de los pensionados a las CCAF (Ley 19.539), éstos pudieron acceder a los beneficios de las mismas. entre los que se cuenta el crédito social.


Sin embargo, se ha comprobado la existencia de presiones y omisión de información relevante en el otorgamiento de estos créditos, lo que es especialmente grave tratándose de adultos mayores que no siempre se encuentran en situación de comprender íntegramente los alcances del contrato, especialmente si estos se suscriben en la vía pública o lugares inadecuados.


b. Tasas y condiciones. Las Cajas de Compensación cuentan con un mecanismo que abarata, facilita y asegura la recuperación de los créditos, lo que debiera redundar en un mejoramiento significativo de sus condiciones, en comparación a otras alternativas del mercado.


Sin embargo, ello no se demuestra claramente. Las siguientes tablas muestran las tasas de interés aplicadas por las CCAF y los bancos, según lo informado por la Superintendencia de Seguridad Social y la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, respectivamente. (Las primeras son mensuales, las segundas anuales)

[image: image4.emf]PLAZO 36 MESES

Enero Febrero Marzo Abril Mayo Junio Julio  Agosto (1) Septiembre Octubre Noviembre Diciembre

C.C.A.F.

trabajador pensionado trabajador pensionado trabajador pensionado trabajador pensionado trabajador pensionado

DE LOS ANDES 2,10  2,10  2,05  2,05  2,05  2,05  2,05  2,10  1,85 

LA ARAUCANA 2,09  2,09  2,35  2,09  2,09  2,09  2,38  2,38  2,09 

LOS HEROES 2,08  2,39  2,39  2,29  2,29  2,39  2,39  2,39  2,39 

18 DE SEPTIEMBRE 2,10  2,10  2,10  2,10  2,10  2,10  2,10  2,10  2,10 

G. MISTRAL 2,50  2,55  2,55  2,55  2,55  2,55  2,60  2,60  2,60 


[image: image5.emf]Bancos (*)

Mín Máx Mín Máx Mín Máx Mín Máx

n/o n/o n/o n/o 16,20 25,80 16,56 26,40

10,50 29,04 10,50 29,16 10,50 28,56 10,50 28,80

12,12 31,08 12,12 31,08 12,12 31,08 12,84 31,08

16,83 30,60 16,96 30,84 15,18 27,60 15,38 27,96

22,24 37,08 22,96 38,28 18,00 34,80 18,72 36,00

31,20 42,60 31,20 42,60 30,12 42,60 30,12 42,60

10,20 29,40 10,20 29,40 10,20 29,40 10,20 29,40

n/o n/o n/o n/o 12,93 26,25 13,74 27,30

13,22 26,38 14,03 28,02 13,22 26,38 14,03 28,02

16,32 27,84 16,56 28,32 15,84 27,00 16,32 27,60

17,95 24,30 18,51 24,83 17,95 24,23 18,51 24,78

BBVA Banco

Corpbanca

Scotiabank Chile

Monto del préstamo: $500.000 Monto del préstamo: $1.000.000

24 meses 36 meses 24 meses 36 meses

Banco Paris

Banco Ripley

Banco Santander Chile

Banco de Chile

Banco de Crédito e Inversiones

Banco del Estado de Chile

Banco Falabella

Banco Itaú Chile



A lo anterior, se agrega el abuso en la duración de los créditos de consumo otorgados por las Cajas de Compensación, los que pueden extenderse hasta por 84 meses (7 años), resultando un período excesivo para préstamos de escaso monto, que eleva su valor


7.- Que la Superintendencia de Seguridad Social mejoró la regulación sobre la materia a través de las circulares 2757 y 2758, ambas de 2011, las que, sin embargo, no resultan suficientes.


8.- Que creemos necesario modificar la normativa en dichas materias, con las siguientes finalidades:


a.- Establecer una causal de nulidad precisa y clara para el caso de créditos otorgados en condiciones inadecuadas (como calles o plazas) y sin entregarse toda la información necesaria.

b.- Disponer de un plazo límite de 48 meses a los créditos de consumo.


c.- Establecer un monto máximo de descuento, por concepto de pago de obligaciones financieras, de un 15% para el caso de los pensionados. Si bien la moción 7069-13 establece un límite, éste nos parece excesivo.


8.- Que conforme lo expresado, resulta necesario complementar las disposiciones de esta propuesta con lo dispuesto en el Boletín 7580-03, que fija la tasa de interés corriente para el cobro de los créditos sociales otorgados por las Cajas de Compensación de Asignación Familiar.

Por lo anterior, los diputados que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo Único.- Modifíquese la Ley 18.833, que Establece un Nuevo Estatuto General para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar de la siguiente forma:


1.- Incorpórese la siguiente parte final al inciso primero de su artículo 21


“Éste establecerá las condiciones mínimas indispensables tendientes a asegurar la adecuada información a los usuarios respecto de las condiciones de los créditos. Serán nulos los contratos suscritos en lugares distintos a las sucursales de las respectivas Cajas y los créditos sociales que excedan los 48 meses, a menos que se trate de aquéllos a que se refiere el inciso siguiente.”

2.- Agréguese la siguiente parte final al inciso primero del artículo 22:


“Tratándose de los pensionados no podrá deducirse para efecto del pago de crédito social un monto que exceda al 15% de la perspectiva pensión mensual.”

12.
Informe de la participación del diputado señor Fuad Chahín, en la instancia parlamentaria del Parlamento Latinoamericano (Parlatino) con motivo de la reunión de la Comisión de Pueblos Indígenas y Etnias, entre los días 21 y 22 de marzo de 2013.
Organización del Encuentro


La reunión fue organizada por el Parlamento Latinoamericano (o Parlatino) que es un organismo regional, permanente y unicameral, integrado por los Parlamentos nacionales de América Latina, elegidos democráticamente mediante sufragio popular, cuyos países suscribieron el correspondiente Tratado de Institucionalización el16 de noviembre de 1.987, en Lima -Perú, y aquellos cuyos Estados se adhirieron al mismo o lo hagan en cualquier tiempo, de conformidad con los procedimientos señalados en este Estatuto.

Fechas de sesiones de la Comisión.


La reunión se llevó a cabo los días 21 y 22 de marzo en La Paz, Bolivia y consistió en la “reunión de la Comisión de Pueblos Indígenas y Etnias del Parlamento Latinoamericano”. El lugar del encuentro fue en la Asamblea Legislativa Plurinacional -Cámara de Diputados- Mini Hemiciclo de la Comisión en el ex Banco Minero, Calle Comercio entre Ayacucho y Colón.

Parlamentarios chilenos presentes.


La nómina de parlamentarios chilenos presentes estuvo compuesta por los Diputados Fuad Chahin y Gabriel Ascencio. Y fue presidida por el Diputado Gustavo Espinosa de Uruguay.

Agenda de la Comisión.


La agenda de la actividad versó sobre dos temas principales: El primero de ellos, el Anteproyecto de Ley marco Consulta Previa, donde la introducción de él estuvo a cargo del Senador Adolfo Mendoza de Bolivia y en segundo término, del Proyecto de Ley Marco que coordina la justicia indígena y la Justicia Ordinaria, del cual se entregaron sólo los materiales y se acordó abordarse en la sesión siguiente.


La primera temática fue desarrollada el 21 de marzo y la segunda, el 22 de marzo, respectivamente. Todo esto, antecedido de una ceremonia de inauguración en el Salón Andrés 
Ibánez de la Cámara de Senadores.


La modalidad de trabajo fue la de escuchar la ponencia y luego de ella se trabajó en grupos de parlamentarios, para debatir y enriquecer lo expuesto.


Luego de Constituirse la Comisión de Pueblos Indígenas y Etnias, se acordó nombrar como Presidente ad-hoc al Diputado Gustavo Espinosa (Uruguay).

Temarios


El primer tema en cuestión fue:


1. Anteproyecto de Ley Marco sobre Consulta previa.


1.1 Antecedentes.


Dicho cuerpo normativo -a grandes rasgos- busca una profundización en la obligación del Estado y de abrir espacios de participación a las comunidades en la torna de decisiones que les afecten. El consentimiento previo e informado de las comunidades afectadas consistiría, entonces, en una “licencia social” imprescindible para la viabilidad jurídica del proyecto o en general de la decisión de la que se trate. Es un proceso mediante el cual los pueblos indígenas, comunidades locales y la institucionalidad del Estado llegan a cuerdos mutuos en un foro que ofrezca suficiente infiuencia para negociar las condiciones bajos las cuales se pueda avanzar y un resultado que deje a la comunidad en mejores circunstancias.


1.1 Aporte de Diputado Fuad Chahin


En el trabajo post ponencia del Ante proyecto, se recibieron importantes aportes por parte de los participantes, y como dice el acta “con aportes destacados del Senador Isidro Pedroza, el Diputado Fuad Chahin y la Diputada Diana Yañez, quienes fueron designados para elaborar una serie de modificaciones al texto original. Se toma el acuerdo de trabajar y analizar el anteproyecto modificado, permitiendo desarrollar una redacción corregida del mismo que se transcribe y se comunicará a la totalidad de integrantes a efectos de socializar las modificaciones que serán insumos de análisis de la subcomisión que deberá formular una elaboración definitiva del mismo. Consultado con la Secretaría del Parlatino en Bolivia, dicha entidad aun no distribuye el nuevo texto corregido y enriquecido por quienes se citaron al inicio de este párrafo.

1.2 Puntos más importantes del debate

En cuanto a los puntos más importantes del debate, entre los que se cuenta la reafirmación de la importancia del asunto, la recalendarización de reuniones para que todos puedas participar, entre otros, se resolvió avanzar en el anteproyecto de Consulta Previa, derivando el terna de una Ley Marco que coordina la justicia indígena y la justicia ordinaria para la reunión a desarrollarse en Panamá en el corriente año, conforme al calendario resuelto oportunamente en la mesa.

También se insistió por varios integrantes de la Comisión en la necesidad de dar cumplimiento a las fechas acordadas en la pasada reunión respecto a otra citas solicitadas par que las Subcomisiones de la Ley Marco de Consulta Previa y Anteproyecto de Ley sobre Afrodescendientes puedan abordar sus trabajos.

1.3 Acuerdos.

Entre los acuerdos adoptados está el de solicitar a la Junta Directiva una reunión extraordinaria a efectos de avanzar formalmente en los trabajos correspondientes como asimismo para ofrecerle formalidad reglamentaría a todos los aspectos abordados en la jornada. Se acuerda también que la sub comisión referida a la Ely Marco de la consulta prevía deberá reunirse previamente a la próxima reunión de la comisión y formalizar todo el trabajo, sugiriéndose hacerlo entre los meses de julio a primera quincena de agosto.

Otro acuerdo que se tomó es que la Segunda Subcomisión sobre el tema afrodescendiente, se acuerda que se reúna en junio, sugiriéndose las fechas 6 y 7 de junio, permitiéndose así la asistencia de otros miembros.

1.4 Acuerdos de futuras reuniones.

En resumen, se acordaron las siguientes reuniones:

-Junio: Reunión Subcomisión de Ley Marco sobre Afrodescendientes (Normas para favorecer su participación en las áreas educativas y laboral)

-Julio-Agosto: Reunión se Subcomisión de Análisis Anteproyecto de Ley Marco de Consulta Previa.

-Agosto: Reunión de la Comisión.

2. Con respecto al Tema 11 o “Proyecto Marco que Coordina la Justicia Indígena y la Justicia Ordinaria, se entregaron los materiales, y se acordó que se abordará en la próxima sesión, previo informe sobre el tema.

Anexo.

Se adjuntan en este informe la Agenda de actividades, el Acta de las jornadas, el borrador del Proyecto de Ley Marco de Consulta Previa, Libre e Informada y el material sobre los sistemas jurídicos ordinarios y sistemas jurídicos indígenas.

(Fdo.): FUAD CHAHÍN VALENZUELA, Diputado de la República

REUNIÓN DE LA COMISIÓN DE PUEBLOS INDÍGENAS Y ETNIAS DEL PARLAMENTO LATINOAMERICANO
-La .Paz, Estado Plurinacional de Bolivia - 21 y 22 de marzo de 2013

Lugar de la reunión:
ASAMBLEA LEGISLATIVA PLURINACIONAL-CÁÍMARA DE DIPUTADOS-MINI HEMICICLO DE LA COMISIÓN EN EL EX BANCO MINERO. CALLE COMERCIO ENTRE AYACUCHO Y COLÓN

AGENDA
	Horario
	Actividades
	Responsable/observaciones


MIÉRCOLES, 20 DE MARZO DE 2013
	08.30 hs
	Llegada de los parlamentarios, traslado al hotel
	Dirección de Protocolo


JUEVES, 21 DE MARZO DE 2013
	08.30
	Traslado de los legisladores al lugar de la reunión
	Dirección de Protocolo

	09.00 a 10.00
	Ceremonia de Inauguración en el Salón Andrés Ibáñez tle la Cámara de Senadores.

-Presidenta de la Cámara de Senadores, Gabriela Montaña

-Presidente de la Cámara de Diputados,  Betty Tejada

-Vicepresidente del Parlatino, por el Estado Plurinacional de Bolivia, Senador Julio Salazar

-Presidente de la Comisión de Servicios Públicos, Defensa del Usuario y del Consumidor, Congresista Jaime Delgado de la República del Perú
	

	10.00 a 11.15
	Inicio de los trabajos designación de un legislador como secretario  redactor

Tema l. Anteproyecto de Ley Marco Consulta Previa

Expositor: senador Adolfo Mendoza Ligue. Bolivia
	

	11.15
	Receso para café
	

	11.30 a 13.00
	Continuación de los trabajos
	

	13.00 a 14.30
	Almuerzo comedor de la Cámara de Senadores
	

	14.30 a 16.00
	Continuación de los trabajos
	

	16.00 a 18.00
	Fin de la jornada
	

	18.30
	Cena en el hotel Torino con la presencia del Vicepresidente  del  Estado Plurinacional de Bolivia. Otras Autoridades
	

	Horario
	Actividades
	Responsable/observaciones

	
	VIERNES 22 DE MAYO
	

	08.30 hs
	Traslado del hotel al lugar de reunión
	Dirección de Protocolo

	09.00 a 11.00
	Continuación de los trabajos

Tema II

Proyecto de ley marco que coordina la justicia indígena y la justicia ordinaria.

Expositor: Demetrio Quispe Gómez. Técnico del Viceministerio de Justicia Indígena Originaria Campesina
	

	11.00
	Receso para café
	

	11.30 a 13.00
	Continuación de los trabajos
	

	13.00 a 14.30
	Almuerzo en el comedor de la Cámara de Senadores
	

	14.30 a 16.00
	Continuación de los trabajos
	

	
	Fin de jornada

Acuerdos y puntos a tratar en la próxima reunión

Lectura del acta
	


BORRADOR

Propuesta del Asambleísta Nacional del Ecuador

Pedro de la Cruz Para el Parlatino

Comisión de Asuntos Indígenas y Etnias.

PROYECTO DE LEY MARCO DE CONSULTA PREVIA,
LIBRE E INFORMADA.

ANTECEDENTES.

No hay lugar a dudas de que los pueblos originarios del continente americano seguirnos siendo víctimas de graves violaciones a sus derechos humanos y libertades fundamentales en los Estados nacionales donde vivimos (algunos países estamos cambiando esta visión de poder y apuntamos a construir estados intercultmales, justos y solidarios). En primer lugar, las violaciones ocurren precisamente porque los Estados no cumplen con su función de garantizar, respetar, promover y proteger los derechos humanos de todos sus habitantes, especialmente indígenas. En segundo lugar, las violaciones suceden por el desconocimiento de los propios pueblos indígenas de las normas y mecanismos nacionales e internacionales que reconocen, garantizan y protegen sus derechos.

Por tal razón, la divulgación e información sobre los derechos colectivos indígenas y las obligaciones de los Estados para la vigencia de los mismos es un tema de mayor imp011ancia. Pues solamente conociendo los derechos se pueden defenderlos, por que nadie puede defender lo que no conoce. No se puede esperar tampoco de los Estados el cumplimiento ni la observancia voluntaria de estos derechos si no se les exige.

Partiendo de lo que hemos dicho, estas lfneas tratarán de derechos sobre un instrumento que hasta la fecha sigue siendo de mayor impo1iancia para los pueblos originarios del continente: el convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, por ser un instrumento de derechos humanos vinculante para los Estados que lo ratilican.

A través de la Consulta Previa, libre e informada, se busca una profundización en la obligación del Estado y de abrir espacios de participación a las comunidades en la toma de decisiones que les afecten. El consentimiento previo e informado de las comunidades afectadas consistiría, entonces, una “licencia social'' imprescindible para la viabililidad jurídica del proyecto o en general de la decisión de la que se trate. Agregaríamos que no debe ser entendido solamente como un voto si o no, o como un poder de veto para una sola persona o grupo. Más bien, es un proceso mediante el cual los pueblos indígenas, comunidades locales y la institucionalidad del Estado llegan a acuerdos mutuos en un foro que ofrezca suficiente influencia para negociar las condiciones bajo las cuales se pueda avanzar y un resultado que deje a la comunidad en mejores circunstancias.

La consulta previa no puede ser un derecho en sí misma. Es un mecanismo, o conjunto de mecanismos, que permite el pleno ejercicio de otros derechos “de fondo” como el de Participación en materia ambiental, es una forma ele escuchar y hacerse escuchar, de reconocer la diversidad existente y que las decisiones no pueden nacer de una sola voluntad, sino considerando la existencia de varios actores, sobre todo aquellos que pueden resultad afectados de estas acciones u omisiones.

El marco supranacional es rico en principios y regulación en torno a la determinación de los derechos colectivos de los pueblos y comunidades; sobre todo el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la declaración de las Naciones Unidas sobre el respeto de los derechos indígenas, que no hacen sino reconocer, esta posibilidad ele respeto hacia lo colectivo.

El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independiente es, sin duda alguna, el instrumento de derecho internacional más conocido, citado y, sobre todo, enarbolado como bandera de lucha por millones de indígenas de todo el mundo e invocado como el referente jurídico por excelencia pura lograr reivindicaciones y cambios en la legislación de los países o en otros instrumentos normativos internacionales. Su naturaleza deviene del hecho de que se trata de una convención, convenio o tratado, entendiéndose por tal “un acuerdo internacional celebrado por escrito entre estados y regido por el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular”, de acuerdo a la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.

Somos Pueblos y Comunidades indígenas, constructores de la historia y dueños de nuestro futuro. Somos sujetos de derechos y tenemos deberes que nos son innatos.

Somos constructores permanentes de formas de convivencia común, y formas de vida justas y solidarias.

Reclamamos para nosotros respeto.
Proponemos:

PROPUESTA DE ARTICULADO EN TORNO A UNA LEY MARCO DE
CONSULTA PREVIA, INFORMADA DEL ESTADO A LOS PUEBLOS INDÍGENAS

Art....Los pueblos, las comunidades, las comunas, tienen derecho a ser consultadas de manera previa e infonnada, sobre las decisiones o medidas de carácter legislativo o administrativo, que afecte o pueda afectar directa o indirectamente, su estructura, sus saberes, cultura, formas de vida o en general sus derechos colectivos.

Art....Son actores de la consulta los pueblos, comunidades, comunas indígenas u originarios, cuyos derechos originarios y ancestrales pueden verse afectados y por el otro lado y como consultante, el Estado, en su acción de planificación o ejecución de acciones o políticas en que se desarrolle en los territorios de estos.

Art ... La consulta previa libre e informada es un mecanismo, o conjunto de mecanismos, que permite el pleno ejercicio de otros derechos como el de Participación en materia ambiental, social, cultural, etc.

Art. ..La Consulta previa, libre e informada tendrá un plazo que se lo acordará entre las partes y se la fijara mediante reserva de ley.

Art...La consulta tiene como finalidad:

-Cumplir con los derechos de los pueblos y comunidades

-Llegar a acuerdos entre las partes
-Lograr el consentimiento sobre los puntos de consenso.

Art... Los principios rectores del derecho a la consulta previa e informada son:

-Oportunidad: siempre será antes de las medidas legislativa o administrativa

-Interculturalidad: reconoce la unidad en la diversidad.

-Buena fe: de los actores en la consulta y del cumplimiento de los mismos.

-Plazo razonable: la consulta será una actividad planificada y de resultados.

-Ausencia de coacción o condicionamientos: las partes actuarán como iguales, sin establecer clausulas de restricción o medidas que haga desigual el encuentro.

-Publica: su desarrollo será público.

Art....Los pueblos indígenas u originarios participan en los procesos de consulta a través ele sus instituciones y organizaciones representativas, elegidas conforme a sus usos y costumbres tradicionales.

La representación mantendrá fluidez de información, la decisión siempre será colectiva y democrática, asegl!rará la participación de las mujeres y hombres.

Art...Para identificar a los pueblos indígenas u originarios, titulares de la consulta previa e informada, se tendrán en cuenta criterios objetivos y subjetivos:

Objetivos:

-Descendencia directa de la población originaria

-Estilo de vida, vínculos espirituales e históricos con el territorio que ocupan o usan.

-Instituciones sociales y costumbres propias

-Patrones culturales y modo de vida distintos a los que otros sectores de la población nacional

Subjetivos

-Se encuentra relacionado con la conciencia del grupo colectivo de poseer una identidad indígena u originaria.

-La autodeterminación es una forma de ser parte del pueblo indígena u originario.

Art... El procedimiento y regulación de la consulta previa administrativa o legislativa hacia los pueblos y comunidades tendrá reserva de ley, no se podrá establecer normativa que la supla, para lo cual los estados a través del órgano legislativo correspondiente establecerá los acuerdos necesarios para su estructuración y conformación.

Art... El Estado será el responsable de la consulta y la realizará en los propios territorios de los pueblos y comunidades o en el lugar ele su asentamiento.

En todas las fases de la consulta se observará el principio de la interculturalidad, en tal virtud la consulta se realizará en el idioma ancestral del pueblo o la comunidad.

Art...El desarrollo de la consulta será documentado y se determinarán los acuerdos que serán obligatorios para las partes. La consulta comprenderá al menos cuatro fases:

-Preparación,

-Convocatoria Pública,

-Registro

-Resultados.

Art...La discusión interna de los niveles de organización se realizará respetando sus costumbres, tradiciones y procedimientos internos de deliberación y toma de decisiones, mientras se desarrolla, el Estado no podrá interferir.

Art.. Los acuerdos logrados, en materia legislativa o administrativa, serán ejecutadas, inmediatamente después de la Consulta, por el órgano legislativo o por el órgano Ejecutivo, según corresponda.

En las mismas actas se establecerán los plazos y las formas de verificación del cumplimiento.

Art… Tanto el Estado como los pueblos y comunidades establecerán formas que permitan ir analizando los avances, logros, objetivos cumplidos y las deficiencias logradas en la consulta.

COORDINACIÓN ENTRE SISTEMAS JURÍDICOS ORDINARIOS
Y SÍNTESIS JURÍDICO INDÍGENAS (Síntesis)

Cerca de 50 millones de habitantes, más de 400 idiomas propios y un número similar de pueblos identificados como indígenas conforman el rico mosaico plurilingüe, multiétnico y pluricultural de América Latina y el Caribe. Sin embargo a pesar de la existencia de civilizaciones milenarias en los mismos espacios geopolíticos de los Estados, los pueblos indígenas ocupan los índices más bajo de desarrollo humano de la región. Hoy el sistema jurídico internacional clama por la necesidad y obligación de una cobertura especial y diferenciada de los mismos.

El acceso a la justicia es la posibilidad real que tienen todas las personas de llevar cualquier conflicto de intereses, individuales o colectivos ante un sistema de justicia, entendido como todos aquellos medios para atender y resolver conflictos reconocidos y respaldados por el Estado. Es la posibilidad real ante casos de violencia u otros de protección y de conformidad con los parámetros internacionales de derechos humanos, es un derecho humano fundamental que contempla la multiculturalidad de la ciudadanía.

Es necesario que el sistema estatal y el indígena se coordinen, para dar nacimiento a la construcción de puentes que avancen en la tutela de derechos constitucionales de los pueblos indígenas de la región.

La cooperación debe realizarse entre otras razones porque de hecho la Justicia Indígena existe y se ejerce, lo que se requiere es comenzar a construir una cultura de coordinación y estímulo en los procesos de coordinación entre jueces y autoridades indígenas para los cual es necesario sensibilizar a los pueblos y a los jueces sobre la coordinación jurisdiccional y propiciar el entendimiento intereultural, construir espacios de diálogo y concertación interinstitucional.

Fomentar dicho diálogo constituye el mejor camino para avanzar en el conocimiento de la diversidad cultural de los sistemas normativos indígenas y comprender la pluralidad diferenciada de los mismos y la autonomía indígena para crear y desarrollar nuevas formas y procedimientos.

La coordinación entre sistemas es precisamente para no vulnerar los conocimientos de ésta y otras culturas milenarias al desconocer el sistema propio de administración de justicia e imponerles por desconocimiento las firmas jurídicas ordinarias de los Estados.

Les corresponde a los Estados Latinoamericanos lograr la materialización de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Pueblos Indígenas (septiembre de 2007) y en particular en los que establece el Art. 33. “Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones, procedimientos, prácticas y, cuando existan costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las normas internacionales de los derechos humanos”.

Implica el cumplimiento de este mandato que los Estados deben reconocer el derecho a administrar justicia de los pueblos indígenas, a contribuir en el fortalecimiento de los sistemas jurídicos indígenas, como en la promoción y desarrollo de sus estructuras institucionales propias. Un avance en el tema es establecer las formas de coordinación entre sistemas jurídicos, hecho necesario para lograr la consolidación de prácticas y ejercicio de la jurisdicción indígena.

Seguramente lograrlo no será fácil para los agentes estatales o para los operadores judiciales que tengan que reconocer dicha autonomía e independencia de los sistemas jurídicos indígenas, las formas de coordinación ayudarán a sortear diferentes escollos que impiden la realización de estos derechos.

En cualquier caso de incompatibilidad se requerirá acudir a los planteado en el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (1989) Art.8.2 “Dichos pueblos tendrán el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internaciones reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio”.

Estos procedimiento al cual hace alusión el Convenio 169 pueden ser fijados por vía normativa o por vía jurisprudencial, lo definitivo es que los Estados provean tales procedimientos para que estos principios tengan la posibilidad de ser desarrollados por los propios pueblos y en consonancia cuenten con el respaldo del Estado correspondiente.

Aunque no siempre el marco normativo resuelve la coordinación, pero avanzar en el reconocimiento legal ayuda a consolidar los sistemas jurídicos propios.

Coordinar significa la posibilidad de ponerse de acuerdo entre dos, de armonizar conceptos si esto es posible pero la coordinación entre sistemas demanda siempre el respeto a las instituciones y prácticas propias de cada sistema jurídico y no la subordinación de un sistema a otro. En un ejercicio real no serían las propias autoridades indígenas quienes deberían resolver la tutela, máxime si ellas son reconocidas como autoridades “Judiciales”.

La coordinación se debe pensar para lograr el entendimiento y el ejercicio pleno de los sistemas jurídicos donde la autonomía de la jurisdicción especial indígena se gane en cada decisión y las autoridades nacionales estén dispuestas a ser revisadas en sus actos por sus pares judiciales cuando las circunstancias lo ameriten. Entonces la coordinación será una realidad y el ejercicio de la justicia tendrá un carácter intercultural que garantice la igualdad y la garantía de los derechos humanos de todos y todas las que se acojan a un determinado sistema de justicia.

Un factor a tener en cuenta frente al derecho aplicable es la gran diferencia y complejidad de los sistemas jurídicos existentes en los países de América Latina y el Caribe y, por ende, la gran diversidad de leyes y regulaciones de cada país, así como la interpretación por parte de los tribunales en las controversias que se suscitan por motivo del involucramiento de personas que tiene la condición de indígena.

Por eso es clave precisar de entrada lo que entendemos por multiculturalismo e interculturalidad como mecanismos de diálogo entre sistemas jurídicos estatales y sistemas jurídicos indígenas.

Se insiste en que lo multicultural es un hecho, el multiculturalismo una intención política y lo intercultural una relación social. Intercultural es el término que da cuenta el conjunto de relaciones sociales entre las culturas o de las derivadas del multiculturalismo. De lo intercultural se derivan acciones y valores que corresponden a situaciones de contacto. Intercultural es el cúmulo de relaciones sociales que ponen en relación a los hombres a partir del reconocimiento recíproco de las diferencias culturales.

El principio de reconocimiento es importante en términos de interculturalidad, porque el reconocer significa tener principios de acción comunes y principios de identidad en el funcionamiento del sistema 'judicial. La justicia intercultural es un acto fom1ativo, crea la realidad judicial, mantiene la identidad de todos los intervinientes en un proceso y sus competencias.

El respeto no está fundado en la tolerancia, en el sentido de aguantar y respetar lo absurdo, sino de ceñirse a los principios de toda práctica judicial. El respeto es el que tiene un juez con otro juez de su independencia.

El derecho para garantizar el acceso a la justicia indígena en el marco de las normas internacionales está regulado por un conjunto de instrumentos internacionales de carácter general entre los que se hallan:

-EL Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y sus Protocolos Opcionales;

-El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales;

-La Convención Internacional para la eliminación de todas las Formas de Discriminación a la Mujer;

-La Convención Internacional de los Derechos del Niño; entre otros

En el plano regional: La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana de los Derechos Humanos o Pacto de San José, y el Protocolo de San Salvador sobre Derechos Económicos, Socíales y Culturales.

En la práctica los instrumentos que son indispensables para el ejercicio jurisdiccional son el Convenio 169 de la OIT y la Declaración Universal de derechos de Pueblos Indígenas.

Es necesario estudiar los respectivos instrumentos internacionales ratificados por los respectivos países así como la jurisprudencia de los tribunales internacionales e instancias del sistema internacional de justicia buscando la unificación o armonía internacional de las decisiones, para ello es necesario analizar los sistemas vigentes en dichas jurisdicciones, el reconocimiento y la ejecución de sentencias en materia de pueblos indígenas, para establecer que elementos de dichos instrumentos y sentencias se pueden incorporar en la decisión nacional o local.

Inscribir la justicia indígena como un derecho es una necesidad en nuestro orden donde el reconocimiento deje de ser un precepto formal y se convierta en una realidad en términos de autonomía y dignidad para los pueblos indígenas. Se requiere de instrumentos de orden internacional que refuercen los avances jurisprudencia! es y hagan posible la materialización del orden normativo nacional.

El derecho de administrar justicia por parte de los pueblos indígenas tiene implicancias legislativas, pues permite a las comunidades crear sus propias normas y procedimientos para ser aplicadas dentro de su jurisdicción.

“Cada comunidad y cada pueblo indígena es un sistema jurídico único que debe ser comprendido en su dimensión cultural, social y espiritual, y por ello reconocido como un derecho fundamental”.

FUENTE:

Del trabajo del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, para la República de Colombia.

Titulado: “Coordinación entre sistemas jurídicos y administración de justicia

Indígena en Colombia”.

Senado de la Nación
Secretaria Parlamentaria
Dirección Publicaciones
(S-0063/ 12)

Buenos Aires, 2 de marzo de 2012.
Señor Presidente del

Honorable Senado de la Nación

Lic. D. Amado Boudou

S./D.

Me dirijo a Ud. a los efectos de solicitarle tenga a bien arbitrar los medios pertinentes para la reproducción del expte. S-40/1O, proyecto de ley de mi autoría, Sobre regulación de las relaciones entre las autoridades del sistema judicial nacional y federal y las autoridades de los pueblos indígenas.

La presente es la tercera ocasión en que se reproduce este proyecto, las veces anteriores ingresó bajo los N°s-278/08 y S-1855/06.

Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente. Sonia Escudero.-

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados

Artículo 1°: Ámbito de Aplicación. Las disposiciones de esta ley regularán las relaciones entre las Autoridades del Sistema Judicial Nacional y Federal en todo el territorio nacional y las autoridades administrativas o de policía que sirvan de apoyo a la administración de justicia en el territorio nacional y las Autoridades de los Pueblos lndígenas.

Artículo 2°: Para los efectos de la presente ley, se establecen las siguientes definiciones:

Coordinación jurisdiccional. Son las acciones o actividades de apoyo y colaboración que se realizan entre las Autoridades del Sistema Jurisdiccional Nacional y Federal en todo el territorio nacional y las autoridades de apoyo a la administración de justicia y las autoridades de los Pueblos Indígenas.

Habita! indígena. La totalidad del espacio ocupado y poseido por los pueblos y comunidades indígenas, en el cual se desarrolla su vida física, cultural, espiritual, social y económica; recolección, pastoreo, asentamiento, caminos tradicionales y vías fluviales, lugares sagrados e históricos y otros necesarios para garantizar y desarrollar sus formas específicas de vida.
Tierras indígenas. Aquellos espacios físicos geográficos determinados ocupados tradicionalmente por una o más comunidades indígenas de uno o más pueblos indígenas.

Comunidades indígenas. Conjunto de. familias que tengan conciencia de su identidad como indígenas, sea descendientes de pueblos que habitaron el territorio argentino en la época de la conquista o colonización, mantengan parcial o totalmente su cultura, organización social o valores de su tradición, hablen o hayan hablado una lengua autóctona y convivan en su hábitat común, asentamientos nucleados o dispersos.

Indígenas. Son aquellas personas que se reconocen a sí mismas y son reconocidas como tales, originarías y pertenecientes a un pueblo, con características lingüísticas, sociales, culturales y económicas propias, ubicados en una región determinada o pertenecientes a una comunidad indígena.

Autoridades
de los Pueblos lndlgenas. Son las personas o instituciones reconocidas por cada pueblo o comunidad indígena como las Autoridades legítimas de conformidad con sus usos, costumbres, normas, procedimientos, reglamentos de convivencia. y derecho Indígena.

Autoridades del Sistema Judicial Nacional. Para efectos de la presente ley se consideran autoridades del Sistema Judicial Nacional y Federal en todo el territorio nacional las establecidas en el Decreto Ley 1.285/58 o las que determine la reglamentación.

Autoridades de Apoyo a la Administración de Justicia. Para efectos de la presente ley se consideran autoridades de apoyo el Servicio Penitenciario Nacional, la Policla Federal Argentina y las demás que tengan atribuida por disposición legal o reglamentaría funciones de policía judicial o que coadyuven a la administración de justicia.

Artículo 3°. En los procedimientos ordinarios en los que participen indígenas se garantizará el derecho de los mismos a comprender los contenidos y efectos de tales procedimientos. Los indígenas sometidos a procedimientos administrativos o judiciales tienen derecho al uso de su propio idioma y el respeto a su cultura.

Artículo 4”. Los indígenas tienen el derecho irrenunciable de contar con defensa profesional idónea, corresponderá al Ministerio Público garantizar el respeto de los derechos y garantías que les acuerdan la Constitución Nacional, los Tratados, Convenios, Acuerdos internacionales y las Leyes nacionales vigentes en la materia.

Artículo 5°. Los indígenas tienen el derecho de utilizar sus idiomas propios ante lodo procedimiento legal, administrativo o judicial.

Las Autoridades del Sistema Judicial Nacional y Federal de todo el territorio nacional, cuando haya un indígena sometido a su jurisdicción, de oficio o a petición de parte, de la Autoridad Indígena o del Ministerio Público, nombrarán un interprete que domine el idioma indígena y el español con el fin de garantizar el derecho de defensa y respeto a la identidad étnica y cultural del indígena imputado, procesado, actor o demandado.

Artículo 6°. En los procedimientos administrativos y judiciales ordinarios en los que sea parte uno o más indígenas, los órganos respectivos deberán tomar en consideración el Derecho y la cultura indígena. durante todas las etapas procesales y al momento de dictar la resolución correspondiente.

Artículo 7°. En los procedimientos judiciales y administrativos en los que participen uno o más indígenas, el órgano judicial o administrativo respectivo para mejor decidir, deberá contar con un Informe pericial socio-antropológico o un informe de la autoridad indígena o la organización representativa correspondiente, que ilustre sobre la cultura y el derecho indígena. El informe pericial será elaborado por un profesional idóneo preferentemente indígena o con exhaustivos conocimientos de la cultura indígena.

Artículo 8”. En los procedimientos penales que involucren indígenas se respetarán las siguientes disposiciones:

1. Respeto de la cultura indígena: En caso de hechos que ameriten persecución penal por la justicia ordinaria, se considerarán las condiciones socio-económicas y culturales de los originarios para determinar las penas o medidas correspondientes.

2. Penas alternativas de prisión. En caso de condena, se establecerán preferentemente penas distintas al encarcelamiento y que permitan la reinserción de los indígenas a su medio socio-cultural, cuando ello sea posible y no se vulnere el sistema el sistema jurídico nacional.

Artículo 9”. Las autoridades indígenas podrán suscribir convenios con la Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Nacional, o quien haga sus veces, con el objeto de dar cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 8°, 10” y 11° del Convenio 169 de la O.I.T. -ratificado por nuestro país según Ley 24.071, teniendo en cuenta entre otros aspectos, la prestación del servicio de reclusión y la entrega en custodia de los miembros de Pueblos Indígenas.

Previa solicitud de las Autoridades Indígena, los indígenas condenados por la jurisdicción penal podrán ser entregados en custodia a su respectiva comunidad para desarrollar trabajos comunitarios dentro del hábitat indígena a efectos de redimir la pena acordándose las condiciones de la prestación del servicio y vigilancia para el desarrollo de todas las actividades.

A fin de garantizar la integridad étnica y cultural de los indígenas condenados por la jurisdicción penal ordinaria éstos deberá ser recluidos siempre en el centro penitenciario o carcelario más cercano a su habita!, en centros especiales con el fin de lograr su readaptación mediante mecanismos de trabajo y educación adecuadas culturalmente preservando al máximo la cultura, costumbres, idioma, lazos familiares y formas tradicionales.

Artículo 1O”. Cuando el imputado o procesado fuere un menor de 21 años indígena, a solicitud de las Autoridades Indígenas, el Ministerio Pupilar, prestará el asesoramiento necesario para la prevención de las conductas que afecten la integridad del sistema familiar del menor, igualmente, deberá prestar la colaboración necesaria para que los niños, niñas y adolescentes indígenas que cometan conductas punibles se puedan reinsertar social y culturalmente en su hábitat.

Artículo 11°. El Poder Ejecutivo a través de las autoridades competentes, instaurará programas de formación y capacitación en multiculturalidad, multilingüismo y derechos indígenas para traductores, médicos forenses, defensores públicos, abogados, funcionarios del Ministerio Público y en general, a todos los funcionarios públicos que intervengan en procesos administrativos o judiciales referidos a indígenas.

Artículo 12°. Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sonia Escudero.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

El acceso a la justicia es un derecho fundamental de todas las personas y una garantía instrumental esencial para obtener una justicia pronta y efectiva. Implica la existencia de una gama de instrumentos jurídicos, administrativos y culturales, así como una organización politico institucional que brinde diversidad •de opciones para hacer efectivos los derechos de todas las personas y cuya realización se efectúa por medio de órganos jurisdiccionales y de otros medios alternativos de resolución de conflictos.

Frente a la esencialidad que este elemento - crucial para •el desarrollo y proyección presente y futura - lleno para todos y cada uno de los ciudadanos es menester asegurar, también, el acceso de los indígenas a la jurisdicción del Estado en las mismas condiciones que el resto de la población.

En nuestro país, los indígenas atraviesan una situación de vulnerabilidad y de indefensión jurídica frente a la sociedad. De un lado, su acceso al sistema de administración de justicia nacional, en muchos casos, es precario; de otro lado, se desconoce y niega desde la sociedad el reconocimiento a una forma de administrar justicia propia como un derecho especial fundamentado en el marco de la propia cultura.

En la práctica es frecuente ver el conflicto entre el derecho positivo y el derecho consuetudinario. Uno de los problemas más frecuentes es que cuando los indígenas son imputados o procesados por la justicia formal, las autoridades judiciales desatienden sus derechos, por ejemplo, a utilizar interpretes en su .idioma y aplicar sus normas y costumbres de acuerdo a lo dispuesto en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, ratificado por nuestro país según Ley 24.071.

Otro de los problemas para los indígenas que enfrentan un proceso judicial, cuanto profundiza sus condiciones de desigualdad, es la falta de recursos económicos y de asesores letrados, peritos, traductores, funcionarios públicos, etc. conocedores de la cultura y la lengua de los indígenas argentinos, as! como el desconocimiento del español por parle de ellos.

En este sentido, se requiere precisar la obligación de las instituciones públicas de garantizar el acceso pleno de los pueblos indígenas a una mejor procuración e impartición de justicia, ya sea en materia civil, comercial o penal, en su carácter de actor o demandado o bien de inculpado o víctima.

Y es por ello que vengo a proponer este proyecto de ley, cuyas disposiciones están en dirección a los cambios y/o avances que se van produciendo en la administración de justicia y relacionados con los Pueblos Indígenas en América Latina, entre los cuales podernos mencionar los siguientes Casos:

1.- La Corte Constitucional de Colombia está generando una nueva doctrina constitucional y jurídica a la luz de los principio de la diversidad cultural y de la interpretación lntercultural. Los más diversos casos tienen relación con el derecho a la supervivencia cultural, los alcances de la jurisdicción indígena, los limites a la aplicación del fuero indígena o la garantía sobre el ejercicio del principio a la diversidad étnica y cultural. El factor que lo coloca en un relieve distinto a lo que suceda es la capacidad de una “interpretación” que incursiona en los códigos o valores de la otra cultura a fin de resolver un conflicto sin violentar ese derecho particular que le asiste en cuanto es sujeto de derechos de una entidad colectiva a la que pertenece. De esta incursión surgen nuevos marcos conceptuales que dan lugar a la materialización de unos derechos específicos de los pueblos indígenas pero también la fortaleza de una convivencia pluricultural.

2.- La sentencia favorable en el juicio por discriminación racial planteado por Rigoberta Menchú en Guatemala sienta un precedente importante en América Latina. Los agresores fueron condenados. Dentro de las piezas procésales se pueden encontrar argumentos de una doctrina jurídica a la luz del principio de la diversidad cultural. Los informes de los peritos elaborados con una interpretación intercultural, configuran el material para nuevos estudios y aportes.

3.- El 1 de junio del 2005, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Costa Rica, puso fin a una de las situaciones que limitaba en el acceso a la justicia de los pueblos indígenas. Y es que, dichos pueblos no podía defender su derecho a las tierras mientras no compareciera representándolos el Consejo Nacional indígena, ente gubernativo.

En el presente caso, más allá de la naturaleza pública, gubernativa o estatal conforme señala la Sala Constitucional, se sitúa el tema de la generación y ejercicio de autoridad y de autonomía, esto es ¿quién representa a los pueblos indígenas? considerando al respeto en su Fallo que el Consejo Nacional Indígena (ente gubernativo) no puede entenderse como sustitutivo de los diversos pueblos o comunidades indígenas, que son los que directamente han de velar por sus intereses.

4.- La comunidad Mayagna de Awas Tingni de Nicaragua fue amenazada con ser despojada de sus tierras comunales una vez que el gobierno de ese país otorgara una concesión maderera a la empresa Sol del Caribe - Solcarsa -. Este caso puso en evidencia la situación sobre el Estado y las tierras indígenas en las regiones autónomas de Nicaragua. Los pueblos indígenas.
Es decir, es menester, en consonancia con los antecedentes jurisprudenciales antes descriptos, generar las condiciones legales, institucionales, judiciales, administrativas y de comportamiento de la autoridad para respetar y hacer valer, en todo tiempo y circunstancia, la debida protección física y patrimonial de los indígenas argentinos.

Para ello y de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 1• y 2• propongo regular las relaciones entre las Autoridades de los Pueblos Indígenas y las Autoridades del Sistema Judicial Nacional y las autoridades administrativas o de policía que sirvan de apoyo a la administración de justicia en el territorio nacional a través de acciones o actividades de apoyo y colaboración que se realizarán, de manera coordinada, entre las partes antes citadas, los cuales se completan con las definiciones de coordinación jurisdiccional , habita! indígena, tierras indígenas, comunidades indígenas, indígenas en sí mismo/ma y autoridades de los Pueblos originarios para determinar el ámbito de aplicación de las disposiciones que componen el presente proyecto de ley.

Por los artículos siguientes se regulan tanto los procedimientos ordinarios en los que participen indígenas, garantizándoles el derecho de a comprender los contenidos y efectos de tales procedimientos; contar con una defensa idónea, hacer uso de su propio idioma y ser respetada su cultura, correspondiéndole al Ministerio Público garantizar el respeto de los derechos y garantías que les acuerdan la Constitución Nacional, los Tratados. Convenios, Acuerdos internacionales y las Leyes nacionales vigentes en la materia.

A partir de la sanción de este proyecto las Autoridades de la Organización de la Justicia Nacional Federal en todo el territorio nacional, cuando haya un indígena sometido a su jurisdicción, de oficio o a petición de parte, de la Autoridad Indígena o del Ministerio Público, deberán nombrar un intérprete que domine el idioma indígena y el español con el fin de garantizar el derecho de defensa y respeto a la identidad étnica y cultural del indígena imputado, procesado, actor o demandado. Las mencionadas autoridades deberán contar, previamente a la resolución definitiva, con un informe pericial socio­ antropológico o un informe de la autoridad indígena o la organización representativa correspondiente, que ilustre sobre la cultura y el derecho indígena. Informe pericial que deberá ser elaborado por un profesional idóneo preferentemente indígena o con exhaustivos conocimiento de la cultura indígena.

Por el artículo 8° se dispone las reglas que deberán respetar las Autoridades del Sistema Judicial en los procedimientos penales que involucren indígenas y las cuales son:

Respeto a la cultura indígena: Es decir en caso de hechos que ameriten persecución penal por parte de la justicia ordinaria, deberán ser consideradas las condiciones socio económicas y culturales de los originarios para determinar las penas o medidas pertinentes.

Penas alternativas de prisión. En caso de condena, se establecerán preferentemente penas distintas al encarcelamiento y que permitan la reinserción de los indígenas a su medio socio-cultural, siempre que ello sea posible y no vulnere el sistema judicial argentino.

Nuestro país ratificó por Ley 24.071, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, el cual en sus artículos 8°, 10° y 11°, cuyos contenidos son los siguientes:

“Artículo 8°”.

1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.

2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.

3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a los miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes.

“Artículo 10°”.

1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta las características económicas, sociales y culturales.

2. Deberá darse preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.

“Artículo 11°.

La ley deberá prohibir y sancionar la imposición a miembros de los pueblos interesados de servicios personales obligatorios de cualquier lndole, remunerados o no, excepto en los casos previstos por la ley para todos los ciudadanos.

Tenemos conciencia de que los niños y los jóvenes indígenas son particularmente vulnerables a las violaciones de los derechos humanos. Con frecuencia se ven obligados a abandonar sus comunidades tradicionales y a trasladarse a zonas urbanas para aprovechar posibilidades de empleo o de educación. En el nuevo ambiente urbano, los jóvenes indígenas son a menudo objeto de discriminación por la comunidad más amplia y son privados de la igualdad de oportunidades en el empleo y la enseñanza. Y están representados en manera desproporcionada entre los jóvenes sin empleo. Ellos pueden tener grandes dificultades en su existencia cuando están separados de sus comunidades tradicionales y viven en un medio social que no promueve su participación en la vida económica y social. Este hecho puede tener efectos devastadores sobre su sentido de autoestima y de identidad cultural y puede dar lugar a graves problemas sociales y de salud.

Por todo ello es que tuve el especial cuidado de instituir una protección especial para los jóvenes indígenas, plasmado a través del articulo 10 y por el cual el Ministerio Pupilar, a solicitud de las autoridades indígenas, deberá prestar la asesoría necesaria para la prevención de las conductas que afecten la integridad del sistema familiar del menor e igualmente deberá prestar la colaboración necesaria para que los menores indígenas que cometan conductas punibles puedan reinsertarse social y culturalmente en su hábitat.
Nada podremos lograr si no contamos, en situaciones conflictivas que puedan presentarse, con traductores, médicos forenses, defensores públicos, abogados, funcionarios del Ministerio Público y en general todos los funcionarios públicos que intervengan en procesos administrativos y judiciales, formados y capacitados en la multiculturalidad, multilingüismo y derechos indígenas. Responsabilidad que le cabe al Estado Nacional y así se dispone en el artículo 11° de este proyecto.

Aprobar este articulado que pongo a consideración, no significa crear un régimen de excepción sino hacer realidad el principio de igualdad de los habitantes del territorio argentino ante la Ley y los órganos jurisdiccionales para evitar así, que la pobreza, las actitudes discriminatorias y el hablar una lengua distinta al español se conviertan en un obstáculo para ejercer derechos o una causa para vulnerar garantías individuales ante una deficiente defensa y por eso le solicito a mis Pares me acompañen con su voto.

Sonia Escudero.

La Paz, Estado Plurinacional de Bolivia 21, 22 de marzo de 2013.

XIX Reunión de la Comisión de Pueblos Indígenas y Etnias del Parlamento
Latinoamericano sesiona los días 21 y 22 de marzo en La Paz, Estado
Plurinacional de Bolivia.
En la Asamblea Plurinacional, Cámara de Diputados, Mini Hemiciclo de la Comisión, se lleva a efecto acto inaugural de instalación de las reuniones, con la presencia de la Senadora Gabriela Montaño, Presidenta de la Cámara de Senadores, Diputada Betty Tejada, Presidente de la Cámara de Diputados senador Julio Salazar, Vicepresidente del Parlamento Latinoamericano por el Estado Plurinacional de Bolivia, Presidente de la Comisión de Servicios Públicos, Defensa del Usuario y El Consumidor, Congresista Jaime Delgado y la Secretaria de la Comisión de Servicios Públicos y otras autoridades.

A continuación se constituye la Comisión de Pueblos Indígenas y Etnias, con la presencia de los siguientes parlamentarios que se detallan a continuación:

	LEGISLADOR:
	PAÍS:

	Senadora Julia Figueredo
	BOLIVIA

	Diputado Fuad Chaín
	CHILE

	Diputado Gabriel Ascencio
	CHILE

	Senador Isidro Pedroza Chavez
	MÉXICO

	Diputado Absalón Herrera
	PANAMÁ

	Congresista Claudia Faustena Coari
	PERÚ

	Diputada Diana Yáñez
	VENEZUELA

	Diputado Carolius Wimmer
	VENEZUELA

	Diputado Gustavo Espinosa
	URUGUAY


Dando inicio a los trabajos de la Comisión y ante la ausencia del Sr. Presidente Pedro de la Cruz por unanimidad de los presentes se acuerda como Presidente ad/hoc al Diputado Gustavo Espinosa (Uruguay), actuando como Asesores la Lic. Alcira Revette (Parlamento Latinoamericano) el Lic. Juan Manuel Arraga (Uruguay) y el Líe, Edwin Camacho (Bolivia)

TEMA 1:

Anteproyecto de Ley Marco sobre Consulta Previa
Interviene el Representante de México, Senador Isidro Pedroza, sobre el análisis del anteproyecto de consulta previa. El Presidente ad-hoc, diputado Gustavo Espinosa de Uruguay realiza su intervención refiriéndose al anteproyecto en discusión señalando además que la no realización de los trabajo de la SubComisión aprobada en la reunión de Panamá, (que debería haber sesionado en Venezuela en febrero de 2013) impidió llegar con la elaboración de una propuesta definitiva en esta instancia.

El Presidente informa además de las observaciones y aportes enviados por Venezuela, en relación al Proyecto de Ley Marco sobre Consulta Previa, así como documentos y aportes enviados desde Argentina por parte de la Senadora Corregido que se aprueba formarán parte de la documentación a analizar.

Solicitada por la delegación Boliviana la interrupción de los trabajos a efectos de autorizar la intervención del Senador Adolfo Mendoza (Bolivia) a efectos de desarrollar una exposición sobre el punto en discusión, por unanimidad de presentes se aprueba la misma.

Desarrollo de la exposición del Senador Adolfo Mendoza (Bolivia) Luego de una detallada y muy enriquecedora exposición por parte del Senador Adolfo Mendoza, valorada por la totalidad de integrantes de la Comisión, se aprueba que sus aportes formen parte de los elementos a analizar respecto el tema en cuestión.

Se reabre debate respecto a los temas a analizar en las jornadas de trabajo, haciéndose hincapié por parte de varios integrantes de la Comisión, en la importancia de continuar (conforme a la agenda preestablecida en Panamá) en el análisis de las propuestas acordadas en aquella oportunidad, puntualmente en el anteproyecto de Ley Marco de Consulta Previa y la temática de Afro­ descendientes, ambos acordados en la reunión previa de esta Comisión.

La Diputada Julia Figueredo (Bolivia) manifiesta que el anteproyecto que esta presentado en la mesa es una necesidad de los compañeros latinoamericanos. Dice que de acuerdo con lo expresado oportunamente por el Compañero Pedro de la Cruz en Panamá, esos dos puntos, Consulta Previa y Coordinación de la justicia indígena y la ordinaria deben seguir en el análisis por su importancia.

La Diputada Claudia Coari (Perú).- informa que referente a los puntos importantes en los han estado, en Perú ya existe un consenso previo y lo que debería hacerse en esta sesión es el avance de acuerdo a la agenda establecida apoyando el análisis particular del anteproyecto de consulta previa.

Luego de las intervenciones de varios integrantes, destacando las opiniones de la diputada Dalia Yánez (Venezuela) , Diputado Carolus Wimmer, (Venezuela)
Senador Isidro Pedroza Chávez (México), Diputado Fuad Chahin (Chile) y del propio presidente Gustavo
Espinosa
(Uruguay), se resuelve avanzar en el anteproyecto de Consulta Previa derivando el tema de una Ley Marco que coordina la justicia indígena y la justicia ordinaria, para la reunión a desarrollarse en Panamá en el corriente año conforme al calendario resuelto oportunamente por la mesa.

Se insiste por varios integrantes de la Comisión en la necesidad de dar cumplimento a las fechas acordadas en la pasada reunión respecto a las reuniones solicitadas para que las Subcomisiones de Ley Marco de Consulta Previa y anteproyecto de Ley sobre Afro descendientes puedan abordar sus trabajos acordándose por unanimidad mantener el calendario aprobado por la Comisión en Panamá el pasado año.

Analizada la importancia de recibir la opinión de los integrantes de la Comisión que por razones de fuerza mayor no han concurrido a la presente sesión, se resuelve comunicarles lo resuelto y avanzar respecto al tema en cuestión.

El Presidente Gustavo Espinosa, da lectura a una nota enviada por el Diputado Zambrano (Venezuela) expresando comentarios y aportes respecto del anteproyecto de Ley de Consulta Previa.

La Diputada Diana Yañez (Venezuela), el Diputado Absalón Herrera (Panamá) entre otros, mencionan experiencias de sus respectivos países en materia de consulta previa.

Se reciben importantes aportes y expresiones referentes al tema de anteproyecto de Ley Marco de Consulta previa por parte de la totalidad de integrantes de la Comisión con aportes destacados del Senador Isidro Pedroza. del Diputado Fuad Chain y la Diputada Diana Yáñez quienes son designados para elaborar una serie de modificaciones al texto original; se trabaja y analiza el anteproyecto modificado permitiendo desarrollar una redacción corregida del mismo que se transcribe y se comunicará
a la totalidad de integrantes
a efectos de socializar las modificaciones que serán insumas de análisis de la subcomisión que deberá formular una elaboración definitiva del mismo.

El Diputado Gabriel Ascencio (Chile) mociona se levante la sesión por falta de quórum; el Presidente Gustavo Espinosa (Uruguay) señala que ese aspecto se tomo en cuenta desde el inicio de la reunión pero se logró consenso de continuar los trabajos con la expresa aclaración que los puntos acordados al igual que los avances en la ley marco de Consulta Previa, deberán ser ratificados en una próxima sesión extraordinaria que se solicitará a la Mesa.

Sobre este punto se expresan la totalidad de integrantes de la Comisión acordándose solicitar a la Junta Directiva, una reunión extraordinaria, a efectos de avanzar formalmente en los trabajos correspondientes
como asimismo para ofrecerle formalidad reglamentaria a todos los aspectos abordados en la jornada.

Se acuerda además que la sub comisión referida a Ley Marco de consulta previa deberá reunirse previamente a la próxima reunión de la comisión y formalizar todo el trabajo y cumplir su tarea sugiriéndose hacerlo entre los meses de julio a primer quincena agosto.

La segunda sub comisión
sobre el tema afrodescendientes, se acuerda se reúna en junio, sugiriéndose las fechas 6 y 7 de junio, permitiéndose, así la asistencia de otros miembros como el caso de Nicaragua, debiendo la misma preparar su informe previo a la reunión de la Comisión, con el propósito que los proyectos puedan ingresar a la Junta Directiva en noviembre.

Se solicitará autorización a la Junta Directiva para mantener la reunión extraordinaria aprobada el año pasado.

Resumen reuniones acordadas:

Junio: Reunión Subcomisión de Ley Marco sobre Afrodescendientes (normas para favorecer su participación en las áreas educativas y laboral)

Julio-Agosto : Reunión Subcomisión de análisis Anteproyecto de Ley Marco de Consulta Prevía

Agosto:: Reunión de la Comisión (se voto el pasado año que la misma se realizaría en San Martín)

Noviembre: Reunión de la Comisión en Panamá. Agenda de temas a tratar próxima reunión.

La diputada Julia Figueredo hace entrega de un documento referido búsqueda de soluciones diplomáticas tendientes a solucionar el diferendo marítimo entre Bolivia y Chile; en virtud de ser una reunión que carece de formalidad reglamentaria por falta de quórum, se acuerda simplemente recibir la misma remitiendo la misma a la junta Directiva a los efectos que puedan corresponder.

Se levanta la sesión

Firmas
13. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 12 de abril de 2013.


Oficio N° 8.531


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución fecha 11 de abril en curso, dictada por esta Magistratura, en el proceso Rol 2.428-13-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 16 B de la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en los autos sobre recurso de reclamación, caratulados “Compañía Eléctrica del litoral S.A. con Superintendencia de Electricidad y Combustibles”, de que conoce la Corte de Apelaciones de Valparaíso, bajo el Rol N° 2150-2012. Asimismo se adjunta copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE 
OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO”.

14. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 7 de mayo de 2013.


Oficio N° 8.587


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución fecha 11 de abril en curso, dictada por esta Magistratura, con fecha 6 de mayo de 2013, en el proceso Rol N° 2435-13-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal en la causa sobre divorcio por culpa, de que conoce el Juzgado de Familia de Antofagasta, bajo el RIT N° C-200-2013, a los efectos que indica. Asimismo, acompaña copia del requerimiento de fojas y la resolución que declaró su admisibilidad.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE 
OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO”.

15. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 7 de mayo de 2013.


Oficio N° 8.590


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 6 de mayo en curso, en el proceso Rol 2422-13-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentada por Miodrag Marinovic Solo de Zaldívar respecto del artículo 2331 del Código Civil en los autos caratulados “Marinovic Solo de Zaldívar Miodrag con Bianchi Chelech Carlos”, sobre indemnización de perjuicios, de que conoce el Ministro de Fuero de la Corte de Apelaciones de Santiago, Mauricio Silva Cancino, bajo el Rol N° 7023-2012. Asimismo, acompaño copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE 
OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO”.

16. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 7 de mayo de 2013.


Oficio N° 8.593


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 6 de mayo en curso, en el proceso Rol 2437-13-INA, acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, deducida ante este Tribunal respecto de los artículos 48 y 108, letra b), de la Ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, en los autos sobre indemnización de perjuicios, caratulados “Astudillo Capetillo, Milton con Compañía Minera Teck Quebrada Blanca S.A.,, de que conoce ese Juzgado de Letras y Garantía, bajo el Rol C-3-2012. Asimismo, acompaño copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): RAÚL BERTELSEN REPETTO, Presidente; MARTA DE LA FUENTE 
OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO”.

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.


� El Tribunal Constitucional adoptó este criterio en sentencia Rol N° 1554 del 06 de enero de 2010, recaída en el proyecto de ley que crea el Ministerio de Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente.


� Régimen jurídico de concesiones en el medio marino: casos chileno y español, documento elaborado para la Comisión de, en el marco de la discusión del Proyecto de Ley sobre Administración del Borde Costero y Concesiones Marítimas, Boletín N° 8467-12, por la Biblioteca del Congreso Nacional.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=249023" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=249023� (Agosto, 2012).


� Administración del borde costero y concesiones marítimas. Proyecto de ley y actual regulación. Biblioteca del Congreso Nacional.


� Sesión N° 100 celebrada el miércoles 1 de agosto de 2012


� Sesión N°111 celebrada el miércoles 9 de enero de 2013.


� Sesión N°105 celebrada el miércoles 17 de octubre de 2012.


� Sesión N°103 celebrada el miércoles 3 de octubre de 2012.


� Sesión N°103 celebrada el miércoles 3 de octubre de 2012.


� Sesión N°103 celebrada el miércoles 3 de octubre de 2012


� Sesión N°103 celebrada el miércoles 3 de octubre de 2012


� Sesión N°106 celebrada el miércoles 7 de noviembre de 2012


� Sesión N°106 celebrada el miércoles 7 de noviembre de 2012


� Sesión N°106 celebrada el miércoles 7 de noviembre de 2012


� Sesión N°109 celebrada el miércoles 12 de diciembre de 2012


�Sesión N°110 celebrada el miércoles 19 de diciembre de 2012 


� Sesión N°110 celebrada el miércoles 19 de diciembre de 2012


� Sesión N°110 celebrada el miércoles 19 de diciembre de 2012


� Con fecha 15 de mayo del año en curso, mediante mensaje 063/361 se ingresaron varias indicaciones al proyecto en informe que se refieren a materias sobre las cuales existía el compromiso de presentarlas.


1 http://www.ispch.clisaludocupacionaljsubdepto ambientes laborales/secciones/ruido vibraciones


2 Platzer M, Usbeth; Iñiguez C, Rodrigo; CEVO E, Jimena y Ayala R, Fernanda. Medición de los niveles de ruido ambiental en la ciudad de Santiago de Chile. Rev. Otorrinolaringol. Cir. Cabeza Cuello [online]. 2007, vol.67, n.2 [citado 2013-05-14], pp. 122-128. Disponible en:


<http://www.scielo.cliscielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718- 48162007000200005&Ing=es&nrm=iso>. ISSN 0718-4816. doi: 10.4067/S0718-48162007000200005.





